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INTRODUCCIÓN
Entre los agentes que operan en la economía, quizá sea el Estado el que más atención 
ha recibido por parte de la Historia Económica española. Consumidores, empresarios, 
trabajadores apenas cuentan con monografías, aunque recientemente la historia empresarial 
esté comenzando a dar sus primeros frutos. Por el contrario, el análisis del Estado ha contado 
con numerosas aportaciones.
No es difícil encontrar una justificación para esta situación. Por un lado, las cuentas 
estatales ofrecen un material de trabajo ante el que no se necesita recurrir a los arduos 
procesos de cuantificación que han requerido otros componentes del Gasto Nacional Bruto. 
Las cifras presupuestarias están disponibles fácilmente desde mediados del siglo XIX; de sus 
actuaciones queda constancia en los diarios oficiales y en los archivos de la administración, 
mejor conservados y de más fácil acceso que los archivos privados. A su accesibilidad se 
añade la relevancia de sus actividades, puesto que de su actuación depende el marco dentro 
del que se moverán el resto de agentes. La variación en los derechos arancelarios, las 
modificaciones en el sistema impositivo, los cambios legislativos, generan incentivos para 
que empresarios, trabajadores o consumidores cambien su comportamiento ante el trabajo, 
el ahorro o el consumo.
Estas dos razones son a mi juicio la causa de que el acervo de conocimientos que los
2
INTRODUCCIÓN
historiadores económicos españoles tenemos sobre la actividad estatal haya crecido 
rápidamente durante las últimas décadas. Podemos hablar, por tanto, de la existencia de una 
imagen fijada sobre su comportamiento, una imagen que no dudaría en calificar de negativa. 
Ante todo, se ha señalado que el Estado español era ineficiente. Con los ingresos ordinarios 
obtenidos por el cobro de impuestos y las rentas y ventas de bienes, era incapaz de financiar 
los gastos indispensables para su funcionamiento y para suministrar los servicios públicos 
esenciales para el de la economía. La consecuencia de la insuficiencia presupuestaria era la 
necesidad de financiar un elevado porcentaje del presupuesto de gastos mediante deuda 
pública. La penuria de los ingresos impedía el crecimiento de los gastos, con lo cual no se 
podía incrementar la oferta de servicios públicos, continuamente superada por la demanda. 
El resultado de la insuficiente provisión de bienes públicos era el aumento de los costes de 
transacción para la industria española debido al mal funcionamiento de la administración y 
del sistema de justicia y de los costes de transporte por la deficiente infraestructura de 
comunicaciones.
Si esta situación repercutía sobre los sectores agrícola e industrial la solución 
dependía, en parte, de ellos mismos. El atraso español no era un fenómeno únicamente 
económico, sino también político y cultural. El atraso político se reflejaba en la escasa 
conciencia del electorado, lo que permitía la manipulación del sistema de votación y, a través 
del caciquismo, determinaba que fueran los sectores económicos más poderosos los que 
influyeran, de forma determinante, en el proceso de decisión de los poderes públicos. Sobre 
esa influencia en el proceso político se ha hecho recaer la explicación del mantenimiento de 
la insuficiencia presupuestaria, puesto que su desaparición habría requerido de la realización 
de una reforma tributaria que modificara el reparto de la carga fiscal y aumentara la 
recaudación impositiva, lo cual tenía, obligatoriamente, que hacer recaer sobre estos sectores 
un porcentaje mayor de la financiación del gasto público. A lo cual se oponían cerradamente, 
impidiendo la realización de la ortodoxia presupuestaria clásica
Y es esa misma influencia, casi patrimonialización del Estado, de los grupos de 
interés castellano, vasco, catalán y asturiano, la que determina otro aspecto clave del
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comportamiento estatal: la intervención creciente. Ante la falta de competitividad exterior, 
provocada en parte por los elevados costes de transporte y transacción generados por las 
deficiencias en la actuación del Estado, la solución del capitalismo español fue la más sencilla 
y la más conservadora: la protección de los niveles de beneficio mediante la restricción de 
la competencia extranjera en el mercado nacional. Estos obstáculos al funcionamiento del 
mercado provocaron además de la reducción de la competencia un freno en el crecimiento 
de la renta real causado por la elevación de los precios de los productos protegidos que 
generó una insuficiente diversificación de la demanda y un reforzamiento progresivo de las 
presiones solicitando mayor intervención y protección.
Este estado de la cuestión ha permitido explicar el funcionamiento de la economía 
española durante mucho tiempo. Eran los momentos del predominio del pesimismo acerca 
del comportamiento de la economía durante el siglo XIX, cuando la comparación con Gran 
Bretaña devolvía la imagen de una estructura industrial pobre y fracasada en su intento de 
emular el crecimiento económico británico. Buena muestra de la importancia que se concedía 
al Estado en la formación de ese estado de cosas, lo ofrecen los programas de la asignatura 
de Historia Económica de España que se han impartido en nuestras facultades en los últimos 
años, en los cuales el siglo XIX se estructuraba en base a los problemas de la Hacienda 
decimonónica.
Sin embargo, la valoración de nuestro pasado está cambiando. Se matiza el "fracaso" 
y se habla de "atraso" al insertar a España en un contexto internacional más próximo a su 
posición de partida; disponemos de estimaciones de las principales magnitudes económicas; 
se descubren nuevos sectores industriales y una mayor diversificación de la estructura 
productiva; el comportamiento de la agricultura durante la crisis de finales de siglo se 
revaloriza; se pone en cuestión la existencia de un pacto entre los diferentes grupos de interés 
que determina la política económica de la Restauración.
En este nuevo marco, la explicación tradicional de la actuación del Estado deja
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muchas preguntas por responder. ¿Cuál fue la aportación del Estado al crecimiento 
económico español?, ¿frenó la diversificación productiva o fomentó la industrialización en 
unos pocos sectores claves?, ¿qué medidas se adoptaron para promover el desarrollo 
económico?, ¿qué sectores resultaron realmente favorecidos?.
Una historia económica del Estado como la realizada hasta ahora ha estado 
excesivamente centrada en el análisis de la evolución y los determinantes de las cuentas del 
Estado. Las conexiones de las políticas estatales con los sectores económicos han sido poco 
estudiadas. Y esta es la principal incógnita a la que intenta responder este trabajo: ¿creció, 
se industrializó, la economía española gracias a la intervención del Estado o a pesar de ella?. 
Para hacerlo nos hemos apartado de los esquemas tradicionales de pensamiento de la historia 
económica española sobre este tema. Frente a la importancia que se le asigna en la distorsión 
en la asignación de recursos y en el mal funcionamiento de los mercados, se ha optado, a la 
hora de valorar la actividad estatal, por un concepto dinámico. No nos ha interesado tanto 
la eficiencia estática como la dinámica, el efecto de la intervención estatal sobre el proceso 
de industrialización y la tasa de crecimiento.
Desde este punto de vista, la actuación del Estado presenta un cuadro de luces y 
sombras. Junto a políticas que generan un proceso de crecimiento industrial en sectores 
básicos, como la construcción naval o la fabricación de maquinaria, otras seconvierten en 
importantes obstáculos para la modernización de la economía, porque la restricción de la 
competencia que provocan permite que se mantengan sectores y empresas no comtetitivas. 
Al mismo tiempo, puede enmarcarse la actividad estatal en el contexto internacional y 
comprobar la escasa diferencia que existía entre las actuaciones de los gobiernos 
restauracionistas y las de sus contemporáneos europeos. Aspectos de grado, si cabe, pero 
nunca de categorías.
Cualquier trabajo de investigación está compuesto tanto por aquello que intenta ser 
como por lo que elige no ser. Este pretende ser un análisis de la política industrial durante
5
INTRODUCCIÓN
el período 1874-1923, para lo cual su bloque central, la tercera parte, está dedicado al 
análisis minucioso de los antecedentes, las disposiciones y las consecuencias de las 
intervenciones más importantes realizadas en materia industrial: la ley de protección a la 
industria nacional de 1907, la ley de comunicaciones marítimas de 1909, la ley de auxilios 
a las industrias de 1917 y los gastos efectuados en los programas navales a lo largo de la 
Restauración. Para situarlas correctamente en el conjunto de la política económica del 
periodo, en la segunda parte se ha analizado esta en su totalidad. Allí se puede encontrar la 
política fiscal y monetaria, la polítca de infraestructras o la política agraria.
Pero el trabajo, al elegir estos temas ha dejado fuera otros. La política comercial tan 
sólo ha sido considerada cuando afectaba directamente a alguno de los aspectos que antes se 
han señalado. Los temas arancelarios han sido otros de los preferidos por la historia 
económica española, y la razón no debe variar de las que antes se han señalado en relación 
con los temas hacendísticos, por lo que contamos también con una hipótesis asentada sobre 
sus efectos. Aquí, sin embargo, se ha obviado este asunto, cuya extensión e importancia 
requerirían un tratamiento amplio, que no podía ser afrontado con garantías en el marco de 
esta investigación. Tampoco se ha considerado, explícitamente, el problema de la 
representadvidad del Estado, de los individuos o grupos que lo forman. El objetivo era 
conocer las repercusiones de la política económica sobre la estructura económica del país; 
por ello no se ha prestado atención a sus efectos sobre la distribución del poder.
Un trabajo de investigación como es la Tesis Doctoral hace que el autor adquiera 
numerosas deudas de gratitud que unas pocas lineas al final de una introducción nunca 
pueden pagar. Es mi deber, sin embargo, intentarlo.
El principal estímulo provino, en todo momento, del director de la Tesis, Jordi 
Palafox, cuya atenta y compresiva ayuda está detrás de los posibles aciertos de la 
investigación. Desde las primeras conversaciones, cuando iban surgiendo las primeras 
hipótesis, hasta la última lectura de los capítulos, he encontrado siempre en él la colaboración
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necesaria para llevar adelante esta tarea.
A pesar de ser éste un trabajo individual, me he beneficiado de las discusiones que 
sobre muy diversos temas de historia económica se han realizado en el Area de Historia 
Económica del Departamento de Análisis Económico. La formación de un grupo de trabajo, 
con intereses comunes y un periodo de estudio similar me ha permitido contrastar hipótesis 
y afinar argumentaciones. A todos ellos, Concha Betrán, Enrique Morellá, M a Angeles Pons, 
Daniel Tirado y Enrique Verdeguer, quiero expresar mi agradecimiento. Otros miembros de 
mi Departamento también me han prestado su tiempo y atención: Javier Andrés y Ezequiel 
Uriel; y Ramón Ruiz Tamarit, que coincidió conmigo en la realización de la tesis doctoral 
y nos soportamos, mutuamente, cuando teníamos problemas. El Banco de España financió 
este trabajo a través de sus becas para la realización de tesis doctorales.





1. EL ESTADO Y LA ECONOMIA
I
Las tesis sobre la intervención del Estado en España se han situado entre la condena 
y la irrelevancia. Por un lado, se ha considerado la participación estatal, especialmente a 
partir de comienzos del siglo XX, como un elemento conductor de la actividad económica 
del país. Las regulaciones, los aranceles, determinaban una estructura de los mercados que 
influía en la asignación de los recursos otorgando al sector público un papel importante en 
la determinación de la evolución de la economía. En general, el resultado de la intervención 
ha sido considerado negativamente porque distorsionaba la asignación eficiente de los 
recursos. Por otro lado, otros autores han defendido que la escasa relevancia del Estado 
español y la ineficacia de los instrumentos de la política monetaria y fiscal, que debido a su 
falta de preparación para el control de la cantidad de dinero y de los ingresos y gastos 
públicos, incapacitaron al sector público para intervenir, de forma efectiva, en la evolución 
del sector privado. Varía, por tanto, la actitud frente al Estado entre la inoperancia y la 
reprobación, aún cuando algunos discrepen de esta tesis, la más extendida, y con 
matizaciones, consideren que la política económica, especialmente a través del gasto público, 
ejerció influencia en la generación de expectativas por los sectores empresariales y permitiría 
explicar algunas variaciones en la actividad del sector privado.
Como en tantos otros aspectos de la Historia Económica española, Jordi Nadal
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contribuyó a conformar las tesis sobre la actividad estatal. De acuerdo con ella, las 
desamortizaciones de suelo y subsuelo malograron las bases sobre las que había de asentarse 
la Revolución Industrial en España1. La primera, porque el modo en que fue realizada redujo 
(y anuló en ocasiones) los efectos beneficiosos de la gran transformación agraria realizada: 
el excesivo número de rompimientos supuso la extensión de los cultivos a tierras marginales 
lo que, junto con el mantenimiento de las prácticas extensivas, contribuyó a mantener el bajo 
nivel medio de las cosechas, impidiendo la formación de excedentes baratos2; el 
empobrecimiento del campesino limitó su capacidad para demandar productos industriales3; 
la gran cantidad de tierras puestas en venta desvió hacia la compra de tierras recursos 
financieros que, de otro modo, hubieran podido dedicarse a la industria4, y; los trabajadores 
liberados por la desamortización fueron atraídos por la industria en escaso número, quedando 
los más en el campo o marchando a la emigración5. La segunda, la desamortización del 
subsuelo, porque las Bases de diciembre de 1868 permitieron vender a compañías extranjeras 
la mitad del subsuelo explotado, compañías que en pocas ocasiones reinvirtieron los 
beneficios obtenidos en España, no ejerciendo, por consiguiente, efectos multiplicadores la 
explotación minera, más allá del bien conocido caso de la minería del hierro 6. El resultado 
fue la insuficiencia de la demanda interna, incapaz de transformar la economía española en 
una economía industrial al nivel de los países industrializados de Europa 7.
¿Cuál fue el papel del Estado en esta insuficiente capacidad adquisitiva del mercado 
español?. De manera predominante aparecen aquí los problemas de la Hacienda como 
causantes de la incorrecta forma en la que se realizaron las desamortizaciones:
1 Nadal (1975), p. 227.
2 Nadal (1975), p. 68.
3 Nadal (1975), pp. 55-67.
4 Nadal (1975), pp. 82-84.
5 Nadal (1975), pp. 84-86.
6 Nadal (1975), pp. 87-121.
7 Nadal (1975), p. 227.
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"La reforma agraria, que en el pensamiento ilustrado de la segunda mitad del 
setecientos había sido imaginada como un correctivo de intención económica 
y social, respondió, en la práctica, a motivaciones fiscales y políticas"8 
"La desamortización del subsuelo ha venido a prolongar la precedente 
desamortización del suelo. En ambos casos los apuros de la Hacienda han sido 
determinantes"9
El Estado, acuciado por los problemas hacendísticos, se vio obligado a malvender las 
tierras, primero, y el subsuelo, más tarde, provocando que el mercado interior, 
mayoritariamente agrario, no ejerciera la demanda necesaria para que las industrias llevaran 
una vida desahogada y que la explotación de las riquezas minerales de España, para sus 
empleo en los países industrializados, no rompieran la atonía de la industrialización española. 
La Hacienda se encuentra así situada en el centro de las explicaciones del atraso español: sólo 
unos presupuestos equilibrados hubieran permitido al Estado realizar una política favorable 
al crecimiento industrial.
De esa insuficiencia de los ingresos ordinarios para cubrir los gastos públicos derivan 
el resto de obstáculos, que según Nadal, el Estado interpuso al crecimiento español. En 
primer lugar, el recurso continuo a la financiación con deuda de los déficit provocó una 
expulsión de la inversión privada de los mercados financieros a través del encarecimiento del 
capital: el déficit provocaba un crowding o u t10:
"El recurso al crédito se convierte en una constante de la política española; a 
ella se supeditan las restantes necesidades del país. Acuciado por sus apreturas 
dinerarias, el Estado no vacila, en efecto, en hacer la competencia a los 
empresarios del propio país, mediante una política de remuneraciones 
generosas a los caudales aportados voluntariamente a sus arcas. El elevado 
interés de los préstamos oficiales sanciona la extrema carestía de toda clase 
de dinero. El daño infligido de esta forma a la economía es tremendo. El 
mercado de capitales, ya muy restringido de por sí, pierde su función
8 Nadal (1975), p. 55.
9 Nadal (1975), p. 91.
10 Nadal (1975), pp. 27-28.
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específica - el impulso de las fuerzas productivas - para desviarse hacia las 
inversiones puramente especulativas"
En segundo lugar, los problemas de la Hacienda, no pudiendo solucionarse 
únicamente con el acceso a los mercados privados de capitales, obligaron a acudir al Banco 
de España que de esta forma no podía convertirse en financiador de la industria privada, 
ocupado como estaba en hacer frente a las cada vez mayores solicitudes de capital por parte 
de la Hacienda, perdiendo, al mismo tiempo, el control sobre la oferta monetaria al no 
controlar la emisión de dinero 11:
"(...) la voracidad de la Hacienda condicionó igualmente la conducta del 
banco oficial. En vez de erigirse en rector de la política monetaria, el Banco 
de España (...) asumió primordialmente la misión de allegar fondos para la 
Hacienda, con el doble resultado de inhibirse del fomento de las fuerzas 
económicas, cuando era casi la única institución financiera del país, y de fallar 
en la tarea de consolidarse en la postura de banco central completo, en el 
momento en que el sistema bancario español había de adquirir vigor".
La actitud del Banco cambió a partir de 1891, mostrando una mayor voluntad de 
colaboración efectiva en el desarrollo económico de la nación12.
Y, en tercer lugar, Nadal achaca a la insuficiencia presupuestaria la apertura de 
España a la inversión del capital extranjero, en contrapartida a la financiación con ahorro 
exterior de los déficit que el reducido ahorro nacional y la limitada, aunque importante, 
posibilidad de acceso al Banco no podían cubrir 13:
" El incumplimiento de las obligaciones contraídas, unido a la imposibilidad 
de cortar el endeudamiento, acaban obligando al Estado a recurrir a
11 Nadal (1975), p. 29.
12 Nadal (1975), p. 30.
13 Nadal (1975), p. 33.
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procedimientos de emergencia. La conversión de la deuda, medida que 
encubre una verdadera estafa, peca de excesiva (...). En cambio, el camino 
de las compensaciones indirectas, aunque más perjudicial para el país, aparece 
también como más expedito".
De estas compensaciones, la más costosa fue la otorgada a las compañías de banca 
que se instalaron en España a partir de 1855. Estas compañías (Sociedad General de Crédito 
Mobiliario Español, Sociedad Española Mercantil e Industrial, Compañía General de Crédito 
en España), volcadas en el negocio ferroviario tuvieron gran influencia en el trazado de la 
red ferroviaria, "pensado como instrumento de colonización y explotación, mucho más que 
como instrumento de auténtico desarrollo"14, y en las franquicias arancelarias concedidas 
a la importación de los materiales de construcción, lo que supuso "la formación de una 
demanda adicional importante para los productores mineros metalúrgicos y mecánicos de los 
países inversores"15, que de esta forma fue perdida por la industria siderúrgica nacional 
poco preparada para competir con las grandes fábricas europeas16, configurando la 
"oportunidad perdida" de la siderurgia española.
En conclusión, Nadal convierte al Estado durante el siglo XIX en uno de los 
principales causantes del atraso español, por cuanto su actuación impidió liberar las fuerzas 
que pudieran haber aumentado el tamaño del mercado interior y, a través suyo, haber 
impulsado la demanda interna que hubiera permitido el desarrollo de una economía industrial 
en España.
Tortella ha apoyado, y ampliado al introducir la consideración de la política 
comercial, estas opiniones cuando afirma con respecto al papel del Estado 11:
14 Nadal (1975), p. 50.
15 Nadal (1975), p. 162.
16 Nadal (1975), pp. 159-166.
17 Tortella (1985), p. 145. También pueden consultarse estas opiniones con un mayor desarrollo en Tortella 
(1981), pp. 131-161.
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"En mi opinión, ese papel resultó perjudicial por varias razones. Primera, 
porque el Estado español practicó una política extremadamente proteccionista 
con respecto a los cereales, el algodón, el carbón y, después de 1891, la 
siderurgia. Ahora bien, (...), la política ‘protegía* la producción de estos 
bienes a expensas de los otros sectores y de los consumidores en general. 
Segunda, el presupuesto estatal incurrió en déficit considerables a lo largo de 
todo el siglo XIX, lo cual fue perjudicial para la economía en diversos 
aspectos. En primer lugar, por el efecto crowding out por el cual la demanda 
de crédito del Estado encarece el precio del dinero y del capital para el sector 
privado. En segundo lugar, porque el desorden de las finanzas españolas 
perjudicó ál crédito del país en general y, por ende, a la capacidad de las 
empresas privadas para endeudarse con el extranjero. Y en tercer lugar, por 
su incidencia sobre la política monetaria: España fue uno de los pocos países 
europeos que abandonaron la convertibilidad en oro de su moneda 
precisamente cuando la mayor parte del mundo adoptaba el patrón oro".
Como hacía Nadal, también Tortella ve en la actuación del Estado a comienzos 
del siglo XX un cambio de actitud caracterizado por " su decidido antagonismo (altos 
aranceles, intervención profusa en favor de la industria pesada, con consumo obligatorio de 
carbón español, compras del gobierno a empresas nacionales, programas de obras públicas 
y construcciones militares, etc.) y por un serio esfuerzo para acabar con el déficit 
presupuestario"18. Tal cambio de actitud es una de las causas del crecimiento económico del 
primer tercio del siglo, junto con el sector exterior y un conjunto de factores diversos, no 
suficientemente conocidos (iniciativa privada, creatividad innovadora, mayor cualificación 
de la mano de obra, cambios en la población activa) 19.
La más completa formalización de este cambio de actitud se debe a los trabajos de 
García Delgado, Muñoz, Roldán y Serrano. En el trabajo central de estos autores, "La 
involución nacionalista y la vertebración del capitalismo español"20, desarrollan la hipótesis 
de que a mediados del siglo XIX la economía española recibió una "entrada masiva" de
18 Tortella (1985) pp. 148-149.
19 Tortella (1985), p. 147.
20 Muñoz, Roldán y Serrano (1978). Además son de interés para el mismo tema Roldán y García Delgado 
(1973); García Delgado (1981, 1984b y 1985).
14
EL ESTADO Y LA ECONOMÍA
capital exterior que dio lugar a la "articulación de un modelo de industrialización subordinado 
a intereses exógenos"21, modelo que "se racionaliza, en función de los intereses dominantes 
en aquella coyuntura, sobre la base que ofrecen las ventajas comparativas del librecambio y 
que no hace sino someter el proceso de desarrollo económico español a una fuerte 
colonización externa"22. La instauración de este "modelo de subdesarrollo español" es 
debida, en primer lugar, no tanto a las "necesidades de la economía española (...) cuanto a 
las exigencias de la estrategia expansiva impuesta por el capitalismo europeo" 23 y, en 
segundo lugar, al interés de la aristocracia y la burguesía terrateniente en "articular una 
economía exportadora de materias primas y productos agrarios" 24. Esta situación, que 
impulsó un cierto desarrollo y potenció la integración del mercado nacional25, se quebró 
cuando algunos hechos y acontecimientos hacen entrar en crisis el modelo vigente. Estos 
hechos son, en primer lugar, la caída registrada por las inversiones extranjeras a raíz de los 
años ochenta, que provoca un pago de intereses mayor que la recepción de nuevas 
inversiones, lo que repercute en la Balanza de Pagos, provocando dificultades con el tipo de 
cambio, dando lugar a un control de las importaciones 26. En segundo lugar, el descenso 
de los costes de transporte favoreció el incremento de la competencia en los mercados 
internacionales, provocando crisis en la industria triguera y en la industria textil algodonera 
catalana 27. En tercer lugar, la industria siderúrgica vasca perdió su posición exportadora 
en el mercado mundial a raíz de los cambios tecnológicos que permitieron la producción de 
acero sin restricciones en el tipo de mineral de hierro utilizado, lo cual aumentó la presión 
de los siderúrgicos hacia soluciones proteccionistas28. Y, en cuarto lugar, el proceso
21 Muñoz, Roldan y Serrano (1973), p. 13.
22 Muñoz, Roldán y Serrano (1973), p. 59.
23 Muñoz, Roldán y Serrano (1973), p. 17. Nótese que estos autores rechazan explícitamente que la entrada
del capital extranjero sea debido a las dificultades de la Hacienda, como hemos visto antes que opinaba Nadal.
24 Muñoz, Roldán y Serrano (1973), p. 17.
25 Muñoz, Roldán y Serrano (1973), p. 13.
26 Muñoz, Roldán y Serrano (1973), pp. 39-41.
27 Muñoz, Roldán y Serrano (1973), pp. 41-51.
28 Muñoz, Roldán y Serrano (1973), pp. 51-56.
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inflacionista de fines de siglo, consecuencia de la incapacidad de la Hacienda para hacer 
frente a los gastos con los ingresos ordinarios, lo que le lleva a recurrir al Banco de España, 
debilitando el cambio exterior y provocando dificultades de Balanza de Pagos 29.
La aparición de estos acontecimientos provoca una modificación en el sistema 
económico español en tomo a la última década del siglo estructurado a partir de este 
momento sobre el predominio o protagonismo creciente de la burguesía nacional. Este 
sistema se caracteriza por la aparición de tres constantes básicas en la orientación de la 
política económica: el proteccionismo arancelario, que desincentiva la importación de 
aquellos productos que se pretende proteger, lo cual asegura la reserva del mercado nacional 
a la producción nacional y, por tanto, a la burguesía nacional; el nacionalismo económico, 
como respuesta a la dependencia externa,
"que tendrá como principios operativos fundamentales, por una parte, el 
principio de sustitución de importaciones e incluso de reserva del mercado 
nacional a los productos nacionales y, por otra, el principio de nacionalización 
y rescate de las materias primas nacionales estimulando al máximo la 
producción nacional y los recursos naturales de la nación y favoreciendo el 
trasvase al capital nacional de aquellos recursos que están en poder del capital 
extranjero" 30;
y el intervencionismo del Estado en la actividad económica, corrector de dificultades 
internas, ordenador y garantía del proceso de industrialización y acumulación del capitalismo 
español31:
29 Muñoz, Roldán y Serrano (1973), pp. 57-58.
in
Muñoz, Roldán y Serrano (1973), pp. 62-63.
31 Muñoz, Roldán y Serrano (1973), p. 64.
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"Se trata, pues, de una intervención estatal a favor de la iniciativa privada; e 
implica la adaptación o remodelación por parte del poder público de 
determinadas estructuras del sector privado que no corresponden a las 
exigencias del sistema, supliendo con ello la debilidad del proceso de 
industrialización - o, en su caso, racionalizándolo -, a través de la 
introducción de una compleja gana de instrumentos de regulación y control del 
mercado que dan paso, progresivamente, a diversas formas de capitalismo de 
Estado"
La implantación de estas lineas fundamentales del capitalismo español desde finales 
de siglo no puede entenderse aisladamente una de otra 32:
" (...) son, todas ellas, condiciones necesarias para la viabilidad y continuidad 
del proceso, pero no son suficientes por sí mismas; esto es, cada una de ellas 
no puede explicarse sin las restantes, aunque al mismo tiempo supongan 
individual y cualitativamente algo más, un grado distinto que conforma un 
todo coherente y significativo. Igualmente tampoco se excluyen entre sí, sino 
que por el contrario, se necesitan y se complementan, llegando incluso a 
reforzarse progresivamente las unas a las otras.”
¿Cuáles fueron las consecuencias de esta " vía nacionalista del capitalismo español"?. 
Recientemente, J. Maluquer las ha puesto de relieve 33:
"La trayectoria seguida por la economía española en 1898-1921, y la política 
económica que la instrumentó, respondían a unos condicionamientos casi 
ineludibles. Probablemente no había alternativa. Sin embargo, aunque no 
existiera un camino mejor, este se hubiera podido recorrer con mayor rapidez 
y con menor esfuerzo. (...)"
"Los efectos de ello sobre el consumo fueron seguramente muy negativos, al 
impedir que quedaran liberadas capacidades de compra que hubieran creado 
una mayor demanda interna y mejores posibilidades para los recursos 
productivos disponibles."
32 Muñoz, Roldán y Serrano (1973), p. 61.
33 Maluquer (1987), p. 99.
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En efecto, el establecimiento de las medidas arancelarias no podían dejar de provocar 
un crecimiento de los precios de los productos primarios y de los alimentos que tenían que 
producir un incremento de los precios de los productos manufacturados, con la consiguiente 
perdida de competidvidad de las exportaciones españolas, y una reducción del porcentaje de 
renta disponible para el consumo de productos industriales34. En estas circunstancias cobran 
sentido las palabras de Muñoz, Roldán y Serrano sobre el carácter integrado de las medidas 
que forman la vía nacionalista. Restricciones al crecimiento y diversificación de la demanda 
interna y dificultades para la exportación de las manufacturas españolas, reproducían las 
circunstancias que habían obligado a adoptar aquellas medidas, y aún a incrementarlas, 
haciendo del proteccionismo arancelario, el nacionalismo económico y el intervencionismo 
del Estado tres ramas de una única política económica.
Las causas por las que el Estado intervino en la economía española han sido puestas 
de relieve por Fraile 35. La debilidad representativa del Estado español facilitaba la 
influencia de los grupos empresariales sobre las decisiones de política económica. La 
posibilidad de participar en los órganos consultivos creados por la administración (Junta de 
Aranceles y Valoraciones, Comisión Protectora de la Producción Nacional) y la influencia 
del caciquismo en la formación del Parlamento, aseguraban un fácil control de la 
administración, dada la sencillez con la cual podían ser elevados los derechos arancelarios, 
las distorsiones en el funcionamiento de los mercados tienden a generalizarse. La 
consecuencia de una distorsión es la transferencia de renta entre diferentes grupos sociales 
o sectores productivos, por lo cual la competencia entre los empresarios por una mayor 
participación en la renta nacional se efectúa mediante la competencia por alcanzar las rentas 
de situación que aparecen con la regulación estatal, en lugar de realizarse por el aumento de 
las cuotas de mercado a través de la innovación tecnológica y el descenso de precios 36:
34 Palafox (1988).
35 Fraile (1991)
36 Fraile (1991) p.208.
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"El contexto institucional puede ser tal que la maximización óptima se consiga 
no en el mercado de producto, sino en el de rentas. Los recursos escasos, de 
los cuales no es una pequeña parte el talento empresarial, se pondrán al 
servicio de dos objetivos. Por una parte, los empresarios tratarán de conseguir 
privilegios como aranceles, cuotas, subsidios o barreras a la entrada de nuevos 
competidores en la industria, y por la otra, intentarán mantener el privilegio 
obtenido como un activo fijo contra la competencia de entrantes potenciales, 
de manera que al estar abierta a la competencia, la búsqueda se convierte en 
una actividad costosa y continuamente necesitada de nuevos recursos".
Estas rentas de situación se consiguen a través de la transformación de la estructura 
de la oferta, convirtiendo la competencia en situaciones de monopolio u oligopolio que 
tendieron a separar la actuación de la economía española de la evolución de la internacional. 
La competencia se establece ahora por la rentas que aparecen en las distorsiones de los 
mercados. El gasto de recursos que provoca la búsqueda de rentas da lugar a las llamadas 
" actividades directamente improductivas", actividades que intentan modificar la distribución 
de la renta, y cuyo coste se añade a las imperfecciones de los mercados, provocando la 
intervención estatal una mala asignación de recursos que en la explicación de Fraile genera 
las ineficiencias de la oferta industrial española.
Otra corriente de historiadores económicos ha señalado que la importancia de la 
intervención del Estado a través de regulaciones, cuotas y aranceles no se corresponde con 
la escasa relevancia que el gasto público tiene en la renta nacional, lo cual provoca que la 
evolución de la economía española no dependa de la variación del presupuesto.
Este es el caso de Rosa Vaccaro. En su opinión, durante la segunda mitad del siglo 
XIX, la inestabilidad política y la carencia de interés de las clases dominantes fueron la causa 
de que la industria española nunca recibiera el apoyo estatal ni se creara las infraestructura 
necesaria para el desarrollo de las regiones atrasadas 37. A fines de siglo, el Estado comenzó 
a tomar mayor interés en el desarrollo industrial. Sin embargo, según Vaccaro, este interés
37 Vaccaro (1980), p. 734.
19
EL ESTADO Y LA ECONOMÍA
no se tradujo en una ayuda eficaz, como ocurrió en Ita lia38:
"La diferencia es, desde luego, ampliamente explicada por los mayores 
problemas financieros a los que se enfrentaba el gobierno español, lo cual fue 
el resultado del fracaso en realizar una reforma fiscal. En consecuencia, el 
gobierno español nunca fue capaz de encontrar los ingresos necesarios para 
mantenerse en funcionamiento, y esto limitó gravemente su capacidad de 
tomar una parte directa en el desarrollo económico y social del país."
Este es el aspecto sobre el que más han llamado la atención estos historiadores 
económicos: la incapacidad del Estado en intervenir en la economía radica en la escasez de 
fondos que este tenía a su disposición. Aspecto éste que se ha visto acentuado cuando se ha 
comparado la importancia del gasto del Estado en España y en otros países europeos, como 
ha realizado P. Tedde 39. Según sus datos, la proporción de gasto público sobre producto 
nacional es en España inferior a la de Gran Bretaña, Francia y Alemania entre 1900 y 1906 
con una diferencia porcentual que oscila entre el 2 por ciento con Francia y el 7 por ciento 
con Alemania. El mismo efecto obtiene al comparar el gasto público por habitante entre esos 
países, más Italia, y España donde aparece un nuevo efecto: el estancamiento del gasto per 
cápita en España frente al crecimiento en los demás países. De estos análisis concluye Tedde
40.
"La conclusión principal que se extrae de este examen es el elevado peso, en 
el caso español, de dos factores que condicionaron el comportamiento del 
gasto público: la cuantía relativa de la deuda y la imposibilidad, al margen de 
la voluntad política o administrativa, de aumento de los ingresos ordinarios.
Ello impidió destinar cantidades crecientes de recursos a otros fines como 
servicios sociales o apoyo a la infraestructura económica."
38 Vaccaro (1980), p. 737.
39 Tedde (1981).
40 Tedde (1981), p. 260.
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En consecuencia 41:
"La acción estatal como estimulante del sector privado, fue en el caso 
concreto de España, de muy baja eficacia en los años de la primera etapa de 
la Restauración."
En el mismo sentido, recientemente F. Comín ha señalado la escasa relevancia que 
las variables presupuestarias tuvieron a la hora de determinar el funcionamiento de la 
economía42:
"Durante la Restauración, la política fiscal fue predominantemente expansiva, 
si se exceptúan los años 1899-1908 y algún año aislado de las décadas de 1880 
y 1890. Dada la dimensión del saldo es poco probable que esos efectos 
expansivos o restrictivos fuesen notables"
La escasa relevancia de los saldos presupuestarios determina, según Comín, que 
tampoco se presente el efecto expulsión, al cual hemos visto que se achacaba el 
encarecimiento del coste de financiación del sector privado. La forma de financiación del 
déficit, con el recurso al Banco de España, también dificultaría la presencia de un efecto 
crowding o u t43.
La irrelevancia del Estado no se presenta únicamente en la determinación de las 
fuerzas que intervienen en el ciclo económico, sino también en la definición de las causas del 
crecimiento económico, por cuanto u :
"El exiguo volumen del presupuesto era el síntoma de una opción política de
41 Tedde (1981), p. 261.
42 Comín (1988), p. 687.
43 Comín (1987), pp. 687-688.
44 Comín (1987), pp. 694-695.
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los gestores de los fondos públicos de la Restauración, que se inclinaron por 
mantener bajos los impuestos de algunas actividades y grupos sociales, a costa 
de no pasar de ser una potencia mundial de enésimo orden, y de resignarse a 
no fomentar el crecimiento económico y a no mejorar el bienestar social a 
través de mayores gastos económicos, en educación o en sanidad".
A pesar de que a partir de principios del siglo XX se produce un cambio en la 
estructura y nivel del gasto público, consecuencia de posturas más intervencionistas de los 
partidos políticos, visibles en la adopción del proteccionismo, en el crecimiento del tamaño 
del Presupuesto y en la modificación de la composición del gasto 45, la conclusión que 
Comín extrae de la actuación del Estado en la Restauración no resulta favorable46:
" (...) el gasto del Estado no contribuyó a fomentar el capital social fijo ni el 
capital humano del país en la Restauración, y (...) las estrecheces 
presupuestarias, unidas a la negativa a emitir más deuda pública, impidieron 
la ejecución de varios planes de obras públicas que, sin duda, hubiesen 
favorecido el crecimiento económico. Ni siquiera fueron, por tanto, 
acometidas en esta época, las obras de infraestructura que caracterizan la 
acción del Estado en las primeras etapas de la industrialización. Y, 
naturalmente, se descuidaron las funciones de una ulterior etapa de la acción 
del Estado el bienestar, como son la educación, sanidad, vivienda o 
transferencias a las economías domésticas (...)."
Donde con mayor claridad han sido expuestas las opiniones de estos autores ha sido 
en el artículo de Comín y Martín Aceña sobre la economía de la Dictadura y la Segunda 
República . Según estos autores47:
" El Estado español, que suponía alrededor de las tres cuartas partes de todo 
el sector público, era todavía relativamente raquítico, bastante ineficaz, y los 
instrumentos de política monetaria y fiscal de que disponía bastante
45 Comín (1987), pp. 695-696.
46 Comín (1987), p. 697.
47 Comín y Martín AceSa (1985) p.256.
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La ayuda directa del Estado al sector de la gran industria mediante actividades como 
ferrocarriles y construcción naval fomenta la producción en las industrias de bienes de 
inversión ( siderurgia, construcción de maquinaria) para alcanzar tasas más elevadas de 
expansión51.
Del repaso historiográfico efectuado destaca la existencia de un debate sobre la 
intervención del Estado. El aspecto sobre el cual parece existir un mayor acuerdo es que la 
aparición de distorsiones en los mercados, provocadas por la protección arancelaria y las 
regulaciones administrativas, generarían asignaciones de recursos ineficientes afectando 
negativamente a la evolución económica. El otro asunto, sobre el que no existe tanta 
coincidencia, es la importancia de la demanda estatal, de las ayudas del sector público a la 
producción, en la determinación de la evolución económica. Las hipótesis en discusión 
distinguen entre aquellos para los cuales la reducida importancia del gasto impide que éste 
afecte a la producción de forma relevante mientras otros autores, en cambio, consideran la 
demanda pública un factor determinante en la variación de la producción.
A pesar de que las posiciones de los diferentes autores han sido expuestas con gran 
claridad, en muchas ocasiones no se han hecho explicitos los razonamientos económicos que 
sustentan sus argumentaciones. Es conveniente, en consecuencia, repasar estos últimos y 
apuntar las posibles líneas de superación de los planteamientos realizados hasta el momento.
II
La preocupación de la teoría económica por el crecimiento ha estado siempre ligado 
a la investigación de las causas y los obstáculos que provocaban o frenaban el aumento de
51 Palafox (1991) p.70.
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la riqueza nacional. Adam Smith, al analizar las razones del crecimiento, encontraba como 
factor explicativo de la expansión del producto nacional y de la productividad del trabajo la 
ampliación del mercado. Es esto lo que hace posible el crecimiento, ofreciendo los incentivos 
necesarios para que tenga lugar, aumentando la productividad del trabajo, a su vez provocada 
por el aumento en la división del trabajo. La relación entre división del trabajo y expansión 
de la productividad viene dada porque cuando aquella se produce los trabajadores resultan 
más eficientes en la realización de sus tareas, la especialización del trabajo reduce el tiempo 
necesario al evitar el traslado de unas actividades a otras y se favorece la fabricación de 
herramientas y máquinas adecuadas al trabajo especializado. Para que cualquiera de estos tres 
factores actué es necesaria una movilización de capital circulante que permita a las empresas 
obtener trabajo extra. Cuando esto ocurre a una escala que sobrepasa la tasa de crecimiento 
de la fuerza de trabajo, se producirá una transferencia del factor desde actividades 
improductivas, como los servicios, hacia las actividades productivas. En este proceso el 
sector industrial aumentará su importancia en el producto nacional porque las posibilidades 
de aumentar la productividad son mayores que en el sector agrario 52.
Adam Smith identificaba como el problema económico central la explicación y 
prescripción de políticas para el crecimiento de la riqueza nacional. La economía era un 
sistema auto-regulado y era necesario tener una serie de disposiciones y recomendaciones que 
permitieran el mantenimiento del crecimiento sostenido. Estas eran, en " La Riqueza de las 
Naciones", que el gobierno debía dejar las actuar las cosas solas y conceder a aquellos que 
actuaran en los mercados libertad para adoptar sus propias decisiones sin interferencias. 
Smith reaccionaba, de esta forma, contra la multitud de regulaciones arbitrarias, inefectivas 
y contraproducentes del siglo XVIII. El gobierno debía eliminar todas las obstrucciones al 
libre comercio y la competencia; los controles sobre el comercio internacional y los 
monopolios estatales debían ser abolidos53.
52 Hunt (1989) pp. 10-12.
53 Deane (1991) p.68-70.
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Con Smith se sentaban las bases de la teoría clásica Aunque los diferentes autores que 
podemos englobar bajo esa denominación (Malthus, Mili, Ricardo) no compartieran todos 
los postulados, en el tema que motiva estas páginas si que podemos encontrar una opinión 
común . Los economistas clásicos consideraban que el sistema económico se autoregulaba 
y que, por tanto, los intentos humanos por corregir la miseria humana, en Malthus, o sacar 
a la economía del estancamiento, en Ricardo, solo podían empeorar la situación 54.
Ahora bien, volviendo a Smith, su visión de la economía no era un cuadro de la 
realidad sino un ideal en términos del cual se podía juzgar el mundo real y al que podía 
hacerse conformar. Por ello, en tanto la sociedad no alcance ese estado, las instituciones 
deben hacer mucho más que proporcionar simplemente unos servicios esenciales 55. La 
intervención estatal era admitida, por tanto, por Adam Smith para eliminar los impedimentos 
legales e institucionales que provenían de los ordenamientos y hábitos que fueron buenos en 
un momento pasado pero que ya no lo son y deberían desaparecer, y de las situaciones de 
monopolio y privilegio que se derivaban de las leyes y de los obstáculos que las políticas 
mercantilistas establecían a los intercambios comerciales entre un país y otro 56. Por tanto 
el mercado, el libre juego de la iniciativa individual sin interferencias de los poderes públicos 
no llevaba, en todas las ocasiones, a alcanzar el óptimo que se le suponía al intercambio 
libre, precisamente porque no existía el libre mercado. La intervención del Estado estaba, 
así, justificada para situar a la sociedad en aquella senda en la cual pudiera alcanzar el 
máximo bienestar 57.
Ha sido la economía neoclásica la que ha defendido con mayor perseverancia las 
consecuencias que se derivaban de la economía autoregulada que los clásicos consideraban
54 Deane (1991) p.72-93.
55 Skinner (1979) p.323.
56 Skinner (1979) p. 324.
57 Skinner argumenta , de forma convincente, que el esquema teórico de Smith se encuentra suficientemente 
preparado para justificar la intervención estatal incluso en aquellos casos en los que el mercado fallara, así como a 
aplicar importantes controles sobre los individuos limitando su libertad de acción o elección, Skinner (1979) p.330.
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como el estado ideal al que debían tender las sociedades. Los neoclásicos, sin embargo, 
abandonaron la historicidad de la economía política y desarrollaron una ciencia económica 
pura, independiente de sus implicaciones éticas y políticas 58. La consecuencia de esta 
postura metodológica es la consideración de que el análisis económico es atemporal y no se 
encuentra sujeto a una realidad histórica y social determinada. Por tanto, a diferencia de los 
clásicos, la economía descrita por los neoclásicos no es una imagen de un sistema económico 
ideal al que es necesario acercarse sino una representación de la realidad. La economía 
neoclásica se caracteriza por estar centrada en el mercado, en el intercambio y en como los 
recursos deben ser localizados en diferentes usos y los criterios que deben cumplirse si el 
valor del producto generado a partir de una cantidad dada de recursos tiene que ser 
maximizado, lo que se ha llamado eficiencia de localización 59. Pero es una eficiencia 
estática, sin considerar el tiempo: la asignación adecuada de los recursos asegura el mayor 
producto hoy, pero no en el futuro. Una breve descripción del paradigma neoclásico nos 
ayudará a entender su posición ante la intervención estatal.
Los neoclásicos consideran el objetivo de todos los sistemas económicos maximizar 
el bienestar económico agregado, el cual sólo puede alcanzarse cuando el valor de mercado 
de los bienes y servicios producidos es maximizado. Bajo una serie de supuestos60, los 
precios de los bienes y servicios generados por la operación del mercado son los precios 
adecuados para guiar la localización de recursos de productores y consumidores, lo que 
ocurre porque los precios de equilibrio de mercado reflejan las preferencias marginales del 
consumidor y los costes de oferta marginal. Los costes de los factores, determinados a través 
del mercado, ofrecen a los productores información relativa al coste de oportunidad de los 
diferentes factores de producción. Dadas las preferencias de los consumidores, los costes de 
producción de las empresas, el valor de la demanda de dinero y mercados libres, habrá un
58 Deane (1991) p.126.
59 Weiss (1988) p. 172; Hunt (1989) p.32.
60 (a) Las empresas maximizan sus beneficios, enfrentadas a estructuras de costes caracterizadas por curvas en 
forma de U ; (b) Los consumidores maximizan su utilidad, que experimenta un decrecimiento marginal; (c) La 
producción tiene a su disposición un infinito ranto de tecnologías, que experimentan rendimientos decrecientes de 
escala en algún momento y (d) Los mercados son perfectamente competitivos. Hunt (1989) p. 32.
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conjunto de precios de equilibrio para todos los factores de producción, bienes intermedios 
y bienes y servicios finales que vacian los mercados y maximizan el valor del producto y por 
tanto el máximo bienestar social, que se alcanzará con el pleno empleo de todos los factores 
de producción.
Dos corolarios pueden extraerse de la perspectiva neoclásica61: (a) La eliminación 
de las distorsiones que afectan a la actuación de los mercados llevarán a la eficiencia 
económica en el sentido de Pareto (ninguna otra asignación de los recursos llevará a una 
situación en la que mejore alguien sin que empeoren otros) y (b) El aumento de la eficiencia 
llevará a la mejor evolución macroeconómica, medida por la tasa de crecimiento del producto 
nacional.
Por tanto, la intervención del gobierno en la operación de los mercados desplazará 
los precios de sus valores de mercado, que reflejan la escasez de bienes y recursos, 
provocando pérdidas en la eficiencia económica cuando los productores y consumidores 
respondan a precios distorsionados a causa de la intervención pública. Dada la ineficiencia 
que la actividad gubernamental puede generar, las recomendaciones que se extraen de la 
teoría son que debe concentrarse en la realización de aquellas tareas que son precondiciones 
para el correcto funcionamiento de los mercados y el desarrollo del sector privado: 
mantenimiento de la ley y el orden, defensa nacional, regulación de la oferta de dinero, 
provisión de unos servicios mínimos de educación y sanidad,...62.
Es sencillo derivar de lo anterior la conclusión de que la estructura de los mercados, 
su formación y su organización desempeñan un papel decisivo en la economía neoclásica. Sin 
embargo, como se ha señalado antes, la teoría neoclásica considera la actuación de los 
agentes económicos universal, sin referencia a sus circunstancias políticas, culturales e
61 Shapiro y Taylor (1990) p.865.
62 Hunt (1989), p.298.
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históricas; la teoría es correcta, se afirma, para todo tipo de intercambios en todo 
momento63. La constatación de estas limitaciones ha dado lugar a una de los recientes 
intentos para acercar el neoclasicismo al mundo real y que ha sido denominada " Economía 
Institucional Neoclásica " o " Nueva Economía Institucional”. La " Economía Institucional 
Neoclásica " considera que la forma en la cual están organizadas las instituciones determina 
la actuación de los agentes económicos. Aquellas pueden ser definidas como acuerdos entre 
los individuos que especifican quien gozará del derecho a usar, enajenar y recibir la renta de 
un recurso; en resumen son normas que organizan la interacción entre dos o más individuos. 
Su influencia sobre la actividad económica se realiza a través de tres canales: reducen la 
incertidumbre en las relaciones económicas, al determinar qué actuaciones económicas están 
consentidas al individuo y cuáles vedadas; determinan de qué forma las acciones de los 
agentes pueden dar lugar a beneficios o pérdidas, privadas o sociales, crean incentivos, 
determinando lo que es provechoso, estableciendo horizontes temporales en el uso de los 
recursos y definiendo beneficios y costes asociados a las actividades económicas. El corolario 
que se extrae de lo anterior es claro: una definición exacta de los beneficios y costes que 
acompañan a cada decisión económica permite una localización de los recursos en aquellos 
usos en los que rinden una mayor rentabilidad. Bajo los supuestos neoclásicos que hemos 
considerado antes, de esta forma se alcanzarían las mayores tasas de crecimiento.
En este esquema de pensamiento, el Estado es un actor crucial en el proceso de 
especialización económica y progreso. El gobierno fija las reglas y asegura que se cumplirán. 
A menos que las políticas sean eficientes y garanticen la seguridad de los intercambios, el 
crecimiento será obstaculizado. Los mercados eficientes necesitarán un marco institucional 
correctamente especificado y un gobierno imparcial que haga cumplir las reglas.
El Estado es definido como ” una organización con ventaja comparativa en la
£ 1
North (1971-1974) citado en Sutch (1982). realiza otras críticas a la economía neoclásica que están en la base 
de los nuevos desarrollos: su falta de preparación para explicar el crecimiento dado su carácter estático y su 
consideración de mercados perfectos, con costes de transacción cero.
29
EL ESTADO Y LA ECONOMÍA
violencia,que se extiende sobre un area geográfica m64. Es ese potencial coactivo el que hace
indispensable su presencia, porque la característica esencial de los derechos de propiedad es
la posibilidad de excluir a los demás de la utilización de los recursos 65 y solamente el
Estado puede asegurar que se cumplirá el derecho de exclusión. Por tanto, su nacimiento está
estrechamente ligado al nacimiento de los derechos de propiedad y al de la especialización 
66
El Estado, en la "Economía Institucional Neoclásica”, realiza dos funciones: 
suministrar bienes públicos, destinados a salvaguardar el ordenamiento institucional, 
asegurar el cumplimiento de los contratos y la definición y el respeto de los derechos de 
propiedad; y recaudar impuestos como contrapartida al suministro de bienes públicos. Estas 
dos funciones se dirigen al cumplimiento de dos objetivos: maximizar los ingresos fiscales 
del Estado a través del adecuado diseño de las reglas fundamentales de competencia y 
cooperación, es decir, de los derechos de propiedad; maximizar la renta nacional, 
minimizando los costes de transacción, es decir, los costes de especificación, negociación y 
cumplimiento de los contratos (costes de transacción mínimos se consiguen a través de una 
provisión adecuada de bienes y servicios públicos).
El Estado tiene, por tanto, un instrumento, el suministro de bienes y servicios 
dedicados a dictar leyes y hacerlas cumplir, y dos objetivos, maximizar las rentas fiscales del 
Estado y maximizar la producción 67. Esto genera una incompatibilidad entre objetivos que 
obliga a optar por uno de ellos: maximizar la rentas estatales, para lo cual especificará y 
hará cumplir unos determinados derechos de propiedad, que serán ineficientes, en el sentido
64 North (1979), p.250. En North (1984b) se añade " cuyos límites vienen determinados por el poder de 
recaudar impuestos de sus habitantes " North, (1984b, p. 36).
65 "No puede producirse el intercambio sin derechos de propiedad y éstos requieren la exclusión" (Musgrave 
y Musgrave, 1981, p.79).
"Una sociedad que realizara los beneficios productivos de la gran especialización podría hacerlo sólo con una 
elaborada estructura de la ley y su cumplimiento" (North, 1984a, p.259).
Aunque un aumento en la producción aumente los ingresos del Estado, la maximización de la producción 
puede ser incompatible con la de los ingresos Escales, como veremos más adelante.
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de que impedirán alcanzar la mayor producción posible, dadas la dotación de factores y la 
tecnología. Este problema es el que provoca el fracaso del crecimiento económico 68.
La teoría intenta determinar qué fuerzas intervienen en la determinación del marco 
institucional. En primer lugar, el coste de especificación de aquellos no es nulo. El Estado, 
por tanto, intentará establecerlos en aquel punto en que se maximicen sus rentas, aunque no 
sea aquél en el que sean eficientes. En segundo lugar, la estructura institucional estará 
motivada por la tensión existente entre la maximización de las rentas del grupo gobernante 
y la maximización de la renta de la sociedad o, en cualquier caso, de los ingresos de los 
diferentes componentes de élla.En última instancia,la estructura de derechos, que es fijada 
por el Estado, depende de la capacidad relativa de negociación de los grupos sociales69. 
Vamos a tratar con más amplitud estos dos aspectos.
Una de las funciones de los derechos de propiedad es crear incentivos para 
internalizar los efectos externos. La presencia de éstos es consecuencia de que el coste de 
internalizarlos para tomarlos en cuenta en la toma de decisiones es superior a los beneficios 
esperados de hacerlo 70. Su aparición impide la especificación total de los derechos de 
propiedad, lo que provoca unas menores tasas de crecimiento, como hemos visto 
anteriormente. En el límite, sin extemalidades, una especificación completa provoca la 
igualación de los beneficios (y costes) privados y sociales, maximizando la riqueza total de
68 Debemos aclarar que el institucionalismo cuando se refiere al Estado alude no tanto al conjunto de 
instituciones que lo forman como al grupo o grupos sociales que en cada momento ostentan el poder o tienen 
capacidad para influir sobre él. Por tanto, maximizar los ingresos fiscales del Estado es equivalente a maximizar las 
rentas de las grupos dominantes. Es éste un supuesto válido para los Estados premodernos , pero difícilmente es 
capaz de captar "la compleja organización económica de las modernas sociedades democráticas dónde compiten 
muchos intereses por controlar el Estado, modificar los derechos de propiedad y, a través de ellos, las organizaciones 
económicos." Notrh (1984b), p. 60.
69 " Desde el punto de vista de la maximización de la riqueza, la precisión de la estructura de derechos depende 
del equilibrio de las ganancias sociales esperadas y del coste de negociación, medida y cumplimiento. Puesto que 
el coste neto varia con los recuros, dependiendo de su valor esperado, características físicas, e implicaciones 
distributivas, los derechos de propiedad variarán (...). Más allá de estos amplios preceptos sociales, la naturaleza 
de los acuerdos de los derechos de propiedad observados en una sociedad en cualquier momento dependen de la 
economía política de la asignación y el cumplimiento ". Libecap (1986), pp.230-231.
70 Demsetz (1980), p.50.
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la sociedad, dada la distribución de la renta y la composición de la demanda de mercado71.
Los derechos de propiedad observados habitualmente no son eficientes. Existen 
extemalidades y los beneficios (y costes) privados difieren de los sociales. Para explicar la 
causa hay que volver a la aproximación a la actuación del Estado que hemos mencionado 
anteriormente. Su objetivo es especificar un conjunto de derechos que maximice los ingresos 
que recibe a cambio del suministro de bienes públicos. El coste de su especificación no es 
nulo. Si así fuera, la estructura institucional establecida sería la que maximizara el producto 
social, porque de esa forma también se maximizaría el ingreso del Estado72. La existencia 
de costes de transacción impide la especificación de unos derechos de propiedad eficientes73.
Los costes de transacción son los determinantes básicos de las instituciones. Son los 
costes de especificar y hacer cumplir los contratos74. Incluyen los costes de negociación, 
información, medida, supervisión, cumplimiento y acción política75. La estructura 
institucional dependerá de aquellos y de los beneficios obtenidos de una especificación más 
precisa. Estas dos variables explican la persistencia de los derechos de propiedad colectiva 
allí donde los costes de medir los recursos han sido superiores a los beneficios esperados76. 
Del mismo modo, tienden a estar más especificados cuando el valor de los recursos aumenta, 
y cuando disminuyen los costes de transacción77.
En resumen, el objetivo de maximizar los ingresos públicos predominará en la
71 Libecap (1986) p.229. Esta conclusión es independiente de a quien se asignen los derechos de propiedad, 
según el teorema de Coase. Coase (1960).
72 North (1979), p. 256, nota 6.
73 En los grupos numerosos, por ejemplo, el coste de negociación es muy elevado. Por tanto imponen un 
obstáculo a la modificación de los derechos de propiedad. Field (1981) lo utiliza para explicar el mantenimiento de 
los derechos colectivos en algunas pesquerías de uso común.
74 North ( 1984a) p. 255-256.
75 Libecap ( 1986).p. 228.
7(4 Véanse las referencias en Libecap (1986) p. 233.
77 Libecap (1986), p. 231.
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definición de la propiedad en detrimento de la eficiencia. Esta es la explicación de la 
concesión de algunos privilegios monopolistas.
El segundo de los obstáculos que afronta el Estado para establecer una estructura de 
la propiedad eficiente, es decir, que maximice la renta de la sociedad, es la presión de los 
diferentes grupos sociales para mejorar su participación en la distribución. De acuerdo con 
el poder de negociación que cada grupo tenga así serán las concesiones que consiga del 
Estado en forma de derechos de propiedad que le permitam disponer de un mayor porcentaje 
de los incrementos de riqueza que tengan lugar 78.
El Estado tiene en sus manos el poder de sancionar legalmente y hacer cumplir los 
acuerdos contractuales que los diferentes grupos efectúen entre sí. Para realizar esta tarea, 
como ya hemos dicho antes, se suministran bienes públicos. Los diferentes grupos de presión 
(que pueden ser considerados tal y como hace North 19 grupos rivales del que en cada 
momento detenta el poder) intentan modificar la estructura de la propiedad, puesto que ésta 
determina la distribución. Al mismo tiempo, y en la medida en que los bienes públicos que 
suministra el Estado no sean bienes públicos puros, intentan modificar la localización de los 
servicios que ofrece el gobernante.
Las instituciones que emergen de esta lucha por mejorar la posición de cada grupo 
en el reparto de la riqueza probablemente no serán maximizadoras80. Olson responsabiliza 
a estos conflictos del fracaso de algunas economías en conseguir elevadas tasas de 
crecimiento81.
78 North (1979), p. 255.
79 North (1979), pp. 252 y 255.
80 Libecap (1986), p. 232.
81 Los individuos en las diferentes sociedades están organizados en grupos cuyo objetivo es aumentar la cantidad 
del producto global del que disfrutan sus miembros. Para conseguirlo tiienen dos opciones: aumentar la cantidad de 
producto existente o aumentar el porcentaje que le corresponde al grupeo. Habitualmente, la segunda opción será la 
elegida. Para realizar cualquiera de las dos es necesario incurrir en un coste: el de la acción política necesaria para 
modificar la estructura institucional. Sin embargo, en la primera situación el beneficio se distribuye por toda la 
sociedad y los individuos del grupo que emprenda la acción para cambiair la estructura institucional sólo conseguirán
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De forma explícita, la economía neoclásica ha desarrollado variadas explicaciones de 
los costes de la intervención. Donde mayor esfuerzo teórico se ha realizado ha sido en el 
comercio exterior. Los políticos de sustitución de importaciones que se adoptaron en los 
países subdesarrollados en los años cincuenta y sesenta dio la ocasión para formular nuevas 
criticas a los efectos que, en términos de ineficiencia, provocaban los obstáculos al mercado 
libre. El principal argumento contra la protección era que alcanzaba niveles excesivos y 
llevaba a una localización ineficiente de recursos debido a distorsiones en los mercados de 
productos y factores82. Las distorsiones eran consecuencia de:
(1) Los problemas, intrínsecos de la interferencia gubernamental, derivados de la 
excesiva burocratización, corrupción, incertidumbre y retrasos.
(2) Los sesgos contra las exportaciones y la agricultura, provocados por un tipo de 
cambio más elevado que el que hubiera existido bajo un régimen de libre comercio y por la 
elevación de los precios de los bienes manufacturados respecto a los agrícolas.
(3) La infrautilización de la capacidad productiva instalada y del trabajo, consecuencia 
de los bienes de capital baratos y el crédito abundante y a bajo coste, lo cual resulta un 
sesgo contra el empleo de trabajo.
(4) El carácter intensivo en importaciones de los bienes que sustituyen importaciones.
una parte de esos beneficios, aún cuando carguen con todos los costes del aumento de la eficiencia. En cambio, 
cuando lo que se pretende es aumentar el porcentaje del producto global que recibe el grupo, se modificarán los 
derechos de propiedad, pudiendo disminuir la eficacia productiva. Como el beneficio recae solamente sobre los 
miembros de la organización, mientras la pérdida de producción se reparte entre toda la sociedad, existe un incentivo 
para modificar la estructura de los derechos de propiedad en favor del grupo. Las consecuencias de esta 
argumentación puede seguirse en Olson (1986), capitulo tercero. Hay un factor corrector: el tamaño del grupo de 
presión. Cuanto mayor sea éste, mayores serán sus pérdidas como consecuencia de la falta de eficiencia en la 
producción.
82 La crítica más influyente se encuentra en Little, Scitorsky y Soctt (1970). Un excelente panorama de lo que 
supusieron las políticas de sustitución de importaciones, sus críticos y la comparación con el crecimiento hacia afuera 
en Schmitz (1984).
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(5) La reducción de la tasa de crecimiento de la industria cuando la demanda 
doméstica es el único sustento de la producción una vez realizada la sustitución de 
importaciones.
Las implicaciones políticas que se derivan de este análisis son que la interferencia del 
gobierno debería ser reducida, animado el libre mercado, y reducidas sustancialmente las 
cuotas de importación y los aranceles.
Un desarrollo de los efectos dinámicos de la protección dentro de la economía 
neoclásica ha sido el análisis de los efectos sobre el bienestar provocado por la búsqueda de 
rentas. Cuando el gobierno interviene en las economías de mercado creando restricciones se 
generan rentas y los individuos compiten por obtenerlas, en ocasiones dentro de la legalidad, 
en otras ilegalmente ( sobornos, corrupción, contrabando, mercado negro). Cuando esto 
ocurre dos corolarios pueden extraerse: 1) La competencia en la búsqueda de rentas hace que 
la economía actué en el interior de su frontera de posibilidades de producción; 2) La 
búsqueda competitiva de rentas da lugar a la aparición de divergencias entre los costes 
privados y sociales de determinadas actividades83. La característica esencial de los 
fenómenos de búsqueda de rentas es que representan formas de obtener un beneficio 
realizando actividades que son directamente no productivas: generan rendimientos monetarios 
pero no producen bienes y servicios, por lo cual no aumentan el bienestar, ni directa ni 
indirectamente, a través del aumento de la producción o la disponibilidad de bienes. Como 
esas actividades utilizan recursos reales, resultan en una contracción del conjunto de bienes 
de la economía84.
Las recomendaciones de la búsqueda de rentas para la política económica han sido el 
abandono de las políticas de desarrollo orientadas hacia dentro, que suelen confiar en las 
restricciones del mercado y la intervención estatal, porque crean un ambiente más propicio
83 Krueger (1974) p. 291.
84 Bhagwati (1982) p. 989.
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a las actividades no productivas y confiar en políticas más abiertas de promoción de 
exportaciones85.
Sería incorrecto, en cualquier caso, suponer que la economía neoclásica no admite la 
intervención del Estado en ninguna situación. Existen ocasiones en las que el mercado no 
asigna correctamente los recursos porque los precios no reflejan los costes marginales de la 
producción de los bienes ni el coste de oportunidad de los factores de producción. Cuando 
esto ocurre, consecuencia de las extemalidades, si se admite la actividad correctora del sector 
público porque se pueden producir pérdidas significativas en la eficiencia económica si 
consumidores y productores responden a los precios distorsionados. Lo que caracteriza a la 
economía neoclásica, además de reducir las situaciones en las cuales los mercados no 
funcionan correctamente, es pensar que, en muchos casos, la intervención para eliminar las 
distorsionees se realiza de tal forma que se crean mayores distorsiones. Estos sub-productos 
pueden eliminar los efectos benéficos de la eliminación del fallo de mercado inicial86.
A pesar de la insistencia con la que la economía neoclásica ha sido empleada para 
explicar el fracaso en alcanzar el crecimiento sostenido en los países atrasados, esta no ha 
sido la visión que del subdesarrollo ha prevalecido entre los economistas. Matsuyama afirma 
que " para muchos economistas, con la excepción de Bauer, el argumento de una activa 
planificación del desarrollo por el Estado ha sido axiomática87. Shapiro y Taylor por su 
parte han constatado que "Históricamente, ningún país ha entrado en el crecimiento 
económico moderno sin la intervención del Estado ( en la industria) o la colaboración con 
grandes entidades del sector privado88.
Tales opiniones forman parte de una visión distinta del proceso de crecimiento
85 Shapiro y Taylor (1990) p. 864.
86 Weiss (1988), p.178. Ejemplos de como la actuación del Estado puede llegar a ser perjudicial y crear más 
distorsiones de las que puede solucionar en Freudenberger (1967) y Tiffany (1984).
87 Matsuyama (1991) p. 647.
88 Shapiro y Taylor (1990) p.861.
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económico que ha tendido, en los últimos años, a sacar del ostracismo al que la teoría 
neoclásica había condenado al fomento activo de la industrialización por parte del Estado. 
Estas aportaciones recientes se sustentan sobre dos pilares: la economía del desarrollo de los 
años cincuenta y la reformulación de la teoría neoclásica del crecimiento, tal como fue 
expuesta por Solow.
El concepto de crecimiento equilibrado surge con el trabajo de Rosenstein-Rodan en 
1943. Con el objetivo de alcanzar una distribución del ingreso más igualitaria entre las 
diferentes areas del mundo, Rosenstein-Rodan plantea la necesidad de aumentar el ingreso 
de las areas deprimidas (Este y sudeste de Europa en su artículo) a una tasa de crecimiento 
superior que el de las ricas. El principal problema al que se enfrentan estas zonas es el 
exceso de la población agraria, que da lugar al desempleo encubierto. El principal obstáculo 
para que estos países alcancen la industrialización es el pequeño tamaño del mercado, que 
impide conseguir el tamaño óptimo de las empresas industriales 89. El aumento de la 
dimensión del mercado que permita salvar ese freno provendrá del crecimiento conjunto de 
diferentes industrias que generan ingresos y se convierten en una fuente de demanda de 
bienes para otros sectores. Los efectos que provoca la inversión industrial son de tres clases: 
en primer lugar, la creación de un sistema complementario reduce el riesgo de aumento de 
las existencias invendidas, consecuencia del aumento de la capacidad productiva; en segundo 
lugar, cada empresa se beneficia de las extemalidades que provoca el crecimiento de la 
industria; en tercer lugar, cada industria se beneficia del crecimiento de las otras industrias 
90. Estos efectos externos provocan una divergencia entre el producto marginal privado y 
social, que viola los supuestos del modelo neoclásico. La producción presenta, por tanto, 
rendimientos crecientes.
89 Al fijar la atención en el mercado doméstico, Rosenstein-Rodan menosprecia la importancia de las 
exportaciones y el mercado exterior en el crecimiento industrial. Dejando de lado otras posibilidades, como por 
ejemplo que sea necesario alcanzar un volumen de producción amplio en el mercado interior con anterioridad a la
exportación, Murphy, Shieifer y Visny (1989), pp. 1006-1007, señalan que, a pesar de aquella 
objeción teórica, existe una considerable evidencia empírica señalando la importancia del 
mercado doméstico como un objetivo de la industria.
90 Rosenstein-Rodan (1943), pp. 205-206.
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Precisamente es la existencia de rendimientos crecientes el factor que justifica la 
intervención del Estado en la economía y que favorece la creación de un programa de 
industrialización. La inversión deberá concentrarse en las industrias básicas y en 
infraestructura, permitiendo actuar al multiplicador 91. El proceso de crecimiento necesita, 
por tanto, de un "gran empujón” (big push) que situé a la sociedad en la senda de la 
industrialización 92.
La presencia de economías externas provoca la existencia de equilibrios múltiples: eí 
equilibrio no es único sino que existe una variedad de los mismos, lo cuales suelen ser 
interpretados como diferentes situaciones en las que se encuentra una economía y que se 
distinguen por el porcentaje de población que trabaja en el sector manufacturero 93. Los 
elementos más importantes de este enfoque son, por tanto, las razones por las que aparecen 
los rendimientos decrecientes y los elementos que determinan en que equilibrio se encontrará 
la economía.
Dos tipos de extemalidades han sido tenidas en cuenta en la literatura: tecnológicas 
y pecuniarias. Las extemalidades tecnológicas son consecuencia de las características de la 
función de producción y se definen porque la productividad (y marginal) del trabajo está 
positivamente relacionada con el tamaño del sector **. Cuando la economía cuenta con 
sector exterior, las economías externas pueden provenir del efecto del comercio exterior a 
través de la difusión del conocimiento tecnológico 95: la introducción de nuevas técnicas,
91 Rosenstein-Rodan (1943), p. 206-207.
92 Frente al "crecimiento equilibrado", Hirschman (1958) defendió la tesis del "crecimiento desequilibrado". 
Según este autor, en los países subdesarrollados la causa del estancamiento no es la carencia de factores claves para 
el crecimiento, sino la dificultad de movilizarlos, debido a la falta de capacidades organizativas. El crecimiento 
equilibrado sobreutilizaría estos factores por lo que se propone una teoría del crecimiento en la que los planificadores 
no deben intentar anticiparse a los desequilibrios de oferta y demanda, sino que deben intentar provocarlos, siendo 
el mecanismo de precios de mercado el que movilizaría los recursos para eliminar los desequilibrios. En España, 
el crecimiento inducido fue empleado por Tortella para explicar los efectos de la inversión en ferrocarriles. Tortella 
(1973).
93 Como en Matsuyama (1991).
94 Matsuyama (1991), Krugman (1991a).
95 Una revisión de los modelos de crecimiento endógeno puede encontrarse en Tirado (1992).
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a través de los bienes intermedios, puede provocar rendimientos crecientes si estos bienes 
incorporan avances tecnológicos 96. Otra fuente de extemalidades es el proceso de 
aprendizaje: la productividad del trabajo aumenta a una tasa relacionada positivamente con 
el aprendizaje de nuevas tareas, que puede ser representado por la variable tiempo.
Las extemalidades pecuniarias están más directamente ligadas a la teoría del 
crecimiento equilibrado de Rosentein-Rodan. Relacionadas con el tamaño del mercado, se 
basan en el efecto de una mayor demanda sobre el sector industrial, provocado por los 
mayores beneficios ganados por los empresarios a consecuencia de la inversión, el mayor 
salario que reciben los trabajadores industriales respecto a los agrarios o el efecto de la 
construcción de infraestructura el cambio en la distribución del ingreso a través de su 
efecto en la distribución de la demanda 98; y la concentración espacial de la producción 
manufacturera a través de las demandas intersectoriales " .
El efecto de las economías externas sobre el concepto de equilibrio único que se 
utiliza comunmente en economía puede verse en la figura 1 10°. Representa el mercado de 
trabajo de una economía con dos sectores: uno agrícola y otro manufacturero, que emplean 
únicamente trabajo para realizar la producción. La agricultura presenta rendimientos 
constantes a escala, mientras la manufactura está sujeta a economías de escala externas a la 
empresa pero internas al sector, cuyo efecto es aumentar el nivel de la productividad del 
trabajo conforme crece el tamaño del sector industrial. Son, por tanto, economías de escala 
técnicas. Los trabajadores pueden ocuparse en el sector manufacturero o en el agrícola: su 
decisión sobre el sector en el que buscarán empleo depende del salario relativo que recibe 
en la manufactura y de la ventaja relativa que tenga para trabajar en un sector u otro 101.
96 Fung e Ishikawa (1992).
97 Murphy, Schleifer y Vishny (1989a).
98 Murphy, Schleifer y Vishny (1989b).
99 Krugman (1991b).
100 En esta exposición seguimos el modelo de Matsuyama (1991).
101 El trabajo no es homogéneo, como en la mayoría de las teorías económicas tradicionales.
39
EL ESTADO Y LA ECONOMÍA
Dada la ventaja relativa de cada trabajador, el empleo en la manufactura aumenta cuando lo 
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La introducción de las extemalidades se hace a través de la demanda de trabajo. En 
lugar de suponer productividad marginal decreciente para el trabajo, lo que lleva a una 
pendiente negativa de la función y un intersección única con la función de oferta, en 
presencia de rendimientos crecientes el tamaño del sector, representado por la cantidad de 
factores de producción utilizados, LM, se relaciona positivamente con la productividad y 
aumenta el salario que los empresarios están dispuestos a pagar para contratar nuevos 
trabajadores. Por esa razón las curvas de oferta y demanda se cruzan en más de una ocasión,
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dando lugar a varios puntos en los cuales se alcanza el equilibrio, es decir lugares donde el 
mercado de trabajo se vacía por que la oferta y la demanda se igualan. En la representación 
gráfica estos equilibrios se alcanzan en tres punto: Eq, E¡, E**. EL primero representa la etapa 
preindustrial, caracterizada por la reducida proporción de trabajadores ocuapdos en el sector 
industrial; el equilibrio superior, E*,, corresponde a la etapa industrial, en la cual ha 
aumentado el número de trabajadores que están empleados en el sector manufacturero.
La particularidad de este enfoque radica en el hecho de que el equilibrio intermedio, 
Ej, es inestable. A su derecha, la demanda de trabajo es superior a la oferta, incrementando 
los empresarios el salario para atraer más trabajadores al sector, dado que la productividad 
maiginal de cada nuevo trabajador es superior al salario que recibe; esta situación continúa 
hasta alcanzar el punto Em en el que oferta y demanda de trabajo se igualan. A la izquierda, 
la oferta de trabajo es mayor que la demanda, por lo cual el salario tiende a reducirse para 
eliminar el exceso de población activa que trabaja en la industria. El equilibrio inestable, E,, 
se configura como el umbral que los países deben superar para aceder a la industrialización. 
Cuando la economía se encuentra en un punto a la izquierda de Ej estiatrapada en una "trampa 
de pobreza", que lleva al país a especializarse en la agricultura. La intervención de Estado 
puede, por tanto, contribuir al aumento del tamaño del sector industrial que permita superar 
el nivel crítico.
La política económica adquiere, con el planteamiento desarollado, un doble sentido, 
lo cue nos permite responder al otro aspecto de importancia que señalamos en páginas 
antffiores, cuál será el equilibrio que finalmente se alcance. La búsqueda de la eficiencia 
dinánica, en sustitución de la eficiencia estática típica de la teoría neoclásica, debe 
condderarse el objetivo de la intervención estatal: la ineficiente asignación de recursos en un 
monento debe ser valorada en términos dinámicos, en función de su capacidad para hacer 
surgr economías externas, sean estas técnicas o pecuniarias. La generación de extemalidades 
pude  conseguirse facilitando la sustitución de importaciones102, fomentando la
102 Lo que obliga a replantearse las opiniones acerca de la política comercial, como ha señalado Daniel Tirado. 
Tñraó) (1991).
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transferencia de tecnología, subvencionanado o ayudando a los sectores básicos que tiene 
mayores efectos de encadenamiento que los sectores productores de bienes finales.
Pero, al mismo tiempo, hay un segundo aspecto que afecta al papel del sector público 
y a su influencia en la evolución de la economía. Si un propietario de un recurso utilizado 
en la producción está interesado en los rendimientos futuros y no sólo en los presentes, y la 
transferencia del recurso entre sectores tiene un coste, es decir, no puede hacerse 
inmediatamente, en presencia de extemalidades los rendimientos futuros dependen no sólo 
de su decisión de localización sino también de las decisiones tomadas por los otros 
poseedores del mismo recurso, ya que al provocar la reducción del coste de producción 
conforme aumente el tamaño las decisiones de los otros propietarios determinan el 
rendimiento que obtiene cualquiera de ellos 103. Este papel de las expectativas a sido 
resaltado por Matsuyama en una frase muy gráfica: "Es concebible que si todo el mundo cree 
que la economía acabará en el estado 1, entonces lo hará; y que si todo el mundo, al 
contrario, cree que acabará en el estado 2, entonces lo hará" ,04. El papel de las 
expectativas, ya señalado por Keynes, ha sido revitalizado por la macroeconomía reciente.
Al Estado le cabe, en este marco, modificar el estado de las expectativas, gnerando 
una situación favorable para la inversión en el sector industrial a través de la creación de 
previsiones optimistas acerca de la elevación de los rendimientos futuros. Nuevamente una 
política industrial de ayudas a los sectores clave puede contribuir a la industrialización al 
convencer a empresarios y trabajadores de que la industrialización se va a producir.
La incorporación de los rendimientos decrecientes como un factor que puede provocar
103 El ejemplo típico en esta literatura de las extemalidades y de los equilibrios múltiples es el del trabajador 
que tiene que decidir emplearse en el sector agrario o en el manufacturero. Una vez que haya decidido donde buscar 
empleo, no puede cambiar de sector. Su elección se convierte, por tanto, en un acto de inversión. El salario que 
puede obtener en la industria depende del número de trabajadores que en el futuro estén empleados en ese sector, 
por lo cual los rendimientos futuros están en función, no sólo de su decisión sino de las de el resto de buscadores 
de trabajo. La confianza en que el salario en el sector industrial puede ser en el futuro mayor que en la agricultura 
puede, debido a las extemalidades, llevar a que efectivamente sea más elevado.
104 Matsuyama (1991), p. 618.
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el crecimiento económico ha afectado también a la teoría neoclásica del crecimiento. En el 
trabajo pionero de Solow 105 la tecnología exhibía rendimientos decrecientes de capital y 
trabajo por separado y rendimientos constantes conjuntamente. El modelo alcanzaba una 
senda de crecimiento equilibrado en la cual el capital per capita se acumulaba a la misma tasa 
a la que crecía el producto o el consumo per cápita y a lo largo de la cual la tasa de ahorro 
y el tipo de interés real eran constantes, y sus variaciones no afectaba a la tasa de 
crecimiento, aunque sí a los niveles. En este modelo, la incorporación de nueva tecnología, 
una variable exógena al modelo, determinaba la tasas de crecimiento del ingreso per capita. 
Bajo tales supuestos estaba justificado esperar una convergencia de las tasas de crecimiento 
entre diferentes países hacia un estado estacionario guiado por la incorporación de las 
innovaciones técnicas. El modelo de crecimiento neoclásico no otorga ninguna relevancia a 
las políticas gubernamentales en la determinación de las tasas de crecimiento.
La indecuación de la realidad a las predicciones de la teoría obligó a efectuar un 
replanteamiento de ésta 106. El enfoque alternativo fue la endogeneización de las fuerzas 
que provocan el crecimiento, a partir de los trabajos pioneros de Romer y Lucas 107. La 
incorporación de mecanismos que provocan el crecimiento, los "motores del crecimiento", 
generados por el propio modelo ha obligado a replantear la capacidad del sector público de 
afectar a la tasa de crecimiento 108: la intervención del gobierno por medio de la provisión 
de infraestructura puede aumentar la tasa de crecimiento. La justificación es que qel mercado 
no provee al sector privado de bienes de capital público, los cuales provocan un aumento de 
la productividad de los activos privados. A través del sistema fiscal se suministra este factor 
productivo para la industria, que se convierte por tanto en una extemalidad a la función de
105 Solow (1956).
106 Ehrlich (1990).
107 Romer (1986); Lucas (1988).
108 Ehrlich (1990) distingue tres formas de endogeneizar el crecimiento en la "nueva economía del desarrollo": 
la producción se enceuntra sujeta a rendimientos crecientes en un factor reproducible; la producción está sujeta a 
rendimientos constantes a escala pero aparecen economía externas a la producción; la producción de bienes de 
consumo está sujeta a rendimientos constantes pero la producción per cápita y la acumulación neta de un factor 
reproducible es una función lineal de las existencias de ese u otro factor reproducible.
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producción industrial, convirtiéndose el sector público en el generador de los rendimiento 
crecientes 109. Otros autores de tradición neoclásica, sin embargo, continúan considerando 
que cuando las causas del crecimiento endógeno no son debidas a la intervención de estatal, 
si ésta se produce las tasas de crecimiento pueden verse reducidas uo.
Aunque con asiduidad la historia económica española ha mostrado una posición 
contraria a la intervención del Estado para fomentar la industrialización, hemos visto que 
existen suficientes razones económicas que la justifiquen cuando un país se encuentre en 
situación de atraso, como una herramienta para salir de él. Debe tenerse en cuenta, sin 
embargo que en la mayor parte de las ocasiones las finanzas públicas no tienen la capacidad 
necesaria para efectuar las inversiones que se necesitarían para que el "gran empujón" tuviera 
lugar. La actuación del Estado suele ser una actuación constante, incapaz por si sola de 
generar la industrialización de un país. Sin embargo, la política industrial, la generación de 
un marco de confianza entre los empresarios industriales, el fomento de los sectores 
productores de bienes de equipo frente a los de bienes de consumo, puede acabar situando 
a la economía al borde del gran salto que supone la industrialización.
109 Barro (1990). Similares resultados, pero en un enfoque estático, se encuentran en Alderman (1984) y 
Aschauer (1989). La diferencia entre el enfoque estático y el dinámico radica en que en el primero el Estado afecta 
la productividad del sector privado y por tanto la producción, dados los factores de producción, mientras que en el 
enfoque dinámico lo que resulta afectado es la tasa de crecimiento de la economía.
110 Rebelo y King (1990).
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2. LA POLITICA ECONOMICA EN LA PRIMERA ETAPA DE 
LA RESTAURACION (1874-1914)
POUTICA MONETARIA Y POLITICA FISCAL
La política monetaria y la política fiscal desde la instauración del nuevo régimen 
político hasta la guerra mundial han sido objeto de análisis detallados desde que la Comisión 
del Patrón oro emitiera su clásico dictamen sobre las causas de la evolución del tipo de 
cambio1. La Comisión situaba la incapacidad de los ingresos de la Hacienda para hacer 
fren£ al gasto público como causante de la evolución del nivel de precios en España y de 
la separación de éstos del nivel general de precios del mercado internacional2. El déficit de 
la Hacienda se cubrió con el recurso al Banco de España y el aumento de la circulación 
monetaria ocasionado por la monetización del déficit repercutió en el nivel de precios. El 
favorable comportamiento de las exportaciones españolas hasta comienzos de los años 
noventa sostuvo el tipo de cambio de la peseta y contribuyó a aumentar el nivel de precios 
interior a través de la mejora en la Balanza de Pagos3, pero cuando las excepcionales
Dictamen de la Comisión (1929).
' Dictamen de la Comisión (1929) p. 55.
1 Dictamen de la Comisión (1929) pp. 26 y  56. El mecanismo de transmisión entre exportaciones y  cambios 
es mis complejo en el análisis de la comisión: " Se ha visto anteriormente que existen dos componentes
fundanentales en nuestro cambio con el extranjero, a saber, el nivel relativo de los precios y  las oscilaciones de la 
Balama de Pagos. Acaba de verse que los resultados de las cosechas producen ondulaciones en el nivel interior de
los p e c í o s ,  elevando ese nivel cuando la cosecha es buena y  dseprimiéndolo en caso contrario. Pero es claro que
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exportaciones a Francia, de vino debido a la plaga de la filoxera que atacó a las cepas del 
país vecino y que hizo aumentar las salidas de los caldos españoles, se debilitaron, solamente 
el arancel proteccionista de 1891 pudo sostener el nivel del tipo de cambio español, aunque 
durante poco tiempo pues desde comienzos de los años noventa se observa una tendencia a 
la depreciación del cambio exterior4. Las guerras coloniales obligaron a aumentar el recurso 
al Banco de España y las compras en el extranjero para afrontarlas presionaron de nuevo al 
descenso del tipo de cambio que había detenido su caída entre 1894 y 1896. El aumento de 
la circulación monetaria permitió una evolución favorable de la economía, un período de 
expansión5.
A partir de 1900, la evolución del tipo de cambio se torna favorable para la economía 
española. En opinión de la Comisión fue debido al arreglo de la Hacienda tras la guerra del 
Pacífico, ejemplificada por la restricción a la creación de crédito por el Banco de España a 
a partir de 1901, y al efecto de la restricción de las importaciones provocado por el 
proteccionismo, a los que acompaña el aumento de las entradas de capital debido a la 
repatriación de capitales americanos y a la entrada de capital francés6. El cese de la 
actuación de los factores que provocaron la depreciación de la peseta se mantiene hasta 1912, 
momento en el que reaparecen los efectos de los déficit presupuestarios sobre la creación de 
dinero, provocados por la guerra de Marruecos7. La guerra mundial, con la elevación de 
precios en el exterior, frena el movimiento de descenso del cambio español y provoca la 
apreciación de la divisa.
Quedan así expuestos desde la Comisión del Patrón-oro los rasgos de la que
los buenos resultados de las cosechas tienden a influir favorablemente la balanza de pagos. Se plantea así la cuestión 
de si en definitiva el resultado de las cosechas se transmite en la experiencia española al curso del cambio de una 
manera definida y si ese influjo es de alza o de baja" p.44. Concluyendo, más adelante, que " En definitiva pues, 
la oscilación proveniente de la balanza de pagos vence el influjo de la carestía" p.45.
4 Dictamen de la Comisión (1929) p.56.
5 Dictamen de la Comisión (1929) p.57.
6 Dictamen de la Comisión (1929) pp.58-59.
7 Dictamen de la Comisión (1929) p. 60.
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podríamos llamar interpretación clásica de política monetaria y fiscal durante la Restauración: 
monetización del déficit público, aumento de precios debido a los desequilibrios 
presupuestarios y efecto expansivo de la creación de dinero y la separación del nivel de 
precios español respecto al internacional.
Joan Sardá recogió en " La política monetaria y las fluctuaciones de la economía 
española en el siglo XIX" (1948) las tesis del Dictamen de la Comisión del Patrón-oro. La 
Restauración comienza, en el terreno monetario con una devaluación en la moneda de oro, 
una reducción en la cantidad de oro que contenía cada moneda, que provocará una separación 
de los precios españoles en relación con el extranjero, acompañada por el aumento de la 
circulación fiduciaria, lentamente hasta 1879 y con rapidez desde entonces hasta 18818. El 
aumento de la circulación monetaria continua desde 1883, acompañado por la sustitución de 
las monedas de oro por billetes de banco, la evolución de la circulación fiduciaria se halla 
ligada con la política presupuestaria. Los déficits con los que se saldan las cuentas del Estado 
desde 1883-84 hasta 1891-92 coinciden estrechamente con la expansión monetaria9. Sin 
embargo, la masa monetaria total durante el período no aumentó por la reducción de las 
monedas de oro y el insuficiente aumento de las de plata10. El descenso de la cantidad de 
oro es provocado por el saldo negativo de la balanza de pagos, obligado a ser saldado con 
las reservas áureas, lo cual provocará una ligera depreciación de la peseta11. La 
depreciación se convertirá, sin embargo, en el principal problema desde 1891. Como la 
Comisión del Patrón-oro, Sardá considera la expansión de la circulación monetaria que da 
lugar al descenso del cambio una consecuencia de la presión de la Hacienda Pública sobre 
el Tesoro debido al gasto que la insurrección cubana obligaba a realizar al Estado, el cual, 
para hacer frente a la situación recurre a la emisión de papel a corto plazo que descuenta en 
el Banco de España, al aumento del límite de emisión del Banco de España y a la aprobación
8 Sardá (1948) pp. (Cap. VIII).
9 Sardá (1948) p. (Cap. IX) final.
10 Sardá (1948) p. (Cap. IX) tras penúltimo cuadro.
11 Sardá (1948) p. (Cap. IX) tras último cuadro.
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de leyes allegando recursos extraordinarios12 la inflación interior, provocada por la 
expansión de al circulación monetaria, iba a presionar hacia el descenso de las cotizaciones 
exteriores de la peseta,a la que iban a ayudar las salidas de oro en busca de seguridad en la 
deuda exterior pagadera en oro y el déficit de la balanza comercial13. El efecto de la política 
monetaria fue la separación de la economía española de la evolución internacional. 
Caracterizada ésta por su carácter depresivo, en España el aumento de la circulación 
fiduciaria se canalizó hacia nuevas inversiones, evitando el desequilibrio inflacionista, a lo 
que contribuyó el inicio de la política proteccionista . La política monetaria ayudó a mantener 
el ritmo de inversiones y el nivel de ocupación14.
A partir de 1902 la coyuntura española tiende a volver a conectarse con la 
internacional. El objetivo de la política monetaria fue la revalorización del cambio exterior, 
por lo cual se inicia una política deflacionista, reduciendo la circulación fiduciaria mediante 
la prohibición de acuñaciones de plata y la reducción de la cartera de deuda del Banco15. 
Como consecuencia, la circulación fiduciaria se mantuvo estabilizada hasta 1908, para 
aumentar luego ligeramente. El problema del cambio también se resolvió al producirse la 
apreciación de la peseta respecto de la libra16. El descenso de precios provocó problemas 
en algunos sectores, como el textil, pero la elevación de precios internacionales ayudó a que 
el ajuste fuese suave y no afectara al conjunto de la economía que entra en la fase alcista del 
ciclo económico en 190617.
La tesis de Sardá entronca con la de la Comisión del Patrón-oro: importancia de la 
política fiscal en la determinación de la política monetaria, siendo esta una política 
acomodaticia, a pesar de lo cual la separación de la evolución de los precios españoles de los
12 Sardá ( 1984) p. (Cap. X) tras segundo cuadro.
í3 Sardá (1948) p. (Cap. X) tras tercer cuadro.
14 Sardá (1948) p. (Cap. X) Sección final.
15 Sardá (1948) p. (Cap. XI) primera sección.
16 Sardá (1948) p. (Cap. XI) segunda sección.
17 Sardá (1948) p. (Cap. XI) final.
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internacionales evitó a España la depresión finisecular. Es difícil sustraerse a la consideración 
positiva de la actuación de la autoridad monetaria.
Más recientemente, la tesis clásica ha comenzado a ser cuestionada. Tortella, en 
primer lugar, Martín Aceña y Comín, más tarde, han cuestionado sus conclusiones básicas. 
En primer lugar se puso en duda el carácter favorable de la política monetaria, su capacidad 
para aislar la economía española de las fluctuaciones internacionales; en segundo lugar se 
puso en cuestión su estrecha dependencia de la evolución del presupuesto. Al mismo tiempo 
se enfocó de forma distinta el abandono del patrón fiduciario al preguntarse por las ventajas 
e inconvenientes de su abandono. Por el camino quedó, sin embargo, la preocupación por 
la determinación del tipo de cambio.
Tortella resaltó que el crecimiento de la oferta monetaria durante la Restauración fue 
lento en comparación con otros países. El crecimiento español fue del 1,6 por 100 anual 
entre 1874 y 1914, cuando la de Estados Unidos aumento a una tasa media anual del 6 por 
100 en el mismo período, Francia un 2,5 por 100 e Inglaterra un 2,2 por 10018. 
Paradójicamente, estos países se mantuvieron en el patrón-oro. España, que había adoptado 
un patrón fiduciario, no utilizó su libertad para fijar la oferta monetaria en un nivel que 
ayudara al crecimiento económico. En lugar de eso " Los sucesivos gobiernos se esforzaron 
en todo momento ( excepto en los muy difíciles de la guerra de Cuba) por mantener una 
disciplina monetaria si no igual, tampoco radicalmente diferente a la que hubiera resultado 
con sistema de patrón-oro: es decir, frenaron cuanto pudieron la expansión del volumen de 
billetes en circulación"19. Sin embargo, haber abandonado el patrón-oro no fue una decisión 
equivocada, en opinión de Tortella, porque de no haberse optado por un patrón fiduciario la 
oferta monetaria hubiera crecido aún menos y al eliminar la necesidad de utilizarlo como 
circulante se pudo emplear el oro a importar alimentos, equipo y tecnología20.
18 Tortella (1974) p. 465-468.
19 Tortella (1981) p. 159.
20 Tortella (1981), p.160.
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La conexión entre déficit público y crecimiento monetario ha sido criticada por Martín 
Aceña. El sector público actuó de forma expansiva durante la Restauración, excepto en el 
período 1900 a 1910. Los déficit del presupuesto conducían al endeudamiento del Tesoro con 
el Banco y a la emisión de deuda que iba a para directamente a la cartera del instituto 
emisor. A pesar de lo cual " La relación entre las variaciones en la base monetaria y los 
aumentos o disminuciones en la deuda del Estado y del Tesoro en circulación no es tan 
estrecha”21. En consecuencia, no puede considerarse el déficit el determinante de la 
evolución de la cantidad de dinero por dos razones: a) "el tamaño de los déficit no siempre 
se corresponde con los cambios experimentados por la cuenta "sector público" en el Banco 
de España" y b) "las variaciones de este último epígrafe, en particular desde 1895, sólo 
explican una parte de la evolución de los pasivos monetarios del instituto emisor"22.
En relación con el efecto sobre el crecimiento de la política monetaria, Martín Aceña 
no comparte el juicio favorable que expresaba Sardá y, en menor medida, Tortella. Por un 
lado, no limitó el crecimiento económico durante la Restauración, bien porque el crecimiento 
se debe a factores reales no a monetarios, como ocurre entre 1874 y 1890, bien porque la 
variación de la cantidad de dinero contribuye a la expansión, como es el caso de 1890- 
190923. Sin embargo, el abandono del patrón-oro, la subordinación de la política monetaria 
y la fiscal, fue "un craso error"24, porque supuso la desvinculación del sistema monetario 
español del sistema monetario internacional "cuyo coste se reflejó, en parte, en una tasa 
anual de crecimiento inferior a la que hubiese podido obtenerse con una mayor integración 
en el mercado mundial"25. Este segundo factor domina sobre el primero y las consecuencias 
de la política monetaria deben calificarse negativamente.
21 Martín Aceña (1985c) p. 180 y (1985b) p. 276.
22 Martín Aceña (1985c) p. 180.
23 Martín Aceña (1985c) p. 184-187 y (1985b) p.279-280.
24 Martín Aceña (1985b) p.281.
25 Martín Aceña (1985b) p.281 y (1981) p.267.
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El causante del abandono del patrón-oro serán, según Comín, los saldos negativos 
permanentes del Estado. " La opción de los ministros de Hacienda de mantener las 
obligaciones del Estado por encima de sus ingresos ordinarios significó la elección de la 
indisciplina monetaria, del patrón fiduciario, frente a la política de equilibrio presupuestario 
y de control monetario. Los costes de esa política fueron la inflación, la depreciación de la 
peseta y el aislamiento de la economía española de la internacional"26. A pesar de 
considerar el déficit del Estado el responsable del patrón fiduciario, Comín señala que la 
relación entre el desequilibrio presupuestario y la variación de la cantidad de dinero no es 
tan clara como se sostiene. Y ello por dos causas. En primer lugar porque antes de los años 
1885-1890, la base monetaria no dependía totalmente de las intenciones del Ministerio de 
Hacienda, por lo que los mecanismos de transmisión eran débiles; a partir de 1890 y hasta 
la guerra el Banco si que consiguió controlar la base y la oferta monetaria27. En segundo 
lugar, la base monetaria no dependía únicamente de los pasivos del Gobierno en el Banco: 
no hay ninguna variable representativa de la deuda que siga fielmente el movimiento de los 
saldos presupuestarios28.
El método más riguroso para tratar el tema de la relación entre las política monetarias 
y fiscales es acudir a la restricción presupuestaria del sector público29. Según este enfoque, 
el sector público se enfrenta a una restricción intertemporal en cada periodo, que suele 
expresarse como:
26 Comín (1988) p. 647.
27 Comín (1988) p. 658.
28 Comín (1988) p. 660.




donde Gt son los gastos corrientes y de capital en el período t, exceptuando el pago de 
intereses, i ^  es la carga neta en t por intereses de los asi vos netos contraídos en el pasado 
Bu y Tt son los ingresos públicos. Bt - representa el aumento de los pasivos netos, 
incrmento de la deuda menos incremento de los activos financieros y Ht - la 
monetaización o recurso al banco emisor. El lado izquierdo recoge el exceso de gastos sobre 
ingresos en cada período y el lado derecho el incremento neto de pasivos financieros públicos 
o de recursos necesarios para financiarlo.
La ecuación nos enseña que, en cada período de tiempo, la política fiscal no es 
independiente de la política monetaria. Si el sector público perdura infinitos períodos, cada 
período tiene una restricción presupuestaria. Como la deuda no puede crecer continuamente, 
bajo el supuesto de responsabilidad fiscal, la restricción presupuestaria se convierte en :
que indica que si todo lo que gasta el sector público no es recaudado en impuestos, a largo
monetaria futuros no son independientes del comportamiento fiscal presente, ya que si los 
gastos totales no pueden ser financiados con recaudación impositiva llegará un momento que 
para evitar que la deuda crezca explosivamente los déficit tendrán que monetizarse. Los
(2)
plazo se deberá acudir al incremento de la base monetaria. Los objetivos de política
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gobierno de la Restauración para evitar la explosividad de la deuda, un horizonte que no 
parecían tener lejano, tenían otra opción: la conversión de la deuda, que en 1881 fue utilizada 
por Camacho 30.
Ix)s datos de déficit público durante el período 1874-1914 pueden observarse en el 
gráfico 1. De los cuarenta años representados, veintitrés se saldaron negativamente y 
diecisiete presentaron un exceso de los ingresos sobre los gastos. No puede considerarse, por 
tanto que el déficit fuera la característica deñnitoria de la Hacienda durante la Restauración 
previa a la primera guerra mundial, puesto que aquél se presento únicamente en el 57 por 
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Gráfico 1
Evolución del déficit presupuestario 1874-1914
30 Serrano Sanz (1987), pp. 84-125.
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El período más prolongado de déficit aparece entre 1874 y 1893. De los dieciocho 
años que comprende esta etapa, sólo tres se saldan con superávit, presentado el resto saldos 
negativos que en 1875 y 1887 superan los cien millones de pesetas. A los dos años de 
superávit de 1893 y 1894 le sigue una nueva fase de déficit que alcanza en 1897 su punto 
más bajo, siendo el valor negativo de 149 millones de pesetas, el más amplio de todo el 
período analizado. La estabilización de Villaverde permite disfrutar de diez años de saldos 
positivos volviendo los déficit nuevamente a presentarse en 1909.
Esta evolución del déficit público va a ser comparada con la variación en la cantidad 
de dinero, que se presenta en el gráfico 2. El aspecto más llamativo del cambio en la base 
monetaria es el fuerte aumento que se produce entre 1894 y 1899, años que coinciden con 
la depreciación de la peseta, lo que hace pensar que la desvalorización de la moneda tiene 
causas principalmente monetarias. Anteriormente, las tasas de crecimiento habían mostrado 
una gran constancia y no habían sido muy elevadas en relación con el incremento que se 




















Evolución de la base monetaria (1874-1913)
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El cuadro 2.1 muestra la estimación de ecuaciones con el incremento en la base 
monetaria como variable dependiente31:
Z m S ^ a  + Pj DEF+ p2 DORO+ P3 DGNBNOM+et
las variables incluidas en las ecuaciones son el déficit de gestión del Estado, DEF; las 
variaciones en el stock bruto de oro en España, DORO; las variaciones en Gasto Nacional 
Bruto en términos nominales, DGNBNOM, calculado éste como el producto entre el GNB 
en números índices y el índice de precios. Esta transformación se ha realizado para establecer 
una relación entre variables nominales. La ausencia de una serie de renta nacional para todo 
el período aconsejó efectuar esta transformación para capturar la influencia de las variaciones 
de la actividad sobre la cantidad de dinero. Fue necesario incluir la variable dependiente 
retardada y un retardo en el déficit para corregir la autocorrelación de los residuos en 
algunos modelos. Todos los modelos fueron estimados para el período 1874-191432.
En la fila 1 aparece el crecimiento de la base monetaria regresado respecto al déficit 
de gestión, la cantidad de oro y la variación en el GNB nominal. Existe una relación positiva 
entre las tres variables y el crecimiento de la cantidad de dinero. El parámetro representativo
A pesar de existir una amplia tradición en acudir a la utilización de modelos econométricos para establecer 
la relación entre déficit público y crecimiento de la cantidad de dinero en España se ha acudido aotro tipo de 
comprobaciones. Vease Niskanen (1978), Hamburger y Zwick (1981, 1982), McMillin y Beard (1982), Dwyer 
(1982), Feldstein (1982), Joines (1985), Martín Aceña (1985b, 1985c), Comín (1988).
32 A cada ecuación le han sido aplicados test para asegurar su correcta especificación. El test de Golfeld-Quandt 
ha sido pasado por todas las ecuaciones con un nivel de significadvidad del 5 % asegurando que las variaciones son 
homoscedásticas. Cuando el test Durbin-Watson era inutilizable, el test de la LM asegura la ausencia de 
autocorrelación. Los modelos presentados también han pasado el test de Chow que asegura la existencia de 
estabilidad estructural durante todo el período de estimación.
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del déficit tiene un valor de 1,2; por cada peseta de exceso de los gastos sobre los ingresos 
del Estado, la base monetaria aumentaría en 1,2 pesetas. Teóricamente, este resultado carece 
de sentido: la transmisión de los efectos de la política fiscal a la política monetaria se 
efectúan a través del endeudamiento del Estado con el Banco de España, mediante la deuda 
del Tesoro y la deuda del Estado. Estadísticamente, sin embargo, no podemos rechazar la 
hipótesis de que el verdadero valor del parámetro sea igual a la unidad33. La reiteración de 
los resultados, empleando distintas especificaciones, nos hace pensar que la relación entre 
los déficit del Estado y el crecimiento de la cantidad de dinero, existe y es bastante elevada.
Un problema que puede afectar al valor del parámetro del déficit es el distinto período 
para el que están medidos los valores de la base monetaria y de las cuentas estatales. Durante 
el período 1874-1899 el ejercicio presupuestario comenzaba el 1 de julio y terminaba el 30 
de junio, por lo cual los déficit estaban referidos siempre a ejercicios que finalizan a mitad 
de año. Por su parte, la base monetaria está calculada a 31 de diciembre por lo que sus 
incrementos recogen los efectos de los desequilibrios de dos períodos presupuestarios. Es 
decir, el aumento en la cantidad de dinero que se produce a 31 de diciembre de 1890 
respecto al 31 de diciembre de 1889 se ve afectado tanto por el ejercicio presupuestario 1889- 
1890 como por el 1890-1891. Por ello, el modelo de la fila 2 regresa el crecimiento en la 
base monetaria respecto al déficit del año anterior. Los resultados no varían con relación a 
la especificación anterior del modelo.
Para conocer si existía algún factor diferencial que explicara el fuerte incremento de 
la base monetaria que se produce en la segunda mitad de la última década del siglo se ha 
construido una variable ficticia que toma valores iguales a uno en el período 1895 a 1899 y
2B ^Si adoptamos la hipótesis nula, Hq, de valor unitario para el parámetro fl, y la alternativa, H,, de que sea 
mayor que uno, no podemos rechazar la hipótesis nula, con un nivel de significatividad del 5 %, dado que el 




ESTIMACION DE LAS ECUACIONES DE CRECIMIENTO DE LA BASE MONETARIA. DEFICIT DE GESTION
CONSTANTE DBASE., DEF DEF., DORO DGNBNO
M
DUMMY R2 D-W G-Q CHOW
(1) 27 1,2 1,2 0,073 0,46 2,3 0,793 2,003
(22,32) (0,31) (0,55) (0,026)
(2) 33,99 1,4 1,3 0,045 0,47 2,04 0,025 3,496*
(21,79) (0,34) (0,56) (0,027)
(3) 14,75 -0,37 0,66 1,34 1,69 0,027 225,15 0,74 2,19 2,79
(17,28) (0,12) (0,27) (0,34) (0,45) (0,021) (50,29)
Notas: DEF, Déficit de gestión (Derechos e ingresos liquidados menos obligaciones reconocidas); ORO, variaciones en el stock bruto de oro; GNB, variaciones en el Gasto Nacional 
Bruto Nomimal, calculado como el producto del nivel de precios por el GNB en números índices; DUMMY, variable ficticia que toma valores igual a 1 entre 1895 y 1900 y 0 
el resto del periodo; D-W, Durbin Watson; G-Q, test de Golfeld y Quandt de heteroscedasticidad; CHOW, test de Chow de estabilidad estructural. Entre paréntesis, los errores 




ESTIMACION DE LAS ECUACIONES DE CRECIMIENTO DE LA BASE MONETARIA. DEFICIT DE CAJA
CONSTANTE DBASE., DEF DEF., ORO GNB DUMMY R2 D-W G-Q CHOW
(1) 7,01 1,27 1,5 0,079 0,49 2,15 1,77 2,70
(22,71) (0,28) (0,55) (0,026)
(2) 17,78 1,24 1,5 0,055 0,43 2,14 2,4 2,3
(23,75) (0,33) (0,61) (0,029)
(3) -10,41 -0,35 0,80 0,89 1,9 0,042 234,40 0,72 2,2 1,87
(18,48) (0,12) (0,34) (0,34) (0,49) (0,022) (52,23)
Notas: DEF, Déficit de caja (Ingresos ejecutados menos pagos realizados más resultas de ejercicios cerrados); ORO, variaciones en el stock bruto de oro; GNB, variaciones en 
el Gasto Nacional Bruto Nomimal, calculado como el producto del nivel de precios por el GNB en números índices; DUMMY, variable ficticia que toma valores igual a 1 entre 
1895 y 1900 y 0 el resto del periodo; D-W, Durbin Watson; G-Q, test de Golfeld y Quandt de heteroscedasticidad; CHOW, test de Chow de estabilidad estructural. Entre paréntesis, 




ESTIMACION DE LAS ECUACIONES DE CRECIMIENTO DE LA BASE MONETARIA. DEFICIT SEGUN LA CONTABILIDAD NACIONAL


































Notas: DEF, Déficit según la contabilidad nacional; ORO, variaciones en el stock bruto de oro; GNB, variaciones en el Gasto Nacional Bruto Nomimal, calculado como el producto 
del nivel de precios por el GNB en números índices; DUMMY, variable ficticia que toma valores igual a 1 entre 1895 y 1900 y 0 el resto del periodo; D-W, Durbin Watson; G-Q, 
test de Golfeld y Quandt de heteroscedasticidad; CHOW, test de Chow de estabilidad estructural. Entre paréntesis, los errores standard de las variables. * Se acepta la estabilidad 
estructural con un nivel de significatividad del 1 por ciento.
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cero el resto. Debido a la presencia de autocorrelación al introducir la variable ficticia, los 
modelos que la incluían se han estimado con la variable dependiente retardada un período y 
el déficit también con un retardo. Su coeficiente es muy elevado y altamente significativo, 
lo que significa que durante los últimos cinco años del siglo la relación entre el aumento de 
la cantidad de dinero y las variables que la explican no mantiene la misma conexión que 
durante el resto del período. La inclusión de la variable ficticia provoca además un aumento 
en la significatividad del modelo. Esta variable es una representación de los gastos de la 
guerra, que al no ser financiada completamente por el presupuestado del Estado e incluir 
algunos gastos en los presupuestos coloniales 34 no podían ser tenidos en cuenta con la 
especificaciones anteriores. El resultado nos hace pensar que la financiación de las guerras 
coloniales se realizó a través de incrementos en la cantidad de dinero.
Si sustituimos el déficit de gestión por el déficit de caja para analizar si ésta es una 
variable explicativa mejor, encontramos valores muy similares a los de los modelos anteriores 
y las conclusiones se mantienen. Tales resultados resultan aclarados si observamos la matriz 
de correlaciones entre la variación de la base monetaria y los tres conceptos de déficit.
DBASE DEFG DEFC DEFCN
DBASE 1
DEFG 0,46389 1
DEFC 0,42186 0,86263 1
DEFCN 0,23875 0,87241 0,77217 1
Notas: DBASE, variación de la base monetaria; DEFG, déficit de gestión; DEFC, déficit de caja; DEFCN, déficit 
según la contabilidad nacional.
La correlación entre los distintos conceptos de déficit es muy elevada, siendo mayor
34 Tedde (1981), pp. 249-250.
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entre el déficit de gestión y el déficit según la contabilidad nacional y menor entre éste y el 
déficit de caja. Otro resultado que se confirma con los datos de la tabla es la existencia de 
un coeficiente de correlación positivo entre el déficit y el crecimiento de la base monetaria.
La menor correlación del déficit según la contabilidad nacional con el aumento de la 
cantidad de dinero puede observarse en el cuadro 3. El valor del R2 es el más bajo de todas 
las estimaciones efectuadas, 0,3 . A pesar de ello, las relaciones que se establecen entre las 
variables explicativas y la variable dependiente son muy similares a las de los modelos 
anteriores.
La conclusión que podemos extraer de los cálculos realizados es que la evidencia 
empírica demuestra la existencia de una relación positiva y muy elevada entre el déficit y el 
crecimiento de la base monetaria: los desequilibrios presupuestarios se financiaban acudiendo, 
principalmente, a la emisión de moneda.
Influida la variación de la base monetaria por el comportamiento del déficit del 
Estaco, éste afectaba, a través de aquella, en la evolución del nivel de precios. El gráfico 1 
representa el índice de precios español. Durante el período 1874-1914 parece haber existido 
un ciclo en su evolución caracterizado por el descenso entre 1874 y 1888 y un aumento desde 
1889, interrumpido entre 1893 y 1895 y reanudado con fuerza desde entonces. La evolución 
de les precios españoles sigue la pauta internacional, como pone de relieve la similitud de 
su representación con las de los precios británicos y franceses. La separación de la economía 
espafola de la disciplina de costes internacionales, provocada por la acentuación del 
tradicional proteccionismo y el abandono del patrón oro debe ser matizada, por cuanto la 
similitud va más allá de la tendencia general. La semejanza es mayor con el índice británico 
que con el francés, aunque con éste las diferencias sean mínimas. El mínimo de la serie se 
alcanza en 1886 y hay un estancamiento en los dos años siguientes para recuperarse y volver 
a des:ender, en las dos series, en 1895. Desde entonces los precios aumentan. La diferencia 
más apreciable es que el descenso español se produce es una fecha más tardía, 1880, 
mientras que los británicos ya estaban disminuyendo desde 1874 y, sobre todo, que la
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recuperación del nivel de precios español es mucho más acentuada, partiendo desde niveles 
más bajos y alcanzando valores más altos. Este es el sentido que parece tener el aislamiento 
español provocado por la política económica, una amplificación de los efectos al alza del 
ciclo de los precios. Naturalmente, la evolución del índice no prejuzga la variación de los 
precios relativos de los diferentes sectores, pues aquellos con mayor capacidad para influir 
sobre la fijación de aranceles y valoraciones podrían resguardarse más de la evolución 
exterior.
Si el abandono del patrón oro no parece haber afectado de forma importante a la 
conexión de nuestros precios con el exterior, tampoco parece que tal relación pueda 
mantenerse respecto a la evolución del tipo de cambio. Como puede verse en los gráficos 4 
y 5, la desmonetización del oro no provoca un movimiento de depreciación de la peseta, ni 
con referencia al franco ni respecto a la libra. La depreciación acelerada se provoca a partir 
de 1891 y, sobre todo desde 1895, para alcanzar en 1898 su valor más elevado, y descender 
suavemente hasta 1904 y de forma pronunciada desde entonces. Solamente en la parte que 
podamos achacar al abandono del patrón oro, y por tanto de la disciplina monetaria, la 
subordinación de la política monetaria a la política fiscal, será posible afirmar que el 
alejamiento de las normas monetarias internacionales provocó una desvalorización del cambio 
internacional de la peseta. A partir de los resultados de las estimaciones empíricas 
presentadas anteriormente, cabría achacar a la monetización de los déficits del Estado, y 
especialmente en lo últimos años del siglo.
La consecuencia de la evolución de los precios y de la variación del tipo de cambio 
puede verse en los gráficos 6 y 7 y el cuadro 1, en los que se presenta la evolución del tipo 
de cambio real de la peseta frente a la libra y el franco francés. El tipo de cambio real es un 
tipo de cambio nominal ajustado por un índice de precios, tomando en cuenta los dos 
elementos que determinan la competitividad exterior de los productos: el tipo de cambio y 
los piecios relativos entre los países. Un aumento del tipo de cambio real significaría que los 
prodictos españoles han incrementado su competitividad respecto a los británicos o los 
franesses, mientras que un descenso representa una pérdida. Si analizamos detalladamente
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el gráfico 6 podemos distinguir diferentes períodos en la evolución de la competitividad de 
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Gráfico 6
Tipo de cambio de la pesetas frente a la libra
Fuente: Martín Aceña (1988)
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Gráfico 7
Tipo de cambio de la peseta respecto al franco francés
Fuente: Martín Aceña (1988).
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Entre 1874 y 1881 se produce un descenso del tipo de cambio real provocado por el 
descenso de los precios británicos mientras los españoles mantienen su nivel; aunque el tipo 
de cambio se deprecia lo hace con lentitud y no es capaz de contrarrestar la influencia de los 
precios relativos. Entre 1881 y 1890-91, los productos españoles recuperan la competitividad 
perdida e incluso la aumentan. Ese movimiento puede descomponerse en un primer aumento 
brusco del tipo de cambio real entre 1881 y 1885, provocado por el descenso retardado de 
los precios españoles, acompañado por una suave depreciación del tipo de cambio nominal; 
y un estancamiento entre 1885 y 1890-91 debido a la evolución contraria de una peseta en 
continua depreciación y unos precios relativos que descienden, provocado por aumentos 
superiores en España que en Gran Bretaña.
A partir de 1891 el aumento del tipo de cambio real se prolonga durante siete años, 
permitiendo a los productos españoles alcanzar la máxima competitividad de todo el período 
analizado. La fuerte depreciación de la peseta respecto a la libra es el principal factor 
causante de la evolución del tipo real; la disminución de los precios relativos contrarresta la 
variación del cambio, puesto que los precios españoles adelantan el alza con relación a los 
británicos. Alcanzado su valor máximo en 1898, desde esa fecha y hasta 1909 se produce una 
apreciación continua del tipo a la que llevan la apreciación del cambio exterior de la peseta 
y el crecimiento de los precios españoles por encima de los de Gran Bretaña. A partir de 
1909, la competitividad de los productos españoles vuelve a mejorar debido al descenso de 
precios que tiene lugar entre esa fecha y 1912.
La evolución del tipo de cambio real de la peseta frente al franco francés experimenta 
los mismos avatares que acabamos de describir, dada la similitud de la evolución de precios 
y tipo de cambio nominal entre los dos países. Entre 1874 y 1878 existe estabilidad en la 
relación de competitividad entre Francia y España. A un descenso en 1879 y 1880, debido 
al retardo en la caída de los precios españoles, le sigue la primera fase de aumento del tipo 
de cambio real que se prolonga hasta 1889, causada por la lenta depreciación de la peseta y 
el desplome del nivel de precios español. Después de un descenso en 1890, la gran fase de 
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1874 0,99 90,73 89,97 0,92 90,82 83,40
1875 1,05 92,10 97,16 0,97 92,20 89,50
1876 1,01 92,24 92,99 0,97 92,34 89,27
1877 0,96 93,24 89,71 0,95 93,34 88,61
1878 1,02 92,91 94,80 0,97 93,01 90,64
1879 0,91 93,35 85,26 0,91 93,44 84,69
1880 0,95 91,91 87,29 0,92 83,71 77,18
1881 0,89 92,54 82,62 0,88 92,65 81,23
1882 0,92 94,68 87,32 0,88 94,78 83,87
1883 1,03 94,42 97,25 0,97 94,53 91,34
1884 1,14 94,01 106,94 1,05 94,11 99,08
1885 1,06 94,90 101,12 0,98 95,01 93,08
1886 1,14 94,86 108,24 1,05 94,98 99,88
1887 1,14 93,94 107,40 1,04 94,05 97,51
1881 1.14 94,57 108,06 1,07 94,66 100,96
1889 1,13 95,93 108,25 1.05 96,05 100,67
1890 1,01 97,12 98,21 0,94 97,05 91,35
1891 0,98 99,37 97,94 0,9 99,31 91,61
1892 0,99 107,12 105,70 0,89 107,37 95,78
1893 0,96 110,59 106,85 0,89 110,70 98,57
1894 1,03 111,14 114,29 0,92 111,37 102,29
1895 1,14 106,64 121,43 1,04 97,35 101,47
1896 1,01 112,18 113,36 0,87 112,34 98,10
1897 0,96 120,37 115,72 0,87 120,64 105,18
1891 0,95 144,85 137,30 0,87 143,49 125,65
1899 0,96 115,98 111,59 0,86 115,97 100,17
1900 1,04 120,19 125,21 0,89 120,58 108,19
1901 0,96 128,38 123,52 0,83 128,75 107,49
1901 1,01 126,02 127,40 0,87 126,43 110,53
1903 0,99 125,47 124,65 0,89 125,79 112,04
1901 0,89 127,94 114,40 0,80 128,20 102,77
1905 1,00 121,48 121,74 0,90 121,82 110,07
1906 0,95 104,87 100,34 0,90 105,07 95,10
1907 0,99 103,69 103,03 0,95 103,83 98,75
19 01 0,96 104,80 100,87 0,90 105,20 94,85
1909 0,83 100,22 84,05 0,79 102,48 80,85
1910 0,85 100,04 84,91 0,85 99,73 85,11
191t 0,92 100,55 92,31 0,93 100,82 93,47
191! 1,08 99,56 107,45 1,09 99,55 108,21
1913 1 100 100 1 100 100
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Gráfico 9
Tipo de cambio real de la peseta frente al franco
Fuente : Elaboración propia.
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hasta 1898. A partir de esa fecha la apreciación de la peseta y el crecimiento de los precios 
en España causan un descenso del tipo de cambio real, que finaliza en 1909. Entre esa fecha 
y 1914, la caída de los precios españoles permite una recuperación de la competitividad 
exterior.
La carencia de otras series de cotización de la peseta respecto a otras monedas impide 
realizar un análisis completo de la evolución de la competitividad exterior de nuestras 
exportaciones durante el período. Sin embrago, los países considerados representan un 
porcentaje muy importante del comercio exterior español, por lo que pueden considerarse 
unos buenos ejemplos de lo que debió acontecer entre 1874 y 1914 35.
Existe una tendencia amplia a considerar que la depreciación de la peseta y el 
aumento de competitividad que ello supuso fue un factor favorable para el crecimiento 
económico de España durante la última década del siglo XIX. El exponente más claro de esta 
opinión es Sardá, del cual ya se ha escrito que considera que la política monetaria y el 
proteccionismo permitieron mantener a España alejada de las tendencias depresivas 
internacionales e incrementar la inversión interior. La depreciación de la peseta, sin embargo, 
no es evidente que facilitara la competitividad de la economía española.
35 Esos porcentajes son los siguientes
AÑOS FRANCIA INGLATERRA TOTAL
1875/79 22,2 36,9 59,10
1880/84 39,6 29,7 69,30
1885/89 44,7 23,4 68,10
1890/94 37,9 23,0 60,90
1895/99 28,7 26,1 54,80
1900/04 22,9 33,9 56,80
1905/09 21,0 29,4 50,40




La depreciación se supone que mejora la balanza comercial y estimula el nivel de 
actividad interna aumentando el precio de los bienes comercializables en relación con los 
bienes domésticos. Este cambio en los precios relativos genera un exceso de demanda para 
los productos interiores al hacer la expansión de las exportaciones y la sustitución de 
importaciones más rentable. Si los productos de importación, sin embargo, no encuentran 
sustitutos en el mercado interior, sobre todo si son materias primas y bienes intermedios para 
las industrias manufactureras nacionales, el efecto de la depreciación es el incremento de los 
precios de los productos interiores y la consiguiente pérdida de competitividad, por lo cual 
el producto puede reducirse o no crecer como consecuencia del aumento del tipo de cambio
36
Pocas dudas existen acerca del carácter de importaciones de las principales materias 
primas y de los bienes de equipo de la economía española. El principal artículo importado 
era el algodón en rama y el segundo era el carbón, suponiendo ambos entre el 15 y el 19 por 
ciento de las compras al exterior. La devaluación incrementaba el precio de estos productos, 
provocando, por tanto, un aumento de los precios interiores. Esta es la queja que los 
productores siderúrgicos planteaban a la Junta de Aranceles en vísperas de la revisión 
arancelaria. Según su portavoz, Pablo de Alzóla 37:
"Se cree, generalmente, que la depreciación de la moneda favorece a la 
producción española, lo cual no es exacto respecto a la gran industria de 
hierro y acero, porque el carbón, el mineral, los fletes y seguros se cotizan 
en Bilbao en chelines, pagándose, también en oro, la maquinaria y los demás 
artículos que se importan del extranjero para las instalaciones y renovación del 
material."
36 Taylor (1979), analiza otro mecanismo por el cual el producto puede descender en repuesta a un crecimiento 
del tipo de cambio. Frente a una devaluación, si aumenta el ingreso de los grupos sociales inclinados a ahorrar se 
reduce la absorción de la economía y se genera un exceso de oferta que llevará a una menor producción.
37 Alzóla (1904), p. 29.
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El encarecimiento de los alimentos elevaba también los salarios de los trabajadores, 
todo lo cual suponía un crecimiento de los costes de producción que se situaba en tomo al 
40 por ciento. Otro efecto que señalan los siderúrgicos es que al no cobrar los derechos 
arancelarios en oro y ser fijados de modo específico, el aumento de los cambios provocaba 
una reducción de la protección arancelaria que aumentaba la competencia que recibían.
La política monetaria, y la política fiscal en aquella parte que determinaba la 
evolución de la cantidad de dinero, al causar la depreciación continuada de la peseta no 
conseguía aislar la economía española de la evolución de la internacional. Muy al contrario, 
la dependencia de los productores españoles de las importaciones de materias primas y 
maquinaria del resto del mundo hacía necesaria una mayor estabilidad de los cambios, que 
la monetización de los déficit, especialmente a finales del siglo XIX, no aseguraba. Desde 
este punto de vista no puede ser considerada positivamente la política mixta de esta primera 
etapa de la Restauración. Para aquellos sectores que exportaban sus productos, la evolución 
macroeconómica de los años 1874-1900 fue, sin embargo, muy positiva.
LA ESTRUCTURA DEL PRESUPUESTO
Una de las primeras tareas que el régimen surgido en 1874 emprendió fue la 
redefinición del entramado jurídico, de la organización institucional. Se iba a establecer, de 
este modo, el fondo sobre el que los diferentes agentes económicos actuarían al menos hasta 
1923. Se consolidó en este proceso un "orden jurídico y social inspirado en una concepción 
individualista de la propiedad privada" en palabras de J.M.Jover38. Predominio de lo 
privado que entroncaba, en el aspecto económico, con la regla fundamental del 
! compDrtamiento público según la economía liberal clásica: subsidiariedad del Estado ante la 
iniciadva privada39. Subsidiariedad que no significaba no intervención. A pesar de la
38 Jover (1981), p. 343.
39 39 Martínez Cuadrado (1974), p. 518.
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resistencia a la realización de una reforma tributaria que resolviera las insuficiencias 
presupuestarias tradicionales, sustituyendo los impuestos de producto por una imposición más 
moderna y flexible, que impidió afrontar una política decidida de crecimiento económico40, 
el Estado demostró su intención de apoyar el crecimiento de la economía española con 
programas de construcción de Obras Públicas, programas navales que generaron una amplia 
demanda para la industria nacional o medidas de fomento de la sustitución de importaciones. 
Lo que es compatible, en mi opinión, con unas cifras presupuestarias menguadas en relación 
con el Gasto Nacional Bruto (cuadro 2.5) y con una estructura del gasto como la que se 
observa en los cuadros 2.7 a 2.9.
Estos nos ofrecen una visión aproximada del comportamiento del gasto público 
durante el periodo de la Restauración que acaba en 1914. El primer rasgo significativo es su 
participación creciente en el gasto nacional bruto, pasando de suponer un 7,22 por 100 en 
1876-1880 a alcanzar un 9,91 por 100 en 1886-1890, trazando una trayectoria ascendente que 
quedará truncada en la última década del siglo, en la que comienza un descenso, mucho más 
acusado a partir de 1900, sin duda consecuencia de la estabilización de Fernández Villaverde, 
que, como ha señalado F. Comín, estuvo basada más la contención de los gastos que en el 
crecimiento de los impuestos41. Por ello, la recuperación de los valores alcanzados en los 
años finales del XIX no se producirá hasta la segunda década del XX. La elevada 
participación del gasto público en el gasto nacional bruto parece ser una característica del 
siglo XIX, como ha señalado Albert Carreras42.
40 Esa es la opinión de Pedro Tedde, como vimos. Tedde (1981).
41 Comín (1988), p. 629. La actuación de Raimundo Fernández Villaverde, Ministro de Hacienda en 1898 y 
1902 y Presidente del Consejo de ministros en 1903 y 1905 puede consultarse con mayor extensión en Solé 
Villalonga (1967).




PORCENTAJE DE GASTO PUBLICO, CONSUMO PUBLICO, INVERSION PUBLICA E INVERSION 
PRIVADA RESPECTO AL GASTO NACIONAL BRUTO.MEDIAS QUINQUENALES 1876-1914.
AÑOS GP/GNB CPUB/GNB INVPUB/GNB INVPR/GNB
1876-1880 7,22 6,77 0,45 4,34
1881-1885 7,88 7,15 0,73 5,63
1886-1890 9,91 9,05 0,86 5,61
1891-1895 7,85 7,21 0,64 5,32
1896-1900 7,32 6,74 0,58 6,26
1901-1905 5,94 5,46 0,48 6,69
1906-1910 6,60 6,06 0,54 7,12
1911-1915 8,32 7,54 0,78 8,62
Fuente: Cálculos propios a partir de Carreras (1985)
Mayor interés para analizar la importancia de la actividad estatal en relación al 
sistema productivo reviste su descomposición. La mayor participación corresponde al 
consumo público (entre el 6,77 por 100 de 1876-1880 y el 9,05 por 100 de 1886-1890), 
teniendo una participación insignificante la inversión pública, no superando en nigún 
momento el 1 por 100 del gasto nacional. Otro dato que resalta la importancia de los 
primeros quince años de la Restauración es la participación de la inversión pública en la 
inversión total, que llega a suponer un 13,46 por ciento en 1886-1890. En el último decenio 
del siglo XIX y mucho más intensamenete en los primeros años del siglo XX, cuando el 
presupuesto de estabilización de Villaverde fue llevado a cabo, se produce una ruptura en la 
tendencia de la participación del gasto público en el gasto nacional bruto. Valores similares 
a los de los primeros años de la Restauración no serán alcanzados hasta los años veinte. Otro 
efecto de la menor participación estatal en la generación de la renta es la caida de la 
importancia de la inversión pública respecto a la inversión total (pasa de ser el 10 por ciento 
al 6-7 por ciento), en un periodo en el que el porcentaje del gasto nacional dedicado a la 
inversión estaba aumentando, incremento al que el sector público no pudo contribuir. Desde
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el punto de vista del gasto público, el cambio de siglo no supuso una mayor participación del 
Estado.
Estas conclusiones se reafirman con el análisis de la composición del gasto. Los 
primeros años se caracterizan por un crecimiento de los gastos económicos del Estado, es 
decir de aquellos dedicados al fomento de la riqueza y de la producción, que de nuevo se 
verá frenado en los años finales del siglo, como veremos más adelante. No debemos, sin 
embargo, perder de vista que las principales funciones que realizaba el Estado eran las 
clásicas, como se pone de relieve en el predominio de los gasto en defensa y en servicios 
generales, es decir, los que ayudan al funcionamiento administrativo del Estado. El resto 
(educación, sanidad, pensiones) apenas estaban desarrolladas.
La misma impresión se obtiene de la clasificación económica. La importancia de la 
Formación Bruta de Capital es creciente, aunque es una parte pequeña del total. A su lado, 
las magnitudes representativas del consumo público superan siempre el 50 por 100 del total, 
y si le sumamos los intereses de la deuda alcanzan el 80 por 100. A pesar de este absoluto 
predominio de los gastos no productivos, es necesario destacar la importancia que tiene un 
aumento, aunque sea pequeño, de la inversión estatal puesto que es síntoma de una mayor 
sensibilidad hacia el fomento de la producción nacional dado que entre las funciones clásicas 
del Estado liberal no se encontraba ésta. Ello que nos permite concluir afirmando que durante 
el periodo 1875-1890 se puso en funcionamiento un tímido intento de apoyo al crecimiento 
de la economía española, vía gasto, que fue truncado en los últimos años del siglo, quizá a 
raíz de los efectos que la crisis económica internacional tuvo sobre la economía española, 
pero sobre todo por la política de estabilización desarrollada en los primeros años del siglo 
XX. Véase, por ejemplo, la reducción del porcentaje de gasto dedicado a los servicios 
económicos en la clasificación funcional (del 10,63 por ciento en 1886-1890 al 8,65 por 
ciento en 1896-1900), o la reducción de la Formación Bruta de Capital Fijo (de 3,16 por 
ciento en 1886-1890 a 2,92 en 1901-1905). Es en tomo a esta última fecha cuando la 
estructura del gasto comienza a presentar una mayor inclinación al fomento de la riqueza 
nacional, como veremos más adelante.
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Otro aspecto a destacar es la desigual influencia que la estabilización de Fernández 
Villaverde tuvo sobre las magnitudes presupuestarias. Las compras de bienes y servicios 
soportaron una parte destacada del ajuste, al reducirse en 30 millones durante el quinquenio 
1901-1905 (el 21,4 por ciento). Las transferencias de capital, por otro lado, frenaron su 
crecimiento, que había sido del cien por cien durante el periodo 1896-1900/1891-1895. De 
nuevo se pone de relieve la ralentización que sufrió la intervención del Estado durante la 
primera década del siglo, al menos desde el punto de vista del gasto.
Dentro del dinero gastado en el apoyo al funcionamiento de la economía (los gastos 
económicos del cuadro 2.8), se produce una modificación en su estructura. El aspecto más 
destacado es el aumento del gasto en la agricultura, sin duda debido a la crisis agraria y al 
desarrollo de programas de mejora de los métodos de cultivo y de cultivo de ciertas 
variedades, como el algodón. La contrapartida es el desplome del gasto en ferrocarriles: 




PORCENTAJE DEL GASTO PUBLICO, CONSUMO PUBLICO, INVERSION PUBLICA E INVERSION 
PRIVADA RESPECTO AL GASTO NACIONAL BRUTO. VALORES ANUALES 1876-1880
AÑOS GPUB/GNB CPUB/GNB 1NVPR/GNB INVPUB/GNB
1874 8,23 7,87 0,36 3,14
1875 10,39 9,95 0,44 3,49
1876 8,43 8,03 0,40 3,85
1877 5,91 5,61 0,30 4,25
1878 6,57 6,19 0,38 3,95
1879 7,58 6,97 0,61 4,63
1880 7,59 7,01 0,58 5,01
1881 7,13 6,59 0,54 5,39
1882 7,49 6,86 0,63 6,31
1883 7,27 6,54 0,73 6,05
1884 8,61 7,69 0,92 5,54
1885 8,88 8,07 0,81 4,84
1886 10,80 9,88 0,92 5,21
1887 11,30 10,29 1,01 4,85
1888 10,37 9,47 0,90 5,53
1889 8,70 6,97 0,73 5,88
1890 8,35 7,62 0,73 6,61
1891 8,89 8,16 0,73 6,28
1892 7,68 7,04 0,64 5,62
1893 7,33 6,70 0,63 4,56
1894 7,55 6,93 0,62 4,90
1895 7,81 7,20 0,61 5,24
1896 8,31 7,65 0,66 5,20
1897 8,86 8,10 0,76 5,83
1898 6,63 6,10 0,53 3,86
1899 6,58 6,06 0,52 7,22
1900 6,21 5,81 0,40 9,22
1901 5,65 5,26 0,39 7,43
1902 5,55 5,14 0,41 5,97
1903 5,47 5,04 0,43 6,70
1904 6,52 6,03 0,49 7,13
1905 6,50 5,81 0,69 6,22
1906 5,83 5,44 0,39 6,08
1907 6,75 6,30 0,45 7,75
1908 6,11 5,63 0,48 7,57
1909 7,12 6,49 0,63 7,23
1910 7,21 6,45 0,76 6,98
1911 7,57 7,08 0,49 7,77
1912 7,79 6,83 0,96 7,93
1913 8,80 8,03 0,77 11,16
1914 9.11 8.20 0.91 7.63
Fuente: Cálculos propios a partir de Carreras (1985).
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CUADRO 2.7
GASTO DEL ESTADO. CLASIFICACION ECONOMICA, 1874-1914.










TRANSFERENCIAS CORRIENTES AHORRO FBK
FUO
TRANSFERENCIAS DE CAPITAL NECESIDAD O 
CAPACIDAD DE 
FINANCIACIONADMON. PUB. OTROS ADMON. PUB. OTROS
1874-1880 798,40 157,00 285,20 235,60 5,20 1,00 51,00 -51,40 20,2 0,0 0,0 7,0
1881-1885 854,00 181,80 298,20 250,60 13,00 0,20 62,20 -31,40 31,8 0,0 0,0 18,0
1886-1890 851,60 143,80 314,00 264,40 11,80 0,00 62,40 -51,80 28,0 0,0 0,6 47,4
1891-1895 794,40 139,60 303,60 263,80 10,80 0,00 18,00 25,0 0,0 2,2
1896-1900 906,00 166,40 330,00 319,80 9,60 0,00 4,00 27,6 0,0 5,4
1901-1905 980,60 130,80 375,00 396,40 11,40 0,40 3,60 28,6 0,2 4,6
1906-1910 1061,40 181,40 408,60 390,40 8,80 0,80 6,60 34,0 1,2 8,4
1911-1914 1336,00 246,50 518,25 395,25 23,25 3,25 47,25 -43,75 51,2 4,7 8,5
GASTOS DEL ESTADO. CLASIFICACION ECONOMICA 1874-1914. 










TRANSFERENCIAS CORRIENTES AHORRO FBK
FUO
TRANSFERENCIAS DE CAPITAL NECESIDAD O 
CAPACIDAD DE 
FINANCIACIONADMON. PUB. OTROS ADMON. PUB. OTROS
1874-1880 100,00 19,66 35,72 29,51 0,65 0,13 6,39 -6,44 2,53 0,00 0,00 0,88
1881-1885 100,00 21,29 34,92 29,34 1,52 0,02 7,28 -3,68 3,72 0,00 0,00 2,11
1886-1890 100,00 16,89 36,87 31,05 1,39 0,00 7,33 -6,08 3,29 0,00 0,07 5,57
1891-1895 100,00 17,57 38,22 33,21 1,36 0,00 2,27 3,15 0,00 0,28
1896-1900 100,00 18,37 36,42 35,30 1,06 0,00 0,44 3,05 0,00 0,60
1901-1905 100,00 13,34 38,24 40,42 1,16 0,04 0,37 2,92 0,02 0,47
1906-1910 100,00 17,09 38,50 36,78 0,83 0,08 0,62 3,20 0,11 0,79
1911-1914 100,00 18,45 38,79 29,58 1.74 0,24 3,54 3,84 0,36 0,64
Fuente: Elaboración propia a partir de Instituto de Estudios Fiscales (1976)
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CUADRO 2.8
GASTO DEL ESTADO. CLASIFICACION FUNCIONAL 1874-1914.











1874-1880 798,40 151,40 163,00 5,40 1,00 46,20 1,80 42,40 66,40 320,80
1881-1885 854,00 170,60 165,80 7,20 1,00 51,00 1,80 43,20 93,00 320,00
1886-1890 851,60 121,60 175,80 12,60 1,00 55,20 2,00 44,40 92,80 346,00
1891-1895 794,4 106 156,4 12,6 1 58,4 1 43,2 82,8 318
1896-1900 906 113,2 167 13,8 1,4 66,8 1,8 43 78,4 396
1901-1905 980,6 113 179 34 1 79 2,6 43,4 93,6 426
1906-1910 1061,4 132,2 219,2 45,6 1,6 86,4 2,6 44 118,8 408,6
1911-1914 1336 163 328,5 56,75 2,25 89 5 47,25 169,5 475,75
GASTOS DEL ESTADO. CLASIFICACION FUNCIONAL, 1874-1914 











1874-1880 100,00 18,96 20,42 0,68 0,13 5,79 0,23 5,31 8,32 40,18
1881-1885 100,00 19,98 19,41 0,84 0,12 5,97 0,21 5,06 10,89 37,47
1886-1890 100,00 14,28 20,64 1,48 0,12 6,48 0,23 5,21 10,90 40,63
1891-1895 100,00 13,34 19,69 1,59 0,13 7,35 0,13 5,44 10,42 40,03
1896-1900 100,00 12,49 18,43 1,52 0,15 7,37 0,20 4,75 8,65 43,71
1901-1905 100,00 11,52 18,25 3,47 0,10 8,06 0,27 4,43 9,55 43,44
1906-1910 100,00 12,46 20,65 4,30 0,15 8,14 0,24 4,15 11,19 38,50
1911-1914 100,00 12,2 24,5 4,25 0,17 6,66 0,37 3,54 12,69 35,61
Fuente: Elaboración propia a partir de Instituto de Estudios Fiscales (1976).
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CUADRO 2.9
GASTO DEL ESTADO. CLASIFICACION FUNCIONAL. SUBFUNCIONES SELECCIONADAS, 1874-1914
Millones de pesetas corrientes
AÑOS , AGRICULTURA MINERIA E 
INDUSTRIA
CARRETERAS FERROCARRILES PUERTOS Y TR. 
MARITIMO
TOTAL SECCION TOTAL ESTADO
1874-1880 3,02 1,00 28,69 3,87 6,28 66,40 798,40
1881-1885 3,95 1,15 45,62 10,42 7,52 93,00 854,00
1886-1890 4,19 1,38 43,79 9,51 5,99 92,80 851,60
1891-1895 4,68 1,20 36,69 7,23 6,41 82,8 794,4
1896-1900 5,08 1,30 36,05 0,90 9,10 78,4 906
1901-1905 10,55 1,54 36,89 2,50 9,40 93,6 980,6
1905-1910 13,82 1,68 44,17 3,47 15,87 118,8 1061,4
1911-1914 17,85 3,10 59,56 7,66 39,54 169,5 1336
GASTOS DEL ESTADO. CLASIFICACION FUNCIONAL. SUBFUNCIONES SELECCIONADAS, 1874-1914. 
Porcentaje sobre el total de la sección y el gasto del Estado.
PORCENTAJE SOBRE EL TOTAL DE LA SECCION PORCENTAJE SOBRE EL TOTAL DEL ESTADO
AÑOS AGRICULTURA MINERIA E 
INDUSTRIA
CARRETERAS FERROCARRILES PUERTOS Y TR. 
MARITIMO
AGRICULTURA MINERIA E 
INDUSTRIA
CARRETERAS j FERROCARRILES PUERTOS Y 
TR. MAR1T.
1874-1880 4,54 1,51 43,21 5,84 9,46 0,38 0,13 3,59 0,49 0,79
1881-1885 4,25 1,24 49,06 11,20 8,09 0,46 0,13 5,34 1,22 0,88
1886-1890 4,52 1,48 47,18 10,24 6,46 0,49 0,16 5,14 1,12 0,70
1891-1895 5,66 1,45 44,31 8,73 7,74 0,59 0,15 4,62 0,91 0,81
1896-1900 6,49 1,66 45,98 1,15 11,61 0,56 0,14 3,98 0,10 1,00
1901-1905 11,27 1,64 39,41 2,67 10,04 1,08 0,16 3,76 0,25 0,96
1905-1910 11,6 3 1,42 37,18 2,92 13,36 1,30 0,16 4,16 0,33 1,49
1911-1914 10,53 1,83 35,14 4,52 23,32 1,34 0,23 4,46 0,57 2,96
Fuente: Elaboración propia a partir de Instituto de Estudios Fiscales (1976)
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Dada la escasa importancia que el gasto de Estado tenía sobre el gasto nacional, no 
debe extrañar que el principal instrumento que se demanda del sector público para efectuar 
la adaptación del sistema productivo a las consecuencias del atraso de la economía española 
fuera, en primer lugar, la elevación de los aranceles. Los numerosos análisis realizados sobre 
la política comercial española nos eximen de llevar a cabo un estudio exhaustivo. 
Señalaremos solamente los hitos principales de esta historia arancelaria. En 1891, una vez 
derogada definitivamente la Base Quinta del Arancel Figuerola y las demás rebajas 
arancelarias en 1890, se elevaron los derechos de importación, en algunos casos hasta el 
cuádruplo de los existentes. La denuncia de los tratados arancelarios y la incapacidad de los 
gobiernos liberales para conseguir firmar nuevos acuerdos permitió mantener unos niveles 
de protección que continuaron elevándose en 1899 y definitivamente con la Ley de Bases de 
1906, que establecía instrumentos para asegurar unos precios elevados para la producción 
nacional, permitiendo percibir en ocasiones derechos superiores al 50 por ciento. Estos 
mecanismos de protección generales para el conjunto de la economía se acompañaron con 
elevaciones transitorias de derechos cuando la situación de la oferta internacional presionaba 
al descenso los precios nacionales43.
Cuáles fueron las tasas de protección alcanzadas efectivamente por la economía es 
algo que desconocemos. El cuadro 2.10 puede ayudar a aproximarnos a este tema. El 
cuadro representa el porcentaje que los ingresos por renta de aduanas suponen respecto a 
las importaciones totales y puede servir como aproximación a la protección media que 
disfrutaba la economía española. Como puede verse, se reflejan los momentos de reforma 
del arancel en forma de un incremento de las cifras. El aumento que se produce en 
1890/94 no parece excesivo en relación con los periodos anteriores, permitiendo 
establecer la hipótesis de una protección media moderada (cuanto menos respecto a la 
anterior) tal como ha señalado Serrano Sanz, aun cuando la protección fuera muy elevada
43 Tal es el caso del trigo. En 1895 se establecen recargos arancelarios transitorios que se mantendrán hasta 
marzo de 1898, para ser retomados en mayo del mismo año durante apenas unos días. De nuevo en 1899 se 
establecen los derechos arancelarios transitorios. En sentido contrario, en 1904 se reducen los derechos, que serán 
restablecidos a su nivel vigente en 1906.
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en ciertas partidas del Arancel44. Hay que destacar que en los dos momentos en los que 
el ratio experimenta los crecimientos de mayor importancia, 1890-1894 y 1905-1909 se 
produce un estancamiento o un ligero retroceso de las importaciones, mientras los 
ingresos por aduanas continúan aumentando. Parece ponerse de relieve con este 
comportamiento que la elevación de los aranceles provocaba una contracción a corto plazo 
de las compras al exterior, que continuaban su ritmo después de un periodo de breve de 
ajuste, reduciendo el porcentaje de ingresos sobre importaciones. El gráfico 10 muestra 
ese ratio a través del cálculo de medias móviles de cinco años.
CUADRO 2.10
IMPORTACIONES, INGRESOS DE ADUANAS Y PORCENTAJE DE LOS INGRESOS DE ADUANAS
SOBRE LAS IMPORTACIONES 
Medias quinquenales 1880-1930 







1880/84 688,88 127,6 18,7
1885/89 722,84 125,2 17,4
1890/94 720,00 136,6 19,3
1895/99 853,32 123,4 14,6
1900/04 1134,60 157,2 13,9
1905/09 1052,80 169,2 16,1
1910/14 1252,46 191,2 15,4
1915/19 1676,86 150,2 9,2
1920/24 3602,04 486,4 14,7
1925/30 3132,58 633,2 20,4
Fuente: Ingresos de aduanas: Comín (1985). Importaciones: Tena (1989)
44 44 El cociente presentado ofrece una aproximación muy burda, por cuanto una elevación de los aranceles
que frenara o redujera la importación de los productos más protegidos persistiendo la de los de protección moderada 
daría la misma representación que la del gráfico.
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No hay que olvidar otras formas de protección, como la obligación de pagar los 
derechos aduaneros en oro a partir de 1902. Por otro lado, la depreciación de la peseta 
alcanzó una tasa del 31 por ciento entre 1890 y 1904 lo que incrementó la protección del 
mercado nacional ante la competencia de los productos extranjeros, aunque, como hemos 
señalado en páginas anteriores, los productos que incorporaban un porcentaje alto de bienes 
importados sufrieron, por esa razón, aumentos de precios.
La variación en la estructura del gasto que hemos señalado tiene su reflejo en, y a la 
vez es consecuencia de, la adopción de una política económica que, dentro de los límites que 
el sistema fiscal permitía (y en ocasiones rebasándolos con la emisión de deuda o, como en 
el caso de la financiación del presupuesto extraordinario para la construcción de la escuadra, 
obteniendo anticipos del Banco de España), se caracterizó por su interés en fomentar el 
crecimiento económico español.
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Gráfico 10





A raíz del examen de las medidas adoptadas por los diferentes gobiernos y de los 
proyectos de ley presentados a las Cortes podemos concretar ese objetivo en tres propósitos:
- mejora de la dotación de infraestructura;
- fomento del desarrollo agrícola, a través del crédito agrario y la expansión de los 
regadíos;
- fomento de la producción de la industria nacional, principalmente a través de las 
compras del Estado.
CONSTRUCCION DE INFRAESTRUCTURAS
La provisión de infraestructura es una de las tres tareas que la economía clásica 
encargaba al Estado 45. Desde otra posición, Hirschman ha señalado el papel que en el 
desarrollo cabe atribuir a su creación: poner en funcionamiento el mecanismo de inducción 
de la inversión privada, que hasta ese momento no ha sido movilizada, no por falta de 
recursos sino por falta de oportunidades de inversión46. Como puede verse en el cuadro 2.9, 
el gasto en Obras Públicas fue el principal de los desembolsos en servicios económicos. Por 
su carácter de elemento indispensable para la integración del mercado y el incremento de la 
productividad, los planes de Obras Públicas estuvieron siempre presentes en la política 
económica. Durante la Restauración se puso especial interés en reducir las diferencias que 
la insuficiente inversión de épocas anteriores había creado respecto a las naciones más
45 "La tercera y última obligación del Soberano y del Estado es la de establecer y sostener aquellas instituciones 
y Obras Públicas que aún siendo ventajosas en sumo grado a toda la sociedad, son, no obstante de tal naturaleza que 
la utilidad nunca podría recompensar su costo a un individuo o a un corto número de ellos y, por lo mismo, no debe 




cercanas y más desarrolladas 47.
Los dos ramos que recibieron mayor atención del Estado fueron la construcción de 
carreteras y la ampliación de la red ferroviaria48. El nuevo régimen promulgó una Ley de 
Bases49 que se desarrolló en la Ley General de Obras Públicas50 y en la Ley General de 
Ferrocarriles51, bajo las cuales las obras públicas experimentaron una importante expansión 
en el último cuarto del siglo. Los gastos del Estado en la construcción y conservación de 
carreteras mostraron un considerable aumento durante estos años: aproximadamente un 50 
por ciento. Como consecuencia, se incrementó su importancia sobre el gasto total del Estado: 
en el quinquenio 1886-1891 un 5 por ciento de sus desembolsos se dedicaba a la mejora de 
la red de comunicaciones, cuando dos quinquenios antes era sólo un 3,6 por ciento. El 
resultado, fue un espectacular crecimiento de la longitud de las carreteras del Estado. Entre 
1874 y 1891 se construyeron 11.652 kilómetros por lo que la red creció un 70 por ciento. 
Si establecemos la comparación con los años anteriores a las destrucciones de la guerra 
carlista el resultado es un incremento de 10.179 kilómetros, que en tanto por ciento 
representa una expansión del 55 por ciento entre 1869 y 1891.
Esta mejora se realizó, sobre todo, mediante el crecimiento de las carreteras de tercer 
orden, mientras las de primer orden solamente aumentaron hasta reparar los desastres 
causados por la guerra52. Este predominio de las primeras hay que buscarlo en las
47 Así lo comunicaba el Ministro de Fomento en 1881 a los Gobernadores:
" El Gobierno, que se halla decidido a mirar con especial predilección este ramo, considerándolo como uno de los 
elementos principales para aumentar la riqueza de un país, empleará cuantos recursos le permitan sus fuerzas a fin 
de ejecutar las obras públicas que faltan por hacer de las que le competen y conservar con el debido esmero las 
hechas puestas a su cuidado".
48 Un tercero, la construcción de obras hidráulicas, será considerada al hablar del fomento de la riqueza agraria.
49 Ley de 29 de diciembre de 1876 (Gaceta del 30).
50 Ley de 13 de abril de 1877 (Gaceta del 15).
51 Ley de 23 de octubre de 1877 (Gaceta del 24)
52 La Ley de Carreteras dividía las del Estado en tres grupos: primero, segundo y tercer orden. Las de primer 
orden enlazaban Madrid con las principales capitales de provincia y los puntos más importantes del litoral, o vías 
férreas con cualquiera de estos lugares o entre sí; las de segundo orden comunicaban dos capitales de provincia; las
de tercer orden servían de enlace entre dos pueblos y entre vías férreas y carreteras de primer orden y pueblos.
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características del régimen restaurador. Imposibilitado de buscar su legitimación en el juego 
electoral, falseado por la intervención de los caciques, el reparto territorial de las inversiones 
del Estado permitía mantener fíeles al sistema a los miembros de las comunidades rurales53. 
Así lo reconocía un contemporáneo cuando escribía54:
"Fórmanse en España los planes de la red general, de las provinciales y 
municipales sujetándolos a una larga tramitación y a multitud de informes 
técnicos y administrativos, y ¿para qué?. Para echarlos por tierra al día 
siguiente, con proposiciones de ley presentadas por los Diputados, a fin de 
endosar al Estado la carga de abrir no pocas carreteras desprovistas en 
absoluto de interés público, con las que pagan los favores electorales de los 
caciques de los distritos, sirviendo sus fincas con excelentes caminos.'1
Esa presión de los parlamentarios de la que se habla en el texto anterior para 
conseguir un reparto de los gastos del Estado favorable a su circunscripción se refleja en las 
palabras del Ministro de Fomento en el preámbulo al RD del nuevo plan de carreteras de 
1901. Al referirse al plan anterior decía55:
" (...) hay en él algunas carreteras de tan escasa importancia que por eso 
mismo, sin duda, no se incluyeron en los planes provinciales; hay dos, tres 
y a veces hasta cuatro carreteras sirviendo superabundantemente los mismos 
intereses públicos y otras recorriendo desiertas comarcas, con tan elevado 
coste de construcción, que si solo fuera esto bastante para dilatarla en terrenos 
más fértiles y poblados.’
‘(...) entre los 84.000 kilómetros que a la fecha presente constituyen la red del 
Estado, no bajarán quizá de 30.000 kilómetros los que por la fuerza misma 
de las cosas resulten en la condición de carreteras puramente imaginarias''
Estas consideraciones no deben empañar el importante esfuerzo constructor que se
Además existían las carreteras provinciales, vecinales y las construidas por particulares.
53 Varela Ortega (1977).
54 Alzóla y Minondo (1899), p. 47.
55 RD de 25 de enero de 1901 (Gaceta del 26).
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desarrolló en este periodo.
El otro ramo de las Obras Públicas que mereció una atención especial fue la 
construcción ferroviaria. Una vez desarrollados los ramales principales de la red, la Ley 
General de Ferrocarriles de 1877 tenía como objetivo fomentar la construcción de enlaces 
entre las lineas existentes56. Para aquellas líneas que fueran incluidas en el Plan General de 
Ferrocarriles, los fondos públicos acudirían en su auxilio adoptando las siguientes formas:
- ejecución de obras;
- auxilio directo;
- aprovechamiento de obras ejecutadas para uso público;
- exención de derechos aduaneros al material de construcción y explotación.
Como se observa en el cuadro 2.11, el periodo 1876-1895 fue el de mayor impulso 
constructor tras los años de tendido de las primeras lineas. ¿Cuál fue la contribución del 
Estado a ese proceso?. El gasto del Estado en subvenciones y auxilios directos fue de 244 
millones de pesetas57. El porcentaje de las subvenciones para el conjunto de las lineas se 
calcula para el total de la red en un valor inferior al 26 %58. Sin embargo, en estos años el 
porcentaje debió ser superior por cuanto las vías que recibieron mayor subvención, que 
fueron las que abrieron la comunicación del centro de la península con Asturias y Galicia, 
se construyeron durante esta etapa59.
56 Casares Alonso (1973), p. 155.
57 Artola (1978), p. 353. Comín señala que las cifras citadas, que proceden de las Memorias de Obras Públicas, 
no coinciden con las presupuestarias, por lo que los gastos del Estado en ferrocarriles superarían las cifras dadas en 
el cuadro 2.4. Comín (1988), pp. 639-641.
58 Artola (1978), p. 356.




ETAPAS DE CONSTRUCCION DE LA RED DE ANCHO NORMAL, 1845/1935 











Fuente: Gómez Mendoza (1989), p .54.
Junto al fomento de los ferrocarriles de ancho normal, el intento de completar la 
red continuó con las iniciativas parlamentarias para promulgar una Ley de ferrocarriles 
secundarios que sirvieran de enlace entre las lineas ya construidas. Los proyectos de ley 
se suceden: en 1888, en 1889, en 1890, pero no alcanzarán el éxito hasta 1904. Según 
Casares Alonso, fueron las compañías ya establecidas las que obstaculizaron la 
promulgación de leyes de secundarios para evitar la competencia que estos ferrocarriles 
pudieran presentar a sus lineas60. A pesar de eso, se construyeron algunos kilómetros de 
vía estrecha al amparo de la Ley General de Ferrocarriles. A partir de fines de siglo la 
red se amplía, hasta conseguir doblar prácticamente su longitud. La Ley Besada de 
ferrocarriles secundarios y estratégicos de 1907 61 supuso un importante incentivo para 
el tendido de nuevas líneas. Al mismo tiempo, sus disposiciones implicaron un estímulo 
para la metalurgia, al establecerse que tanto el material fijo como el móvil habían de ser
60 Casares Alonso (1973), p. 212.
61 Ley de 30 de agosto de 1907 (Gaceta del 15 de septiembre).
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de fabricación nacional, excepto aquellos productos que no fuesen corrientes en España, 
lo cual se unía a la desaparición de los privilegios arancelarios62. La construcción de 
lineas ferroviarias que enlazaran las lineas principales iba a producir una disminución de 
los costes de transporte para muchos productores que verían ampliado su mercado 
potencial. La promulgación de la Ley generó expectativas favorables entre los 
productores, lo que provocó un movimiento entre los bancos bilbaínos y las grandes 
\ empresas siderúrgicas y ferroviarias para constituir una entidad financiera que se 
! encargase de construir los ferrocarriles en los que los capitales vascos estaban interesadosi
\ 63
i CUADRO 2.12
j LAS ETAPAS DE LA CONSTRUCCION DE LA RED DE VIA ESTRECHA.









Fuente: Gómez Mendoza(1989), cuadro 1.
62 Gómez Mendoza(1989), pp. 117-120.




El segundo ámbito de actuación de la política económica fue el fomento de las 
actividades agrarias. En 1881 el Ministro de Fomento enunciaba su extenso programa64:
"estudiar los problemas relacionados con la enseñanza agrícola, que es la base 
firmísima de los más valiosos adelantos realizados; activar la formación del 
mapa agronómico; atender a la repoblación de nuestros montes(...); ayudar a 
las provincias al establecimiento de estaciones agronómicas y pecuarias (...); 
someter a las Cortes la reforma de las actuales leyes de población y 
colonización rural y de defensa de la filoxera y la langosta"
Todas estas intenciones se convertirán, más tarde o más temprano, en medidas 
legislativas. Sin embargo, y como puede verse en el cuadro 2.9, no se tradujeron en un 
incremento en las dotaciones que el Estado concedió a la Agricultura y la Ganadería. Durante 
todo el siglo XIX supusieron cantidades inferiores al 1 por ciento del gasto estatal. El salto 
más importante lo darán a comienzos del siglo XX, doblando las cantidades y losporcentajes 
que habían sido habituales. Otras dos actuaciones no citadas en la exposición anterior 
tuvieron mayor trascendencia. Una de ellas fue el fomento del crédito agrícola; la otra, los 
programas de obras hidráulicas.
El crédito agrario
El establecimiento del crédito agrícola fue un tema presente en la política agraria 
durante toda la Restauración. M.ültiples iniciativas legislativas apenas llevaron a una
64 RO de 9 de mayo de 1881 (Gaceta del 10).
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menguada y tardía regulación del tema65. La exposición de motivos del RD de apertura de 
información para el establecimiento del crédito agrícola en 188166 consideraba que "la 
mejora de las condiciones en que el labrador puede adquirir el capital auxiliar y 
complementario de la explotación es sin duda alguna el punto esencial". Aunque, se 
afirmaba, las asociaciones de auxilio mutuo resolvían el problema del crédito en algunos 
casos, no era suficiente y su escasez frenaba la introducción de mejoras técnicas en la 
producción 67. Los malogrados intentos de establecerlo fueron aprovechados por la iniciativa 
privada a través de instituciones crediticias católicas que se sirvieron de este instrumento para 
mantener el control religioso, moral, político e ideológico sobre el campo español. El fracaso 
en la instauración de un sistema de crédito agrario público eficaz pudo haber influido en una 
cierta debilidad de las estructuras financieras de las explotaciones del campo español, que 
haría sentir más profundamente la necesidad de fuertes medidas protectoras para el 
mantenimiento de los productos agrarios españoles en el mercado frente a la competencia 
exterior provocada por el descenso de los precios internacionales de los productos agrarios 
a finales del siglo XIX.
Por otro lado, a raíz de la crisis reaparecieron los intentos de constituir entidades de 
crédito agrícola. Se pueden contar entre 1891 y 1910 hasta 11 intentos de legislar sobre ello, 
que solamente lograrán cristalizar en la Ley de Sindicatos Agrícolas de 1906 68. La Ley 
tenía como objetivo el fomento de entidades asociativas que adquirieran elementos para el 
cultivo, comercializaran los productos agrícolas o fomentaran las entidades de crédito 
agrícola, mediante la exención de los impuestos del timbre y de derechos reales y la 
devolución de los derechos de aduanas para los utensilios agrícolas importados. La medida
65 Como afirma Pedro Carasa, "Si se contempla desde el punto de vista de la actividad legislativa, las relaciones 
entre el Estado y el crédito agrícola no son de pasividad y desinterés, sino de sucesivos y repetidos intentos de 
regular el problema". Carasa Soto (1989)
66 RD de 17 de enero de 1881 (Gaceta del 18).
" (...) la necesidad de crédito agrícola (...) crecerá bajo otro aspecto y más rápidamente, no bien se adopten
los procedimientos del cultivo extensivo, haciendo buenas y numerosas labores, empleando los abonos, utilizando 
la maquinaria agrícola (...) para todo lo cual hace falta el empleo de los capitales, y por consiguiente los préstamos 
en una escala comparativamente grande". RD de 17 de enero de 1881.
68 Carasa Soto (1989)
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tuvo un favorable acogida: entre 1910 y 1920 se constituyeran 3.471 sindicatos, la mayoría 
de ellos ligados a instituciones de crédito agrícola como son las cajas rurales69, que contaron 
con el apoyo del Banco de España mediante el descuento de efectos constitutivos de créditos 
a la agricultura 70.
La política hidráulica
Una de las constantes de la política agraria de la Restauración fue el intento de 
modificar la calidad de las tierras de labor mediante la implantación de un sistema de riegos 
que aumentara la riqueza del país. Las Estadísticas de Obras Públicas del año 1895-1896 
calculaban en 900.000 las hectáreas de regadío de la península en 1888 y estimaba el numero 
de hectáreas regables en España en unos dos millones y medio71. El coste de la 
transformación que sería necesario realizar se fijaba en 500 millones de pesetas.
La Ley de Aguas de 187972 estableció los primeros instrumentos de fomento del 
regadío mediante desgravaciones fiscales. Se computaba, con fines tributarios, a los terrenos 
transformados en regadío, durante los diez primeros años, la misma renta que tenían cuando 
eran de secano (diez años era el tiempo que se consideraba suficiente para que las tierras 
transformadas fueran puestas en producción y obtuvieran rendimientos normales), obteniendo 
la desgravación en las esperables diferencias de rendimiento que se obtendrían en las tierras
69 Carasa Soto (1989), pp. 17-19.
70Ceballos Teresi (1932), t. I, p. 100.
71 "El número de hectáreas regables está limitado por el caudal de agua disponible. Este no pasa probablemente 
al cabo del año de unos 80.000 millones de metros cúbicos para toda la Península; si de él descontamos 1.600 
millones para consumo de sus habitantes, quedan 78.400 millones. Con esa cantidad, y construyendo 
muchospaqtanos, se pueden regar a lo más 4 millones de hectáreas. A esa cifra hay que aplicar un fuerte coeficiente 
de reducción por la irregualridad de su caudal, pasando de las grandes sequías a las grandes avenidas, por pasar en 
otras por cauces profundos, por no ser fácilmente disponibles para el riego tierras que cayesen bajo el nivel de los 
canales, por las épocas en que no se riega, etc.; coeficiente que, fijándolo prudencialmente en un 40 por ciento, 
reduce á unos 2 y medio millones el número de Hectáreas regables en nuestra Península". Estadística de Obras 
Públicas, año 1895-96, pp. CXXXII.
72 Ley de 13 de junio de 1879 (Gaceta del 14).
92
POLÍTICA ECONÓMICA 1874-1914
de regadío sobre las de secano73.
El interés del Estado en el fomento del regadío se consolidó con la Ley de Auxilios 
a la Construcción de Canales y Pantanos74, o ley de grandes regadíos. Con ella se inició la 
política de subvenciones, en sustitución de las desgravaciones, a las obras hidráulicas que 
duraría hasta que, en 1911, el Estado se convirtiera en constructor. En los canales y pantanos 
considerados de interés público y que suministraran un caudal de agua para el riego 
equivalente a 200 litros continuos por segundo, la Administración podía acudir en su auxilio 
para la construcción.
El auxilio consistía en una subvención y una prima. La primera no podía exceder del 
30 por ciento del coste presupuestado de las obras del canal o pantano y acequias principales. 
La prima no debía exceder de 250 pesetas por cada litro continuo por segundo que el canal 
o pantano invierta en riego. A su vez, la suma de subvención y prima no podía exceder del 
40 por ciento de los gastos de establecimiento del riego, que se calculaba añadiendo al 
presupuesto que se aprobase para el canal y acequias principales 100 pesetas por hectárea de 
terreno que hubiera de regarse.
Cuando fuera una Comunidad de Regantes la entidad constructora de canales o 
pantanos con el fin de regar sus tierras o mejorar los riegos existentes no se fijaba límite a 
la cantidad de agua que se podía invertir en riegos. La subvención podía llegar hasta el 50 
por ciento del presupuesto y se podía hacer efectiva además de mediante el pago en metálico 
a través de la contrucción por parte del Estado de algunas obras. Adicionalmente, la Ley 
permitía anticipar a la comunidad, en concepto de préstamo con un interés del 3 por cien, 
el 50 por ciento de los gastos de establecimiento de brazales y acequias secundarias y 
preparación de tierras; este anticipo sería reintegrado con un canon sobre los terrenos
73 Nadal Reimat (1981).




Desde la entrada en vigor de la ley, el Estado mantuvo una reducida subvención de 
150.000 pesetas para el Canal Imperial de Aragón. En el ejercicio presupuestario de 1890- 
1891 las cantidades que se gastaron en concepto de subvenciones aumentaron hasta la cifra, 
que nunca se volvería a alcanzar, de 900.000 pesetas, debido a la ampliación de las obras 
que adquirieron el derecho a ser subvencionadas. Dos años más tarde, la situación de penuria 
reaparece: de las 500.000 pesetas que se gastan en ayudas para nuevas construcciones, 
únicamente 96.000 correspondían a canales y pantanos, siendo el resto destinado a la 
prevención de inundaciones. En los años siguientes las cantidades aumentan ligeramente para 
estabilizarse en torno a las 100.000 pesetas en 1895-96.
Debió mantenerse una amplia permeabilidad entre los diferentes tipos de gastos en la 
política de construcciones hidráulicas, por cuanto algunas obras que en unos momentos 
recibieron subvenciones pasaron a ser construidas, posteriormente, por el propio Estado76. 
Sería, por tanto, más relevante valorar el gasto total del Estado que comprende tanto las 
subvenciones que estábamos analizando y las obras realizadas por la propia administración. 
Estas últimas aumentan muy rápidamente hasta superar el millón de pesetas desde 1894-95 
en adelante partiendo de las trescientas mil de diez años antes. En conjunto, se muestra un 
mayor esfuerzo inversor a partir de 1888-89, cuando se dobla la cantidad gastada en el 
ejercicio anterior, que remitirá en los primeros años de la última década, elevándose 
nuevamente a partir de 1894-95. Sin embargo, no todas las obras que se realizaban suponían 
nuevos regadíos o mejora de los existentes. En las cifras se incluían también las obras para 
la prevención de las inundaciones, de forma que el esfuerzo inversor del Estado no era muy
75 Iguales beneficios que las Comunidades de Regantes gozaban las asociaciones de propietarios que presentaran 
un compromiso hipotecario debidamente constituido con arreglo a las leyes.
7 Tal es el caso del Canal Imperial de Aragón que, como se ha dicho, recibió subvenciones hasta 1890-91 y 
en 1896-97 aparecen las obras realizadas como obras del Estado.
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importante77. Al ritmo de construcción que predominaba a finales del siglo XIX la 
transformación de tierras hasta alcanzar las hectáreas regables que estimaba posibles la 
Estadística de Obras Públicas llevaría cinco siglos.
CUADRO 2.13
GASTOS DEL ESTADO EN SUBVENCIONES Y CONSTRUCCION DE OBRAS HIDRAULICAS (1885-
1901) Pesetas corrientes
AÑOS SUBVENCIONES GASTOS DEL ESTADO TOTAL
1885-86 150.000 315.383 465.383
1886-87 150.000 212.416 362.416
1887-88 150.000 368.518 518.518
1888-89 150.000 1.056.855 1.206.855
1890-91 900.000 158.615 1.058.615
1892-93 512.191 436.647 948.838
1893-94 352.014 935.652 1.287.667
1894-95 277.000 1.123.899 1.400.899
1895-96 119.000 1.447.532 1.566.532
1896-97 100.000 2.574.741 2.674.741
1898-99 100.000 1.706.013 1.806.013
1900 241.934 2.965.608 3.207.543
1901 266.527 2.710.619 2.600.642
Fuente: Balance General de Créditos y  Gastos del Ministerio de Fomento, varios años.
77 Las obras en las cuales tenia participación el Estado en la última década, bien sea a través de subvenciones 
o a trvés de la realización de obras propia eran el Canal Imperial de Aragón, el canal del Guadalentín o Pozo Alcón 
y Zujar, el Pantano de Hijar, el Canal de Isabel II, el canal del Gran Prior, la Acequia del Jarama y el Canal de la 
margen derecha del rio LLobregat.
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La consecuencia de las escasas cantidades destinadas a la polítca hidráulica hasta 1902 
supuso la transformación de pocas hectáreas en regadío. Desde 1875 se habían finalizado 
embalses con una capacidad de 96 millones de metros cúbicos que transformaron en regadío 
apenas veinticuatro mil hectáreas78. Los problemas se encontraban en las dificultades de 
procedimiento y tramitación de los expedientes y en la falta de preparación de las 
comunidades de regantes, entidades favorecidas con mayor subvención que las restantes, para 
convertirse en empresas de gestión de obras79. Para superar el estancamiento en el que se 
encontraba la aplicación de la Ley se señalaban que el Estado tenía que tomar una parte más 
activa en el desarrollo de los riegos, promoviendo, sobre todo, la construcción de embalses 
o pantanos en lugar de acequias de riego80.
A partir de los primeros años del siglo XX se produce una modificación importante 
en la esta actitud: se sustituye la política de subvenciones por la política de construcción 
directa, con participación de las localidades interesadas. Se aprueba, de esta forma, el primer 
plan de obras hidráulicas en 1902, el llamado Plan Gasset en honor del Ministro de Fomento 
que lo impulsó. El cuadro siguiente puede dar una idea de las intenciones del Plan y de sus 
resultados:
(1) (2) (3) (4) (5) (6) C7) (8)
OBRAS OBRASEN OBRAS EN (2)/(l) (3)/(l) HECTAREAS HECTAREAS <7)/(6)
INCLUIDAS EXPLOTACION EXPLOTACION % % INCLUIDAS REGABLES %
EN 1926 EN 1930 EN 1930
296 22 30 7.43 10.14 1.469.922 178.154 12.12
Como puede verse, el cumplimiento del Plan fue de apenas el diez por ciento. Sus 
aspiraciones para la transformación de la agricultura habían sido demasiado ambiciosas y 
muy poco meditadas, conviniéndolo en un conjunto de iniciativas desorganizadas que iban
78 Nadal Reimat (1981), p. 152.
79 Nadal Reimat (1981), p. 147.
80 Alzóla y Minondo (1899), p. 493.
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a enfrentarse con las penalidades presupuestarias para enfrentar la construcción de tantas 
obras como habían sido recogidas81. A pesar de los problemas para ampliar la superficie 
regable, los nuevos regadíos permitieron, en algunas zonas, hacer frente a la crisis agraria 
mediante la sustitución de viñedos en naranjos y remolacha azucarera82.
La falta de cumplimiento del Plan debido a las escasez de créditos y al número de 
obras planteadas dió origen a un nuevo plan en 1909. Este era mucho más modesto que el 
anterior, rebajaba las hectáreas que serían transformadas a 331.000, el 23 por ciento de las 
previstas en 1902. Para completarlo se destinaba un crédito de 124 millones de pesetas. El 
plan no llegó a ejecutarse. Unicamente se gastaron 9 millones, lo que no era claramente 
insuficiente para construir las obras que habían sido previstas.
La mayor preocupación que estos planes demuestran sobre la transformación de las 
tierras de secano en regadío tuvo su reflejo en los créditos que en los presupuestos ordinarios 
del Estado se aprobaban, los cuales experimentaron un apreciable aumento: desde los tres 
millones de pesetas que se habían gastado en 1900, cifra excepcional, porque en la década 
anterior sólo en una ocasión se habían superado los dos millones, se pasa a los seis millones 
de 1906 y 1907 y a los siete de 1908. A pesar del aumento de dotaciones presupuestarias, 
el número de obras incluidas en el plan era tan amplia, que su cumplimiento resultó escaso. 
Si en lugar de establecer la comparación con el plan lo hacemos con los niveles de gasto 
previos, el esfuerzo fue considerable.
O I
Así lo recogía Lorenzo Pardo en la Exposición del Plan de Obras Hidráulicas de 1933: "El país esperaba 
un plan de política hidráulica, y lo que resultó fue un catálogo de canales y pantanos, casi todos ellos aislados, sin 
relación alguna, aun dentro de la propia cuenca, algunos francamente incompatibles entre sípor la casi completa 
coincidencia de las zonas objeto del pretendido beneficio." Ministerio de Obras Públicas (1933), pp. 20 
La Memoria del Proyecto de Ley de Fomento de la Riqueza Nacional de 1919 recogía la queja de la escasez de 
dotaciones presupuestarias para la rápida iniciación de muchas obras que se pretendió: "Aparte de las dificultades 
anejas a obras de esta índole, de suyo delicadas y con proyectos rápidamente estudiados, no era posible atender a 
tantas empresas con los escasos créditos de que entonces se disponía: vino [a] agravar esta dificultad el deseo de 
atender a la ejecución de muchas obras análogas, imperiosamente reclamadas por el elemento agrícola de la mayoría 
de las provincias". En 1903 se había anunciado la construcción de los pantanos de La Peña, Buseo, Gasset, Cueva- 
Foradada, Riudecañas, Belsué y Gualdacacín y el Canal de la Reina Victoria Eugenia. En los años siguientes se 
autorizó la construcción de los pantanos de Moneva, Pena, Andrade, La Hoz, Foix y Cornalvo. Como puede verse, 
demasiadas obras en poco tiempo. Ministerio de Fomento (1919).




GASTOS DEL ESTADO EN OBRAS HIDRAULICAS (1906-1916)










1906 4.196.490 202.626 1.695.428 6.094.544
1907 5.003.363 27.110 1.872.217 6.902.690
1908 4.918.600 1.398.815 1.377.153 7.694.568
1909 1.276.567 2.428.913 2.204.541 5.910.021
1910 1.970.952 2.095.818 2.204.541 6.271.311
1911 1.816.063 881.332 2.204.541 4.901.936
1912 1.339.469 3.456.054 4.795.523
1913 1.401.514 3.456.054 4.857.568
1914 1.778.770 3.456.054 5.234.824
1915 2.691.741 3.456.054 6.147.795
1916 3.261.180 3.456.054 6.717.234
(a) La "Estadística" de 1909 a 1916 no distingue las cantidades gastadas anualmente. Las cifras en esos años sonlas 
resultantes de distribuir las cifras del trienio 1909-11 y del quinquenio 1912-16 de forma homogénea en cada año. 
Fuente: Estadísticas de Obras Públicas, varios años.
Al mismo tiempo, se completó la legislación sobre regadíos, con la ley de 1905 que 
establecía la subvención para los pequeños regadíos, aquellos cuyo caudal de agua para el 
riego fuera menor de 200 litros por segundo. Las cantidades gastadas en subvenciones 
conforman la tercera columna del cuadro .
La transformación de cultivos
La respuesta a la crisis de la agricultura cereal iba a tomar dos direcciones distintas. 
La que podemos llamar adaptación activa, a través de mejoras organizativas, cambios en la 
tecnología y transformación de las explotaciones mediante la sustitución de cultivos. Y la 
adaptación pasiva, en la que para recuperar la tasa de beneficio se recurre a comportamientos
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apropiativos, a costa de la renta de otros sectores sin que haya variado la renta global83. 
Frente a la crisis finisecular, estas dos alternativas se plasmaron en las transformaciones de 
cultivos y la elvación de derechos arancelarios, respectivamente. Aunque predominara la 
adaptación pasiva, es necesario remarcar que no fue la única respuesta frente a los problemas 
agrarios84. El Estado fomentó la adaptación activa mediante los programas de riego, tal y 
como ya se ha señalado: la difusión de nuevas técnicas de cultivo o de la enseñanza agrícola. 
El Estado español no se mostró tan retardatario como tradicionalmente se ha supuesto, 
defensor de los intereses de los grandes propietarios que a través del caciquismo controlaban 
los mecanismo de decisión del poder central85. Aunque de una manera limitada, como no 
podía ser menos dada la importancia de los intereses tradicionales, contribuyó a la 
transformación agraria, aunque con resultados muy limitados.
Dentro de estas medidas se encuentra el apoyo que recibió la industria azucarera, que 
obtuvo, en 1899, una importante protección arancelaria adicional. La ley de creación del 
impuesto sobre el azúcar86 establecía nuevos derechos arancelarios sobre el azúcar, la 
glucosa, las mieles y melazas, la sacarina y cualquier producto sustitutivo del azúcar, en 
sustitución del antiguo que sólo gravaba el azúcar y la glucosa de producción nacional. Con 
ello se protegía la industria azucarera nacional, a la cual se le concedía, además, la exención 
de los impuestos que recaían sobre la producción cuando fuera destinada a la exportación y 
se salvaguardaba el mantenimiento de la protección aún en el caso en que España firmara 
Tratados de Comercio con otros países. El resultado de esta fue su desarrollo en los primeros 
años del siglo.
También el cultivo del algodón fue objeto de una ley de protección especial, desde 
1904. Se consideraron exentos de la contribución de inmuebles, cultivo y ganadería, durante
o o
Esta definición de alternativas, aplicado a otro periodo, en Sevilla (1985).
84 Serrano Sanz (1984), p. 354.
85 Vease Jover (1981) y Varela Ortega (1977). En sus relaciones con el presupuesto del Estado, Comín (1988), 
pp. 503-508.
86 Ley de 19 de diciembre de 1899 (Gaceta del 20).
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los tres primeros años desde su transformación, los terrenos que sustituyan su producción 
anterior y se dediquen a la siembra y cultivo del algodón. En los diez años siguientes 
satisfarían la contribución que tuvieran asignada antes 87. Además se establecían premios 
en metálico para aquellos cultivadores que demostraran la posibilidad de producir materia 
prima barata para la industria88. No parece que tuviera mucho éxito esta iniciativa. Veinte 
años después, en 1923, la Asociación Agrícola Algodonera Española, entidad barcelonesa con 
la finalidad de "independizar nuestra industria textil", proponía subvencionar al cultivador 
de algodón "primera materia que se importa integramente del extranjero"89.
Otra actividad agrícola favorecida por la protección fue la industria sedera, una 
industria en crisis por la aparición de enfermedades en el gusano de seda que habían hecho 
disminuir la producción media anual de capullos desde 12.400.000 kilogramos hasta 
1.274.184 en el decenio 1901-1910. Para intentar frenar esta decadencia se promulgó una 
Ley en 1892 que establecía un derecho transitorio de exportación de 0,75 pesetas por 
kilogramo, cuyo producto había de invertirse en premios a los cosecheros de capullos de seda 
y a los plantadores de morera. Sin embargo la Ley no tuvo efecto alguno90. Un nuevo 
intento de revitalizar la industria sedera se realizó en 1914, con la concesión de subvenciones 
a la plantación de moreras, a la cría del gusano y a la elaboración del producto, además de 
elevar los derechos arancelarios91. Tampoco parece que esta ley se cumpliera 92.
87 Ley de 19 de julio de 1904 (Gaceta del 21).
QO
Sin embargo, en las liquidaciones presupuestarias de los años siguientes a la promulgación de la Ley no 
aparece ninguna asignación para el pago de los premios, por lo que parece que al menos este aspecto de la Ley no 
se cumplió.
89 La Asociación estimaba necesaria un cosecha anual de dos millones doscientos cincuente mil kilos de algodón 
neto, unos seis millones setecientos cincuenta mil kilos en bruto, y para conseguirla estimaba como remunerador un 
precio de una peseta por kilo bruto recolectado, para lo cual proponía subvencionar con 0,25 pesetas cada kilo. 
Comisión Protectora de la Producción Nacional (1923a).
90 El derecho transitorio se estableció hasta 1897 y el Reglamento de la Ley no fue aprobado hasta 1896. El 
proyecto de Ley de 1914 hablaba además de "dificultades de distinto orden surgidas en aquella época [que] anularon 
de hecho sus efectos ". Gaceta de 11 de julio de 1914.
91 Las subvenciones eran de 50 pesetas por cien pies de morera; 25 pesetas por cada 100 metros de seto de 
morera o por cada 100 tocones o cepa en fila; 50 centmos por kilogramo de capullo de seda cosechado; y 25 
céntimos por cada kilogramo de capullo hilado. Ley de 4 de marzo de 1915 (Gaceta del 5).
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Otra modalidad de fomento de la producción agraria fue la subvención a los 
productores que introdujeran mejoras en los cultivos incrementando la productividad93. Sin 
embargo, y a pesar de los buenos propósitos del Estado, la cantidad presupuestada para 
ayudas era de pequeña magnitud. El presupuesto de 1907 destinaba 50.000 pesetas para la 
mejora del cultivo cereal, la vid, el olivo e industrias derivadas; 10.000 pesetas para la 
ganadería; 40.000 pesetas para la subvención de Cámaras y Sindicatos Agrícolas, 
Exposiciones, Concursos,...; y 35.000 pesetas para subvención a Cajas rurales de crédito y 
ahorro. En total 135.000 pesetas, demasiado poco para la magnitud de la tarea encomendada.
Además, el Estado financió la creación de granjas agrícolas cuya finalidad era 
investigar, fomentar la adaptación de nuevos cultivos o nuevas formas de cultivo y formar 
al personal que había de ponerlo en práctica. Los resultados, aunque escasos, cabe 
calificarlos de positivos por cuanto ayudaron a lograr una fuerza de trabajo mejor preparada 
gracias a un mayor conocimiento técnico 94.
Estas medidas de apoyo al sector agrario hicieron crecer la cuantía que dedicaba el 
Estado a la agricultura. A pesar del aumento, ésta era insignificante. El sector que generaba 
más de dos tercios del producto nacional únicamente recibía un 1 por ciento del gasto de la 
administración. Los programas de ayuda, por otra parte, eran letra muerta a los dos o tres 
años de su aparición en la "Gaceta". A esto hay que añadir los obstáculos que se encontraron 
para legislar sobre el crédito agrario, dificultando, por tanto, la obtención de financiación 
para la inversión, para entender que, ante tal situación, los agricultores presionaran para que 
sus precios no descendieran, puesto que la ayuda del Estado vía presupuesto no les ayudaba
92 • •La Ley calculaba un agsto anual de 840.000 pesetas en concepto de subvenciones. Las liquidaciones 
presupuestarias contemplan un gasto por esa cantidad únicamente en 1915 y 1916 y de 194.803 pesetas en el 
presupuesto de 1920-1921.
El objetivo de este sistema de ayudas, según González Besada, Ministro de Fomento en 1907, era:
"inducir a la agricultura nacional, bien a mejorar sus especies y cultivos mediante la enseñanza que los concursos 
y certámenes proporcionan, bien a implantar aquellas instituciones tenidas hoy como vehículo más apto para 
transportar al campo los elementos de crédito, de cooperación de fuerzas y de instrucción recíproca que la industria 
agrícola requiere." Exposición de motivos del RD de 22 de febrero de 1907 (Gaceta del 23).
94 Jiménez Blanco (1986), p.93.
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a reducir sus costes de producción.
A pesar de estos cambios en el gasto del Estado, entre los agricultores españoles 
predominó la adaptación pasiva. El cuadro 2.15 muestra el prácticamente inexistente 
descenso del nivel de precios del trigo en comparación con el resto de los países. Esta 
actuación provocó una transferencia de renta entre los consumidores y los productores como 
consecuencia de la evolución desigual de los precios. La comparación entre el índice de 
precios del trigo y el índice general de precios nos muestra que desde mediados del siglo 
XIX la relación de intercambio del trigo con el conjunto de la economía evolucionó 
favorablemente para el primero, mejorando con el paso del tiempo. En consecuencia, se 
puede afirmar que la protección arancelaria, cualquiera que fuera su intensidad, favoreció al 
principal sector cultivador de la agricultura española, y no sería aventurado afirmar que 
también debió favorecer a los sectores más protegidos de la economía: el textil, los metales 
y el carbón95.
95 Como se ve en los cuadros siguientes, también la explotación minera del carbón y la siderurgia tuvieron una 
evolución de sus precios más favorable que los del resto de la economía.
PRECIOS INDICES DE PRECIOS
AÑOS GENERAL CARBON LINGOTE GENERAL CARBON LINGOTE
1877/82 93,17 10,53 100,00 100,00
1883/92 80,85 11,66 75,30a 86,78 110,77 100,0a
1893/98 80,25 12,33 81,72 86,14 117,15 108,52
1899/05 96,80 19,61 114,77 103,90 186,29 152,42











INDICES DE PRECIOS DEL TRIGO PARA DIFERENTES NACIONES Y RELACION DE INTERCAMBIO
EN ESPAÑA
ANOS
0 ) (2) (3) (4) (5) (6)
EEUU GB FRANCIA ITALIA ESPAÑA INDICE DE 
PRECIOS
(5)/(6)
1857/68 100 100 100 100 100 100 1
1869/82 75,5 97,3 107,5 107,9 100,9 89,94 1,12
1883/92 46,2 65,4 87,7 84,5 92,7 77,90 1,19
1893/98 36,5 53,1 79,8 86,1 92,7 77,32 1,20
Fuente: Elaborado a partir de: España: Grupo de Estudios de Historia Rural (1989), pp. 115; el resto; Garrabou 
(1975), pp. 487. Indice de precios: Bustelo y Tortella (1976).
FOMENTO DE LA PRODUCCION INDUSTRIAL Y MINERA
Desde inicios de la Restauración la política económica va a mostrar una tendencia 
clara hacia la protección a la industria. El régimen surgido del pronunciamiento del 
general Serrano se va caracterizar por la creciente intervención del Estado en el sector 
industrial en un intento de resguardarlo de la competencia exterior y de generar, a través 
de los mecanismos protectores, un proceso de crecimiento industrial que permitiera 
aumentar la riqueza nacional. En aquellos aspectos en que tal posición era compartida por 
los grupos que sostenían al régimen, la política contó con el apoyo del sector, que 
reclamó, de forma insistente, acogerse a los beneficios que se derivaban del amplio
1906/10 1,43 1,18
Fuente: Elaborado a partir de: Indice de precios: Bustelo y Tortella (1983); Precios del carbón: Coll y Sudriá 
(1987), tabla VI. 14, p. 432; Precios del lingote de hierro para fundición: González Portilla (1981), t. II, cuadro 
Vm. 2, p. 95.
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número de disposiciones emanadas al calor de esta ideología96.
Desde los primeros momentos ya se hacen presentes todas los rasgos 
distintivos.97 Sustitución de importaciones, forzada por la reserva del mercado o por la 
preferencia del Estado por los productores nacionales en el suministro; subvenciones y 
desgravaciones fiscales, siempre sometidas a la escasa disponibilidad de fondos 
presupuestarios; compras del Estado a través de los programas de armamento. Los 
sectores beneficiados por esta política son siempre los grandes sectores de industria básica 
o extractiva: la minería del carbón y la construcción naval y a través de ellos la siderurgia 
y los transformados metálicos.
Como se ha dicho, uno de los elementos de la política económica es la 
obligatoriedad del consumo. En 1879 se establece el consumo obligatorio de carbón 
nacional por el Estado98. No conocemos cual era éste, por lo que es difícil estimar el
96 Son numerosos los estudios que se han realizado sobre la política económica de la Restauración desde este 
punto de vista. El más importante, sin duda, es Muñoz, Roldan y Serrano (1973). Además, García Delgado (1981, 
1984, 1985).
07
En un texto ya clásico sobre la política económica de este periodo se decía: "a partir de la segunda mitad 
de la década de los años setenta se asiste, primero tímidamente, después, entre 1891 y 1906 -un periodo que debe 
considerarse clave-, ya sin ninguna ambigüedad, a la implantación de una compleja gama de mecanismos de 
protección -que se inician con el recurso al Arancel- y apoyo de un sistema de economía nacional" [Muñoz, Roldán 
y Serrano (1978), p. 20]. Parece, por tanto, que ese periodo de instauración de los mecanismos de protección finaliza 
en 1906, porque el nuevo arancel:"debe considerarse como la pieza fundamental del engranaje que ha de poner a 
punto al capitalismo español para disponer en todo momento y ante cualquier eventualidad (...) de los instrumentos 
necesarios para la protección de la economía nacional, haciendo posible la reserva del mercado interior." [Muñoz, 
Roldán y Serrano (1978), p. 78]. Coincide esta fase de consolidación definitiva de la protección con la puesta en 
funcionamiento de "la denominada política directa de fomento a la industria" [Muñoz, Roldán y Serrano (1978), p. 
192], que se inicia, según estos autores, en 1907 con la Ley de Protección a la Producción Nacional que establecía 
la reserva de los contratos de las Administraciones Públicas para los artículos de producción nacional. Debe 
remarcarse, sin embargo, que ese proceso incrementalista de protección que ha venido caracterizando la "vía 
nacionalista", debe hacerse compatible con la aparición, desde el primer momento, de todas las peculiaridades que 
la caracterizarán y, en su mayor parte, con todos los elementos que, a partir de 1907 se harán presentes, de tal forma 
que lo único que parece cambiar en ese momento es la generalización y ampliación de ciertos beneficios, como la 
protección del mercado estatal a todos los suministradores del Estado, y no sólo al carbón, pero no su novedad.
QO
"Desde la fecha de promulgación de la presente Ley, en la Marina de Guerra, los Arsenales y las fábricas 
del Estado, así como en los establecimientos y servicios o contratos que de algún modo aquel subvencione o pague, 
se empleará precisamente el carbón procedente de minas nacionales, quedando prohibida la aplicación del carbón 
extranjero". Ley de 7 de enero de 1879 (Gaceta del 8).
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impacto de la medida sobre la producción, aunque su trascendencia no debió ser 
grande", porque en los años noventa, ante la mala calidad o imposibilidad de obtener el 
carbón adecuado, se autorizaba la adquisición del inglés100. Posteriormente, será 
favorecido por su inclusión en todas las disposiciones que protejan la producción nacional, 
como las leyes de 1907, 1909 y 1917, además de los elevados derechos arancelarios que 
la importación va a soportar101. Las consecuencias de tal política pueden contemplarse 
en la nota 97. La relación de intercambio entre el carbón y el resto de la economía es 
favorable al primero, lo cual provocaba una asignación de recursos ineficiente, por cuanto 
las cualidades del carbón nacional ya se habían mostrado claramente inferiores a las del 
importado102.
Sin duda, la actividad más favorecida en estos años fue la construcción naval y las 
industrias productoras de elementos para buques. El interés mostrado por favorecer la 
producción nacional se plasmó en la petición a los industriales para que presentaran sus 
productos para la realización de pruebas en las que se determinara su aceptación en los 
concursos de suministro de hierro para los arsenales del Estado, a raíz de lo cual en 1883 
se hizo un pedido de 1.200 toneladas de hierro a la fábrica La Felguera con destino a los 
cruceros en construcción103.
La sustitución del hierro por el acero en la construcción naval dio lugar a una 
modificación en los pedidos realizados por la Marina. La demanda del Estado incitó a la 
introducción de innovaciones tecnológicas en las fábricas españolas para ponerlas en
¡ oo
I De la misma opinión, Perpiñá Grau (1935), p. 60.
| 100 "aun cuando la Ley promulgada en 7 de enero de 1879, publicada en 8 del mismo, dispone que en la Marina
y sus Arsenales se emplee precisamente el carbón español, es lo cierto que por dificultades, debidas unas veces a 
1 las incidencias del servicio, y otras a no haberse presentado proposiciones en algunos actos de subastas intentadas 
para hacer acopios de ese combustible, ha sido preciso recurrir a utilizar el procedente del extranjero, usando los 
Gobiernos con cierta amplitud la facultad que la citada Ley les concede en el artículo I o". RO de 3 de julio de 1895 
(Gaceta del 7).
101 Acerca de las medidas de protección al carbón, Perpiñá Graü (1935), pp. 54-84.
102 Nadal (1975), pp. 122-154.
103 Alzóla y Minondo (1894), pp. 179-180.
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diposición de producir el acero Siemens-Martin que la futura escuadra iba a necesitar.
Así, en 1887, la misma fábrica, La Felguera, se ofrecía para suministrar todo el acero 
que se necesitara durante algunos años, con la esperanza de firmar un contrato por un 
plazo prolongado. Aunque el Gobierno rechace este ofrecimiento, con el argumento de 
que ello perjudicaría el desarrollo de otras fábricas siderúrgicas privadas de la demanda 
estatal, realizó un pedido de 3.040 toneladas de acero. Tres años después estabá también 
en disposición de producir acero Siemens-Martin Altos Hornos de Bilbao, que participó 
junto con La Felguera en el suministro de las 7.000 toneladas de acero necesarias para la 
construcción tres cruceros de la escuadra104.
Estas demandas continuaron hasta finales de siglo. Al aceptarlas el Estado se había 
lanzado explicitamente a promover el desarrollo de la industria siderúrgica105. Según Jordi 
Nadal, con la Ley de construcción de la escuadra de 1887 "el Estado se mostraba dispuesto 
a sacrificar el Erario al desarrollo económico de la nación"106, lo que parece sugerir que 
la tradicional insuficiencia presupuestaria del Estado español se hacía sentir más en unos 
gastos que en otros, como pone de relieve las circunstancias que acompañaron a otro plan 
de construcción de buques de guerra, en 1908.
En el programa de 1887 se presupuestó un gasto de 225 millones de pesetas en nueve 
años. Gómez Mendoza ha calculado que el 88 por ciento del tonelaje de los barcos que
104 Alzóla y Minondo (1984), pp. 185-186.
105 "No debe abrigarse (...) el temor de que sea pospuesta la industria nacional privada, pues es sabido que no 
es la dedicada a la construcción naval la que ahora tiene verdadera importancia; pero es muy preciso tener en cuenta 
que para los buques que deben construirse en los Arsenales habrá de facilitar la industria nacional el material 
siderúrgico, las máquinas motoras y otros mecanismos no menos importantes, que no sería conveniente construir en 
los Arsenales, y que seguramente se prestarán a construir o elaborar diversas fábricas españolas que en estos 
momentos se esfuerzan en desarrollar sus elementos productores y que no es aventurado suponer languidecerían o 
no obtendrían gran desarrollo con el valioso concurso que habrán de prestarle nuestros Arsenales con las continuas 
demandas a que obligarán las nuevas construcciones"
"Si desgraciadamente se tiene el convencimiento de que los medios indicados más arriba no bastan habrá que 
recurrir al extranjero; pero en la menor escala posible porque si bien no debe afrentarnos este procedimiento, porque 
así lo hacen otras naciones, no hay que perder de vista que a todo trance hay que crear elementos propios para que 
la Marina del Estado sea verdaderamente Marina Nacional". Real Orden de 12 de enero de 1887. (Gaceta del 13).
106 Nadal (1975), p. 184.
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formaron la escuadra fue construido en astilleros españoles107. En unos momentos en los 
cuales la demanda de buques mercantes sufría un descenso, la actuación estatal actuó 
anticíclicamente. Se establecieron nuevos astilleros y se amplió la capacidad de los ya 
existentes estimulando la construcción y permitiendo que en años posteriores, y especialmente 
tras la I Guerra Mundial, se produjera la sustitución de importaciones.
También las industrias auxiliares se beneficiaron de las compras del Estado. Un Real 
Decreto de 1884 decidió confiar a las industrias nacionales la construcción de los motores 
y las calderas de vapor con destino a los buques de guerra108. A raíz del decreto se confió 
a La Maquinista Terrestre y Marítima los pedidos para la construcción de los motores de diez 
navios en un periodo de siete años con un apotencia total de 51.650 caballos de vapor109. 
La demanda del Estado también en este caso actuó como movilizador del cambio técnico en 
la industria española, puesto que la empresa no contaba con anterioridad al contrato con la 
capacidad técnica para realizar semejante trabajo110.
Como en 1887, en 1908 tras la derrota de la Armada en la guerra de Cuba y el 
Pacífico, el Estado español puso en funcionamiento un amplio programa de construcciones 
navales en las que se mostraba dispuesto a gastar 198 millones de pesetas, el 2 por ciento de
107 Gómez Mendoza (1988), p. 22.
in o
"Art.l. La construcción de motores de vapor con destino a los buques de guerra se irá confiando a la 
industria privada nacional gradualmente, hasta llegar a los tipos de mayor potencia que puedan producir sus talleres 
y en cuanto lo permitan los elementos con que cuenten, a reserva de los que conviniere construir en la factoría del 
Ferrol o en el extranjero. Art.2. Como regla general, y salvo casos excepcionales, se encargará también a la industria 
privada todas las calderas para cuya construcción cuente con recursos propios; debiendo llevarse a cabo el trabajo 
de las mismas en talleres nacionales. Art.3. La adquisición de máquinas de vapor para los buques tendrá siempre 
lugar por concurso, sacando en cada uno de estos el mayor número posible de máquinas idénticas, y en igualdad de 
las demás circunstancias será preferida la casa constructora que se comprometa a emplear las piezas fundidas y 
forjadas de fabricación nacional, y a las que produzcan sus propios talleres o se las suministren otros del país. Art.5. 
En los contratos que celebre la Administración con la industria privada del país para la construcción de máquinas 
y calderas se exigirá el empleo de materiales de fabricación nacional para todas las partes de ellas en que se apliquen 
los Arsenales del Estado en las mismas circunstancias" RD de 22 de diciembre de 1884 (Gaceta del 23).
109 Alzóla y Minondo (1894), pp. 189-197.
110 Alzóla y Minondo (1984), p. 190.
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la renta nai renta nacional de ese año, como señala Trebilcock111. Al igual que entonces la puesta 
en funcional funcionamiento de este programa generará amplios déficit presupuestarios quebrando la 
serie de suprie de superávit que se habían alcanzado entre 1901 y 1908, a raíz de la estabilización de 
Fernández :emández Villaverde. Ello matiza la opinión ya comentada de que los ingresos públicos 
establecían stablecían un freno a la utilización de los gastos en políticas de crecimiento económico. El 
objetivo debjetivo del programa naval no era únicamente la construcción de tres acorazados, tres 
destructore:estructores o submarinos y 21 torpederos. El contrato firmado con la Sociedad Española 
de Construk Construcción Naval especificaba que se tenía que fomentar la industria nacional112.
De De acuerdo con Trebilcock, los beneficios que la industria española obtuvo del 
contrato naontrato naval fueron muy considerables 113. En primer lugar, se produjo una transferencia 
de tecnologe tecnología a las empresas españolas a consecuencia de lo cual se accedió a la patente de 
la turbina E turbina Parsons. En segundo lugar, la dirección británica de las obras y la utilización de 
obreros cabreros cualificados británicos en los primeros años mejoró el capital humano de los 
trabajadorerabajadores españoles, llegando a poder sustituir posteriormente a los obreros británicos. En 
tercer lugasrcer lugar, como consecuencia de los términos del contrato que estipulaba que toda la 
producciónroducción debería realizarse en el Ferrol y Cartagena, cuando las obras terminaron los 
astilleros tstilleros transferidos a la Sociedad Española de Construcción Naval habían sido 
modemizatíiodernizados. Y en cuarto lugar, la construcción de los buques generó una demanda de 
condensadcondensadores, maquinaria y calderas sobre el resto de la industria española que supuso 
enfrentar anfrentar a las empresas con el reto de mejorar la precisión de sus sistemas de fabricación 
algo a lo qlgo a lo que no estaban acostumbradas en el protegido mercado nacional. En resumen las 
repercusiompercusiones del programa naval para la economía española fueron favorables, a salvo de 
la crítica ra crítica realizada por Harrison para quien otros programas de gasto en obras hidráulicas 
hubieran teubieran tenido repercusiones más favorables114.
n iTrebil in TrebiIcock(1973), p. 269.
112 Trebi 112 Trebilcock (1973), p. 260.
113 Trebi 113 Trebilcock (1978), pp. 260-262.
114 Harri 114 Harrison (1980).
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El fomento de la industria y comunicaciones marítimas nacionales tenía antecedentes 
en la legislación española. Entre 1855 y 1864 los constructores se beneficiaron de una prima 
de 30 pesetas por tonelada construida, que fue aumentada a 40 pesetas en 1880. Al mismo 
tiempo, el Derecho Diferencial de Bandera había concedido ventajas a los buques nacionales 
en el transporte de productos hacía los puertos españoles. Cuando fue suprimido, se 
estableció la devolución de derechos de importación pagados por la adquisición de materiales 
con destino a la construcción y reparación de buques, acompañada por la elevación de los 
derechos arancelarios a la entrada de naves importadas.
El sector naval fue, por tanto, uno de los que mayores apoyos recibió del Estado. 
Basado en esta tradición, se presenta un proyecto de ley a las Cortes115 
, que dará lugar a la Ley, de 14 de junio de 1909 116, que creaba tres tipo de ayudas a la 
navegación y a la construcción:
1) Primas durante los primeros diez años de cumplimiento de la ley para los buques 
nacionales de vapor que realicen tráfico directo internacional en navegaciones de 
altura o gran cabotaje, primas que varían en función del tipo de navegación el 
trayecto y la velocidad.
2) Subvenciones para el establecimiento de servicios de comunicaciones marítimas 
rápidas y regulares entre la península y Cuba y Méjico; Argentina; Nueva York, 
Cuba y Méjico; Puerto Rico, Cuba, Venezuela y Colombia: Filipinas; y Femando 
Poo, además de lineas que comuniquen la península con los territorios españoles no 
peninsulares y lineas interinsulares;
3) Primas a la construcción naval
Además, se establecía una prima transitoria de 0,30 pesetas para la exportación o
115"Requieren las industrias marítimas nacionales, desde las que se ocupan en la extracción de los productos 
del mar hasta las que se dedican al transporte de los productos de la tierra, pasando por cuantas se emplean en la 
construcción de los elementos necesarios para esa extracción y ese transporte, un fomento especial que, abarcando 
el conjunto y coordinando sus diversas actividades con metódica e íntima relación, permita su desenvolvimiento en 
la forma y el sentido más convenientes para el interés nacional". RD de 24 de enero de 1908 (Gaceta del 26).
116 Gaceta del 17.
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distribución por el litoral por vía marítima de carbón nacional, y se reservaba el tráfico de 
cabotaje nacional entre puertos españoles a los buques de bandera y construcción nacionales. 
La Ley tuvo un efecto favorable para la marina mercante. A su análisis nos dedicaremos en 
próximos capítulos.
Otro conjunto de medidas es la intervención administrativa reservando los contratos 
del Estado a empresas o empresarios españoles mediante la prohibición de la concesión a 
extranjeros o estableciendo una preferencia a favor de la producción nacional. Como hemos 
señalado en el apartado anterior, esas medidas comienzan prácticamente con la instauración 
del régimen restaurador al reservar el consumo del Estado al carbón nacional y se van a 
generalizar durante este periodo. Pero como ya se ha reconocido en muchas ocasiones no es 
un fenómeno únicamente español ni tampoco puede afirmarse rotundamente, ante la falta de 
estudios, que aquí adquiriera mayor intensidad. Para los contemporáneos éste era un acto de 
justa reciprocidad117. En consecuencia la primera disposición que pretende nacionalizar los 
servicios públicos, el pliego de condiciones generales para la contratación de Obras Públicas, 
en el artículo primero, proclamaba que los extranjeros solo podrán ser contratistas cuando 
las obras que se contraten exijan para su ejecución elementos que sean privilegio de 
invención o constituyan un especialidad industrial poco desarrollada en España118. La
117"Tampoco holgaría exigir a éstos [los contratistas de obras públicas] la nacionalidad española en justa 
reciprocidad de las trabas que nos ponen para acudir a las subastas extranjeras con ese espíritu protector de sus 
profesiones y, sobre todo, de sus industrias que determina en Francia - así como en otras potencias- a invertir dentro 
del país los enormes recursos de los presupuestos de gastos del Estado, de los departamentos y municipios, 
construyendo en casa todos los puentes y viaductos metálicos, el material fijo y móvil de los ferrocarriles, las obras 
de defensa-del territorio, los cañones y armamentos, así como los buques grandes y pequeños de la marina de guerra 
y de las compañías trasatlánticas subvencionadas" Alzóla y Minondo (1899), p. 436.
118 "La primera innovación que se ha llevado a cabo se deriva de la necesidad de nacionalizar en España los 
servicios públicos, medida reclamada por dolorosas experiencias. Y no debe producir extrañeza que se exija la 
condición de españoles a los contratistas de obras públicas, o bien la de Sociedades y Compañías españolas 
legalmente constituidas, en atención a las prácticas análogas establecidas por los Gobiernos de algunas otras 
naciones." RD de 11 de diciembre de 1900 (Gaceta del 12).
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misma reserva para los españoles se realizaba en cuanto a las concesiones de 
ferrocarriles119. Sin embargo, estas primeras medidas nacionalizadoras fueron derogadas 
seis meses más tarde, muestra de que las ideas nacionalistas no habían calado plenamente 
todavía en la sociedad120.
El elemento central de esta política de reserva del mercado nacional a través de 
medidas administrativas es la Ley de Protección a la Producción Nacional de 14 de febrero 
de 1907 121; En virtud de la misma, en todas las obras a realizar por el Estado o todos los 
servicios a prestar por el mismo o por sus concesionarios se utilizaría, únicamente, productos 
nacionales, siempre y cuando su desventajas en relación con los extranjeros, tanto en precio 
como en calidad, no fuesen notables (la diferencia máxima de precio era el 10 por ciento); 
en casos de urgencia también sería admisible que las obras a realizar por cuenta de entidades 
públicas, o los servicios a prestar por cuenta de estos, se realizasen con productos 
extranjeros. Todos los años se publicaría una relación de artículos o productos para cuya 
adquisición se considere necesaria la concurrencia extranjera.
Podemos concluir este apartado señalando que en los quince primeros años de la
119 RD de 20 de diciembre de 1900 (Gaceta del 22). Ignacio Arana señala que la verdadera razón por la que 
se promulgaron esos dos decretos fue el intento de evitar la adquisición por parte de gobiernos extranjeros de 
propiedades de valor estratégico en territorio español, y no el afan nacionalizador. Arana (1988), pp. 521-522.
150 • •El Ministro de Agricultura, Villanueva, lo exponía en la exposición al RD: "Universal es la aspiración de 
que se nacionalizan las obras públicas y los capitales en ellas empleados; más no debe ser tan fácil su realización 
cuando, hasta el presente, apenas lo ha logrado alguna de las naciones más prosperas y poderosas. A impedirlo, en 
todas partes, contribuyen el estado legal y el incontrastable imperio de las leyes económicas; y lo dificultan, aun más 
i en España, su creciente necesidad de toda clase de progresos y la todavía escasa afición de sus capitalistas para 
realizar aquellas*
‘Y cuando para recuperar el tiempo perdido en la lucha mantenida contra nuestras históricas desgracias e impulsar 
con rapidez las obras públicas será forzoso acudir a todas partes, ño puede ser momento oportuno para cerrar 
caminos por los que la Nación, sin mengua de su dignidad y de su independencia, ha alcanzado, y debe seguir 
recibiendo, el poderoso auxilio que ayudó a crear elementos importantes de su actual riqueza".
121 Gaceta del 15.
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. Restauración, la consolidación del régimen político se persiguió también en el terreno de la 
economía. Las leyes de Obras Públicas que se promulgaron en los primeros años 
conformaron el marco legal que permitió impulsar la construcción de infraestructura, que 
además del efecto favorable sobre la productividad de la economía que tuviera, era utilizada 
por los parlamentarios para compensar los favores que recibían de los caciques en tiempo de 
elección. A pesar de estas maniobras políticas, que son bastante claras en la distribución de 
carreteras entre sus clases, la construcción de Obras Públicas experimentó un importante 
progreso en estos años.
Se puede afirmar, pues, que dentro de sus limitaciones presupuestarias, señaladas por 
todos los autores que han tratado el tema, el Estado intentó fomentar el desarrollo 
económico. Las medidas de apoyo directo a la industria empezaron con la prohibición de 
consumir carbón extranjero en las industrias y actividades dependientes del Estado. Sin 
embargo, el programa más importante de gasto en este periodo fue el programa naval de 
1887 que desplegó sus efectos favorables por diferentes sectores de la economía, como el 
siderúrgico o el de construcciones metálicas. En esta ocasión el Estado si que fue capaz de 
superar las limitaciones que la ortodoxia presupuestaria clásica imponía. Pero como hemos 
dicho antes la consolidación política del régimen es un factor que no debe ser olvidado al 
evaluar la política económica en la Restauración y la construcción de la escuadra respondía 
a esa necesidad de consolidación frente al cuestionamiento que el régimen sufría en las 
colonias.
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3. LA POLITICA ECONOMICA DURANTE LA GUERRA MUNDIAL 
(1914-1918)
El periodo de la Guerra Mundial ha sido tradicionalmente contemplado como uno de 
los de mayor crecimiento de la industria, y de la economía en general, de toda la 
Restauración. Como consecuencia de las especiales circunstancias en que se produjo ese 
crecimiento se generó una importante acumulación de capital que reforzó los mecanismos 
tradicionales de desarrollo del capitalismo español acentuando la "vía nacionalista" de éste. 
La guerra y el aislamiento exterior reforzaban los mecanismos de separación de las corrientes 
económicas internacionales que la política económica había venido promoviendo en las dos 
décadas anteriores, paradójicamente en un momento en el cual la escasa competencia de los 
productos extranjeros en los mercados internacionales iba a hacer posible que los productores 
nacionales aprovecharan la coyuntura para aumentar la exportación *. En este capítulo vamos 
a hacer un repaso por la orientación de la política económica desarrollada entre 1914 y 1918. 
En la primera sección se analiza la polítca monetaria y fiscal; la segunda trata de los 
problemas planteados por el conflicto bélico a la economía española y cómo actuó la política 
de subsistencias para resolverlos; la tercera sección analiza la distribución del presupuesto 
y la cuarta las políticas de fomento de la producción.
1 La descripción más detallada del periodo continúa siendo Roldán y García Delgado (1973). Otros estudios 
sobre el tema han sido los de Fontana y Nadal (1980), García Delgado (1984), Maluquer de Motes (1987), García 
Delgado, Cabrera y Comín (1989), pp. 160*190. Desde una perspectiva regional, las repercusiones de la guerra han 
sido tratadas en Soler (1984), Calvo (1990), Deu (1990), Gabriel (1990) y Arnavat (1990). Para una aproximación 
diferente Alcalá y Sudriá (1990).
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LA POLITICA MONETARIA Y LA POLITICA FISCAL
No existió una orientación homogénea de la política macroeconómica, en términos 
reales, durante el periodo bélico. 1914, 1915 y 1917 fueron años de política fiscales y 
monetarias expansivas, mientras que 1916 y 1918 lo fueron de políticas contractivas (cuadros 
3.2 y 3.4).
Aunque en términos nominales las magnitudes presupuestarias muestran durante la 
guerra un elevado crecimiento, ello fue debido más a la inflación, al intento de acomodar la 
evolución de gastos e ingresos a las variaciones de los precios, que a un aumento de las 
posibilidades reales de intervención del Estado2. A pesar de todo, el incremento del volumen 
de los déficit presupuestarios y, lo que es más importante, de su tamaño relativo, revelan un 
aumento de la influencia estatal sobre la evolución de la economía3. Los déficit aumentaron 
en 1914, 1915 y 1917, alcanzando unos valores sobre la renta nacional superiores a 
cualquiera obtenido antes e incluso superiores a la media de los conseguidos en la 
posguerra4. La tradicional insuficiencia presupuestaria del Estado español reaparecía ahora 
con caracteres amenazantes a juicio de los contemporáneos. Insuficiencia provocada por el 
descenso continuado de los ingresos en términos reales entre 1914 y 1918 junto al 
crecimiento de los gastos en 1914, 1915 y 1917 respecto a los periodos precedentes. Por 
tanto, el comportamiento de los gastos fue el determinante del tamaño del déficit, un aspecto 
sobre el que volveremos más adelante.
La cantidad de dinero aumentó considerablemente durante el periodo bélico. Como 
puede observarse en el cuadro 3.3, a comienzos de la guerra circulaban 3.800 millones de 
pesetas, mientras a finales de 1918 se alcanzaban los 7.600 millones. Este crecimiento de la
No sería más descabellado decir, sin embargo, que el Presupuesto de gastos del Estado trataba parcialmente 
de acomodarse a la inflación: una fracción del crecimiento del gasto se debía a que se encarecían los costes
monetarios de los servicios que el Estado proporcionaba". Comín (1988,) p. 621.
i
" Sólo, pues, en los años de la Primera Guerra Mundial y  de la posguerra el saldo del Presupuesto del Estado
pudo tener consecuencias estimables sobre la economía española". Comín (1987), p.585.
4 Sólo 1921 tendrá un valor superior: el 5 por cien. Comín (1987), cuadro 1 IB, p. 589.
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oferta monetaria estuvo provocado principalmente por el incremento de la base monetaria, 
aún cuando también puede observarse un ligero crecimiento del multiplicador. El crecimiento 
de la cantidad de oro fue la causa principal de la expansión del dinero primario. El favorable
CUADRO 3.1 
LA POLITICA FISCAL DURANTE LA I GM.
(Millones de pesetas corrientes)
AÑOS INGRESOS GASTOS DEFICIT DEFICIT/RENTA
NACIONAL
1910-1913 1219 1252,25 -33,25 -0,3
1914 1302 1468 -166 -1,2
1915 1331 2142 -811 -4,9
1916 1390 1617 -227 -1,1
1917 1366 2332 -966 -3,8
1918 1461 1906 -445 -1,5
1919-1923 2287 3310,2 -1023,2 -3,5
Fuente: Elaboración propia a partir de Ingresos y  gastos: Comín (1985), pp. 63 y 83. Renta nacional: Alcaide 
(1976) tabla 5, p. 1142.
CUADRO 3.2 
LA POLITICA FISCAL DURANTE LA I GM. 
(Millones de pesetas de 1913)
AÑOS INGRESOS GASTOS DEFICIT
1910-1913 1242,50 1275,78 -33,28
1914 1305,92 1472,42 -166,50
1915 1218,86 1961,54 -742,67
1916 1079,19 1255,43 -176,24
1917 910,06 1553,63 -643,57
1918 669,57 873,51 -203,94
1919-1923 1250,58 1785,91 -535,34
Fuente: Cuadro 3.1 y 3.3.
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comportamiento del sector exterior aumentó las tenencias metálicas en el Banco de España. 
El 78 por ciento del crecimiento de la base monetaria, desde finales de 1914 a finales de 
1918, fue provocado por las importaciones de oro, aún cuando sólo fueron a parar a los 
sótanos del Banco algo más del 40 por ciento de los beneficios de guerra5. A su lado, las 
otras fuentes de creación de base monetaria tuvieron poca importancia: mayor en el caso del 
crédito al sector privado, donde el incremento de los activos descontados explica el 20 por 
100 del crecimiento de la base; menor en el de la financiación al sector público, que apenas 
la hizo aumentar un 1 por ciento, si bien el mecanismo de monetización indirecta de los 
efectos públicos, en vigor desde 1917, no permite ligar, tan estrechamente como hasta 
entonces, el incremento del crédito al sector público con la financiación de los déficit 
estatales por parte del Banco. Es indudable, por tanto, que fue el crecimiento de las reservas 
metálicas la causa principal de la expansión de la cantidad de dinero durante la guerra
CUADRO 3.3 







TIPO DE CAMBIO 
(PT A./LIBRA)
1910-1913 3620 98,1 3,84 27,11
1914 3896 99,7 4,22 26,24
1915 4323 109,2 4,47 24,90
1916 4892 128,8 4,31 23,93
1917 5965 150,1 4,31 21,17
1918 7646 218,2 4,12 19,86
1919-1923 10153 191,1 4,49 26,92
Fuente: Elaborado a partir de Martín Aceña (1985b), cuadro 9, p.278.
5 Sudriá (1990) p. 386.
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CUADRO 3.4
FACTORES DE CREACION MONETARIA DURANTE LA I GUERRA MUNDIAL 











1910-1913 76,3 6,6 7,4 34,85 29,4
1914 272,7 120,4 95,3 46,2 10,8
1915 140,0 -185,5 62,6 250,1 12,8
1916 317,5 • jo o -92,5 370,7 58,3
1917 757,0 143,9 26,7 714,8 -128,5
1918 880,0 484,6 40,3 259,1 96,1
1919-1923 238,9 279,2 -68,5 48,62 -19,6
Fuente: Elaborado a partir de Martin Aceña (1985a), cuadro 7, p.38.
Tres aspectos hay que resaltar a partir de esta evolución de la oferta monetaria. Él 
primero es el incremento del tipo de interés a pesar de la expansión de la cantidad de dinero. 
Los problemas de organización del sector bancario en los primeros momentos de la guerra6 
provocaron lo que los contemporáneos llamaron "el problema del crédito"7, reflejo de la 
insuficiente financiación al sector privado. Junto a ese factor de oferta, también hay que tener 
en cuenta el aumento de la preferencia por la liquidez durante los años del conflicto, 
provocado por la incertidumbre y la confusión creadas lo cual llevó a una retirada de fondos 
por parte de los cuentacorrentistas8. El Gobierno intentó atajar la escasez de crédito 
fomentando la creación de institutos de crédito, mediante la creación de un consorcio de 
bancos con participación del Banco de España cuyo fin era financiar la agricultura, la 
industria y el comercio. En caso de que los bancos renunciaran a formar parte del consorcio,
6 Roldán y García Delgado (1973), pp. 182-189.
7 Ceballos Teresi (1932), t.D, p. 47
8 Tortella, G. y Jiménez, J.C. (1986) p. 18.
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el Gobierno se comprometía a crear dos bancos que cubrirían sus funciones9. El proyectado 
consorcio fracasó como consecuencia de rivalidades entre bancos y del recelo de la banca 
privada hacia la tutela del Banco de España10. Para paliar la escasez de crédito que el 
fracaso del Consorcio implicaba, el Gobierno obtuvo del Banco de España ayuda para 
financiar, directamente o a través de los bancos privados, la exportación e incentivó la 
constitución de Sindicatos Industriales y Mercantiles cuyo objetivo era fomentar el crédito 
entre sus miembros11. A pesar de estos esfuerzos, el crédito continuó encareciéndose 
durante tódá lá guerra y el crédito del Banco de España al sector privado sólo aumentó a 
partir de 1917.
Un segundo aspecto destacable de la evolución monetaria fue la evolución de los 
precios. La tasa de inflación media anual fue del 22 por ciento entre 1914 y 1918. Se ha 
achacado el crecimiento de los precios a la política, monetaria y, más concretamente, al 
incremento de las reservas de oro que, como hemos visto, fueron la causa principal de la 
expansión de la base monetaria. Una política monetaria pasiva y acomodaticia no actuó para 
controlar la inflación neutralizando el flujo del oro, encargándose la política de subsistencias 
de frenar el crecimiento de los precios, a través del control de la oferta y de los precios de 
los productos de primera necesidad y materias primas12.
En tercer lugar, a pesar de la inflación, la cotización exterior de la peseta experimentó 
una apreciación continuada durante toda la guerra, consecuencia del favorable 
comportamiento de los precios españoles con relación a los de los demás países. Si bien los 
beligerantes soportaron crecimientos de precios superiores a los españoles, también los 
neutrales alcanzaron tasas de inflación más elevadas. Se pone así de relieve que la política 
monetaria española, junto con el control de precios y la política de subsistencias, mostró
9 RD de 25 de enero de 1915 (Gaceta del 28).
10 Ceballos Teresi (1932), t.ü , pp. 165-166.
11 RD de 31 de julio de 1915 (Gaceta del 1 de agosto).
12 Martín Aceña (1985a), pp. 39:40.
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mejores resultados que las políticas del resto de los países europeos, lo que matiza la opinión 
negativa que se ha mantenido sobre ella.
CUADRO 3.5 
INDICES DE PRECIOS (1913 = 100)
AÑO 1914 1915 1916 1917 1918 1919
ALEMANIA 106 142 153 179 217 415
FRANCIA 102 140 189 162 340 357
G.BRETAÑA 100 127 160 206 227 242
ITALIA 96 133 201 299 409 364
DINAMARCA 127 141 195 269 276 370
ESPAÑA 100 109 129 150 218 223
FINLANDIA 111 144 211 344 611 767
HOLANDA 107 144 220 248 280 283
NORUEGA 105 152 227 336 345 327
SUECIA 116 145 185 244 339 330
CANADA 100 109 134 175 205 216
INDIA 100 112 118 147 180 198
JAPON 95 97 117 149 196 239
EEUU 98 101 127 177 194 206
Fuente: Elaborado a partir de "Monthly Bulletin of Statistics of the League of Nations, citado en Hardach (1975) 
p. 172. Mitchell (1975): pp. 737-746. España, cuadro 4.2.
Las consecuencias de la política macroeconómica seguida se dejaron sentir sobre la 
evolución de la economía española. El incremento de los déficit del Estado en 1914, 1915 
y 1917 actuaron como una fuerza expansiva de la demanda agregada, sumándose al
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incremento de las exportaciones netas, favorecido por la posición de neutralidad que España 
adoptó durante el conflicto. El incremento de la competitividad de las exportaciones 
españolas como consecuencia de la desaparición del mercado internacional de los productos 
de los países junto al suministro a los propios países en guerra, unido al descenso de las 
importaciones, generó un crecimiento de la demanda exterior sobre la economía española. 
El comportamiento de la oferta de saldos reales, tímidamente expansiva o ligeramente 
restrictiva, debió ser parcialmente compensado por el incremento de la demanda de saldos 
reales consecuencia del crecimiento de la renta y de la preferencia por la liquidez en 
momentos de incertidumbre. La política monetaria, por tanto, se mostró incapaz de sostener 
el tipo de interés, que se mantuvo elevado durante estos años, ocasionando problemas para 
la financiación del sector industrial, especialmente durante los primeros momentos 13. 
Después de lo dicho se puede concluir que la política macroeconómica seguida entre 1914 
y 1918 no ayudó al ajuste de la economía a las circunstancias expansivas procedentes del 
exterior. Como ha señalado Martín Aceña es posible que las autoridades monetarias no 
supieran interpretar adecuadamente los fenómenos que estaban sucediendo14.
13 Los contemporáneos consideraban que el crédito "quedó enormemente restringido (...) por la ausencia de 
medios e instrumentos de crédito bancario apropiados al caso”. Ceballos Teresi (1932) t.ü , p. 27.
14 Martín Aceña (1985a), pp.38-39.
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CUADRO 4.6 
OFERTA MONETARIA 









Fuente: Elaborado a partir del cuadro 4.3.
LA POLITICA DE SUBSISTENCIAS
Sin embargo, el principal problema al que se enfrentó la política económica española 
durante estos años fueron, sin duda, las repercusiones del conflicto mundial en la actividad 
económica. El estallido de la guerra había de provocar una transformación en los mercados 
internacionales, trasladada a España a través de la escasez de los suministros exteriores y el 
crecimiento de los precios internacionales.
Una consecuencia inmediata fue la subida de precios en los mercados exteriores 
debido, en parte, al aumento del coste de transporte derivado de las dificultades en las 
comunicaciones y del descenso de buques mercantes disponibles para el transporte de 
suministros no relacionados con la guerra. Por otro lado, la transformación de la estructura 
productiva de los países beligerantes redujo la oferta, al mismo tiempo que convertía a esos 
países, tradicionalmente exportadores, en importadores en gran escala, acentuando la escasez 
de oferta en los mercados. Esta transformación en la producción de los beligerantes permitía 
una mejor salida a los mercados internacionales de los productos de los países neutrales,
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generando una tendencia al alza de los precios en el interior de estos países, siempre que no 
se generara al mismo tiempo un crecimiento en la producción del mismo tamaño que el 
incremento de las exportaciones (y al mismo coste de producción, es decir, sin que 
aparecieran rendimientos decrecientes a escala) o se incrementara el ahorro voluntario en la 
misma cantidad, reduciendo la absorción de la economía.
Estos eran los dos problemas a los que se enfrentaba la política económica: el 
encarecimiento y escasez de las importaciones y la mejora de competitividad de las 
exportaciones. Ambos actuaban en el mismo sentido, presionando al alza los precios 
interiores y amenazando con provocar la penuria de los productos más necesarios. Las 
primeras medidas adoptadas tras el inicio del conflicto intentaban afrontarlos prohibiendo la 
exportación de productos de primera necesidad (carbón y substancias alimenticias)15 y 
otorgando franquicias arancelarias a la importación de trigo, harina y carbón y reducciones 
a otros productos16. Estas primeras medidas son un paradigma de lo que va a ser el núcleo 
de la política de subsistencias: primacía del control de comercio exterior sobre el control de 
la distribución y comercio interior y una vigilancia especial sobre dos productos: carbón y 
trigo.
Estas medidas excepcionales se convierten en normales con la aprobación de la Ley 
de 18 de febrero de 1915, llamada Ley de Subsistencias17, que amplía los poderes del 
Gobierno para intervenir autorizándolo a reducir o suprimir los derechos de importación y 
prohibir la exportación, gestionar rebajas en las tarifas de ferrocarril, eliminar la prohibición 
a los barcos extranjeros para participar en el tráfico de cabotaje, consecuencia de la Ley de 
Comunicaciones Marítimas de 1909, y expropiar a intermediarios de substancias alimenticias 
cuando existiera acaparamiento. La principal consecuencia de la ley es el incremento del 
número de productos de exportación prohibida. Además de las substancias alimenticias y el
15 ROs. de 3 y 6 de agosto de 1914 (Gacetas del 4 y 7).
16 RO de 15 de agosto de 1914 (Gaceta del 16).
17 Gaceta del 19 de febrero.
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carbón, la prohibición se hizo extensiva, sobre todo, a minerales y productos químicos18. 
Sin embargo, tras de las primeras medidas, el trigo no fue un producto de exportación 
prohibida, ni siquiera de importación con franquicia, aún cuando el Gobierno manejó los 
aranceles mensualmente con el fin de conseguir un precio, al mismo tiempo, remunerador 
para el productor y no excesivo para el comprador19.
No fue la política de comercio exterior la única que se desarrolló al amparo de la Ley 
de Subsistencias de 1915, como afirman Roldán y García Delgado20. Se intentó una política 
de control de precios del trigo y las harinas21 y el Gobierno adquirió 30.000 toneladas de 
trigo del exterior22 y anticipó el pago de las facturas de 200.000 toneladas más23, aún 
cuando se reconocía que la cosecha del año 1915, según el avance estadístico de Fomento, 
había sido de 3.923.382 toneladas, 525.674 más que el término medio del último quinquenio 
y 763.934 más que 1914, cuando se consideraba suficientemente para el consumo una 
cosecha de 2.500.000 toneladas24, lo que apoyaría su hipótesis, según la cual el crecimiento 
de la superficie cultivada compensaría la disminución de las importaciones25, siendo "las 
condiciones de especulación a que dan lugar la naturaleza y las características del sistema de 
producción y distribución de mercancías", así como "las exportaciones toleradas y 
fraudulentas, que se realizan durante los años de guerra" las causantes del incremento de
18 Véase el índice de disposiciones que se presenta en el apéndice.
19 Esta política contradictoria fue adoptada, según Roldán y García Delgado, como consecuencia de las 
limitaciones radicales con las que se enfrentaba la política económica: "Limitaciones radicales (...) que deben 
comprenderse en el contexto de las relaciones sociales que predominan en el ámbito del capitalismo español de la
primeras décadas del siglo. Limitaciones que, en definitiva, se explican, unas veces en función de las presiones
ejercidas por determinados grupos de interés, y, otras, en función de la inexistencia de mecanismos adecuados para 
la puesta en práctica y el control de las medidas sucesivamente adoptadas, extremo este sobre el que gravita, sin 
duda, (...) el desconocimiento estadístico de las circunstacias y condiciones que definen la realidad económica en 
cada momento". Roldán y García Delgado (1973), t. I, p. 144.
20 Roldán y García Delgado (1973), t.*I, p. 150.
21 RO de 10 de abril de 1915 (Gaceta del 15).
22 RO de 12 de julio de 1915 (Gaceta del 16).
O I
RO de 13 de noviembre de 1915 (Gaceta del 4 de diciembre).
24 RO de 12 de julio de 1915 (Gaceta del 16).
25 Roldán y García Delgado (1973), t. I, p. 166.
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precios26.
i
La Ley de Subsistencias de febrero de 1915 fue sustituida en noviembre de 1916 por 
un nuevo instrumento legislativo que ponía en manos del Gobierno mayores posibilidades de 
intervención sobre los mercados. La causa de la promulgación de la nueva ley fue el fracaso 
de la anterior, pues no había conseguido frenar los incrementos de precios27. La nueva ley 
ampliaba los medios de intervención. A los ya existentes (reducción o supresión de aranceles, 
prohibiciones de exportación, gestionar la rebaja de tarifas ferroviarias, incautaciones) se 
añaden ahora la determinación de precio máximo de las subsistencias alimenticias y primeras 
materias; la rebaja de las.tarifas de transporte de la compañías ferroviarias y de navegación 
; subvencionadas; la tasa de los fletes de nacionalidad española; la incautación de la flota; la
: aprobación de planes de distribución de cereales y combustibles; la incautación y explotación
de las minas, fábricas de gas y los productos de unas y otras; la incautación de material 
| ferroviario y la reglamentación y restricción del consumo28. Los artículos que se pretende 
que no incrementen sus precios son las substancias alimenticias de primera necesidad y las 
primeras materias para la industria29.
Según los análisis que hacían los Gobiernos de la época, el principal problema de la 
política económica era la escasez de suministros exteriores lo que provocaba problemas de 
desabastecimiento en los mercados del interior e incrementos de precios que amenazaban con 
obstaculizar el proceso productivo. Para atajarlo se adoptó un amplio conjunto de medidas 
que podemos resumir en las ocho siguientes:
26 Roldán y García Delgado (1973), pp. 169.
27 Roldán y García Delgado (1973), p. 169.
j o
Reglamento de la Ley de Subsistencias, RD de 24 de noviembre de 1916 (Gaceta del 25).
29 El reglamento realiza un extensa enumeración de los productos que considera objeto de atención de la ley:
"Se entenderán como substancias alimenticias de primera necesidad: los cereales y sus harinas, las legumbres y las
suyas, los tubérculos, las frutas y hortalizas, el pan, las carnes frescas y saladas, los pescados y sus conservas, los 
huevos, la leche, el azúcar, el vino, el aceite y cualquier otra de las consideradas de consumo general (art. 8).*
‘Se estimarán asimismo a los efectos de la ley como primeras materias, el carbón, los demás productos naturales, 
y los elaborados por las industrias que tengan aquel carácter, para otras que, ajuicio de la Junta [ de Subsistencias 
] sean de absoluta necesidad (art. 9)”.
Como se ve, se otorgaba un amplia discrecionalidad a la hora de incluir artículos que fueran objeto de la ley.
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1) establecimiento de planes de distribución de los productos básicos, como el trigo
y el carbón;
2) reforzamiento de los controles de precios;
3) prohibición del acapramiento;
4) creación de una Comisaría General de Abastecimiento, transformada luego e
Ministerio;
5) control de la importación y exportación de artículos consideredos indispensables
para la economía nacional;
6) intervención en el transporte ferroviario;
7) intervención en el transporte marítimo;
8) intervención en el mercado de seguros marítimos.
1) Se establecieron planes de distribución de trigos y carbones "en toda aquella 
medida a que no pudiera bastar la producción nacional"30. Como consecuencia de estos 
planes de abastecimiento se organiza la adquisición por parte del Estado de dos millones de 
quintales métricos de trigo31 y otras sustancias alimenticias. Además el Estado concede 
auxilios para la importación de trigo, en forma de concesión de buques a precio reducido y 
exención de derechos arancelarios de importación y del impuesto de transportes marítimos32. 
El coste que supuso para el Estado la adquisición de productos alimenticios y el producto de 
sus ventas puede verse en el cuadro 3.6. Se produjo un desembolso para la compra de 
sustancias alimenticias de 775 millones de pesetas mientras la venta de esos productos reportó
572 millones, por lo cual el Estado subvencionó esos productos con una cantidad de
203.404.076 pesetas. Hay que destacar que las mayores compras se producen en los años de 
posguerra, lo que debió de ayudar a reducir las tensiones inflacionistas de esos años.
30 RO de 1 de diciembre de 1916 (Gaceta del 5). Hay una primera propuesta de plan de distribución de
carbones en la RO de 14 de diciembre (Gaceta del 16). Para el trigo se crea una Comisión Especial de
Abastecimiento por RO de 5 de febrero de 1917 (Gaceta del 7).
31 RO de 16 de febrero de 1917 (Gaceta del 17).
32 RO de 14 de noviembre de 1917 (Gaceta del 15).
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CUADRO 3.6
GASTOS POR ADQUISICION DE SUSTANCIAS ALIMENTICIAS DE PRIMERA NECESIDAD E

















(a) obligaciones reconocidas y liquidadas en los presupuestos de cada año; (b) primer trimestre.
Fuente: Intervención General del Estado, Resúmenes estadísticos de recaudación v pagos v liquidación provisional 
del presupuesto de ... (varios años)
2) Se refuerzan los controles de precios que ya se habían establecido, tímidamente, 
en 1915, prohibiendo la venta con aumento de precio de todos los artículos de primera 
necesidad incluidos en la Ley de Subsistencias33. El objetivo era "señalar tipos de venta 
racionales que armonizaran en lo factible, los intereses de los consumidores y los de la 
industria y el comercio"34. Los precios de tasa fueron un fracaso porque "los productos 
tasados , por regla general, lo son a precios muy inferiores a los que rigen normalmente en
33 RO de 3 de enero de 1917 (Gaceta del 5). Para los artículos que estaban incluidos en la Ley de Subsistencias 
Véase supra nota 28.
34 RD de 8 de febrero de 1918 (Gaceta del 9).
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el mercado. Los precios oficiales apenas son respetados"35.
3) Se prohibe la tenencia clandestina o en cantidades superiores a la necesarias para 
el consumo familiar de un numeroso grupo de productos36.
4) Para administrar todas las medidas que forman la política de subsistencias se crea 
una Comisaría General de Abastecimientos en octubre de 1917 que se transforma en 
Ministerio én septiembre del año siguiente.
5) El crecimiento acelerado de los precios que se experimenta en 1917 y 1918 obliga 
al Gobierno a extremar la vigilancia. Como el análisis que se realiza de las causas del 
encarecimiento no ha variado desde el inicio del conflicto37, se crea un Comité Central para 
regular la importación y exportación de artículos indispensables para la economía nacional38,
| germen de un nutrido grupo de comités sectoriales, precursores de aquéllos que durante la 
j  Dictadura de Primo de Rivera serán creados para el control de la producción39. El objetivo 
de todos era el mismo: facilitar la importación y regular la distribución de los productos con 
el fin de que no se produjeran incrementos de precios ni quedaran desabastecidos "los 
servicios de cumplimiento indispensables para la vida del país" , como se señala al constituir 
el Comité del carbón.
35 Roldán y García Delgado (1973), t. I, p. 160.
36 RD de 21 y RO de 28 de diciembre de 1917 (Gacetas del 22 y 29).
<xn
A prorrogar la Ley de Subsistencias para 1917 se añrma: "Como, desgraciadamente, nada permite suponer 
cuando se pondrá termino a la conflagración que conmueve al mundo entero, y la perturbación que con tal motivo 
se siente en los mercados exteriores, al reflejarse totalmente en los nuestros, agudiza cada día más los gravísimos 
problemas de abastecimiento, distribución y transporte de subsistencias alimenticias y de primeras materias (...)". 
RD de 10 de noviembre de 1917 (Gaceta del 11).
38 RD de 17 de abril de 1918 (Gaceta del 20).
39 A raíz del RD de creación del Comité Central de Importación y Exportación se crean Comités especiales 
encargados de regular la importación y distribución para los siguientes productos: abonos agrícolas, hoja de lata, yute 
en rama, pelo de conejo y liebre, aceite y tortas de linaza, aceite de oliva, ferromanganeso y azufre. Con anterioridad
ya se habían constituido los Comités para el algodón y para el carbón. En 1917 se había constituido una Comisión
de Abastecimiento de trigo. Véase nota 29. Para el resto se puede consultar el apéndice.
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6) Aunque el objetivo principal de toda la política de subsistencias era la regulación 
del comercio exterior, para lo cual se adoptaron las medidas descritas arribas, también la 
preocupación por la evolución del comercio interior aparece en la política de subsistencias 
y, principalmente, a través de la intervención en el transporte ferroviario. El incremento del 
volumen de tráfico, consecuencia del incremento de la demanda de la economía, no pudo ser 
afrontado por la Compañías con un incremento del material como consecuencia de los 
impedimento que la guerra levantaba para su adquisición40, lo que obligó al Gobierno a 
intervenir a través de la regulación del tráfico ferroviario. La intervención en el transporte 
ferroviario adoptó tres formas. En primer lugar, se otorgan preferencias para el transporte 
de carbón, trigo y harinas, naranjas, vino y ganados. En segundo lugar, se prohibe el 
transporte de mercancías por ferrocarril cuando puedan serlo por cabotaje41 y la 
reexpedición de mercancías entre estaciones y se regula el tiempo de viaje42. Y en tercer 
lugar se interviene en las fábricas y talleres donde se construye material ferroviario43.
7) También el tráfico marítimo fue objeto de regulación. Se había creado en marzo 
de 1916 la Junta de Transporte Marítimo que en diciembre fue modificada para atender las 
nuevas competencias que la Ley de Subsistencias le otorgaba44. La actuación de la Junta 
abarcó tanto la navegación internacional como la nacional. Respecto a la segunda se 
establecieron tasas de los fletes del tráfico de cabotaje y para realizarlo se adscribieron al 
Comité 250.000 toneladas de registro bruto45. Posteriormente se afectó toda la Marina 
Mercante46. El problema se encontraba en el incremento de los fletes, consecuencia de la 
reducción del número de buques que en los países beligerantes se dedicaban al transporte de 
productos no militares, lo que aumentó la demanda de servicios de transporte de los
40 Artola, M. (1978), p. 409.
41 RO de 20 de octubre de 1917 (Gaceta del 26).
ROs de 22 de mayo y 15 de diciembre de 1917 (Gacetas del 23 de mayo y 16 de diciembre).
RDs de 9 de marzo y 21 de diciembre de 1917 (Gacetas del 10 de marzo y 22 de diciembre).
44 En octubre de 1917 pasó a denominarse Comité de Tráfico Marítimo.
45 RO de 20 de diciembre de 1917 (Gaceta del 21).
46 RD de 31 de mayo de 1918 (Gaceta de 1 de junio).
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neutrales, al mismo tiempo que se incrementaba la demanda de buques. Para impedir su 
venta, se prohibió la enajenación de buques mercantes47.
8) La actuación del Gobierno no sólo intentó frenar el alza de los fletes con la 
intervención en el transporte marítimo. El incremento del coste de asegurar la carga y las 
embarcaciones también encarecía los productos transportados. Para reducir ese factor de 
incremento de precios se constituyó un Comité de Seguros de Guerra, encargado de asegurar 
el riesgo de pérdida de la carga o del buque como consecuencia del conflicto bélico. Con ésto 
se pretendía servir dos fines: "servir de regulador a las primas que habían de pagar los 
asegurados" y "llevar a los comerciantes y navieros el aliento indispensable para sus 
empresas"48. Su organización tuvo tanto éxito que en los seis primeros meses de actuación 
! se habían asegurado naves, mercancías y tripulaciones por más de 47 millones de pesetas49, 
lo que alentó al Gobierno a intervenir asegurando el riesgo ordinario en tiempo de guerra.
Esta política de subsistencias no ha recibido un juicio muy favorable. Roldán y García 
Delgado resaltan "la inoperatividad e insuficiencia de las medidas de política económica 
instrumentadas a lo largo de todo el periodo"50; Martín Aceña, por su parte, destaca su 
esterilidad51. Es necesario señalar, sin embargo, la dificultad de juzgar su eficacia sin hacer
i
explícito cuál hubiera sido el objetivo que de haberse conseguido hubiera permitido calificar 
de eficaz a la política económica. Es indudable que este no podía ser la estabilidad de precios 
en unos momentos en los que las circunstancias políticas europeas provocaban un conflicto 
bélico que perturbaba el funcionamiento de la economía internacional. Por tanto quizá fuera
En enero de 1916 se prohibió la enajenación de buques con un tonelaje superior a 500 toneladas de registro 
bruto, que se amplió en marzo de 1917 a buques con un tonelaje entre 250 y 500 toneladas de registro. Para evitar 
que esas disposiciones fueran evadidas se estableció la obligación de que el capital social de las Compañías Anónimas 
Navieras estuviera representado por acciones, con el fin de evitar las ventas de compañías a extranjeros.
í o
Exposición de motivos del RD de 23 de marzo de 1917 (Gaceta del 24).
49 Según la Exposición de motivos del RD de 24 de noviembre de 1917 (Gaceta del 25) que regulaba el riesgo 
ordinario.
50 Roldán y García Delgado (1973), t.l, p. 162.
51 Martín Aceña (1985a), p. 40.
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; mejor comparar la evolución de los precios españoles con la de otros países, beligerantes y 
neutrales. Y como vemos en el cuadro 6, los españoles no experimentaron un alza excesiva 
en el contexto internacional, puesto que la mayoría de los países sufrieron una inflación 
superior a la española. En mi opinión , estos datos permiten poner en cuestión la tesis más 
generalizada sobre la política de subsistencias practicada durante la Guerra. Si la guerra 
modificó la distribución de la renta profundizando en las diferencias sociales que un país 
atrasado como España mostraba (y la incapacidad de los gobiernos para evitar la 
redistribución regresiva si que cabe situarla el debe de la política económica), no era la 
política de subsistencias el instrumento más apropiado para afrontarla.
! LA ESTRUCTURA DEL PRESUPUESTO
\I
íF
La actividad del Estado, a pesar de su intervención en los mercados, sufre durante 
este periodo un reducción de su importancia sobre el Gasto Nacional. La incapacidad de los 
ingresos fiscales para crecer al mismo ritmo que la renta nacional, como se ha puesto de 
relieve en las primeras páginas de este capítulo, obliga a ralentizar el crecimiento de los 
gastos o a incurrir en un importante déficit presupuestario para continuar cumpliendo sus 
funciones. Los déficit reaparecen, como se ha visto en el cuadro 3.1, pero no permiten que 
las obligaciones del Estado mantengan una relación estable con el gasto nacional.
Los efectos de la Guerra en las cuentas del Estado se hace presentes en una partida 
del presupuesto: las compras de bienes y servicios. Para prepararse ante cualquier 
eventualidad que, en el terreno bélico, pudiera acontecer en 1915 se otorga un crédito al 
Ministerio de la Guerra por valor de 218 millones de pesetas, una cantidad que supone el 60 
por ciento en el aumento que en ese año experimentan las compras de bienes. Si le añadimosi
í los gastos en compra de alimentos en virtud de la política de subsistencias, que en ese año 
fueron de 113 millones, estos dos componentes suponen más del 90 por ciento del aumento 
de las compras. El resto de la variación del gasto público resulta explicado por la 
amortización de deuda. La influencia de la guerra mundial sobre las cuentas prespuestarias 
y la incapacidad de la política tributaria para aumentar los ingresos ordinarios del Estado son
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causantes del déficit de 1915, que multiplicaba por cinco el del año anterior (vease cuadro 
3.1).
Las cargas de la política de subsistencias continuaran presenten durante todo el 
conflicto, elevando los gastos. Sin embargo, la desaparición de los otros dos factores en 1916 
permite que aquellos vuelvan a niveles similares a los de 1914 y el déficit vuelva a la 
normalidad, aunque a niveles superiores a los de los primeros años de la década. De nuevo 
en 1917 la amortización de las deudas del Estado reaparece con fuerza: en 1916 se había 
amortizado títulos por 18 millones y en 1917 se hará por 672. Ese aumento explica, por sí 
solo, el incremento del gasto en 1917 y prácticamente todo el aumento del déficit.
No es, por tanto, la insuficiencia y escasa flexibilidad del sistema impositivo la única 
causa de la aparición de déficit tan elevados durante los años de la guerra. El conflicto y la 
situación de los mercados internacionales obligaron a adoptar una serie de medidas para 
amortiguar su repercusión sobre la economía española que recargaron las cuentas del Estado 
de una manera repentina, en lo que hace referencia a los gastos de armamento, y continuada 
con los gastos de las subsistencias. Indudablemente, la escasa respuesta que ofrecen los 
ingresos ayuda a que los desequilibrios se agranden. Pero a su vez muestra que el Estado 
respondía a las necesidades mas urgentes que se le presentaban con rapidez aunque no 
contara con liquidez y luego conseguía financiación de la forma tradicional: aumentando su 
endeudamiento52.
Cuando los gastos que reclamaban la atención del Estado no eran tan urgentes, éstos 
eran postergados o se intentaba aportar soluciones que no requirieran un desembolso elevado. 
Por estas razones, los gastos en servicios económicos no experimentan durante la guerra un 
aumento importante. Continúan suponiendo entre el 9 y el 12 por ciento del total del Estado
52sEl episodio del fallido Impuesto sobre beneficios extraordinarios de Santiago Alba es 
un ejemplo claro de la inflexibilidad de los impuestos y de las dificultades de encontrar 
soluciones a la insuficiencia presupuestaria socavando las fuentes de ingresos de los grupos 
sociales que apoyaban la Restauración. Sobre este tema Delgado, Cabrera y Comín (1989), 
pp. 369-427.
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como lo habían hecho durante toda la Resturación. En este caso si que parece que el ritmo 
del gasto determinaba su evolución y no las necesidades de los sectores que preferían recurrir 
j a otros expedientes de ayuda, más efectivos y, sobre todo, más rápidos.
CUADRO 3.7
PORCENTAJE DEL GASTO PUBLICO, CONSUMO PUBLICO, INVERSION PUBLICA E INVERSION 
PRIVADA RESPECTO AL GASTO NACIONAL BRUTO. 1914-1918
AÑOS GP/GNB CPUB/GNB INVPUB/GNB INVPR/GNB
1914 9,11 8,19 0,91 7,63
1915 10,63 9,99 0,69 6,03
1916 7,16 6,67 0,49 5,77
1917 6,70 6,29 0,40 5,67
1918 5,29 4,86 0,44 5,74
niente: Elaboración propia a partir de Carreras, A.(1985).
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CUADRO 3.8
GASTO DEL ESTADO. CLASIFICACION ECONOMICA, 1914-1918.










TRANSFERENCIAS CORRIENTES AHORRO FBK
FUO
TRANSFERENCIAS DE CAPITAL NECESIDAD O 
CAPACIDAD DE 
FINANCIACIONADMON. PUB. OTROS ADMON. PUB. OTROS
1914 1468,26 259,04 575,41 398,98 25,39 7,71 97,49 -126,05 59,4 8,2 8.5 144,00
1915 2142,14 622,62 543,88 399,53 32,15 8,80 103,56 -448,39 52,9 7,9 8.3 448,81
1916 1616,90 421,15 557,71 390,55 28,83 11,23 115,48 -217,66 47,1 9,0 9,6 201,06
1917 2331,83 371,08 601,18 452,09 25,50 11,25 130,19 -309,82 40,8 11,57 4,1 281,84
1918 1906,50 509,33 661,31 456,74 34,35 12,63 118,91 -416,21 67,5 8,7 5,0 415,17
GASTOS DEL ESTADO. CLASIFICACION ECONOMICA 1914-1918. 










TRANSFERENCIAS CORRIENTES AHORRO FBK
FUO
TRANSFERENCIAS DE CAPITAL NECESIDAD O 
CAPACIDAD DE 
FINANCIACIONADMON. PUB. OTROS ADMON. PUB. OTROS
1914 100,00 17,64 39,17 27,11 1,70 0,54 6,40 -8,58 4,02 0,54 0,61 9,81
1915 100,00 29,08 25,40 18,63 1.49 0,42 4,39 -20,92 2,47 0,37 0,37 20,96
1916 100,00 26,04 34,51 24,12 1,79 0,68 6,56 -13,48 2,91 0,56 0,62 12,43
1917 100,00 15,91 25,77 19,38 l.U 0,47 5,10 -13,29 1,76 0,51 0,17 12,09
1918 100,00 26,69 34,66 23,96 1,78 0,68 5,66 -21,81 3,57 0,47 0,26 21,76
Fuente: Elaboración propia a partir de Instituto de Estudios Fiscales (1976)
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CUADRO 3.9
GASTOS DEL ESTADO. CLASIFICACION FUNCIONAL, 1914-1918.











1914 1468,26 179,01 373,88 61,25 2,25 84,53 5,67 52,94 188,47 520,22
1915 2142,14 180,28 577,73 64,42 2,74 93,21 6,82 46,60 198,82 971,47
1916 1616,90 187,34 397,22 67,58 3,26 99,57 8,99 49,91 201,26 601,75
1917 2331,83 200,60 413,51 72,29 2,87 99,37 10,16 57,77 210,31 1264,27
1918 1906,50 212,55 529,41 76,94 4,60 101,18 7,95 61,02 222,03 690,78
GASTOS DEL ESTADO. CLASIFICACION FUNCIONAL, 1914-1918. 











1914 100 12,2 25,5 4,2 0,1 5,8 0,4 3,6 12,8 35,6
1915 100 8.4 27,0 3,0 0,1 4,3 0,3 2,2 9,3 45,3
1916 100 11,6 24,6 4,2 0,2 6,2 0.6 3,1 12,4 37,2
1917 100 8,6 17,8 3.1 0,1 4.2 0,4 2,5 9,0 54,2
1918 100 11.2 27,7 4,0 0,3 5,3 0,4 3.2 U .6 36,2
Fuente: Elaboración propia a partir de Instituto de Estudios Fiscales (1976)
CUADRO 3.10
GASTOS DEL ESTADO. CLASIFICACION FUNCIONAL, SUBFUNCIONES SELECCIONADAS, 1914-1918.
Millones de pesetas corrientes.
AÑOS AGRICULTURA MINERIA E 
INDUSTRIA
CARRETERAS FERROCARRILES PUERTOS Y TRANSPORTE 
MARITIMO
TOTAL SECCION TOTAL ESTADO
1914 20,54 2,75 66,52 9,86 41,50 188,47 1468,28
1915 22,76 3,70 68,49 10,49 38,35 198,83 2142,14
1916 23,85 3,98 73,47 9,52 34,48 201,27 1619,91
1917 25,58 3,14 79,25 11,06 29,58 210,32 2331,83
1918 34,62 2,81 75,53 12,20 31,47 222,03 1906,51
GASTOS DEL ESTADO. CLASIFICACION FUNCIONAL, SUBFUNCIONES SELECCIONADAS, 1914-1918. 
Porcentajes sobre el total de la sección y sobre el total del gasto.
PORCENTAJE SOBRE EL TOTAL DE LA SECCION PORCENTAJE SOBRE EL TOTAL DEL GASTO
AÑOS AGRICULTURA MINERIA E 
INDUSTRIA
CARRETERAS FERROCARRILES PUERTOS Y 
TRANSPORTE 
MARITIMO
AGRICULTURA MINERIA CARRETERAS FERROCARRILES PUERTOS Y 
TRANSPORTE 
MARITIMO
1914 10,90 1,46 35,30 5,23 22,02 1,40 0,19 4,53 0,67 2.83
1915 11,45 1,86 34,44 5,28 19,29 1,06 0,17 3,20 0,49 1,79
1916 11,85 1,98 36,50 4,73 17,13 1,47 0,25 4,54 0,59 2,13
1917 12,16 1,49 37,68 5,26 14,06 1,10 0,13 3,40 0,47 1.27
1918 15,59 1,26 34,02 5,49 14.17 1,82 0,15 3,96 0,64 1,65
Fuente: Elaboración propia a partir de Instituto de Estudios Fiscales (1976)
135
LA POLÍTICA ECONÓMICA DURANTE LA GUERRA MUNDIAL
La contienda mundial planteaban nuevos retos a los gobiernos. Los efectos de la 
guerra sobre la economía española iba a provocar aumentos en las tasas de crecimiento. La 
disminución o cese de la corriente de importaciones de la mayoría de los productos había 
ofrecido a los productores nacionales amplias oportunidades para aumentar su producción y 
sustituir a los productos extranjeros53. Además de sustituir las importaciones se había 
generado una corriente de exportaciones, al disminuir o desaparecer la competencia de los 
países más industrializados 54. En esas circunstancias, cuando se comprende que las 
hostilidades no iban a ser pasajeras y que las modificaciones anotadas pudieran ser estables, 
los diferentes Gobiernos se plantean una estrategia de política económica destinada a 
consolidar la evolución de la industria española, una política de sustitución de 
importaciones55.
Sirva como ejemplo de los efectos que la guerra provocó en las empresas nacionales 
la situación favorable en la que se vio envuelta La Maquinista Terrestre y Marítima. Al 
estalla la guerra se habían construido en la firma pequeñas locomotoras de vapor, pero la 
mayor parte de las máquinas que utilizaban las compañías ferroviarias procedían de fábricas 
extranjeras, la imposibilidad de continuar estas importaciones durante la guerra y la 
experiencia adquirida por la empresahicieron que se parovechara la coyuntura para 
nacionalizar la construcción de locomotoras, ampliando capital a 20 millones de pesetas, a 
lo que cooperaron las compañías ferroviarias. Como resultado de la expansión de las 
actividaddes de la empresa fueron construidos unos nuevos talleres56.
"las economías nacionales han sido obligadas a orientarse en un sentido de mayor independencia, de bastarse 
a sí mismas en mucho mayor grado que podía parecer económicamente conveniente - aunque desde otros puntos de 
vista fuera deseable- antes de la guerra". RD de 16 de julio de 1915 (Gaceta del 17).
54"interceptadas ciertas corrientes del tráfico mundial, se ha producido en parte su desplazamiento, y algunas 
economías nacionales han visto de esta suerte elevada en proporciones muy variables, y que en algún caso pueden 
caliñcarse de gigantescas, sus participaciones en determinadas ramas de aquel tráfico". RD. de 16 de julio de 1915 
(Gaceta del 17).
55"es deber del Gobierno preocuparse de las consecuencias que podrán originarse cuando, desaparecidas las 
circunstancias que motivan tal situación, cesen las necesidades que dan lugar a tan extraordinaria demanda a que se
atiende actualmente”. RD de 9 de julio de 1915 (Gaceta del 10).
56sa Maquinista (1944)
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Frente a esa situación de la economía española, a principios de 1915 ya intentó el 
Gobierno, siendo ministro de Hacienda Bugallal, fomentar desarrollo de las producción 
mediante el fomento de las exportaciones abaratando y facilitando el crédito, con la 
presentación de un proyecto de ley sobre institutos de crédito, del que ya hemos hablado 
antes, con la intención de alentar la formación de un Consorcio Bancario que tendría entre 
sus fines la financiación a la exportación. En caso de que los bancos privados no accedieran 
a la invitación del Gobierno, como así sucedió, el Gobierno promovería directamente la 
Constitución de dos bancos: uno de financiación del comercio exterior y otro de crédito 
agrícola57. Esta temprana actuación nos ofrece una de las características de la política 
industrial que llevarán adelante los sucesivos Gobiernos durante este periodo. Se consideraba 
que la escasez de crédito, la insuficiencia del sistema bancario, impedía financiar el 
desarrollo industrial de forma que una política de fomento de la industria tenía 
necesariamente que incorporar medidas para solucionar "el problema del crédito"58. En 
consecuencia, la primera medida efectiva que adopta el Gobierno en 1915 para fomentar la 
exportación es acordar con el Banco de España que el Banco fomentará el crédito a la 
exportación directamente o a través de acuerdos con bancos privados59. Anteriormente se 
había creado una Comisión especial para el estudio de las industrias nacionales con el fin de 
favorecer sus exportaciones60. Y al mismo fin se encamina la concesión de ventajas
57 Citado en Ceballos Teresi (1932), t. II, pp. 109-112.
58 Asi lo afirmaba el preámbulo a un proyecto de ley para fomentar la constitución de almacenes generales de 
depósito: "Las iniciativas de mayor relieve adoptadas en el extranjero con ocasión de la crisis actual, y que pudieran 
considerarse por su objeto análogas de la presente, tienen estas dos características generales: se basan totalmente en 
las organizaciones bancadas existentes en sus respectivas naciones, organizaciones bastante fuertes para servir de 
órgano a la acción extraordinaria del Estado provocada por la crisis, y segunda, tienen carácter transitorio, estando 
llamadas a desaparecer con la anormalidad de las circunstancias que la originaron. De aquí que solamente en su 
propósito general de auxilio del Estado a las fuerzas económicas privadas puedan aquellas iniciativas ser aplicadas 
en nuestro' país, pues es justamente la debilidad de nuestra organización bancada en tiempos normales lo que trata 
de remediar, y ha de tender toda propuesta de reforma a que el remedio sea tan eficaz como permanente”. Citado 
en Ceballos Teresi (1932), t. II, pp. 107.
59 Nota del Ministerio de Hacienda citada en Ceballos Teresi (1932), t. II, p. 143 y RO de 2 de agosto de 1915 
(Gaceta del 3).
60 RO de 9 de julio de 1915 (Gaceta del 10). Disuelta por RO de 11 de octubre de 1915 (Gaceta del 20).
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fiscales61 a los Sindicatos Industriales y Mercantiles, entidades cuyo objetivo era facilitar 
el crédito a sus asociados mediante la cooperación y responsabilidad mutua entre ellos.
Los mismos instrumentos fueron utilizados para fomentar el desarrollo de la 
agricultura. La Ley de autorizaciones de 2 de marzo de 191762. concedió al Gobierno la 
autorización para desarrollar el crédito mobiliario agrícola y la creación de una Caja Central 
de Crédito63.
No fueron esas las únicas medidas tomadas para fortalecer el desarrollo de la industria 
española durante y después de la guerra. Se concedió la exención temporal por cinco años 
de la cuota mínima por capital de la tarifa tercera de la contribución sobre las utilidades de 
la riqueza mobiliaria, y del impuesto de timbre en la negociación de acciones y el 
aplazamiento de las cuotas del impuesto de derechos reales y transmisión de bienes, y del 
timbre del estado, que devengue la emisión de acciones de las Sociedades Anónimas y las 
Comanditarias por acciones que se constituyan para explotar alguno de los ramos de 
fabricación que no existen en España o que aún existiendo, no abastezcan completamente el 
mercado nacional y a las que aún ya constituidas, amplíen su capital para dedicarse a alguna 
de esas dos actividades64.
Sin embargo, la clave de bóveda de todo la política de sustitución de importaciones 
era la Ley de Protección y Fomento de la Industria Nacional de 2 de marzo de 191765. Es,
61 Aplazamiento del pago de los impuestos de Derechos Reales y del Timbre, con la promesa de presentar un 
proyecto de ley de exención de impuestos de Derechos Reales por constitución y modificación de Sociedades y 
emisión de acciones; de timbre de negociación y emisión; de las escrituras de constitución social y modificación; 
y el de utilidades de las tarifas 2a y 3a. Ese proyecto fue presentado en diciembre de 1915.
62 Gaceta del 3 de marzo.
/ i
Lo que hará por RDs de 22 de septiembre y 12 de julio de 1917 (Gacetas del 25 de septiembre y 15 de julio) 
respectivamente. Dice el preámbulo al segundo RD: "La obtención de abonos, la aplicación de simientes 
seleccionadas, el empleo de maquinaria moderna, la compra de reproductores, etc., exigen un anticipo de fondos 
que no tiene el agricultor modesto” intentado crear, para conseguirlo, *un organismo que tome el dinero de donde 
este se reconcentra y que lo ponga al alcance de aquel que ha de utilizarlo improductivamente".
64 RD de 16 de julio de 1915 (Gaceta del 17).
65 Gaceta del 5 de marzo.
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sin duda, el elemento más acabado de esa política cuyos primeros elementos dispersos 
acabamos de repasar. Su objetivo era favorecer la creación de industrias nuevas y el 
desarrollo de las ya existentes. En ese objetivo se comprendían las industrias que se habían 
implantado después del 1 de enero de 1914 que sustituyeran importaciones o desarrollaran 
nuevos productos, las ya existentes con el mismo propósito o capacidad exportadora y las 
industrias de defensa. Dentro de estos cuatro grupos se consideraban preferentes quince 
conjuntos industriales que cubrían una amplísima parcela de la estructura industrial española. 
Para ofrecer la protección el Estado disponía de tres conjuntos de instrumentos: acuerdos de 
la Administración sin auxilio económico directo (exenciones y aplazamientos de impuestos, 
contratos con la Administración, reducción de tarifas en las lineas ferroviarias y de 
navegación), auxilios o préstamos en efectivo otorgados directamente y garantía de interés 
mínimo al capital invertido.
En estrecha conexión con la Ley de Protección a la Industria66, se promulga la Ley 
de Bases de Ordenamiento y Nacionalización de las industrias necesarias para la defensa 
nacional67. Como en la Ley de Protección a la Producción Nacional de 1907 se reserva a 
la industria y el trabajo nacional los contratos del Estado con unas excepciones basadas en 
la falta de producción en España o en su inexcusables compra para acceder a una patente. 
Esta ley venía a reforzar la activa ayuda que el Estado suponía para la industria militar y, 
especialmente, para la industria de construcciones navales que se había desarrollado gracias 
a los contratos del Estado y que en 1915 recibió de nuevo un impulso con la construcción 
de fuerzas navales con un gasto de 230 millones de pesetas en seis años68. De la utilidad 
que tenían estas leyes de construcciones navales da cuenta la expansión que las actividades 
de la Sociedad Española de Construcción Naval, una de las principales contratistas del 
Estado, mostraron durante el periodo bélico estableciendo nuevos astilleros en Sestao , la
66 Decía Maura en el Congreso al presentar la Ley: "Aquella ley promulgada [se refiere a la de protección a 
la industria] es un antecedente, un supuesto, una pieza engranada con esta". Citado en Alcubilla, M. apéndice de 
1917, p. 254, nota 1.
67 Ley de 22 de julio de 1918 (Gaceta del 24).
68 Ley de 17 de febrero de 1915 (Gaceta del 18).
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concentración de los Astilleros civiles de Matagorda y Nervión que le permitieron 
introducirse en la construcción de buques mercantes y el establecimiento de acerías en 
Reinosa para manufacturar artillería pesada, que permitió romper con la dependencia 
tecnológica en esta producción69.
En conclusión la política económica durante la guerra se enfrentó a un problema 
principal, derivado de las repercusiones que el conflicto podía tener sobre España: el 
problema de las subsistencias que se solventó con un incremento de la intervención sobre los 
mercados, en algunos aspectos precursor de intervenciones que serían normales durante la 
Dictadura de Primo de Rivera, que no consiguió detener la inflación pero que la mantuvo a 
un nivel más reducido que la de los demás países europeos beligerantes y neutrales. Al 
incremento de la demanda exterior se sumó durante algunos años una política fiscal 
ligeramente expansiva, en términos reales, que contribuyó al incremento de la absorción de 
la economía española. El crecimiento de la oferta monetaria no impidió que las empresas 
sufrieran restricciones crediticias como lo prueba el incremento del tipo de interés que se 
mantuvo durante todo el periodo. La política macroeconómica no contribuyó, por tanto, a 
un mejor funcionamiento de la economía española.
Una oportunidad como la que se presentó con la práctica desaparición de la 
competencia exterior a los productos españoles intentó ser aprovechada por la política 
económica para asentar un proceso de industrialización basado en la sustitución de 
importaciones. De las limitaciones que tal opción de política económica presentaba nos 
haremos eco en el siguiente capítulo.
69 Gómez Mendoza (1988), p. 33.
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4. LA POLITICA ECONOMICA DURANTE LA CRISIS DE 
POSTGUERRA (1919-1923)
POLITICA MONETARIA Y POLITICA FISCAL
Finalizada la contienda mundial, la prosperidad que había mostrado la economía 
española durante la misma dejó paso al estancamiento1. En este apartado vamos a tratar la 
política económica con la que los sucesivos gobiernos intentaron hacer frente a las ineficacias 
y problemas tradicionales que el final de la guerra volvía a evidenciar.
La característica más destacada de la política fiscal durante este periodo no es la 
persistencia, como algún autor ha señalado, de una situación a la que la Hacienda española 
había acostumbrado al p a ís , sino su elevada cuantía. Como puede comprobarse en el cuadro 
4.1, la insuficiencia presupuestaria de los años de postguerra es superior a la alcanzada 
durante los años del conflicto y también a la soportada durante el siguiente periodo . Y ello 
es cierto tanto en términos absolutos como relativos: la importancia del déficit con relación 
a la Renta Nacional presenta en estos años los valores más elevados del primer tercio del 
siglo veinte.
1 Véase Comín, F.(1987).
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Como ya se ha puesto de relieve, el carácter expansivo de la política fiscal puede 
considerarse bajo dos puntos de vista. En términos absolutos, el presupuesto es expansivo 
cuando los gastos superan a los ingresos. En términos secuenciales, la política fiscal es 
expansiva cuando el déficit aumenta, o el superávit se reduce, al pasar de un ejercicio 
presupuestario al siguiente. Si adoptamos esta segunda definición, veremos que sólo se llevó 
a cabo una política expansiva en los años 1919 y 1922 en los cuales se produce un 
incremento del déficit respecto al año anterior. Como señala Martín Aceña2, este resultado 
no fue producto de una política económica deliberada, por cuanto los responsables de la 
Hacienda pretendieron en todo momento nivelar las cuentas del Estado. A pesar de todos los 
intentos de reducir la insuficiencia fiscal, el aumento de los gastos públicos especialmente 
a partir de 1917 y el fracaso en la implantación de una tributación personal moderna que 
creciese, al menos, al mismo ritmo que la renta condujo a la Hacienda a una situación de 
crisis3.
Como puede observarse en el cuadro 4.3, la política monetaria fue ligeramente 
expansiva. En 1919 y 1920 se produjeron incrementos de la oferta monetaria comparables 
a los de los años de guerra. En 1921, como consecuencia de una leve contracción monetaria 
causada por la crisis bancaria de finales de 1920 que condujo a la suspensión de pagos y al 
cierre del Banco de Barcelona, uno de los más importantes del país, la tasa de crecimiento 
se redujo, circunstancia que todavía se aprecia en 1922.
2 Martín Aceña, P. (1984): p. 50.
3 Comín, F. (1988), p. 684.
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CUADRO 4.1 
POLITICA FISCAL 1918-1923 
(Millones de pesetas corrientes)
AÑOS INGRESOS GASTOS DEFICIT DEFICIT/RENTA
NACIONAL
1918 1461 1906 -445 -1,50
1919 1720 3053 -1333 -3,94
1920 2046 2984 -938 -2,85
1921 2390 3728 -1338 -4,97
1922 2532 3372 -840 -3,27
1923 2747 3414 -667 -2,50
1914-1918 1370 1893 -523 -2,50
1919-1922 2172 3284 -1112 -3,76
1923-1930 3195 3543 -348 -1,13
Fuente: Elaboración propia a partir de :Ingresos y gastos: Comín, F. (1985), pp. 63 y 83; Renta Nacional: Alcaide, 
J. (1979) tabla 5, pp. 1142.
CUADRO 4.2 
POLITICA FISCAL 1918-1923 
(Millones de pesetas de 1913)
AÑOS INGRESOS GASTOS DEFICIT
1918 670 873 -203
1919 772 1371 -599
1920 899 1311 -412
1921 1303 2033 -730
1922 1579 2102 -524
1923 1700 2113 -413
1914-1918 1037 1423 -387
1919-1922 1138 1704 -566
1923-1930 1950 2151 -201
Fuente: Elaboración propia a partir de cuadro 4.1 y Bustelo, F. y Tortella, G. (1976).
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El crecimiento de la oferta monetaria durante 1919 y 1920 fue consecuencia del 
incremento de la base monetaria, esencialmente, y , al mismo tiempo, de la expansión del 
multiplicador monetario al disminuir la relación reservas-depósitos del sistema bancario4. 
Se han emitido dos opiniones contrarias sobre los causantes del crecimiento del dinero 
primario. Martín Aceña señala opina que el crecimiento de la base monetaria está provocado, 
principalmente por el redescuento de títulos públicos en el Banco de España, haciendo uso 
el sector privado de la posibilidad de pignoración automática de la deuda5. Comín, por su 
parte, resalta que esta última etapa de la Restauración se distingue de las anteriores por la 
escasa relevancia quelos activos públicos tenían en la creación de base monetaria6
Como se observa en el cuadro 4.4, el factor que mas contribuyó al crecimiento de la 
base monetaria fue la expansión del crédito al sector privado. Dentro de éste, el crecimiento 
de los créditos con garantía de valores, partida en la que se incluyen los créditos concedidos 
por pignoración de valores del Estado, tiene un comportamiento irregular que impide 
considerarlo el principal causante del crecimiento de la base monetaria7.
4 Martín Aceña, P. (1984), p. 56.
5"En conclusión, cabe señalar que en 1919-20 todos los factores contribuyeron al aumento de la base monetaria, 
aunque es preciso resaltar que el mayor impulso expansivo provino de los déficit públicos que el Tesoro financió, 
bien mediante recurso directo al Banco, bien mediante la emisión de títulos que el público y los bancos redescontaron 
en el Banco de España." Martín Aceña, P. (1984), p. 58.
6”Desde el comienzo de la Primera Guerra Mundial, los activos públicos apenas teman relevancia en la creación 
de base monetaria, cuando en los comienzos de la Restauración eran el factor más importante." Comín, F. (1987) 
p. 665.
Mientras en 1919 y 1921 más de la mitad del crecimiento del crédito al sector privado es debido al 
crecimiento de los créditos con garantía de valores, en 1920 no supera el 20 por ciento y en 1922 es inferior al 10 
por ciento.
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TIPO DE CAMBIO 
(PTA, /LIBRA)
1918 7646 218,2 4,12 19,86
1919 8706 222,7 4,16 22,40
1920 9921 227,6 4,44 23,30
1921 9843 183,4 4,72 28,51
1922 10922 160,4 4,62 28,60
1923 11371 161,6 4,53 31,77
Fuente: Martín Aceña, P.(1985b), cuadro 9, p. 278.
CUADRO 4.4 
FACTORES DE CREACION MONETARIA 1919-1922 











1918 880,0 484,6 (72,7) 40,3 259,1 96,1
1919 527,4 577,4 (342,2) -143,9 191,3 -97,4
1920 702,4 343,5 ( 75,2) 387,4 33,4 -61,9
1921 -181,8 1033,6 (751,6) -1291,9 14,9 61,6
1922 15,6 -693,5 (-60,5) 694,8 6,8 7,5
1923 130,8 132,6 ( -2,4) 11,1 -9,6 7,5
Fuente: Martín Aceña, P. (1985a), cuadro 7, pp. 36. Entre paréntesis el crédito con garantía de valores, cuadro 
5-2, p. 95.
Esta circunstancia nos remite a la presencia o ausencia de efecto desplazamiento 
consecuencia de la financiación del déficit. Martín Aceña, justificando las opiniones de los 
contemporáneos, piensa que la financiación de los déficit públicos desplazó a la inversión
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privada, debido a la mezcla de los elevados déficit presupuestarios y la política monetaria 
restrictiva8. Por su parte, Comín opina que no existió efecto desplazamiento durante toda 
la Restauración porque el porcentaje que suponían los activos púbicos sobre los activos 
totales de la banca española debía ser reducido teniendo en cuenta la expansión que el sistema 
financiero había experimentado durante los años de la guerra9.
CUADRO 4.5
TIPO DE INTERES, DEUDA EN CIRCULACION Y CREDITO INDUSTRIAL.
AÑOS TIPO DE INTERES DEUDA EN 
CIRCULACION









1918 45,37 4,12 -41,25 11681 409 945 444
1919 2,06 4,16 2,10 12090 966 1226 281
1920 2,20 4,44 2,24 13056 768 1581 355
1921 -19,42 4,72 24,14 13824 1892 1528 -53
1922 -12,54 4,62 17,16 15716 512 1929 401
1923 0,75 4,53 3,7 16228 1046 1822 -107
Fuente:Elaboración propia a partir de Tipo de interés: Cuadro 4.3; Deuda en circulación: Comín, F.(1985), p. 131; 
Crédito a ¡a industria: Rúbrica "créditos y préstamos" de los activos de la Banca Privada. Martín Aceña, P.(1985a)
Tres factores deben ser analizados en relación con este tema. En primer lugar, cuando 
existen recursos desempleados los déficit fiscales tienen un efecto expansivo sobre la renta,
o
A mi modo de ver, los déficit del presupuesto y la política monetaria restrictiva ejercieron una acción 
doblemente perjudicial sobre el nivel de la inversión privada. De una parte, el Tesoro absorbió recursos del mercado 
de capitales presionando al alza los tipos de interés de mercado, lo que en combinación con una política monetaria 
restrictiva produjo un encarecimiento mayor del coste del dinero." Martín Aceña, P. (1985a), p. 80.
O
"Este efecto expulsión, sin embargo, tuvo escasas probabilidades de presentarse durante la Restauración (...). 
En 1920 el tanto por ciento [de la media anual de los déñcit presupuestarios sobre los activos totales de las 
instituciones financieras españolas] aún debía ser inferior [a 1874-80], dado el considerable aumento experimentado 
por los activos de las instituciones financieras distintas del Banco de España, que superó el gran crecimiento del 
déñcit en la fase bélica." Comín, F.(1987), p. 687.
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provocando un incremento del ahorro que permite financiar los déficit, de forma que no se 
genera un desplazamiento completo de la inversión privada en el mismo volumen que el 
incremento del gasto público. Y la economía española disponía en esos momentos recursos 
sobrantes como pone de relieve el hecho de que existiera un saldo migratorio neto negativo 
durante toda la década de los años veinte. En segundo lugar, la reaparición de los déficit en 
el sector exterior permite suponer la existencia de préstamo neto del exterior a la economía 
española que ayudaría a financiar la inversión privada que, por tanto, no sería expulsada por 
la financiación del sector público. Y en tercer lugar, la emisión de deuda pública 
automáticamente pignorable establecía un mecanismo de monetización indirecta que hacía que 
la política monetaria tuviera un carácter acomodaticio, dejando parcialmente en manos del 
sector privado la decisión de aumentar la cantidad de dinero, por lo que no existían 
restricciones sobre la financiación del sector privado. En tal sentido, el tipo de descuento del 
Banco de España para préstamos sobre efectos públicos no se modificó durante estos años, 
manteniéndose estable en el 4,5 por ciento, no encareciéndose esta vía de financiación del 
sector privado.
El cuadro 4.5 presenta algunas de las magnitudes que deben ser tenidas en cuenta para 
valorar la importancia de estas matizaciones. En primer lugar, se puede comprobar como el 
tipo de interés real se mantuvo bajo durante la postguerra excepto en 1921 y 1922. En estos 
años, la deflación que se produce con la vuelta a la normalidad tras el final de la guerra 
provocó los elevados tipos de interés que muestra el cuadro. Esta deflación no es un 
fenómeno monetario porque la oferta monetaria se mantuvo práticamente estable en 1921 y 
creció en 1922. Tampoco existe relación aparente entre las emisiones de deuda pública y los 
niveles del tipo de interés, puesto que si las mayores emisiones de deuda coincide con el más 
elevado valor de los tipos de interés, no existe relación del mismo tipo en los demás años. 
Y en tercer lugar, la financiación a la industria privada se dobló entre 1918 y 1922, lo que 
sugiere que no debieron existir grandes problemas para la financiación de la industria, 
excepto en algunos momentos, como en 1921, cuando coinciden elevadas emisiones de deuda 
pública, con los problemas producidos por la crisis bancaria generada por la quiebra del 
Banco de Barcelona. En consecuencia, se puede afirmar que no debió existir efecto
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desplazamiento de la inversión privada o, en todo caso, que éste debió ser muy reducido.
Los problemas de financiación del sector privado de los que habla Martín Aceña no 
provinieron de la forma de financiación del sector público sino de la preponderancia que 
otorgaron las autoridades monetarias al mantenimiento de la cotización exterior de la peseta 
frente a la provisión de medios suficientes y baratos de financiación al sector privado 10. 
La especulación sobre la peseta y su depreciación llevó a los productores nacionales a 
presionar sobre el ministro de Fomento para que actuara para frenar el descenso del cambio 
exterior que encarecía sus importaciones11. Las autoridades respondieron a esas peticiones, 
que coincidían con sus prioridades, elevando el tipo de descuento en dos ocasiones en 1919 
y en una en 1920 hasta dejarlo en el 6 por ciento, un nivel no alcanzado desde 187712. Se 
intentaba frenar con estas medidas la caída de la cotización exterior de la peseta lo que se 
consiguió durante 1922. La depreciación, sin embargó, continuó en 1923 lo cual demuestra 
la incapacidad de la política monetaria para controlar el tipo de cambio.
El descenso del cambio exterior no fue un fenómeno general frente al resto de 
monedas. Aunque se depreció frente a la libra esterlina y frente al dolar estadounidense (un 
27 por ciento y un 13 por ciento, respectivamente, entre 1919 y 1922) se apreció respecto 
a otras monedas europeas (un 37 por ciento respecto al franco y un 1652 por ciento frente 
al marco entre 1919 y 1922). Como consecuencia, los productos de estos países mejoraron 
su competidvidad en los mercados españoles. Para frenar la desvalorización de estas monedas 
se implantaron unos coeficientes de recargo sobre los derechos de arancel de las mercancías
10 "Empero en circuios del Tesoro se consideraba que la cotización de la peseta era uno de los objetivos 
fundamentales a los cuales debían atender las autoridades y, en consecuencia, era obligación de los ministros de 
Hacienda impedir su depreciación" Martín Aceña, P. (1985a), p. 63.
11 El Fomento del Trabajo Nacional estimaba que "sólo para nuestra industria algodonera tendremos que pagar 
en Barcelona más de 200.000.000 de pesetas de aumento. Pero esta cifra se eleva considerablemente por la 
importación de madera, bencina, lubrificantes, parafina y maquinaria especializada para el desenvolvimiento de 
nuestra industria. Entendemos que hay mucho de artificioso que está reclamando la intervención del Poder público.” 
Ceballos Teresi (1932), t. IV, p. 255.
12 Martín Aceña, P. (1987a), p. 58-64.
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originarias de los países que tenían su moneda depreciada respecto a la española13 además 
de la elevación general de los derechos arancelarios.
En resumen, la política macroeconómica adoptada por los diferentes gobiernos durante 
los años 1919 a 1922 se mostró contradictoria y peijudicial para la economía. Contradictoria 
porque junto a una política fiscal que impulsaba la demanda agregada, aún cuando ello se 
deba más a la incapacidad de los diferentes ministros de Hacienda para equilibrar el 
presupuesto que a una intención consciente de actuar, la política monetaria se mostró 
ligeramente contractiva favoreciendo las restricciones crediticias w. Peijudicial porque 
primó el mantenimiento del equilibrio exterior frente al equilibrio interior cuyo coste recayó 
sobre el país en momentos en los que se afrontaba una fase de estancamiento. Y aún la 
política fracasó, pues la peseta continuó depreciándose.
Todo esto ocurría sobre un fondo en el cual la importancia de los gastos del Estado 
sobre el gasto nacional bruto era creciente y estaba recuperando los niveles que había 
alcanzado en los años ochenta del siglo XIX. Como se aprecia en el cuadro 4.6 después de 
la guerra se produce un aumento del porcentaje de gasto nacional realizado por el Estado 
hasta superar el 10 por ciento y alcanzar el nivel más elevado de toda la Restauración en 
1922 (13 por ciento).
13 RO de 3 de junio de 1921 (Gaceta del 4).
14 Argüe lies, ministro de Hacienda en 1921, lo anunciaba con crudeza: "Yo soy partidario de que el dinero y 
el interés sean altos". Citado en Martín Aceña, P. (1985a), p. 76.
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CUADRO 4.6
PORCENTAJE DEL GASTO PUBLICO, CONSUMO PUBLICO, INVERSION PUBLICA E INVERSION 
PRIVADA RESPECTO AL NACIONAL BRUTO, 1919-1923
AÑOS GP/GNB CPUB/GNB INVPUB/GNB INVPR/GNB
1919 6,20 5,78 0,42 6,82
1920 7,22 6,60 0,62 8,25
1921 11,15 10,18 0,96 8,40
1922 13,17 11,77 1,39 8,20
1923 10,71 9,54 1,17 9,91
Fuente: Elaboración propia a partir de Carreras, A. (1985).
Coincide el crecimiento del ratio Gasto Publico/Gasto Nacional Bruto con el 
incremento de la participación de la inversión en el Gasto Nacional y especialmente con el 
crecimiento de la inversión pública, alcanzando niveles no conocidos en todo el periodo 
restauracionista. Este dato pone de relieve el cambio que hemos reseñado anteriormente hacia 
una mayor importancia de las magnitudes presupuestarias en la determinación de la renta 
nacional española. De todos modos, la inversión pública no alcanzará más que el 10 por 
ciento de la inversión total de media en los primeros años veinte, cuando en los años ochenta 
del siglo XIX ya se habían superado esas cifras en los quinquenios que van de 1881 a 1895.
La mayor participación del Estado en la distribución de la Renta, recuperación y 
superación de los valores previamente alcanzados, se complementa con la aparición de ligeros 
cambios en la estructura del presupuesto. La más relevante para nuestros propósitos es el 
aumento de la rúbrica Servicios Económicos en la clasificación funcional del gasto. Por 
primera vez el Estado español dedica una aproximadamente una quinta parte de su 
presupuesto a ocupaciones que contribuyen directamente a la actividad productiva del sector
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CUADRO 4.7
GASTOS DEL ESTADO. CLASIFICACION ECONOMICA, 1919-1923.






















1919 3053 619 775 482 33 13 151 -469 66 14 9 452
1920 2984,01 919,30 981,59 511,14 16,10 22,47 166.25 -706,92 1119,73 1,60 12,86 705,57
1921 3727,73 1165,88 1127,93 575,3 16,35 28,59 222,41 -869,48 139,48 1.92 14,00 901,47
1922 3372,37 888,75 1077,77 640,14 79,01 36,87 213,32 -552,35 162,25 25.09 30,29 621,18
1923 3414,98 756,76 1062,10 929,72 55,00 43,18 221,91 -461,27 142,23 27,75 26,74 518,52
GASTOS DEL ESTADO. CLASIFICACION FUNCIONAL, 1919-1923. 
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1919 100 20,28 25,38 15,79 1,08 0,43 4.95 -15,36 2,16 0,46 0,29 14,81
1920 100 30,80 32,91 17,12 0,54 0,74 5,09 -23,69 4,02 0,07 0,44 23,66
1921 100 31,28 30,26 15,42 0,43 0,78 5,61 -23,31 3,73 0,05 0,38 24.17
1922 100 26,36 31,97 18,83 2,34 1,10 5,93 -16,37 4,80 0,74 0,89 18,42
1923 100 22,17 31,11 27,09 1,61 1.26 6,49 -13,50 4,16 0,82 0,79 15,20
niente: Elaboración propia a partir de Instituto de Estudios Fiscales (1976)
CUADRO 4.8
GASTOS DEL ESTADO. CLASIFICACION FUNCIONAL, 1919-1923.











1919 3162,03 272,54 606,48 96,20 5,5 102,07 16,51 89,82 433,76 1540,08
1920 2984,01 363,81 717,50 131,25 5,25 115,99 12,65 102,77 776,18 758,57
1921 3727,73 413,74 1260,03 142,42 6,9 124,14 13,43 71,01 674,09 1021,87
1922 3372,37 413,93 959,32 151,28 11,33 121,11 13,02 71,43 729,81 901,12
1923 3413.98 392,37 852,34 144,82 9,40 128,68 9,59 69,05 616,73 1190,96
GASTOS DEL ESTADO. CLASIFICACION FUNCIONAL, 1919-1923. 











1919 100 8,6 19,2 3,0 0.2 0,5 13,7 48,7
1920 100 12,2 24,0 4,4 0,2 3,9 0,4 26,0 25,4
1921 100 33,8 0,3 18,1 27,4
1922 100 12,3 28,4 0,3 3,6 0,4 21,7 26,7
1923 100 25,0 4,2 0,3 2,0 18,1 34.9
Fuente: Elaboración propia a partir de Instituto de Estudios Fiscales (1976).
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CUADRO 4.9
GASTO DEL ESTADO. CLASIFICACION FUNCIONAL, SUBFUNCIONES SELECCIONADAS, 1919-1923.
Millones de pesetas corrientes.
AÑOS AGRICULTURA MINERIA E 
INDUSTRIA
CARRETERAS FERROCARRILES PUERTOS Y TR. 
MARITIMO
TOTAL SECCION TOTAL ESTADO
1919 45,13 4,12 84,06 25,70 33,68 432,77 3162,04
1920 71,36 14,90 106,01 113,36 41,89 776,18 2984,02
1921 98,40 16,81 144,80 216,41 47,95 674,09 3727,74
1922 78,67 15,13 178,43 217,36 107,55 729,81 3372,38
1923 66,16 20,01 168,41 158,50 76,76 616,74 3413,99
GASTÓ DEL ESTADO. CLASIFICACIÓN FUNCIONAL, SUBFUNCIONES SELECCIONADAS, Í919-1923. 
Porcentajes sobre el total de la sección y sobre el total del gasto.
PORCENTAJE SOBRE EL TOTAL DE LA SECCION PORCENTAJE SOBRE EL TOTAL DEL GASTO
AÑOS AGRICULTURA MINERIA E 
INDUSTRIA
CARRETERAS FERROCARRILES PUERTOS Y TR. 
MARITIMO
AGRICULTURA MINERIA E 
INDUSTRIA
CARRETERAS FERROCARRILES PUERTOS Y TR. 
MARITIMO
1919 10,43 0,95 19,42 5,94 7,78 1.43 0,13 2,66 0,81 1,07
1920 9,19 1.92 13,66 14,60 5,40 2,39 0,50 3,55 3,80 1.40
1921 14,60 2,49 21,48 32,10 7,11 2,64 0,45 3,88 5,81 1,29
1922 10,78 2,07 24,45 29,78 14,74 2,33 0,45 5,29 6,45 3,19
1923 10,73 3,24 27,31 25,70 12,45 1.94 0.59 4,93 4,64 2.25
Fuente: Elaboración propia a partir de Instituto de Estudios Fiscales (1976)
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privado. El elevado valor del año 1920, 26 por ciento, refleja todavía los últimos gastos en 
la compra de alimentos en el marco de la política de subsistencias. Dejando de lado tan 
llamativo porcentaje, dentro de los gastos económicos se puede contemplar el incremento de 
la partida destinada a ferrocarriles, consecuencia de las nuevas subvenciones que el Estado 
va a conceder para aliviar la crisis ferroviaria, y el reducido aumento de las ayudas directas 
al sector extractivo e industrial que, cuanto menos, preludian un cambio de actitud, en el 
camino de una mayor intervención, en el Estado.
El principal objetivo de la política económica durante estos años iba a ser el retomo 
a la situación de normalidad que se había visto truncada en 1914 con el estallido de la 
contienda mundial. Ese progresivo retomo a la normalidad comenzaba a dejarse notar ya en 
las macromagnitudes económicas de 1919. La tasa de inflación se había reducido al 2 por 
ciento, cuando durante los años 1914-1918 la media anual había sido del 22 por ciento. 
También los valores del comercio exterior iban recuperando sus tendencias de los años 
previos al conflicto, como puede observarse en los Gráficos 1 y 2. Las fuerzas productoras 
representadas en la Comisión Protectora de la Producción Nacional habían presentado sus 
prpuestas para la vuelta a la normalidad en 1921. Estas comprendían la implantación de un 
nuevo arancel y la denuncia de los Tratados de Comercio; la subvención a las exportaciones; 
la modificación en la forma de financiación del déficit del Estado y cumplimiento de las leyes 
protectoras de 1907 y 191715. Como veremos, la mayoría de sus peticiones fueron atendidas 
y demuestran que, tras el paréntesis abierto por la guerra, la situación volvía a su normalidad 
y las constantes d ela política económica que se habían aplicado desde comienzos de la 
Restauración retomaban con más fuerza en los años de posguerra. En las páginas siguientes 
vamos a estudiar tres aspectos de esta política económica: la desaparición de la intervención 
administrativa, la protección arancelaria y las políticas de fomento de la producción frente 
a la crisis de postguerra.
11 Comisión Protectora de la Producción Nacional (1923b), pp. 7-8.
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EL DESMANTELAMIENTO DE LA POLITICA DE SUBSISTENCIAS
Dos etapas podemos distinguir en la política de subsistencias . En 1919 y 1920 se 
asiste a la adopción de un conjunto de medidas de enfoque contradictorio, resultado de la 
evolución de la situación económica. El final del conflicto hacía previsible un rápido retomo 
a la normalidad, tal y como el descenso de las tasas de inflación estaban mostrando; por otro 
lado, los bienes esenciales mantenían los precios que habían alcanzado durante la guerra, por 
lo cual todavía se hacía necesario mantener un control para evitar que la liberalización 
completa de los mercados provocara una nueva escalada de precios. Mientras unas 
desmantelaban el entramado intervencionista que había caracterizado la política del 
quinquenio anterior, otras lo reforzaban. Dentro de las primeras hay que destacar la 
disolución de los comités de importación y distribución de diversos productos16, o los 
intentos de normalizar el comercio interior (con la reducción del tonelaje afecto al Comité 
de Tráfico Marítimo y la supresión de preferencias en el uso de material ferroviario) y 
exterior (suprimiendo las licencias de importación a algunos productos). El mejor ejemplo 
de las dudas en las que se movía la política económica es las circunstancias por la que pasa 
la derogación de las medidas de excepción en materia de propiedad industrial adoptadas en 
1914 y 1916. En septiembre de 1919 se dispone su derogación17 con fecha de finales de 
1919, que fue aplazada hasta finales de marzo de 192018. Dos días antes de su entrada en 
vigor, se prorrogan las medidas que se pretendía derogar, permaneciendo en vigor hasta 
finales de 1920 19. No es el único ejemplo de reforzamiento de la intervención 
administrativa en la economía. Se constituyeron Comités para la distribución de artículos en 
el mercado nacional20, se reforzó el control de las tenencias clandestinas, obligando a la
11 Ferromanganeso, hoja de lata y yute en rama, en febrero de 1919.
RD de 13 de septiembre de 1919 (Gaceta del 16).
11 RO de 20 de diciembre de 1920 (Gaceta del 21).
ROs de 29 de marzo y 14 de julio de 1920 (Gacetas de 30 de marzo y 17 de julio).
2Í Se constituyen los Comités de pieles curtido y calzado y del esparto. ROs de 8 de noviembre de 1919 y 12 
de enero de 1920 (Gacetas del 9 de noviembre de 1919 y 13 de enero de 1920).
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presentación de declaraciones juradas a los productores de diferentes productos agrarios21 
y se establecieron precios de tasa sobre diversas mercancías22.
A finales de 1920 el desmantelamiento de las medidas de intervención va a adquirir 
un ritmo decidido. Los suministros exteriores se habían regularizado, como muestra la 
evolución de las importaciones, y el mantenimiento de las franquicias a la importación y la 
prohibición de exportación de algunos productos generó en 1920 el déficit comercial más 
elevado de la primera mitad del siglo XX. Esos problemas de Balanza de Pagos son los que 
van a obligar a que durante 1921 y 1922 se derogen la mayor parte de medidas de 
intervención. Como afirma el RD que anuncia la revisión arancelaria23:
"Al extraordinario aumento de mercancías importadas, muchas de ellas 
verdaderamente suntuarias (...), se ha unido una baja notable en la 
exportación, debida a que, acudiendo los Gobiernos al deber inexcusable de 
evitar la salida de las substancias alimenticias de primera necesidad, 
prohibieron, limitaron o restringieron la exportación de las más de ellas, y 
otros artículos, como los vinos y licores, tropezaron con disposiciones que 
dificultaban su entrada en los países de destino.’
‘Resultado natural de ambos fenómenos coincidentes ha sido que nuestra 
balanza mercantil, que por espacio de varios años nos fue favorable, sea éste 
[1920] adversa, acarreando la lamentable consecuencia de que nuestra moneda 
haya disminuido, y en forma alarmante, en los últimos días"
No todas, sin embargo. La Ley de Subsistencias, la norma legal que autorizaba todas 
las medidas de intervención administrativa que fueron tomadas, continuó siendo prorrogada 
todavía en 1922 y se fijaron contingentes para las exportaciones de algunos productos durante 
ese mismo año24.
21 Las deberán presentar los labradores y todos los tenedores de babas, cebada, avena, lentejas, trigo, centeno, 
maíz judías y garbanzos.
22 Para el arroz, azúcar, judías, lentejas y habas. RO de 20 de febrero de 1919 (Gaceta del 21)
23 RO de 26 de noviembre de 1920, (Gaceta del 28).
24 Lentejas y patatas por ROs de 12 y 15 de abril de 1922 (Gacetas del 14 y 16)
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LA PROTECCION Y EL FOMENTO INDUSTRIAL
La vuelta a la normalidad significaba la reaparición de los desequilibrios tradicionales 
de la economía española. Uno de ellos, el exterior, fue afrontado con rapidez acudiendo a 
la elevación de los niveles de protección de arancelaria. Ya hemos señalado arriba que el 
mantenimiento de la política de subsistencias durante 1920 colaboró a dar una sensación de 
desprotección frente a la competencia exterior25. Por otra parte, el abandono de las medidas 
de excepción no era suficiente, por sí solo, para reducir la tasa de crecimiento de las 
importaciones porque el aumento de precios internacionales que se había producido durante 
la guerra, sin que se revisaran las valoraciones arancelarias al mismo tiempo, habían 
reducido la protección. Al mismo tiempo, la política de tipo de cambio reforzaba las 
consecuencias del final del auge de las exportaciones. Al intentar mantener la cotización 
exterior de la peseta frente a la libra esterlina y el dolar se encarecían las exportaciones 
españolas. La apreciación del resto de monedas europeas frente a la divisa española reforzaba 
la perdida de competitividad de los productos españoles en los mercados internacionales26 
mientras los productos extranjeros la ganaban en el mercado interno. No hay que olvidar 
tampoco que el crecimiento de la producción durante la guerra se había realizado con una 
notable disminución de la productividad27
25 Así parece reconocerlo la Exposición de motivos de la RO que anuncia la elevación de los aranceles mientras 
se revisan las valoraciones Véase la RO de 26 de noviembre de 1920 (Gaceta del 28).
Antes de la guerra, por ejemplo, el 25 por ciento de las exportaciones españolas se dirigió a Francia. La 
media de los años 1920*1924 es del 19 por ciento. Tena (1989).
27 Decía Sánchez de Toca , Presidente de la Comisión Protectora de la Producción Nacional, en 1921: "Hoy 
he recibido a una Comisión de carboneros asturianos, que también piden protección para su industria. De sus datos 
resulta que el coste de extracción de la tonelada de carbón en Asturias es actualmente de unas setenta pesetas. El 
75 por 100 del coste se lo llevan los jornales. Antes de la guerra cada obrero venía a extraer media tonelada de 
carbón al día. Ahora se ha reducido su producción a 300 kilos en los mejores casos. Piense usted en lo que significa 
para la incipiente minería carbonera española una reducción tan absurda de la productividad obrera y para la industria 
española el consiguiente encarecimiento del carbón, añadido a una reducción paralela de la productividad de cada 
obrero." Citado en Ceballos Teresí(1932), t. IV, p. 502.
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En consecuencia, la política arancelaria buscó durante los años de posguerra restaurar 
los niveles de protección anteriores28. Son suficiente conocidos los episodios de la política 
arancelaria durante este periodo. En noviembre de 1920 se elevan los derechos arancelarios 
(por termino medio se doblan) en unas 100 partidas29; seis meses más tarde se revisan 
provisionalmente los derechos con la intención de establecer una protección nominal al 
mismo nivel que en el periodo de preguerra30 (incremento al que hay que añadir los 
coeficientes por depreciación, citados anteriormente) y en febrero de 1922 se establece el 
nuevo arancel de forma definitiva31.
Dos apuntes es necesario hacer al hablar del aumento del proteccionismo durante los 
primeros años veinte. En primer lugar, la elevación de los aranceles no fue un fenómeno 
privativo de la economía española y tampoco parece serlo la magnitud del incremento de los 
derechos32. Aunque el elevado punto de partida, una de las economías más protegidas de 
Europa, y la falta de homogeneidad en la elevación de los derechos, coloca a algunos bienes 
manufacturados en un situación extraordinariamente favorable en el mercado interior33.
En segundo lugar las relaciones comerciales internacionales se regularon por tratados 
de comercio que reducían la protección nominal que aparecía en la primera columna del
28 Serrano Sanz (1986)
29 RD y RO de 26 de noviembre de 1920 (Gaceta del 28).
30 RO de 17 de mayo de 1921 (Gaceta del 19).
31 RD de 12 de febrero de 1922 (Gaceta del 13).
32 Estados Unidos elevó en 1921 sus derechos arancelarios con carácter general para los países que mantuvieran 
su moneda depreciada respecto al dolar, lo que en aquellos momentos suponía una protección general. Otro tanto 
hizo Gran Bretaña centrándose sólo en los productos alemanes, y también Francia, Canadá, Yugoslavia, Rumania 
y Bulgaria. Pelechá Zozaya (1987). Lo mismo afirma Aldcroñ para los países de Europa central: "La mayoría de 
los países de la zona tuvieron aranceles más altos que antes de la guerra, reflejo de lo que iba a convertirse en una 
tendencia más sostenida hacia la autarquía económica en los últimos años [veinte]". Aldcroñ, D. (1989) p. 61. 
Liepman calculó los niveles de protección "potencial", es decir un promedio de los aranceles mínimos de cada país 
como porcentaje de los precios de exportación de los proveedores más importantes en cada mercado. Según sus
datos, entre 1913 y 1927 la protección potencial general aumentó un 32 por ciento, inferior al aumento de Bulgaria,
Yugoslavia, Rumania, Checoslovaquia y Suiza, similar al de Hungría, y ligeramente a los valores de Alemania e 
Italia. Liepman (1938), p. 415.
Los productos con mayor protección "potencial", según Liepman, eran, en 1927, cereales y harinas, 
siderúrgia, aceites minerales, textiles, papel, cristal, cemento y juguetes. Liepman (1938), p. 400.
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arancel a cambio de contrapartidas en el mismo sentido. La práctica totalidad del comercio 
exterior español estaba sometido a tratados Sin embargo, la protección no se hallaba 
solamente en el porcentaje del arancel o del derecho específico. También la revisión al alza 
de las valoraciones tenía la misión de encarecer las importaciones. Antonio Tena ha señalado 
que esto fue lo que ocurrió en 1921 35, lo que reduciría las posibles rebajas arancelarias que 
en las negociaciones comerciales se concedieran. La consecuencia de todo esto habría sido 
un incremento de la protección arancelaria que disfrutaba la economía española durante los 
años veinte, como ha sido señalado por algunos autores a partir de la evolución del ratio 
rentas de aduanas/importaciones36, cuya evolución puede verse en el gráfico 10.
La desaparición de los factores exógenos que habían provocado la prosperidad de la 
economía española enfrentó a la política económica con el problema de la sustitución de las 
circunstancias expansivas. Como ya hemos visto, durante la guerra se adoptaron diferentes 
medidas encaminadas a preparar a la industria española para la reaparición de la competencia 
exterior, a través del fomento de la sustitución de importaciones. El ajuste a las nuevas 
circunstancias se intentó facilitar a través de tres conjuntos de medidas: los planes de fomento 
de la producción nacional, la política crediticia y la reserva del mercado nacional.
El primer plan de fomento de la riqueza nacional era un proyecto de construcción de 
obras públicas, presentado a las Cortes en enero de 1919 por el gobierno presidido por 
Romanones, quien firmaba el proyecto. Su objetivo era crear una "Cuenta especial de Obras 
Públicas" en el Banco de España encargada de financiar su construcción, disminuyendo en 
esa cantidad el presupuesto ordinario con la consiguiente reducción del déficit. Esa cuenta 
se nutriría de los ingresos por emisiones de "Obligaciones del Tesoro por Obras Públicas", 
cuya amortización correría a cuenta del presupuesto ordinario37. Para llevar adelante las
34 Serrano Sanz (1986).
35 Tena (1985).
36 Palafox (1986)
37RD de 20 de enero de 1919 (Gaceta del 22).
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obras previstas el Ministerio de Fomento solicitó al de Hacienda 43 millones de pesetas, que 
serían utilizados en la terminación de carreteras y construcción de ferrocarriles38, pero 
Hacienda solamente le otorgó 18 millones y medio para remediar la crisis obrera 
consecuencia de las heladas39. El proyecto no salió adelante.
Tampoco tuvo éxito parlamentario el más ambicioso Presupuesto Extraordinario de 
Abilio Calderón que pretendía gastar 3.000 millones de pesetas en construcción de obras 
públicas, en diez años, una cantidad total equivalente al gasto del Estado en un año. Su 
intención era la emisión de deuda pública para financiar el gasto en agricultura, minas, 
montes y pesca, carreteras, caminos vecinales, ferrocarriles, puertos y faros y obras 
hidráulicas40 41. A raíz de la presentación de este presupuesto extraordinario se presentó 
un proyecto de construcción de ferrocarriles que intentaba fomentar la construcción con 
subvención del Estado.
El tercer proyecto de plan de transportes, obras públicas y fomento de la riqueza 
nacional fue presentado en 1921 por el Ministro de Fomento Juan de La Cierva. El objetivo 
del proyecto era modificar el régimen ferroviario para permitir un crecimiento de la red, la 
construcción de diferentes obras de infraestructura y la protección de la agricultura a lo que 
se dedicaría hasta 2.500 millones de pesetas. El problema principal que trataba de solucionar
38 RO de 13 de marzo de 1919 (Gaceta del 14).
39RD de 3 de junio de 1919 (Gaceta del 5).
40 La distribución del gasto de los 3.000 millones sería: Agricultura 70.412.550, Minas 59.490.000, Montes 
y pesca 95.214.400, Carreteras 347.050.000 para obra nueva y 368.000.000 para reparación, Caminos vecinales 
250.000.000, Ferrocarriles 1.269.500.000, Puertos 243.499.572 y Obras Hidráulicas 306.850.506.
41SEn lo que respecta al proyecto de obras hidráulicas, este no era sino la continuación de los proyectos que 
ya habían, sido comenzados, pero nunca completados en años anteriores. Pretendía crear regadíos capaces de servir 
a 596.000 hectáreas e invertir 210 millones. Un hecho curioso de los planes de obras públicas que se presentaron 
durante la Restauración es la variación en el número de hectáreas que pretendían transformar. El plan de 1902 
proyectaba cerca de millón y medio que se redujeron en 1909 a 331 mil, aumentaron de nuevo a 571 mil en 1916 
y se aproximaron a las 600 mil en 1919. Este hecho revela falta de criterio entre los ingenieros que diseñaban 
losplanes y los políticos que intentaban ponerlos en práctica, sobre todo si se tiene en cuenta que en la mayoría de 
las ocasiones, el paso de un plan a otro no suponía la introducción o la retirada del proyecto de un reducido número 
de hectáreas, sino un autentico baile de proyectos parciales. Por ejemplo, en las 596 mil hectáreas del Plan de 1919 
sólo se incluían 357 mil de las que se habían considerado necesarias apenas tres años antes.
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el proyecto era el denominado "problema ferroviario"42. Este era un asunto cuyas causas, 
aju icio  del Ministro de Fomento en diciembre de 1919, eran43:
"(...) la elevación creciente e inevitable de los precios de los productos de 
consumo y de los del material móvil y de tracción; el crecimiento de los 
gastos de explotación por la mayor actividad del tráfico moderno, cada vez 
más intenso y exigente; la necesidad de atender a mejorar las condiciones de 
vida de los agentes ferroviarios y las angustias que incesantemente producen 
los conflictos sociales, que lleven aparejada la aplicación de las medidas 
necesarias a su remedio".
Para solucionarlo se acudió a la subida de las tarifas en diciembre de 1918, 
impidiendo la disolución de las Cortes una nueva elevación en 1920. El Gobierno, ante la 
realización de una huelga por parte del personal ferroviario decidió anticipar a las Compañías 
las cantidades a que ascendían los aumentos salariales solicitados por los trabajadores44. 
Asimismo, para resolver los problemas de falta de renovación de material móvil y de 
tracción45, el Gobierno concedió anticipos en metálico a los concesionarios para la compra 
del material indispensable.
El cuadro 4.10 presenta una evaluación del gasto realizado por el Estado en 
subvenciones por estos conceptos a las compañías de ferrocarriles durante el periodo 
estudiado. Por tanto, la resolución del problema ferroviario llevó a un creciente grado de 
intervención del Estado en los ferrocarriles, que el Plan La Cierva consolidaba con la
42 El ministro de Fomento, al presentarlo al Congreso, añrmaba: ”(...) con la conciencia que hay en todos los 
españoles de que , mientras el régimen ferroviario no alcance en España el desenvolvimiento que debe alcanzar y 
la perfección a que tenemos derecho, el progreso evidente que se advierte en el trabajo, en la producción nacional, 
el ansia de desarrollar la industria, de mejorar la agricultura, de desenvolver en fin, toda la vida económica del país, 
serán vanos" citado en Ceballos Teresí (1932), t. IV, pp. 517.
43 RD de 30 de diciembre de 1919 (Gaceta del 31)
44 RO de 23 de marzo de 1920 (Gaceta del 24).
45 "La anormalidad de los transportes por ferrocarril se acentúa cada día, principalmente por la insuficiencia 
de locomotoras, coches y vagones que, por causas bien conocidas, no han sido debidamente renovados ni reparados 
desde el comienzo de la guerra, y menos ampliados en relación con las necesidades actuales." Exposición de motivos 
del RD de 15 de octubre de 1920 (Gaceta del 16).
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formación de un Consorcio entre el Estado y las Compañías que permitiera una 
nacionalización a bajo precio46. Tampoco este proyecto de fomento de la riqueza nacional 
llegó a aparecer en la "Gaceta de Madrid", pues el Gobierno fue disuelto antes de su 
discusión en el Congreso como consecuencia de los rechazos que el proyecto provocaba 47
El segundo mecanismo de ayuda estatal fue la política financiera. La consideración 
de que la falta de crédito era un obstáculo para el desarrollo de los diferentes sectores 
económicos estuvo presente en el ideario de los diferentes gobiernos de la Restauración. Ya 
hemos visto en apartados anteriores como proliferaron las iniciativas de formación de bancos 
especializados en la financiación sectorial. En este periodo la percepción de los problemas 
de la economía no había evolucionado hacia una mayor intervención del Estado en la 
financiación de la economía y reaparecieron los proyectos y las leyes de creación de 
instituciones de crédito.
CUADRO 4.10
GASTOS DEL ESTADO EN SUBVENCION A LOS FERROCARRILES, 1920-1924 
ANTICIPOS REINTEGRABLES
AÑOS
PARA PAGOS DE 
AUMENTOS DE SUELDO







Fuente: Intervención general del Estado: Resúmenes estadísticos de recaudación y  pagos y  liquidación provisional 
del presupuesto de (varios años).
46 Artola (1978), p. 421.
47 Ibídem.
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La tradicional aspiración de los gobiernos restauracionistas de fundar un Banco 
Agrícola reapareció con la presentación de un proyecto de ley en 1919. Esta actuación se 
completó con la ampliación de las facultades del Comité Oficial de Seguro Marítimo para que 
pudiera asegurar 48:
"todos los riesgos posibles que afectan al ramo de la riqueza agrícola, por 
razón de incendio, así como los originados por el pedrisco, dando a la 
producción las necesarias garantías y la confianza y aliento indispensables a 
los productores."
En consecuencia, se fundó la Mutualidad Nacional de Seguro Agropecuario49 que 
venia a cumplir no sólo la labor económica de fomento de la riqueza agrícola a que hace 
referencia la exposición de motivos citada sino también una labor social para contener el 
descontento en el campo50.
El segundo instituto crediticio al que nos referimos es la Caja Central de Crédito 
Marítimo creada en octubre de 191951 con el objetivo de fomentar "la industria pesquera 
y el progreso y mejora social de los obreros dedicados a dichas industrias y a cualquiera de 
carácter marítimo."
El instrumento más importante de esta orientación a la que nos estamos refiriendo es 
la constitución del Banco de Crédito Industrial. Como ya señalamos en el apartado anterior, 
la Ley de Protección a las Industrias de 1917, el principal instrumento para fomentar el
48 RD de 10 de abril de 1919 (Gaceta del 11).
49 RD de 4 de septiembre de 1919 (gaceta del 11). La previsión que en las primeras manifestaciones abarcaba 
sólo a la cosecha se extiende ahora también a la propiedad agrícola.
50 El RD en el que se establece el seguro y reaseguro de la propiedad agrícola está encaminado a dictar 
dispcsiciones para conseguir la avenencia entre patronos y obreros agrícolas a fin de asegurar la recolección de la 
cosedla de cereales. RD de 30 de abril de 1919 (Gaceta del 1 de mayo). La misma finalidad social tiene la 
consitución en las Cámaras Agrícolas de Bolsas de Trabajo agrícola e instituciones de seguro mutuo para remediar 
el pa,o agrícola. RD de 12 de junio de 1919 (Gaceta del 13).
51 RD de 10 de Octubre de 1919 (Gaceta del 12).
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crecimiento de la industria española durante los años de postguerra, preveía la constitución 
de un Banco encargado de distribuir los préstamos que se concedieran de acuerdo con la ley. 
El Banco se constituyó en octubre de 1920, tres años después de la promulgación de la Ley, 
un dilatado periodo de tiempo 52. Su actuación en estos primeros años de funcionamiento, 
hasta 1924 cuando la Comisión Protectora de la Producción Nacional, encargada de informar 
las solicitudes de petición de préstamo, fue sustituida por el Consejo de Economía Nacional, 
ha sido juzgada desfavorablemente. De los 187,5 millones que componían su capital53, sólo 
fueron utilizados 30 millones en operaciones de préstamo hasta 1924 (el 16 por ciento)54. 
El préstamo en efectivo debió ser mucho más reducido que esa cantidad puesto que el Banco 
entregaba en préstamo los "Bonos para el Fomento de la Industria Nacional" emitidos por 
el Tesoro y que debían ser negociados posteriormente con una considerable pérdida55. Al 
análisis de este tema nos dedicaremos más adelante.
La insuficiencia de las medidas que permitieran un ajuste progresivo a las nuevas 
circunstancias de los mercados nacional e internacional y la presión de los grupos de interés, 
llevaron a la adopción de medidas defensivas frente a la restauración de la competencia 
internacional. El objetivo era la reserva del mercado nacional y el método utilizado, la 
ampliación de la legislación protectora de la producción nacional existente desde 1907, que 
excluía de participar en los contratos del Estado a productores no nacionales. La reducción 
de la competencia por medios administrativos no alcanzó solamente a la producción. También 
los grupos empresariales se beneficiaron de la supresión de la competencia extranjera en los 
concursos para obtener concesiones por parte del Estado.
Uno de los productos beneficiados por la orientación proteccionista reforzada tras la
52 Tortella y Jiménez citan como causas del retraso en su constitución el desacuerdo y  las dudas entre banqueros 
políticos e industriales, el cambio de coyuntura económica debido al final de la guerra y  el crecimiento que estaban 
experimentando los activos del sistema financiero, que parecían hacer innecesario el Banco. Tortella y Jiménez 
(1986), pp. 27-31.
53 Tortella y Jiménez (1986), p. 37.
54 Comisión Protectora de la Producción Nacional (1924), p. 21.
55 Pelechá (1987).
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I Guerra Mundial fue el carbón, que, como hemos visto, siempre ha estado en el núcleo de 
las medidas de protección de la producción nacional. A partir de 1921 se produce un amplio 
despliegue de medidas para sostener el crecimiento que el sector experimentó durante la 
guerra. Estas medidas son: aranceles, refuerzo de la obligatoriedad del consumo de carbón 
nacional, exenciones fiscales y auxilios directos en metálico56.
El nuevo arancel elevó la protección de 3,50 pesetas por tonelada a 7,50, un 
reforzamiento del 114,3 por ciento, aunque un tratado comercial con Inglaterra autorizaba 
un cupo de 750.000 toneladas, la mitad de las importaciones a un derecho reducido de 4 
pesetas por tonelada57.
En cuanto a la obligatoriedad del consumo de carbón nacional por Real Orden se 
establecía en 1921 que58:
"Las empresas siderúrgicas emplearán carbón nacional para su fabricación, y 
el Ministerio de Fomento impondrá ese mismo consumo en la medida de lo 
posible, y siempre que no se produzca con ello peijuicio grave a las demás 
empresas que tengan subvención del Estado, y en los contratos o servicios 
públicos."
Las Compañías de ferrocarriles también debieron sumarse a la obligación, excepto
56Perpiñá Grau (1935), p. 19.
57 La guerra había supuesto para la industria de extracción de carbón una reducción de productividad del 42 
por ciento (desde 520 Kgs de efecto útil antes de la guerra a 300 kgs. en 1921) y un incremento del coste de la mano 
de obra por tonelada del 440 por ciento. Para recuperar los márgenes de beneñcio una Comisión de carboneros de 
Asturias solicitaba el incremento del arancel hasta 7,50 pesetas por tonelada, el mismo arancel que será fijado 
posteriormente. Si añadimos a ello el resto de medidas adoptadas no es difícil suponer que los beneficios de los 
mineros se recuperarían y que todas sus expectativas se verían sobradamente satisfechas. El documento con las 
peticiones dirigidas a la Comisión Protectora de la Producción Nacional se encuentra en el Archivo General de la 
Administración, Fondo del Ministerio de Presidencia del Gobierno, caja 148.
co
RD 20 de mayo de 1921 (Gaceta del 21), artículo tercero. En el artículo segundo se afirma que "El 
Ministerio de Fomento podrá señalar los precios a que ha de cederse el carbón por los explotadores de minas, y 
asimismo a las empresas siderúrgicas y metalúrgicas, los productos de su fabricación (...) y lo mismo podrá hacer 
el Ministerio de Fomento con cualesquiera otra industria que se hallen defendidas en el Arancel de Aduanas con 
derechos de importación".
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en casos de imposibilidad técnica 59, en una proporción que posteriormente se fijará en el 
85 por ciento de su consumo60 y se reducirá al 70 por ciento en 1922 61. Esta medida 
suponía reservar para la producción nacional aproximadamente el 44 por ciento del consumo 
total de carbón efectuado en España en esas fechas62.
Además se restablecieron en 1923 las exenciones del impuesto del 3 por ciento sobre 
el producto bruto y la reducción temporal de contribuciones e impuestos. Por último, en 1921 
se inauguraron las primas y subsidios directos a la producción, al otorgar una prima de 5 
pesetas al carbón nacional que saliera de cabotaje desde los puertos de Asturias, extendida 
más tarde a otros puertos, que supuso un desembolso del Estado de 16 millones en tres años 




Fuente: Intervención general del Estado: Resúmenes estadísticos de recaudación y  pagos y  liquidación del 
presupuesto de ..., varios años
El resultado de la política puede comprobarse en los gráficos 5.3 y 5.4. La 
producción de las minas españolas después de la expansión de los años 1914-1920 no vuelve 
a situarse en los niveles de preguerra sino en unos valores más elevados. Movimiento 
contrario fue el de las importaciones, puesto que las cantidades importadas en los primeros 
años de la segunda década del siglo no vuelven a ser alcanzadas en todos los años veinte.
59 RO de 17 de octubre de 1921 (Gaceta del 18).
60 RO de 13 de diciembre de 1921 (Gaceta del 14).
61 RO de 5 de junio de 1922 (Gaceta del 6).
62 Coll y Sudriá (1987), tabla V.26, p. 360.
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Como señalaba Perpiñá Grau63:
"Examinadas las causas económicas que pudieran haber justificado dicho 
enorme crecimiento y progreso [de la producción nacional], se llega a la 
conclusión que tanto la naturaleza de los yacimientos, como los elementos de 
coste, trabajo y capital, como la calidad, como los transportes y la demanda, 
han sido desfavorables a dicho progreso. ’
‘Examinadas las causas extraeconómicas formando en conjunto las medidas 
de ultraproteccionismo y de privilegio para con la economía carbonera, se 
llega a la conclusión que han sido las determinantes del progreso de la 
industria carbonera española"
La consecuencia de la protección fue la elevación de los precios medios del carbón 
respecto de los valores alcanzados en los años de preguerra, como puede comprobarse en el 
gráfico. El precio del carbón británico, después del incremento de precios consecuencia de 
la guerra volvió a sus niveles anteriores. El carbón español, en cambio, comenzó a aumentar 
sus precios en 1910 y en los años de postguerra, tras el descenso de 1922, alcanza unos 
valores superiores a los de preguerra.
El principio de reserva de mercado está también presente en los Reales Decretos que 
reforman los regímenes de concesiones de recursos hidráulicos y mineros En los dos 
casos se establece que las concesiones solo podrán otorgarse a españoles y a Sociedades 
constituidas y domiciliadas en España, sin exceder de un tercio los cargos que ocupen 
súbditos extranjeros. Todos los materiales y maquinaria empleados en las explotaciones 
deberían ser de producción y fabricación española, a menos que se demuestre la 
imposibilidad de obtenerlos en España.
63 Perpiñá Grau (1935), pp. 117-119.
64 Dos RDs de 14 de junio de 1921 (Gaceta del 15).
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1910 1915 1920 1925
 Carbón espafiol  Carbón Británico
Gráfico 4-3
Precio real del carbón español y británico, 1910-1929
Fuente: Coll y Sudriá (1988); Mitchell y Deane (1980).







 Producción  Importaciones
Gráfico 4-4
Producción e importaciones de carbón, 1910-1929
Fuente: Coll y Sudriá (1988).
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La prohibición de la competencia exterior como política para salvar de la crisis a la 
economía española también estuvo presente en el caso del trigo 65:
"La producción agrícola de trigo atraviesa actualmente por una crisis 
angustiosa, como resultado del afluir al mercado nacional importantes 
expediciones de dicho cereal procedentes de algunos países del extranjero, a 
los que el menor coste de cultivo y facilidad de fletes les permite cederlo a 
precios inferiores, aún con el pago de los derechos de arancel, al del coste de 
producción del trigo en España, ocasionando con ello una gran perturbación 
en el mercado interior(...)’
‘Ante tales circunstancias, la imperiosa defensa de los grandes intereses que 
el cultivo de cereales representa en nuestro país, impone al Gobierno la 
necesidad de adoptar las disposiciones convenientes, a fin de contener la 
excesiva baja de los precios de los trigos nacionales”
En consecuencia, se prohibe la introducción de trigos y harinas procedentes del 
extranjero en 1921, ratificada por Ley en 1922 66. Las importaciones, a raíz de la 
prohibición cesaron completamente durante los dos años siguientes y fueron las mas bajas 
del primer tercio del siglo los tres siguientes.
La política económica no ayudó a la economía española a superar ni los problemas 
coyunturales ni los problemas estructurales a los que hacía frente a comienzos de los años 
veinte. No resolvió los problemas coyunturales porque las políticas macroeconómicas no 
favorecieron la consecución del equilibrio interior. La política fiscal, preocupada por alcanzar 
el más ortodoxo equilibrio presupuestario, no fue, a pesar de su fracaso, un elemento de 
expansión de la demanda agregada. La política monetaria con el objetivo de alcanzar la 
estabilización exterior de la peseta frente a la libra y el dolar encareció la financiación del
65 ED de 8 de noviembre de 1921 (Gaceta del 9).
66 Ley de 10 de junio de 1922 (Gaceta del 11).
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sector privado.
Tampoco los problemas estructurales encontraron solución. Los sucesivos fracasos en 
la adopción de medidas para mejorar la infraestructura que permitieran aumentar la 
productividad abocaron en la adopción de medidas defensivas. Los incrementos de precios 
a los que llevaba la restricción de la competencia exterior bloqueaban la redistribución de la 
renta que se había demostrado incompatible, en el último medio siglo, con el desarrollo de 
la sociedad española, provocando un incremento de las tensiones sociales que el Estado 
intentó controlar con la legislación social. Obstaculizado el crecimiento de la demanda interna 
por la distribución de la renta junto a la desincentivación del progreso técnico por el mercado 
cerrado, tampoco la demanda exterior generó un impulso que permitiera el desarrollo 
español. La consecuencia fue el intento de mantener los márgenes de beneficio mediante el 
apoyo del sector público durante la Dictadura.
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5. LAS POLITICAS DE FOMENTO INDUSTRIAL
LOS MOTTVOS
Las intervenciones estatales en la industria en España durante el período de la 
Restauración pueden agruparse en tomo a dos principios: las ayudas en situaciones de crisis 
económica y la sustitución de importaciones. Aún cuando podría considerarse al segundo un 
rango de políticas más que un elemento que articule la intervención, aquí es considerado 
como la forma que adopta la estrategia de crecimiento que aparece en todas aquellas medidas 
cuyo objetivo es fomentar el crecimiento industrial, estrategia compartida por gobiernos y 
grupos empresariales, por cuanto la demanda interior es considerada el sostén de la 
producción, debido a la incapacidad para ser competitivos en los mercados nacionales y la 
habilidad con la que se alcanzaban elevaciones arancelarias que hacían innecesarias la 
disciplina de costes y precios a la que obliga la competencia.
Las peticiones industriales de ayuda al Estado suelen estar precedidas de una 
exposición en la que se realata la situación crítica en la que se encuentran las industrias y la 
necesidad de recibir auxilios públicos para superarla. El Estado se convierte así en un 
elemento indispensable para comprender la estructura productiva de la economía española.
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Como consecuencia de la debilidad competitiva de la industria nacional, uno de los 
factores que con mayor asiduidad reclama la atención de los empresarios es la amenaza que 
supone la competencia exterior, debido a sus menores precios. Una de las principales formas 
de intervención, por tanto, es la protección frente a la competencia, que adopta diversas 
figuras: aranceles, reserva de mercado, contratos del Estado. Con ello la industria aseguraba 
la demanda interna y , adicionalmente, encontraba en el sector público un cliente con una 
estructura de gasto bastante estable.
Esta que se acaba que apuntar es otra de las características que provocaban la 
búsqueda de contratos con el Estado, para reducir los riesgos que la volatilidad de la 
demanda privada conllevaba. Un sencillo ejercicio econométrico puede ayudamos a probar 
este aserto, que la simple observación de los datos confirma por sí sola.
«V
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Gasto público real y estimado
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Gráfico 3
Gasto privado real y estimado
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El Estado actuó, además, de forma anticíclica. Gómez Mendoza señala que la 
observación de las series de contrucción naval mercante y militar, es decir la demanda 
privada y pública, se extrae la conclusión de que los mayores gastos públicos se realizan en 
aquellos períodos en los que la construcción mercante es más reducida, teniendo un 
comportamiento anticíclico perfectamente definido La intervención en la industria a través 
de los encargos de obras servía también para afrontar las crisis que sufrían las clases 
trabajadoras cuando las cosechas se perdían y el paro aumentaba. En ese caso, el instrumento 
preferido de intervención era el aumento de las obras públicas, ramo que contrataba obreros 
con menores niveles de cualificación y que podía absorber las masas de trabajadores 
desempleados2.
El segundo motivo que he señalado que justifica la intervención estatal en la España 
de la Restauración es la sustitución de importaciones. Sin lugar a dudas, la política 
económica del período podría calificarse de orientada hacia el interior, es decir, diseñada 
para favorecer la sustitución de importaciones en la industria. Como se ha señalado, la 
protección fue una constante durante todo esta etapa. Sin embargo, dentro de este epígrafe 
se considera no la política coyuntural que intenta sacar de la crisis a una industria 
aumentando los aranceles sino la tendencia continuada de medidas encaminadas a eliminar
1 Gómez Mendoza (1988), p. 20-23.
7En el período que estamos estudiando se produce una situación asi en varías ocasiones. En julio de 1882, el 
Ministro de la Gobernación recomienda la inversión del 80 por ciento de los bienes de propios para conjurar la falta 
de trabajo debido a la sequía, mientras el de Fomento ordena emprender cuanto antes nuevas construcciones para 
proporcionar nuevos empleos (Circular del 15 y RO del 27 de julio de 1887). En 1890 la concesión de la 
constmcción de un acorazado a un astillero de Ferrol, Vea Murguía, a pesar de las dudas que ofrecía el proyecto 
es justificada por la necesidad de reparar la crisis obrera que afecta a la zona. (Archivo General de la Marina Sección 
Contratos). De nuevo en 1895 la falta de trabajo en Madrid obliga a procurar los medios necesarios para ocupar a 
los parados: "La crisis por que atraviesa actualmente la clase obrera de Madrid y cuyas extraordinarias proporciones 
ha obligado a buscar enpocos días ocupación a más de 4.000 obreros, no es fenómeno aislado y peculiar de este 
invierno, sino hecho periódico y normal que en mayores o menores proporciones se presenta todos los años (...). 
Pero aún admitiendo la exactitud de este razonamiento [que debe ser el erario municipal el que se encarge del 
problema] sería insuficiente cuando llegada la hora de la crisis y encontrndose el Ayuntamiento sin recursos, el 
Gobierno se encuentra frente a una masa de obreros sinpan y sin trabajo a quienes, sipor razones de orden público 
no tunera que atender, un sentimiento de hunamidad y de caridad cristiana le obligarían a venir en su auxilio" ( RO 
de 6 le febrero de 1893). Nuevamente en julio de 1905, ante la presencia de crisis agraria, se elabora un plan de 
Obras Públicas Extraordinarias, con un presupuesto de 2.950.000 pesetas. En el invierno siguiente, la crisis de hace 
fuerte en Andalucía y se acude nuevamente a las Obras Públicas (RD de 9 de febrero de 1906).
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Producción Contratos estatales, primas, subvenciones,exenciones 
impositivas, aplazamiento de impuestos, préstamos
Mercados Reserva de mercado
Tecnología Clausulas de transferencia de tecnología en contratos 
con casas extranjeras
Importaciones Aranceles, restricciones cuantitativas
Exportaciones Tarifas económicas en el trasporte para la 
exportación
c Ha sido argumentado con brillantez la presencia de este ideario entre los grupos empresariales españoles en 
Muñcz, Roldán y Serrano (1978). Es difícil encontrar un única cita que exponga estas ideas que ya se encuentran 
en Cmovas y su panfleto De cómo he venido a yo  a ser doctrinalmente proteccionista: " el mantenimiento, por 
medie de la protección, de un mercado nacional, donde nuestros productos luchen holgadamente con los extranjeros, 
consuniendo, verbigracia, el fabricante de las telas de algodón, y el de hierro u objeto de este metal, cereales 
españiles, para que los que los cultivan se vistan con telas españolas y gasten hierros españoles también.” O en 
palabras de Sánchez de Toca: *En orden a la vida económica, nacionalizar significa más fundamentalmente que antes 
procurar el máximo desarrollo a todas las riquezas naturales del país, por manera que no se importe aquello que 
puede producirse adecuadamente en el solar patrio. (...) ... surjan nuevas actividades para afianzar la independencia 
nacioial, eliminando progresivamente las importaciones innecesarias, singularmente de aquellos productos que 
repreientan elaboraciones complementarias de las industrias ya arraigadas, fecundas y florecientes sobre el territorio 
patrie”. (Los dos fragmentos son citados en Muñoz, Roldán y Serrano (1978), p. 155 y 157-158).
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CUADRO 5.2
PRINCIPALES DISPOSICIONES DE INTERVENCION ESTATAL
DISPOSICION OBJETIVOS INSTRUMENTOS
LEY DE LA ESCUADRA 
12 de enero de 1887
Construcción de buques para 
la marina de guerra.
Compra de barcos a los astilleros 
privados.
LEY DE PROTECCION A LA 
INDUSTRIA NACIONAL 
14 de febrero de 1907
Reserva del mercado nacional 
en los contratos por cuenta del 
Estado.
Prohibición de utilizar artículos 
adquiridos en el extranjero, salvo 
excepciones, a los concesionarios del 
Estado.
LEY DE LA ESCUADRA 
7 de enero de 1908
Construcción de buques para 
la marina de guerra.
Concesión de la construcción a una sóla 
empresa, obligación de transferir 
tecnología por los socios extranjeros.




14 de junio de 1909
Defensa de la marina mercante 
frente a la competencia, 
desarrollo de la industria 
nacional y del comercio, 
nacionalización de los factores 
de producción.
Primas a la navegación, subvenciones a 
las comunicaciones marítimas regulares, 
primas a la construcción naval.
LEY DE FOMENTO DE LAS 
INDUSTRIAS EXISTENTES Y 
CREACION DE OTRAS 
NUEVAS
2 de marzo de 1917
Impulsar el proceso de 
creación de empresas y el 
desarrollo de las existentes
Exenciones, aplazamientos de pago y 
reducción de tributos, auxilios o 
préstamos en efectivo, garantía de 
interés.
LEY DE ORDENAMIENTO Y 
NACIONALIZACION DE LAS 
INDUSTRIAS NECESARIAS 
PARA LA DEFENSA 
NACIONAL 
22 de julio de 1918
Fomento de las industrias ya 
existentes y favorecer el 
establecimiento de otras nuevas 
para proveerse del material 
militar necesario para la 
defensa
Reserva de los contratos del Estado, 
conciertos con sociedades para el 
suministro de material
LEY DE FOMENTO DE LAS 
INDUSTRIAS EXISTENTES Y 
CREACION OTRAS NUEVAS 
30 de abril de 1923
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LA INTERVENCION ESPAÑOLA E N  EL CONTEXTO EUROPEO
La reflexión sobre la política económica española durante la Restauración se ha 
caracterizado por un doble aspecto. Por un lado, se ha señalado la escasa capacidad de incidir 
en la actividad económica, derivada principalmente de la insuficiencia presupuestaria que 
provocaba la penuria de las intervenciones cuando era necesario efectuar un importante 
desembolso. La prueba de esta hipótesis se ha basado en la comparación entre el gasto 
público español y el de otros países europeos, concluyendo que en España los gastos eran 
menores y la posibilidad de afectar la evolución económica también era menor \  La otra 
característica era la especificidad de la situación española desde finales del siglo XIX, cuando 
la intervención creciente del Estado, a través de medidas legales, ya que la capacidad para 
financiar el desarrollo era reducida, separa cada vez más la transformación de la economía 
española de la que se produce en los países de sus entorno. La tarea de este epígrafe es 
comprobar la validez de tales asertos.
4 Tedde (1981).
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CUADRO 5.3




ALEMANIA ITALIA NORUEGA SUECIA EEUU CANADA ESPAÑA
1851-1860 3,8 8
1860-1869 5’1 4’2 4’7 3’8 4’5 5
1870-1879 4,6 5,5 3,8 4,4 4,3 4,6 4*
1880-1889 5,4 6,3 4,6 5,2 5,5 53
1890-1899 6,3 6,8 5 6,8 5,2 6,6 5J
1900-1909 7,7 4,2 5,4 7,5 55
1905-1914 7,1 7,4 6,9 6,5 6,1 8,1 60
1921-1929 8,9 7,2 5,6 8,7 8 10 n a
1930-1939 11,4 12,8 9,4 8,4 9,2 9,4 11,1 13J5
Fuente: Kuznets (1962). España: elaboración propia a partir de Comin (1985).
El cuadro 5.3 presenta la participación de los gastos de consumo público sobre el 
producto nacional en diferentes países. LLama la atención que no se corrobora la supuesta 
inferioridad de los presupuestos españoles en relación con los de otros países. Si se comparan 
los datos con la media, la desviación no es pronunciada, no superando nunca el punto 
porcentual.
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LA DEMANDA DEL ESTADO Y LA POLÍTICA ECONÓMICA
Durante los años finales del siglo XIX, la industria española ejerció una presión 
constante sobre el Estado para suministrar los productos que éste necesitaba para realizar sus 
funciones. A pesar de que éstas fueran pequeñas sobre el total del producto nacional como 
ponen de relieve las cifras de gasto público en relación con el GNB1, su importancia no era 
desdeñable si la comparamos con el producto industrial y alcanzaría valores notables si lo 
hiciéramos respecto al producto de algunos sectores. Un porcentaje cercano a las tres cuartas 
partes del producto nacional se obtenía en el sector agrario, sobre el que el impacto de los 
gasto estatales era reducido, a excepción de la parte dedicada al pago de sueldos y salarios, 
por cuanto las pautas del gasto de los funcionarios eran similares a las del resto de la 
población y en ella predominaba el consumo de bienes agrarios, debido a la reducida renta 
per capita, por lo cual el consumo de productos industriales para la mayoría de los españoles 
fuera un porcentaje muy reducido de su gasto. Pero, a diferencia de los agentes privados, la 
estructura del gasto del Estado está más inclinada hacia la adquisición de bienes del sector 
industrial. Desde el material de administración, empleado en las oficinas que conforman la 
burocracia, hasta la construcción de carreteras, la obra pública por excelencia, un gran 
número de actividades estatales repercutían, principalmente, sobre el sector industrial, no
1 Veanse los cuadros 2.1, 2.2, 4.7 y 5.6
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sobre el agrario. Por tanto, la comparación de la evolución del gasto del Estado con la 
variación de la producción industrial puede ayudamos a precisar los efectos del presupuesto 
sobre la economía y sobre su sector más dinámico, el industrial. En el cuadro 6.1 se ha 
intentado realizar una aproximación cuantitativa a esa hipótesis. Se ha supuesto que el 
porcentaje del Gasto Nacional Bruto generado por la industria es del 20 por ciento para todos 
los quinquenios de la tabla, excepto para 1920-1923 que se ha considerado del 25 por 
ciento2. Para calcular el valor que suponen las compras del Estado en el sector industrial se 
ha restado de las compras de bienes y servicios el porcentaje que sobre ellas supone el gasto 
en agricultura según la clasificación funcional3. Los resultados obtenidos llaman la atención 
por la importancia que representa el gasto directo sobre la producción industrial. Durante las 
décadas finales del siglo XIX alcanza su valor más reducido en 1870-1874, antes de la 
instauración del régimen restauracionista. Dentro del nuevo régimen los valores superan 
siempre el 15 por ciento, alcanzando el 21 por ciento en el quinquenio 1885-1889, en 
consonancia con el incremento de la participación del gasto estatal en el GNB, como hemos 
visto en el cuadro 2. Los dos primeros quinquenios del siglo XX muestran los efectos de la 
estabilización de Fernández Villaverde, con los valores más bajos de todo el periodo, en 
tomo al 10 por ciento, para crecer a partir de ese momento consecuencia del aumento de la 
importancia del gasto público.
En consecuencia, la industria privada tenía en el Estado un importante cliente, al que 
intentó atraerse desde principios de la Restauración. Lo cual, dado el régimen político que 
imperaba, no iba a resultarle demasiado difícil. El mantenimiento de un sufragio restringido 
hasta 1891 y la posterior manipulación del sufragio universal impidiendo la participación de 
amplias masas de población mediante el control del voto ejercido por los caciques, dejaba 
el poder político en manos de un reducido número de ciudadanos representantes, en su 
mayoría, de los grupos agrarios e industriales o sometidos a las presiones de ambos. El
* _
Los calores de la industria dentro del GNB provienen, por aproximación, de las estimaciones realizadas por
Julio Alcaide sobre la distribución del Producto Interior Bruto. Los valores medios que se obtienen de los datos de
Alcaide son: 1901-1905, 19,88; 1906-1910, 20,72; 1911-1915, 20,7; 1916-1920, 21,24; 1921-1923, 26,93. Alcaide
(1976).
i
Se considera, por tanto, que los gastos del Estado en el sector servicios son nulos o muy reducidos.
182
LA LEY DE PROTECCIÓN A LA INDUSTRIA NACIONAL
legislativo, por tanto, estaba mediatizado en su actuación por los intereses de los grandes 
productores del país.
CUADRO 6.1
GASTOS DEL ESTADO EN COMPRAS AL SECTOR PRIVADO COMO PORCENTAJE DEL PRODUCTO 
INDUSTRIAL. MEDIAS QUINQUENALES 1870-1923.













Fuente: Cálculos propios, según el método explicado en el texto, a partir de Alcaide (1976), Carreras (1985) e 
Instituto de Estudios Fiscales (1976).
Si la reelección de los gobiernos no dependía, o al menos no únicamente, de los 
logros alcanzados en la mejora de las condiciones de vida de la nación sino del control de 
los sufragios en los distritos, un importante móvil de la política económica era el 
mantenimiento y la mejora de las condiciones de producción de aquellos sectores productivos 
como la siderurgia, la minería, el textil o la agricultura cereal, cuya importancia a nivel local 
o provincial les permitía influir sobre la distribución de los votos. Y dada la escasa 
participación electoral, ello suponía capacidad de influencia sobre los gobiernos. Ya
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mencioné anteriormente como la configuración de los planes de carreteras dependía de las 
demandas de los diputados de incluir carreteras de tercer orden que atravesaran sus distritos 
electorales y sirvieran los intereses económicos de sus electores, restringidos a un escaso 
número de notables.
No hay que suponer que la presión de los grupos agrarios o industriales fuera el único 
determinante de la política económica. El intento de incrementar la riqueza, la disminución 
de la  diferencia que nos separaba de los principales países industrializados como Francia, 
Gran Bretaña y sobre todo la pujante Alemania, espejo en el que se miraban muchos de 
nuestros diputados en sus discursos parlamentarios, también son aspectos que hay que valorar 
al analizar la política económica. Y estos elementos aumentan su influencia con el cambio 
de siglo cuando, tras la derrota de los ejércitos españoles y la pérdida de las últimas colonias 
americanas y asiáticas, el movimiento regeneracionista presenta sus propuestas de reforma 
de la vida política y económica y se cobra conciencia del atraso de España en el contexto 
¡ europeo. No debemos considerar casual que las principales iniciativas de apoyo a la industria
| tengan lugar en la primera década del siglo, a pesar de que encontremos antecedentes en los
años finales del siglo, ni acudir a un reduccionismo economicista al hacer depender las 
medidas adoptadas de un cambio en la coyuntura económica4.
Y entre los instrumentos que más fácilmente y con mayor efectividad a corto plazo 
podían ser utilizados se encontraba la desviación de las compras estatales de los 
suministradores extranjeros a productores españoles. En 1879 se estableció la obligación del 
consumo de carbón nacional, aunque en 1895 se derogó esta obligación ante la imposibilidad 
de cumplirla, en ocasiones por falta de proposiciones en las subastas. También la industria;
siderúrgica resultó favorecida por las demandas estatales. La construcción de buques para la 
escuadra fue la ocasión propicia para que las fábricas españolas comenzaran a producir y 
suministrar acero al Estado en los años ochenta del siglo XIX. La construcción de la marina 
de guerra, de la misma manera, fomentó la demanda sobre la industria de construcciones
4 Vease una opinión similar en Romero Maura (1989), pp. 9-41.
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mediante una obligación legal. En otras palabras, se pretendía desarrollar un proceso de 
sustitución de importaciones, del cual, además de estas disposiciones restrictivas de la 
competencia, también formaban parte las elevadas tarifas arancelarias que se habían adoptado 
en 1891 y que se reforzarían en 1906, un año antes de la promulgación de la Ley que nos 
ocupa.
ANÁLISIS DE LA LEY DE PROTECCIÓN A LA INDUSTRIA NACIONAL
La Ley de Protección a la Industria Nacional de 14 de febrero de 19079 es el 
resultado de una proposición de ley del Diputado asturiano Félix Suárez Inclán, presentada 
al Congreso en diciembre de 190610. La Ley, que apenas difería de la proposición
presentada, fue aprobada sin discusión en el Congreso y el Senado, lo que, de nuevo,
demuestra el interés existente entre la clase política, y por extensión entre la clase 
empresarial, por contar con una disposición de este tipo.
Constaba de cuatro artículos, en los cuales se disponía que en los contratos por cuenta 
del Estado, para toda clase de servicios y obras públicas, se admitirían únicamente artículos 
de producción nacional (art. 1), excepto en cuatro casos:
1. Por imperfección del producto nacional, declarada después de practicar
análisis o ensayos con intervención de los interesados.
2. Por notable diferencia del coste del producto nacional con relación al 
producto extranjero.
* Gaceta del 15 de febrero.
10 Arana (1988), pp. 532-533.
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3. Por situación de urgencia, que no pueda ser satisfecha por la industria
españolal.
4. Por no existir la producción nacional.
Los artículos que, cumpliendo cualquiera de estas excepciones, pudieran ser 
adquiridos en el extranjero aparecerían anualmente en una relación publicada en la Gaceta 
(art. 2). Las obligaciones de la Ley se hacían extensivas a los contratos de servicios y obras 
provinciales y municipales y a las concesiones de servicios y obras públicas (art. 3).
1 Reglamento11, aclaraba dos conceptos claves: qué se entendía por productor nacional y a 
quién correspondería formar la lista de productos para cuya adquisición se admitía la 
competencia extranjera en los servicios del Estado. El productor nacional era definido por 
la intersección de dos características: la nacionalidad del productor y el lugar donde se 
efectúa la producción. Por tanto, los beneficiarios de la ley eran los españoles, o Compañías 
de nacionalidad española, que realizaran su producción en España.
La segunda cuestión hacía referencia a un aspecto importante para la aplicación de 
la ley. Tal como estaba redactada, la garantía de la nacionalización de la producción en los 
servicios del Estado se encontraba en la redacción de la lista anual de productos en los que 
se admitía la competencia extranjera. Desde la formación de la primera relación, la industria 
nacional intentó eliminar de ella sus productos, participando en las Comisiones que la 
redactaron o protestando ante el Presidente del Consejo de Ministros cuando sus productos 
aparecían en la lista. El Reglamento creaba una Comisión para controlar el correcto 
funcionamiento de la ley. La Comisión Protectora de la Producción Nacional se constituye, 
de este modo, en un elemento clave para comprender el funcionamiento de las disposiciones 
de apoya a la industria, por cuanto posteriormente se convertirá también en el organismo que
11 R. D. 23 de febrero de 1908 (Gaceta del 25).
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Al no contarse con un organismo que redactara la primera relación (la creación de la 
Comisión Protectora se realizó en 1908), Maura, Presidente del Gobierno en esos momentos, 
encargó al Subsecretario de la Presidencia, E. Ortuño, la recopilación de los informes que 
se habían solicitado a los Ministerios para crear la primera lista14. Las contestaciones 
ministeriales se mostraban reacias a la aplicación de la ley15. Las razones de las reticencias 
eran variadas: encarecimiento de las compras al limitar la competencia, imperfección de la 
producción española, demoras en el suministro, falta de conveniencia en su aplicación a las 
colonias. Algunos ministerios importantes, como el de Marina, no contestaron. Otros 
adujeron falta de datos estadísticos de la industria privada16.
Ante la falta de disposición de los Centros Públicos por ponerla en funcionamiento, 
los industriales, interesados en que sus productos no aparecieran en la relación, formaron,
14SR.O. Circular de 14 de marzo de 1907.
15 AGAE, Informe acerca de las contestaciones dadas por los departamentos Ministeriales a la RO circular de 
14 de marzo de 1907. Fondo del Archivo de Presidencia del Gobierno, caja 149.
16 El Ministerio de Estado advertía de la imposibilidad de aplicarla a las colonias debido 
a la urgencia de los servicios confiados al Negociado de Obras Públicas, la distancia que las 
separa de la metrópoli, y la falta de datos estadísticos: MQue la perentoriedad de los servicios 
que en los Territorios españoles del Golfo de Guinea lleva el Negociado de Obras Públicas 
de auqella colonia, la distancia extraordinaria que de ellas nos separa, la falta de 
comunicaciones frecuentes con la metrópoli, así como la carencia de una estadística sería y 
completa para conocer a priori las necesidades de quel organismo, son obstáculos para 
implantar allí el precepto legislativo, originanado una excepción de las que la referida ley 
puntualiza, sin perjuicio de recomendar a su Gobierno general la conveniencia de preferir en 
cuanto sea posible los productos nacionales". El Ministerio de Guerra era abiertamente 
contrario a su aplicación. Citaba como la protección a la industria nacional por una R.O. 
anterior había elevado el coste del éter sulfúrico desde 78,80 pesetas hasta 250. En 
consecuencia, rechazaba la norma "por mermar los escasos recursos del material de 
Artillería" puesto que se produciría un incremento del coste de los suministros públicos. 
Además hacía notar "que, si bien hay industrias que pueden fabricar en condición 
determinados artículos, es tan lenta su producción que no pueden atender los pedidos enplazo 
aceptable". Hacienda, por su parte, advertía de la necesidad de "estudiar las consecuencias 
que ha de traer la observación estricta de la ley a las elaboraciones y servicios oficiales, y 
que debe, por tanto, modificarse profundamente, si parece oportuna la indicación de las 
dificultades que han de hallarse para el cumplimiento de la misma". AGAE, Informe acerca 
de las contestaciones dadas por los distintos Departamentos Ministeriales a la R. O. circular 
de 14 de marzo de 1907, Fondo del Archivo de Presidencia del Gobierno, caja 149.
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a principios de marzo, un Comité para vigilar su redacción, en el que participaban el 
Fomemto del Trabajo Nacional, la Unión Industrial de Asturias y las ligas Vizcaína y 
Nacioraal de Productores17. Ante las reclamaciones que se preveía que iban a presentar, la 
Real Orden que publicaba la lista provisional en la Gaceta18 (en la que se incluían como 
artículos en los que se admitía la competencia extranjera los carbones, las máquinas de 
vapor, las máquinas y coches de ferrocarriles y tranvías, algunas clases de aceros y los 
cementtos, entre otros productos) constituía una Comisión para examinar las reclamaciones 
y redactar la lista definitiva. La formaban ocho Delegados de los Ministerios y ocho vocales 
representantes de los productores, cuatro designados por el Ministerio de Hacienda entre los 
vocales de la Junta de Aranceles y Valoraciones y otros cuatro por el Ministro de Fomento 
entre los Vocales del Instituto Superior de Agricultura, Industria y Comercio. En calidad de 
representantes de los productores participaron en la Comisión importantes miembros de la 
industria catalana, como Luis Muntadas y Luis Comet, y vasca, como Pablo de Alzóla y 
Joaquín Angoloti19.
Ante la Comisión se presentaron 51 reclamaciones por parte de las organizaciones 
patronales y las principales fábricas del país. La Liga Vizcaína de Productores y La 
Maquinista Terrestre y Marítima presentaron ocho instancias cada una de ellas; seis, la Unión 
Industrial Asturiana; cuatro, La industria Eléctrica y La Sociedad de Construcciones 
Mecánicas; tres, la Sociedad Navegación e Industria. Otras entidades también presentaron 
reclamaciones, como la Hullera Española, la Liga Asturiana, la Sociedad de Tubos Forjados
17 Arana (1988), pp. 535-536.
18 R. O. de 3 de mayo de 1907 (Gaceta del 4).
19 La composición de la Comisión era la siguiente: Presidente, Cristóbal Colón y de la Cerda, Duque de 
Veragua. Vocales por los Ministerios, Alfonso Merry del Val (por el Ministerio de Estado), Agustín Hidalgo de 
Quintana (por el de Gracia y Justicia), Arturo Díaz Ordó&ez (por el de Guerra), Enrique García Angulo (por el de 
Marina), Luis Espada (por el de Hacienda), Eliseo Rodríguez(por el de Instrucción Pública) y Lorenzo Muñiz (por 
el de Fomento). Los ocho vocales representantes de la producción eran Pablo de Alzóla, Javier Becerril, Luis Cornet 
y Luis Muntadas, por la Junta de Aranceles y Valoraciones, y Félix Suárez Inclán, Francisco Arrillaga, Joaquín 
Angoloti y José del Prado y Palacio. A pesar de que esta es la composición de según la Orden de Presidencia, en 
la Memoria presentada al Presidente del Consejo se señala Presidente a Luis Muntadas, Vicepresidente a Pablo de 
Alzóla, y Secretario a Luis M“ Cabello. AGAE, Memoria de la Comisión. Fondo del Archivo de Presidencia del 
Gobierno, caja 149.
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de Bilbao, la Papelera Española, y diferentes individuos a título particular.
Como resultado de su actuación, 35 artículos resultaron excluidos de la lista elaborada 
por los Ministerios. Entre ellos se encontraban los cementos, los motores de vapor de todas 
clases, motores eléctricos de tracción hasta 60 caballos, coches de todas clases para 
ferrocarriles y tranvías y locomotoras hasta 40 toneladas. El carbón, sin embargo, no resultó 
excluido de la relación20. Además de atender las reclamaciones, la Comisión realizó un 
trabajo de especificación de todos los productos incluidos en la lista, en cuanto a potencia 
máxima a partir de la cual se podía admitir competencia en las máquinas, calibre de los hilos 
y tamaño de las planchas de acero, excluyendo de la competencia los productos de menor 
exigencia. La relación de productos en los cuales se admitiría la competencia extranjera así 
redactada fue aprobada sin ninguna modificación por el Gobierno y publicada en la 
Gaceta21.
Hay que destacar de este proceso la intensa participación de los empresarios. La 
escasa participación de los representantes ministeriales otorgaba la mayoría a los industriales 
en la mayor parte de las ponencias en las que se dividió la Comisión para trabajar22, siendo 
presidentes de casi todas23. La desidia de los funcionarios, por tanto, dejó en manos del
20 "Debe hacerse constar aquí que la Comisión admitió la concurrencia extranjera para los carbones nacionales, 
para la navegación de altura en los buques de combate; lo hizo convencida de que algunas de nuestras hullas 
españolas reúnen condiciones de bondad suficientes para poder emplearse en los buques de guerra; pero la Comisión 
que conoce las dificultades con que se ha tropezado la adoptación (sic) de los carbones nacionales en la industria y 
en la Marina mercante, no podía sustraerse a la realidad de que estas mismas dificultades habrán de presentarse en 
la Marina de guerra. Y como no estaba en su ánimo entorpecer de ningún modo los servicios, animados de gran 
espíritu de concordia se admitió la concurrencia extranjera para este producto nacional para la navegación de altura 
en los buques de combate.
Pero debemos decir con toda lealtad, que la excepción no debe ser definitiva, sino temporal.” Ibidem.
21 R. O. de 29 de julio de 1907 (Gaceta del 1 de agosto).
Siete fueron los grupos en los que se dividió la Comisión: I o- Carbones, cementos y productos refractarios, 
al que se presentaron 8 reclamaciones; 2°- Industrias metalúrgicas, construcciones metálicas, material flotante y 
máquinas de elevar pesos, con 11 reclamaciones; 3°- Máquinas motrices y operadoras en general, con 12 
reclamaciones; 4o- Material eléctrico y cables, con 9 reclamaciones; 5o- Material para ferrocarriles y tranvías, con 
4 reclamaciones; 6o- Material científico, con 2 - reclamaciones; y 7o- Varios, que atendió 5 reclamaciones. AGAE, 
Memoria de la Comisión, Fondo del Archivo de Presidencia del Gobierno, caja 149.
23 Arana (1988), p. 539.
191
LA LEY DE PROTECCIÓN A LA INDUSTRIA NACIONAL
sector privado la fijación de los productos merecedores de una protección adicional.
Aunque anualmente la lista debía ser sometida a revisión la comparación entre dos de 
ellas, la segunda, que estuvo en vigor en 1909, y la que estuvo en vigor en 1920, nos 
muestra que apenas se produjeron variaciones entre ellas24. Los más de diez años 
transcurridos entre una y otra fecha no han afectado a la estructura de la lista: 
aproximadamente el 90 por ciento de los productos que aparecían en la primera se mantienen, 
sin que se produjera la inclusión dé más de una decena, como automóviles de campaña, 
hornos de gas y eléctricos, máquinas para el proceso de acuñación de moneda, productos 
químicos, como el sodio, cloro, alcanfor y alcohol metílico,... . Por otro lado, pocos fueron 
los que salieron de la relación. Es decir, la industria nacional había comenzado a producirlos 
o había mejorado su estructura de costes hasta reducir la diferencia de precios españoles y 
precios internacionales. Entre ellos, la producción de ladrillos, de locomotoras de más de 40 
toneladas y de automóviles para la limpieza urbana25.
Otro aspecto es también interesante resaltar de la comparación de las dos listas. La 
permanencia de los productos protegidos nos enseña la perdurabilidad de la labor emprendida 
por los grupos empresariales en la primera década del siglo. Perdurabilidad que fue 
celosamente vigilada durante todo el periodo de vigencia de la Ley.
24 He escogido la segunda en lugar de la primera para tomar un periodo cercano a la entrada en vigor de la Ley 
pero en el que ya se hubieran podido corregir los defectos de la primera lista.
25 La Comisión Protectora de la Producción Nacional comentaba esa escasa renovación 
de la lista en su Memoria de 1920-1921: "Contiene la relación [de 1922] 335 conceptos que, 
por desdoblamiento de algunos, se elevan a 338. Pues bien, 261 de esos conceptos figuraron 
ya en la primera relación de 1908, de la cual sólo han sido eliminados en el transcurso de 
quince años, 19 artículos o grupos de artículos. No es difícil sostener que son muchas más 
de 335 las cosas que pueden necesitarse para servicios y obras públicas, que no se producen 
en España; pero no es más difícil afirmar, leida la relación, que figuran en ella cosas que en 
España pueden obtenerse tan pronto como el Estado se decida a estimular su producción y 
que deberían producirse por ser esenciales a la defensa nacional". Comisión Protectora de 
la Producción Nacional (1922).
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le correspondía26.
La ayuda que la Ley de 1907 otorgaba a la industria tenía dos niveles. En el primer 
nivel, el Estado prohibía la importación de ciertos productos para ser utilizados en los 
contratos públicos. Esta era la tarea de la lista que anualmente se aprobaba y se publicaba 
en la Gaceta. Sin embargo, cuando las subastas estatales resultaran desiertas porque la 
industria española no había presentado proposiciones o porque estas fueran inadmisibles, el 
reglamento establecía un segundo mecanismo de protección. En este segundo nivel se 
establecía que los productos españoles serían todavía preferidos a los extranjeros si aquellos 
eran hasta un 10 por ciento más caros que los foráneos. La ley fijaba, por tanto, una 
protección mínima adicional de ese porcentaje sobre los derechos arancelarios.
La inclusión de un excesivo numero de artículos en la lista anual podía recargar el 
presupuesto. Los Ministerios fueron los que con mayor insistencia llamaban la atención de 
la Comisión en sus propuestas de modificaciones de la relación anual sobre el incremento de 
coste derivado de la adquisición de productos nacionales cuando los extranjeros eran 
considerablemente más baratos, haciendo recaer sobre los presupuestos ministeriales el coste 
de la protección. El Ministerio de la Guerra, en concreto, señalaba que en la compra de latón 
para vainas metálicas de cañón la casa extranjera ofrecía un precio de 204 francos los cien 
kilos, lo que agregando los derechos arancelarios (ochenta pesetas) y el quince por ciento de 
cambio ascendía el precio total a trescientas veintiséis pesetas. La oferta de la industria 
nacional alcanzaba las trescientas sesenta y cinco pesetas y además, argumentaba el 
Ministerio, perdía el Estado las ochenta pesetas por cada cien kilos correspondientes a los 
derechos arancelarios27.
26 La propia Comisión selñalaba las dificultades que tenía para cumplir sus funciones: "De estos cometidos sólo 
a los tres primeros ha podido hasta ahora atender la CPPN, por haberle faltado en absoluto personal y recursos 
económicos para las inspecciones y gestiones inherentes al cuarto y para organizar las pesquisas y editar las 
publicaciones consiguientes al quinto" Comisión Protectora de la Producción Nacional (1919), p. 18.
27 La respuesta de la Comisión ante esta reclamación no deja lugar a dudas acerca de los 
objetivos de los grupos empresariales que la formaban: el presupuesto del Estado debía 
encontrarse dispuesto al socorro de la industria." Es verdad que al parecer resulta más
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La actuación de la Comisión trasluce el concepto que las grandes organizaciones 
empresariales representadas tenían del sector público. El Estado debía estar al servicio de la 
industria y sacrificar otras funciones a la creación de riqueza, equivalente a desarrollo 
industrial. Llama la atención que no se mencionen las repercusiones que para el presupuesto 
estatal tendría el encarecimiento de los suministros consecuencia de la aplicación de la ley. 
No parecen darse cuenta que esas repercusiones iban más allá del 10 por ciento fijado por 
la propia Comisión como margen protector aceptable, puesto que, como señalaba el 
Ministerio de la Guerra, la pérdida de los derechos arancelarios al sustituir los productos 
extranjeros por los nacionales obligaba al presupuesto a asumir el aumento de los costes de 
los servicios públicos y la minoración de los ingresos arancelarios.
Conocidas las insuficiencias tradicionales de la Hacienda española, que después de 
unos años de superávit presupuestarios a partir de la reforma de Villaverde volvía a conocer 
el déficit, la asunción de nuevas cargas y la disminución de ingresos no podía sino acentuar 
los problemas de la Hacienda. La incapacidad para realizar una reforma tributaria que 
acabara con los déficit obligaba a acudir a la financiación con deuda. Ante mercados 
estrechos de capitales, la adquisición de los títulos públicos por bancos y particulares tenían 
que repercutir sobre las condiciones de financiación de las pequeñas empresas industriales. 
Aunque es posible que las que recibieran la protección, como veremos a continuación, fueran 
grandes empresas ligadas a los bancos, y que por tanto no sufrieran las restricciones de
ventajoso comprar productos extranjeros cuando éstos, descontado el derecho de Aduanas, 
son más baratos que los nacionales similares; y que comprando el producto nacional, el 
Tesoro se priva de la recaudación del impuesto arancelario; pero los más rudimentarios 
principios de economía y buen gobierno quitan toda fuerza a ese argumento. El derecho 
arancelario antes que el carácter fiscal tiene por objeto proteger y desarrollar la industria del 
país y compensar las cargas y -tributos que esta satisface, a los que no está sujeta la 
extranjera. Comprando el Estado en el extranjero lo que necesita para satisfacer sus 
necesidades, es posible que en algunos casos, o quizá en muchos, obtenga una economía en 
el precio, pero se correrá el gravísimo riesgo de que la producción y la riqueza nacional 
desapareciesen y con ellas las fuentes del presupuesto de ingresos, y se convierta la nación 
en un pueblo de mendigos que careciera de los recursos más indispensables para la vida". 
AGAE, Acta de la reunión de la Comisión Protectora de la Producción Nacional celebrada 
el 20 de junio de 1908. Fondo del Archivo de Presidencia del Gobierno, caja 149.
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financiación, y que fueran los pequeños negocios, no pertenecientes a los grandes sectores 
de la economía, los que sufrieran las repercusiones de la protección.
De todos modos, el aspecto que más preocupó a la CPPN fue el control de la 
efectividad de la Ley, que encontraba su principal obstáculo a su puesta en práctica en el 
desconocimiento de los centros administrativos de los mecanismos creados para la ayuda a 
la protección nacional, por lo que continuaban funcionando las normas anteriores sin 
adaptarlas a la nueva disposición. Por otra parte, muchos centros no dependientes 
directamente del Estado y sobre los que tenía un menor control, como las Juntas de Obras 
de Puertos, Ayuntamientos o Diputaciones, no se encontraban dispuestos a sacrificar sus 
presupuestos para cumplir los fines de la ley.
Su aprobación había mejorado las expectativas de las industrias, pero los problemas 
para ponerla en marcha podían peijudicar las esperanzas levantadas. Así opina al menos La 
Industria Eléctrica, sociedad barcelonesa que presentaba una queja ante la CPPN acerca del 
incumplimiento de la ley28:
"Cuando se promulgó la ley de 14 de Febrero de 1907, los productores 
Españoles concibieron las más halagüeñas esperanzas creyendo que se había 
concluido para siempre la preterición en que la Administración del Estado 
tenía sus productos, aun aquellos cuya bondad y excelencia no daban lugar a 
la menor duda: pero es el caso que tan luego de puesta en vigor y publicado 
su reglamento, todas aquellas legítimas esperanzas de los que elaboraron por 
el engrandecimiento de nuestra Patria, no perdonando sacrificio de ningún 
genero para desarrollar en ella industrias indispensables para su independencia 
económica, ven envueltos en densa nebulosa todas aquellas esperanzas, todos 
aquellos justísimos deseos, tan patentemente expuestos en el texto de la ley de 
su Reglamento, ante los manejos de los enemigos de nuestra producción, y por 
ende de nuestro engrandecimiento."
AGAE, Reclamación de la sociedad "La Industria Eléctrica” de Barcelona ante la Comisión Protectora de 
la Producción Nacional, 18 de octubre de 1908. Fondo del Archivo de Presidencia del Gobierno, caja 470.
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O, como advierte la Sociedad Española de Construcciones Metálicas29'.
" (...) a pesar de lo terminantemente dispuesto en la citada Ley es seguro que 
no ha de lograrse el laudable propósito perseguido por ella, si como hasta 
aquí, los centros y corporaciones oficiales, principalmente obligados a su 
observancia, prescinden de su cumplimiento y hacen caso omiso, en los 
contratos que celebren, de lo en la misma ordenado."
El principal motivo de incumplimiento de la ley se encontraba en la no inclusión en 
los pliegos de condiciones de las subastas o concursos de obras y servicios convocadas por 
Ayuntamientos y Diputaciones de una base en la que se advirtiera de la concordancia de las 
mismas con la ley de protección. Como resultado, se admitía en primera subasta la 
competencia de la industria extranjera que solía llevarse las contratas por su menor precio30.
La Administración intentó incitar al cumplimiento de la disposición a través del envió 
de Reales Ordenes a los centros administrativos. Una de 28 de mayo de 1908 ordenaba la 
inserción en todo anuncio de subasta o concurso de una clausula disponiendo el cumplimiento 
de la ley. Si bien esta primera puede interpretarse como un intento de dar a conocer sus 
preceptos, dado el poco tiempo transcurrido desde su aprobación, el 16 de enero de 1913 se 
publicó en la gaceta una R. O. que recordaba a las Diputaciones y Ayuntamientos "la 
obligación de someterse en sus contratos a la Ley de Protección a la Industria de 1907". 
Apenas año y medio más tarde, volvió a repetirse el mismo recordatorio.
Por otro lado, a petición del Presidente del Comité Ejecutivo del Primer Congreso
29 AGAE, Reclamación de la "Sociedad Española de Construcciones Metálicas" ante la Comisión protectora 
de la Producción Nacional, 1 de agosto de 1908,Fondo del Archivo de Presidencia del Gobierno, caja 477.
30 Véase, por ejemplo, entre los documentos que se encuentran en el AGAE, Fondo del Archivo de Presidencia 
del Gobierno, el Acta de la reunión de la Comisión Protectora de la Producción Nacional celebrada el 20 de junio 
de 1908, en la caja 149 y las Reales Ordenes circulares que se encuentran en la caja 146 sobre reclamaciones de "La 
Maquinista Terrestre y Marítima".
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Nacional de Industrias Metalúrgicas, el Presidente del Consejo de Ministros se vio en la 
necesidad de recordar a los Ministros que "se excite el celo de V. E. para que la Ley de 14 
de febrero de 1907 sobre protección a la producción Nacional rija no sólo en las concesiones 
y servicios que se otorguen al presente por ese Departamento sino para que procure imponer 
su aplicación a las que se hayan otorgado con anterioridad a la publicación de la Ley."31
Lo anterior es un indicio de las dificultades que se encontraron para hacer cumplir 
las medidas protectoras. En consecuencia, las entidades empresariales presionaron sobre el 
Gobierno, bien a través de la CPPN cuando estaban representadas en ella bien mediante 
quejas y reclamaciones directamente al Presidente del Consejo de Ministros.
Conocemos la actitud de la Liga Vizcaína de Productores ante la Ley. La Liga se 
encontraba representada en la CPPN por medio de Pablo de Alzóla y de Joaquín Angoloti, 
lo que sin duda repercutió en que las reclamaciones que efectuó a la lista de variantes 
propuestas por los Ministerios a la relación anual fueran siempre admitidas en los primeros 
años de funcionamiento de la Comisión32. Y es esa misma influencia la que le permitía 
afirmar, ya en 1908, "desde el primer día, con constancia y método, reclamando contra los 
varios anuncios que se insertaron en la Gaceta de Madrid, conseguimos que la Ley fuera 
adquiriendo eficacia, en mayor grado cuando se veía que existía en España una entidad que 
se dedicaba a velar por su observancia"33, optimismo que reafirmaba en 1912: "la exquisita 
atención que, desde la promulgación de la ley, prestamos a su observancia constituye una de 
las más poderosas causas que influyen en su arraigo, cada día más creciente, en las prácticas 
de la Administración española"34 y en 1913 "su arraigo en las prácticas administrativas 
progresa de día en día, con tangible beneficio para los intereses generales el país y para los
31 AGAE, Real Orden circular de 21 de julio de 1913, Fondo del Archivo de Presidencia del Gobierno, caja
146.
32 Aiana (1988), pp. 540-541.
33 Mjmoria de la LVP para 1908, citada en Arana (1988), p. 540.
34 Mímoria de la LVP para 1912, Ibídem. p. 546.
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Las industrias también reconocían los efectos beneficiosos de la mejora de las 
expectativas en los momentos posteriores a la aprobación y del aumento de la demanda 
promovido por la aplicación. Así, la Sociedad Española de Construcciones Metálicas 39, en 
1908, y La Maquinista Terrestre y Marítima40, en 1913, achacaban a la protección legal el 
crecimiento de su producción:
En resumen, todos los testimonios que hemos recogido muestran una valoración muy 
favorable de sus efectos sobre la industria española en sus primeros años de vigencia. 
Valoración basada en el crecimiento de la demanda de productos nacionales que la sustitución 
de importaciones promovida por la legislación obligó a llevar a cabo en los servicios del 
Estado, a pesar de los costes que hacía recaer sobre los sectores no beneficiados. Costes que 
podemos resumir en las cargas que sobre el presupuesto estatal imponía el mayor precio de 
los productos ahora adquiridos y la disminución de los ingresos arancelarios por la reducción 
de la corriente importadora. Con todo, los organismos oficiales realizaban un balance 
positivo de los efectos de la Ley antes de la guerra mundial.
El cambio de coyuntura económica provocado por el final del conflicto bélico, parece
los efectos de la ley de 14 de febrero de 1907 se hacen hoy palpables ganando por momentos en intensidad y 
extensión, pudiendo cada día inscribirse en la bandera de la producción española, una industria más un producto 
nuevo del que el Estado español y todas sus dependencias se emancipan de la tutela extranjera; y aquí importa 
consignar que ha podido avanzarse en los términos hoy alcanzados dentro de los fines de la ley Protectora por el 
empeño y simpatía con que los representantes dignísimos de los departamentos ministeriales han compartido el deseo 
y aspiración de los vocales Productores haciéndose una labor identificada abriendo brecha y marcando el surco al 
paso de la producción española". AGAE .Memoria de la Comisión Protectora de la Producción Nacional 
correspondiente al año 1913, Fondo del Archivo de Presidencia del Gobierno, caja 150.
39"Desde la promulgación de la Ley, la Sociedad Española de Construcciones Metálicas, contando con que sus 
disposiciones no serían letra muerta, dio gran impulso a la construcción de grúas de todas clases, dotando para ello 
a una de sus fábricas (Talleres de Zorroza) de toda clase de elementos, en forma, que hoy aquel establecimiento, 
por los aparatos y medios acumulados en él puede satisfacer las necesidades del mercado nacional y competir 
ventajosamente con los similares del extranjero, por la perfección de la mano de obra y la bondad de las máquinas 
que fabrica." AGAE, Reclamación de la "Sociedad Española de Construcciones Metálicas" ante la Comisión 
protectora de la Producción Nacional, 1 de agosto de 1908, Fondo del Archivo de Presidencia del Gobierno, caja 
477.
40"Que siendo la principal base de su trabajo y de su desarrollo la Ley de Protección a la Producción Nacional 
de 14 de febrero de 1907, tiene especial cuidado en que ninguno de los artículos de su producción se encuentren 
comprendidos en la relación de los artículos o productos para cuya adquisición se admite la competencia extranjera". 
AGAE, Fondo del Archivo de Presidencia del Gobierno. Legajo 94, n° 14.
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haber modificado el grado de exigencia de la CPPN del cumplimiento de la legislación, sin 
duda provocada porque se hacía más necesaria la demanda del Estado para sustituir la 
demanda exterior. La neutralidad de la economía española durante la guerra le había 
permitido sustituir las mercancías de los países beligerantes tanto en los mercados nacionales 
como en los internacionales. Al calor del incremento de la actividad económica habían 
surgido nuevos centros productivos y se habían ampliado las instalaciones antiguas. El final 
de la guerra tenía que provocar el fin de un auge asentado sobre factores coyunturales.
La Ley de Protección a la Industria era un instrumento de política económica 
apropiado para intentar frenar la crisis provocada por la vuelta a la normalidad. La 
desaparición de las circunstancias excepcionales en las que se había desarrollado la industria 
española suponía el retomo de la competencia exterior y de nuevo las dificultades para 
introducir los productos en mercados abiertos a una competencia renovada. La respuesta a 
la nueva situación se encaminó hacia el retomo a la protección estatal, recurriendo a viejas 
leyes, como la de 1907 y promoviendo otras nuevas formas de protección, como las de la 
ley de 1917 de auxilios a las industrias.
Así lo contemplaba la CPPN, cuando en las conclusiones del estudio sobre la crisis 
de 1921 dedicaban la séptima a proponer la "rigurosa aplicación de la Ley de 14 de febrero 
de 1907 para la protección de la industria nacional"41. Y de nuevo en 1923, cuando de 
nuevo elaboró un trabajo sobre la crisis económica, la CPPN recomendaba el control de las 
infracciones a la ley 42.
Lo que llama la atención no es la reclamación de los intereses industriales de una
41 AGAE, Informe sobre la actual crisis del trabajo. 22 de abril de 1921. Fondo del Archivo de Presidencia 
del Gobierno, caja 148,
42 "Que se proceda con el mayor rigor, mediante la más celosa inspección contra toda infracción directa o 
indirecta de la ley de 14 de febrero de 1907 para protección del trabajo nacional, al objeto de que se invierta en el 
país cuanto el país gaste por medio del Estado y de las Corporaciones locales y de sus respectivos contratistas y 
concesionarios, organizando y concentrando cuanto sea posible los pedidos al objeto de que sea más efíciente el 
estímulo al mejoramiento y desarrollo de la producción" Comisión Protectora de la Producción Nacional (1923b).
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mayor protección, sino la necesidad de pedir el cumplimiento de la legislación, de la que tan 
satisfechos se mostraban durante los primeros años de su vigencia. En otras palabras, después 
de la guerra la ley de 1907 no se cumplía como lo había hecho antes. La presión para que 
esta situación se corrigiera formó parte de la estrategia empresarial para salir de la crisis de 
postguerra.
A partir de 1918, la Comisión Protectora de la Producción Nacional señala en sus 
memorias anuales el escaso eco que sus preceptos tenían en los centros oficiales. El 
Reglamento obligaba a que todos los pliegos de condiciones y contratos en los que 
intervinieran el Estado y las administraciones provinciales y locales debían ser remitidos a 
la Comisión. Esta apenas recibió 195 en 1918, 190 en 1919, 195 en 1920 y 215 en 1921. 
"¿Quién se podrá creer que no sean más que esos los actos de tal clase realizados durante 
todo un año por la Administración pública en la esfera nacional y en las esferas locales?", 
afirmaba la Memoria de 1921-192243.
¿Por qué no se cumplía la ley?. No parecen existir razones nuevas a las ya señaladas 
para los años anteriores a la guerra. Las quejas empresariales hacen patente la reducción de 
la demanda que el final de la guerra había provocado y la necesidad de sustituirla por otros 
mercados. Por tanto, al responder la campaña de protestas a una estrategia para salir de la 
crisis, las causas del incumplimiento repiten las que ya se habían dado antes. Los centros 
administrativos, y especialmente aquellos sobre los que el poder directo del Estado no se 
hacía demasiado presente, no estaban dispuestos a asumir en sus presupuestos el sobrecoste 
de la protección a la industria nacional, ocasionado por tener que comprar productos más 
caros, y en ocasiones de peor calidad, sin que a ellos se les hubiera aumentado el presupuesto 
de gastos44. Además, la industria nacional necesitaba un plazo mayor que la extranjera para
Comisión Protectora de la Producción Nacional (1922), p. 13. La mismaqueja se había expuesto tres años 
antes: "Tal número de pliegos de condiciones y de contratos, a los once años de vigencia de la ley, es suficiente 
prueba del escaso respeto que a los organismos oficiales inspira, por regla general, el cumplimiento de ella". 
Comisión Protectora de la Producción Nacional (1919), p.18.
44 "Las deficiencias que respecto a ella [la ley de 1907] apuntábamos en la Memoria anterior se han acentuado
durante el periodo que abarca la presente, porque la excepcional baratura relativa con que industrias extranjeras han
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Ante el incumplimiento de la ley, los principales sectores industriales protestaba ante 
la Comisión. Es especialmente significativa de esas protestas la instancia dirigida por 
importantes sociedades industriales48 a la Presidencia del Consejo de Ministros, en 
noviembre de 1922 :
"Siendo notorio el incumplimiento de la ley de protección a la Producción 
Nacional de 14 de febrero de 1907, por varias dependencias del Estado y 
Corporaciones oficiales y la pasividad de determinados organismos para 
hacerla cumplir, hoy más que nunca debe velarse por el más extricto (sic) 
cumplimiento de tan patriótica Ley’
‘Las naciones que han estado en guerra, acuden a todos los medios para 
recuperar los mercados que perdieron durante ella.
‘Precisamente la anormalidad que creó en el mundo entero la citada guerra, 
demostró bien a las claras la necesidad de tener en el país industrias propias 
que nos relevaran del yugo de la industria extranjera’
‘Al amparo de tan patriótica ley y de la del 2 de marzo de 1917 de auxilios 
a las industrias, se han creado fábricas y talleres, se han ampliado otras, se 
han constituido Sociedades, se han reunido iniciativas y capitales, se ha 
despertado, en suma, una actividad alentadora, sentándose las bases de la 
producción nacional, determinándose simultáneamente como consecuencia 
inmediata de ese progreso, el aumento del personal obrero que hoy no tiene 
que recurrir a la emigración, comenzando España a sentir en el aspecto 
industrial los beneficios de su propia producción.’
‘Todo esto, Excmo. Señor, desaparecerá si el mercado es invadido por 
productos manufacturados fuera de España y la industria española no podrá
aplicación ni patriótico deseo de proteger el trabajo español; pues la misma Administración Pública parece tocada 
a veces de dañina indiferencia, cual si estuviese inficionada con el triste prurito que en nuestra sociedad lleva a no 
pocos preferir, hasta inconsciente e irreflexivamente en muchos casos, todo lo exótico a lo propio y castizo, con 
grave daño siempre, y agravio, injusto y frecuente, de lo nuestro. Así no es de extrañar que esas pueriles 
sobrestimaciones de lo de fuera, hasta en aquello que no aventaja a lo de dentro, impidan, con mayor motivo, que 
apenas nadie se contente con lo bueno o aceptable en casa producido, cuando no es tan perfecto como lo fabricado 
en casa ajena". Comisión Protectora de la Producción Nacional(1919), p. 21.
48 Estas sociedades eran la Asociación Nacional de Industrias Metalúrgicas, Sociedad 
Española de Construcciones Metálicas, Sociedad "Jareño" de Construcciones Metálicas, 
Sociedad Española de Construcciones Babcock & Wilcox, Hispano-Suiza, E. Grasset y Cía. 
Ingenieros, Sociedad Española de Construcción Naval, La Maquinista Terrestre y Marítima, 
Material para Ferro-carriles y Construcciones, Unión Industrial y Metalúrgica, 
Torrás-Herrería y Construcciones, Industrias Siderúrgicas, Aceros Hispania, Fundición 
Escorsa, Altos Hornos de Vizcaya y Aceros San Martín, además de otras dos sociedades 
cuyo nombre no se distingue en la instancia presentada. AGAE, Fondo del Archivo de 
presidencia del Gobierno, caja 148.
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incrementar su producción de transformados metálicos. Otro ejemplo lo ofrece el crecimiento 
de la producción de elementos para el ferrocarril. La renovación del material móvil 
deteriorado por la falta de reposición durante la guerra y el incremento de su uso al que se 
vio sometido, unido a la crisis de las empresas ferroviarias obligó al Gobierno a acudir en 
su ayuda. Esta ayuda consistió en la adquisición de material por cuenta del Estado que 
después entregaba a las empresas. Estando en vigor la ley de 1907, este material debía de 
adquirirse a las empresas nacionales. Con el apoyo de la CPPN las empresas que se 
presentaron al concurso para su adquisición lograron que les fuera adjudicado. Como 
consecuencia, la fabricación nacional de locomotoras pasó de ser de 3 en 1919 y 2 en 1920 
a 11 en 1921, 24 en 1922 y 38 en 1923.
Otro ejemplo de los efectos favorables de la ley lo ofrece el crecimiento de la 
industria del cemento Portland a raíz de las obras de infraestructura, en particular la 
construcción de pantanos y la ampliación y modernización de los puertos, en las dos primeras 
décadas del siglo49. La demanda del Estado, destinada a la industria nacional, por tanto, está 
en la base del crecimiento de las industrias pesadas en el primer tercio del siglo XX.
49 Vea* Comisión Protectora de la Producción Nacional (1917b) y Gómez Mendoza (198 )
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7. LA LEY DE FOMENTO DE LAS INDUSTRIAS MARITIMAS
LOS ANTECEDENTES
Las industrias marítimas desempeñan en el conjunto de la estructura económica de 
cualquier país un papel relevante. Su conexión con el comercio nacional e internacional y con 
las industrias nacionales hace de ellas un caso típico de industria con encadenamientos de 
importancia. Las industrias marítimas generan encadenamientos "por el lado de la oferta” o 
"hacia delante" como consecuencia de la reducción del coste de transporte que supone la 
mejora de las artes de navegación y que permite reducir el tiempo de viaje con la 
consiguiente reducción de los inventarios necesarios por los comerciantes para hacer frente 
a la demanda o la disminución de la pérdida de productos perecederos en la travesía. Los 
encadenamientos "por el lado de la demanda" o "hacia detrás" surgen a raíz de la demanda 
derivada que la construcción naval realiza a aquellas industrias suministradoras de factores 
de producción para la construcción de un buque, como fue la industria de la madera durante 
buena parte del siglo XIX, y más tarde la industria siderúrgica cuando los cascos de los 
barcos comenzaron a fabricarse de hierro y acero, o la industria de construcciones mecánicas 
(calderas, motores, máquinas). La promoción de la construcción naval podía, en 
consecuencia, generar aumentos de "la riqueza nacional", tal como se expresaba la retórica 
económica del siglo XIX.
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La industria de construcción naval conoció un escaso desarrollo en España durante 
el siglo. Los problemas para su crecimiento radicaban en la dificultad de competir con los 
constructores extranjeros ante la falta de madera, principal materia prima. La demanda se 
dirigía principalmente a las importaciones, que ofrecían precios competitivos con la 
producción nacional. Por otra parte, esa demanda escaseaba incluso para los buques 
importados. El atraso y el lento crecimiento de la economía española generaban una reducida 
necesidad de servicios de transporte, sobre todo a raíz de la pérdida de las colonias 
continentales americanas1. Problemas de oferta y escasez de demanda incapacitaban a la 
construcción: naval para adquirir, por sí sola y sin la ayuda del Estado, un tamaño adecuado 
a las potencialidades del país.
Por tanto, la política económica, imbuida de la importancia de contar con una gran 
flota mercante, mantuvo siempre su apoyo a las industrias marítimas. Al formar éstas dos 
ramas con intereses tan dispares, en ocasiones, como los navieros y los constructores, 
dependientes los segundos de los primeros y éstos del volumen de comercio y de su 
competitividad para ganar cuotas de mercado, las medidas para fomentarlas debían conciliar 
el menor coste de los buques que facilitaran el de los fletes con la incapacidad de los 
constructores de reducir el precio de los barcos y competir con las importaciones. Las 
políticas trataron de conciliar estos dos opuestos objetivos y se pueden describir según 
favorecieran a uno u otro sector del negocio marítimo.
Carente de demanda la construcción y con problemas de oferta por la escasez de 
madera, frente a las dificultades de la industria se optó en 1837 por la prohibición de la 
adquisición de buques extranjeros, mercantes o de guerra. A pesar de lo cual, y como los 
problemas eran de demanda principalmente, no experimentó signos de recuperación.
La falta de respuesta a la política prohibitiva provocó un cambio legislativo, 
disminuyendo la protección, mientras se adoptaban medidas de fomento de la producción que
1 Gómez Mendoza (1988), p. 19.
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permitieran a  los constructores nacionales afrontar la competencia. Este esquema de política 
económica, combinando apoyo arancelario con subvenciones será el esquema básico a partir 
de entonces y hasta 1909, cuando la insuficiencia de medidas aisladas para revitalizar la 
construcción naval obliga a promulgar una ley con un conjunto más amplio de ayudas.
Dentro de ese esquema básico, entre 1841 y 1868 se produce una progresiva 
liberalización de la importación de buques, admitiendo, previo pago del derecho arancelario, 
la de buques de menor tonelaje cada vez, aunque la prohibición se mantenía para los buques 
que no alcanzaran el tonelaje fijado en las disposiciones2.
En 1868, dentro del programa de liberalización de la economía nacional abanderado 
por Laureano Figuerola, se amplió la libertad de introducir buques en España a todo tipo de 
naves, cualquiera que fuera su tonelaje o su material de construcción. Con ello se intentaban 
eliminar los obstáculos al comercio nacional que suponía la compra de barcos encarecidos 
por la protección que recibían los factores productivos utilizados en la construcción naval. 
Para evitar la competencia desigual con los armadores extranjeros que la desventaja de la 
protección suponía para el armador español existía el derecho diferencial de bandera que 
pagaban las mercancías importadas en buques extranjeros al atracar en puertos españoles. La 
liberalización de la importación de buques conllevó su desaparición en 1868, además de 
otorgar la libertad de carenar los buques en el extranjero, venderlos o hipotecarlos y derogar 
la exigencia de que la tripulación fuese nacional3.
2 Desde 1841 hasta 1849 sólo se podían introducir en España los buques de hierro de más de 368 toneladas. 
A partir de 1849 se liberalizó la importación de buques de hierro de cualquier peso y los de madera de más de 368 
toneladas. Desde 1868 se autorizó la introducción de buques de todas clases. Alzóla y Minondo (1894), pp. 304-308.
3 Costas Comesaña (1988), p. 89. Valdaliso señala otras restricciones que encarecían la realización del servicio 
de transporte. El mercado de trabajo también soportaba la legislación protectora que obligaba a todos los marineros 
a sacarse la matrícula de mar (cuya finalidad era tener individuos suficientes para tripular los buques de la Armada), 
por lo que la oferta de trabajo estaba restringida. Además, los navierosteman que contratar un número mínimo de 
trabajadores que, al estar por encima del tamaño óptimo de tripulación, encarecían los costes y obligaban a elevar 
los fletes. Con e 1 conjunto de restricciones y trabas que atenazaban el comercio marítimo,los navieros en lugar de 
resultar favorecidos salían perjudicados, por lo que su estrategia empresarial fue reclamar la supresión del derecho 
diferencial de bandera y el resto de medidas protectoras. Valdaliso (1991), pp. 91-97.
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Si la eliminación de la protección beneficiaba al comercio, la construcción saldría 
peijudicada. Por eso, para ayudar a la producción nacional de buques, una vez desaparecida 
la prohibición y el derecho diferencial de bandera se estableció la devolución del importe de 
los derechos arancelarios pagados por la compra de materiales con destino a la construcción 
y reparación de buques y máquinas4. No hay que olvidar que también se mantenían las 
primas. Sin embargo, la reforma en el cálculo del adeudo de los derechos, pasando de 
computarse por toneladas de peso a computarse por toneladas de arqueo, produjo una 
modificación de los derechos arancelarios al alza lo que reducía la liberalización perseguida5.
Este sistema se mantuvo en adelante con importantes incrementos de los derechos 
arancelarios en 1877, reducidos posteriormente en 1880 y de nuevo elevados en 1891. Las 
primas a la construcción naval, en cambio experimentaron un continuo crecimiento6.
¿Cuál fue el resultado de la política de protección a la construcción naval?. En el 
cuadro 7.1 se aprecia que la producción no experimentó un crecimiento reseñable. La 
construcción naval botó en España 180.000 toneladas entre 1860 y 1880, pero las toneladas 
importadas en esas mismas fechas han pasado de ser inferiores a la producción nacional en 
un 10 por ciento a superarla en casi 100.000 toneladas, más del doble de la interior7. El
4 Estas modificaciones en la política de protección eran consecuencia de "la necesidad absoluta de cambiar de 
sistema en este punto, trocando el que podría llamarse inconcebible de protección para todos sin perjudicar a 
ninguno, en el claro y sencillo de libertad para todos, sin privilegio para nadie”. Preámbulo del Decreto-Ley de 22 
de noviembre de 1868, citado en Alzóla y Minondo (1894), p. 308.
5 Ibídem, p. 307.
6 En 1849 se habían establecido en 30 pesetas por tonelada de arqueo, que subieron a 32,60 en 1865 y de 
nuevo a 40 en 1880, para toda clase de buques que pudieran ser importados. En 1891 se produce un importante 
incremento de las primas, estableciéndose en 40 pesetas para los buques de madera, 75 para los de hierro y acero 
o de construcción mixta y 55 para los de hierro y acero o construcción mixta para navegar a vela. Ibídem, pp. 
305-319.
SEs necesario señalar la inconsistencia de las diferentes estimaciones de la flota mercante y los datos de 
producción. Existen tres estimaciones distintas de la flota mercante que corresponden a Gómez Mendoza (1988, 
1989) y Valdaliso (1991). Las dos de Gómez Mendoza no coinciden en 1880 aunque las estimaciones están sacadas 
de la misma fuente, la Lista Oficial de Buques. Las de Valdaliso, por su parte, son sustancialmente mas elevadas, 
entre 1860 y 1877, aunque no hay referencia a que se trate de conceptos diferentes. La inconsistencia continua si 
se consideran además las cifras de producción han estimado Gómez Mendoza (1988) y Carreras (1989a). Si
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aumento de las importaciones debe achacarse a la falta de preparación de los astilleros 
españoles para afrontar la renovación de los métodos de producción, con la introducción del 
vapor y los buques de casco de acero, que los menores aranceles permitían adquirir en el 
exterior8.
El fracaso se hace aún más patente si analizamos el comportamiento de los tres 
mecanismos protectores: primas a la construcción, devolución de derechos y protección 
arancelaria. Los contemporáneos se quejaban de la poca influencia que las primas tenían a 
la hora de impulsar la producción por dos razones: el retraso en su cobro y la imposición por 
parte de la Administración, especialmente en las épocas de predominio del librecambio, de 
dificultades para hacerlo efectivo, como la obligación de realizar un viaje directo a un puerto 
de Asia o América y la condición de que el arqueo del buque tuviera que ser superior a 130 
toneladas9. En consecuencia, entre 1855 y 1879 se habían construido 111 buques con 
derecho a prima que habían supuesto un desembolso de 1.943.082 pesetas, mientras en los 
quince años siguientes sólo se había concedido primas a dos buques por valor de 19.570 
pesetas, sin que a partir de 1883 se otorgara ninguna.
Tampoco la devolución de derechos arancelarios fomentó el desarrollo de la 
construcción. Entre 1870 y 1893 la cantidad devuelta fue 1.152.419 pesetas entre 1870 y 
1893, lo que supone un promedio anual de 48.017 pesetas, cuando únicamente los Astilleros 
del Nervión habían pagado por derechos arancelarios un promedio anual entre 1889 y 1894, 
316.164 pesetas.
comparamos las primeras con las de la flota que ofrece Valdaliso, entre 1860 y 1880 los astilleros españoles 
construyeron 180.000 toneladas y se importaron 270.000. Sin embargo, el incremento de la flota es únicamente de
121.000 toneladas. Si cojemos el punto máximo de tonelaje de la flota, en 1873, el incremento desde 1860 sería de
200.000 toneladas. En esa fecha, la diferencia entre las cifras de construcción e incremento de flota es de 250.000 
tons. Aunque se descontaran las exportaciones y las sustituciones de buques es difícil hacer compatible un incremento 
bruto de la flota de cerca de 450.000 tons. con un incremento neto de 200.000. Por su parte, las cifras de producción 
de Carreras son siempre inferiores a las de Gómez Mendoza. Entre 1860 y 1880, sus cifras suman 19.700 toneladas 
construidas.
* Valdaliso (1991), pp. 87-113.
9 Ibídem, pp. 358-367.
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El crecimiento de las importaciones de buques que muestra el cuadro 7.1 señala que 
tampoco la protección arancelaria fue suficiente para fomentar la construcción naval en 
España, siendo su único efecto el de establecer una desventaja entre los armadores españoles 
y los de la mayoría de los países extranjeros, que importaban buques libres de derechos o 
con derechos mínimos. Ello llevó a algunos armadores a abanderar sus barcos en otras 
naciones con el fin de eludir el pago de los elevados derechos, estimándose en 100.000 
toneladas las abanderadas en el extranjero en 190310, lo que suponía más del 10 por ciento 
de la flota mercante española.
CUADRO 7.1
CONSTRUCCION NAVAL EN ESPAÑA, 1850-1935 (Miles de tons.)
(1) (2) (3) (4)
AÑOS MERCANTES ARMADA TOTAL IMPORTS d)/(4)
1850-58 - 13,5 -32 -
1859-68 92,6 54,1 146,7 83 111
1869-78 88 10,6 98,6 186,1 47
1879-88 102,2 30,3 132,5 218,8 47
1889-98 - 46,6 - 262,8 -
1899-1908 29,2 14,9 44,1 427,7 6
1909-18 138,7 58,5 197,2 375 37
1919-28 253,6 69 322,6 436,7 58
1929-35 154,9 41,7 196,9 82,2 188
Fuente: Gómez Mendoza (1988), p. 24.
La protección, pues, no había sido suficiente para que la construcción naval afrontara 
con garantías de éxito el difícil cambio tecnológico que supuso la sustitución del casco de 
madera por el caso de hierro o acero en el último tercio de siglo. Difícil por cuanto la 
industria siderúrgica española no tenía las dimensiones adecuadas para afrontar la demanda 
que la sustitución de los buques tenía que promover a unos precios competitivos con los de
10 Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, Legislatura de 1908, n° 55, p. 1831.
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los barcos importados11.
CUADRO 7.2
FLOTA MERCANTE ESPAÑOLA, 1860-1900 (MILES DE TRB Y UNIDADES) 
Buques mayores de 50 TRB.
AÑOS 1860 1865 1870 1880 1885 1890 1895 1900
Veleros
Número 4716 4593 4175 1938 1395 1238 1229 236
Miles de tons. 400 368 314 347 231 195 197 33
Vapores
Número 84 140 151 320 430 415 491 628
Miles de tons. 15 42 45 189 383 411 493 844
Total Buques 4800 4733 4326 2258 1825 1653 1720 864
Total Tonelaje 415 410 359 536 614 606 690 877
TASA DE CMTO. MEDIO ANUAL -0,24 -2,62 4,08 2,74 -0,26 2,63 4,96
ñiente: Valdaliso (1991) Apéndice 1, excepto 1890 Gómez Mendoza (1989a)cuadro 7.7.
Aunque la coyuntura para la construcción no fuera favorable, la navegación 
experimentó unos años de bonanza. La transformación técnica de la vela al vapor se estaba 
realizando en España más rápidamente que en la flota mundial, lo que le iba a permitir 
aumentar la competitividad y frenar el descenso de la importancia de flota española en el
11 " (...) esta industria [la construcción], que llegó a tener gran arraigo en España los siglos pasados, 
señaladamente en las provincias vascongadas, ha existido también pujante en el segundo tercio del siglo actual 
mientras no varió radicalmente la naturaleza del material de la marina mercante y tuvo condiciones de vida y pudo 
defenderse la construcción de buques de vela con casco de madera que producían nuestros astilleros, pero llegado 
el momento en que la práctica puso de manifiesto las grandes ventajas del empleo del vapor en la navegación, por 
una parte, y la superioridad por otra del material de hierro para la construcción de los cascos, tuvo que sucumbir 
nuestra industria naval, pues con la política comercial de España encaminada a que los talleres extranjeros nos 
suministrasen la maquinaria y material fijo de ferrocarriles, sacrificando nuestras principales industrias, no pudo 
implantarse en el país la construcción de máquinas ni crearse un personal idóneo para las mismas, y en cuanto a la 
industria siderúrgica, a la que se arrebataron los principales elementos de vida, tampoco pudo producir los materiales 
apropiados para las nuevas construcciones". Alzóla y Minondo (1894), p. 352. Valdaliso presenta una imagen 
diferente: la desaparición del derecho diferencial de bandera aceleró el cambio técnico al incrementar la competencia. 
Valdaliso (1991), pp. 102-103.
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tonelaje mundial. Además, la introducción de los navieros vascos en el transporte de mineral 
de hierro a fines de siglo dio lugar a una etapa de fuerte crecimiento de la inversión en 
marina mercante, a la que ayudaron el aumento de los fletes a partir de 189412.
Será con el nuevo siglo cuando la crisis llegue a las compañías de navegación. El 
exceso de producción en los años de fletes altos va a repercutir en un exceso de oferta que 
provocará el descenso de los precios del transporte marítimo. Puesto que la industria de la 
construcción no había crecido con la flota, las demandas de los dos sectores se aunaron para 
conseguir unas medidas de protección más efectivas de las que existían.
Uno de los problemas apuntados era la falta de una ley que afrontara el problema 
globalmente, como existía en otros países, en lugar de mantener un grupo de disposiciones 
no integradas13.
Para analizar el problema, la Liga Marítima Española convocó en 1901 un Congreso 
Marítimo Nacional que aprobó unas conclusiones que sentaban las bases de un sistema 
protector, que se encargaría de desarrollar y presentar al Gobierno los proyectos de ley que 
resultaran de las conclusiones del Congreso14. El problema era la competencia extranjera
12SValdaliso (1991), pp. 113-123.
"No ha existido hasta ei día en España, como en otras naciones, una ley especial que abarcase todo lo 
concerniente a los distintos servicios de la marina mercante” Ibídem, p. 302.
14 La Liga Marítima Española se constituyó en Madrid en diciembre de 1906 con el objeto de "representar ante 
la opinión y los poderes públicos las aspiraciones y promover, por todos los medios legítimos de propaganda e 
influencia, el fomento de la vida marítima nacional, aunando los esfuerzos y procurando concertar, según la justicia 
y la conveniencia general, el impulso de todos sus elementos, sin exclusión general." De la influencia con la que 
contó en los ambientes políticos nos habla el hecho que Antonio Maura fuera su primer presidente, y luego fuera 
sustituido por Joaquín Sánchez de Toca, que fue presidente de la Comisión Protectora de la Producción Nacional 
desde 1917 hasta su disolución y alcanzó la Presidencia del Gobierno en 1922. El diputado Vega de Seoane la 
describía sí en el Congreso: "Aquí la Liga Marítima es una organización oficial que trata de potencia a potencia con 
los Ministros, que tiene sus oficinas oficiales en el Ministerio de Fomento, sus subvenciones consignadas en los 
Presupuestos Generales del Estado, y cuya principal y casi única misión (...) es la defensa de los intereses de los 
navieros, o de ciertos navieros, que saben que cuentan ya en Madrid con elementos sobrados para hundir a quien 
tenga el atrevimiento de oponerse en los puertos a sus conveniencias o caprichos”. Diario de Sesiones del Congreso 
de ¡os Diputados, Legislatura de 1908, n° 26, p. 656.
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y su apropiación de los mercados españoles15, que no podrían ser recuperados sin la ayuda 
eficaz del Estado, a través de la protección y de la reducción de los impuesto y los obstáculos 
administrativos16.
Puesto que la raíz del problema se encontraba en la deficiente política del Estado 
respecto a las industrias marítimas, la Liga presentó a la consideración del Gobierno en 1903 
unas "Bases para un proyecto de ley de protección a las industrias marítimas nacionales", que 
respondía a dos fines: " compensar los efectos de las disminuciones solicitadas en el régimen 
protector actual, y acrecentar este"17. Las Bases intentaban concordar la opinión de 
armadores, constructores y siderúrgicos, que ya se habían manifestado en el citado Congreso 
Marítimo y en un posterior Congreso Naviero. La dificultad de contentar al mismo tiempo 
a los que querían un buque barato y los que pedían que fuera de construcción nacional, con 
lo que inevitablemente se encarecía, se intentaba resolver mediante subvenciones a los 
armadores que se vieran obligados a importar buques que pagaran arancel o tuvieran que 
utilizar buques nacionales.
15" Peligra tanto, (...), efecto de la crítica situación mercantil e industrial que la España 
marítima atraviesa, y esta situación es tan notoria, que excusa a la Liga de hacer detallada 
exposición; basta con que consigne con plenitud de evidencia y lógica numérica de datos 
estadísticos que nuestro tráfico marítimo, en su mayor parte, no es español; que en nuestras 
navegaciones y en nuestras construcciones toma parte el capital, la industria y la bandera 
extranjera en proporciones abrumadoras, y que estamos, en suma, a merced del extranjero, 
tanto para nuestro tráfico marítimo mercantil como para nuestra defensa naval". Trabajos... 
(1907), tomo I, p. 307.
16 "En el país existen, sin embargo, (...), elementos productores, fabriles y comerciales, 
suficientes para cubrir con bandera española todo el tráfico de la nación en el mar y todas 
las industrias que le son inherentes; pero no pueden luchar con la competencia extranjera, 
les falta protección bastante del Estado, y en su lugar sufren excesivos gravámenes 
económicos, gavelas y trabas administrativas, que entorpecen el libre desenvolvimiento de 
las empresas’
‘Privadas de los alientos y estímulos más indispensables para el desarrollo y comprimidas por 
estrecha red, fuerzas vivas tan importantes de la nación languidecen y mueren, mientras 
prosperan sus competidoras en el mercado internacional, que disfrutan de la libertad y la 
protección necesarias" Trabajos (1907), tomo I, p. 307.
17 Ibídem, tomo I, p. 308.
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Con este principio se pretendía reintroducir en la legislación española las primas a la 
navegación ya existentes en el resto de países europeos. Por lo demás, las bases derogaban 
la devolución de derechos arancelarios por la importación de materiales para la construcción, 
carena y reparación de buques, aunque mantenían una bonificación del 50 por ciento a su 
introducción en España; se declaraban libres de derechos arancelarios los dedicados a la 
navegación de altura y gran cabotaje, mientras los dedicados al cabotaje tenían que ser de 
construcción nacional y de bandera nacional; se aumentaban las primas a la construcción y 
se incluían a la fabricación de máquinas, y; por último, se apuntaban diversas medidas para 
reducir los impuestos que soportaba la navegación y los costes de transporte marítimo18.
Prácticamente al mismo tiempo el ministro de Hacienda, González Besada, había leido 
en el Congreso un proyecto de ley de protección a la marina mercante19. No es de extrañar 
la coincidencia. El presidente del Consejo de Ministros en 1903, Antonio Maura, había sido 
el primer presidente de la Liga Marítima y había intervenido en el Congreso Marítimo del 
que las "Bases" eran consecuencia directa.
El proyecto fue dictaminado por la Comisión del Congreso en diciembre de 1904 y 
guarda pocas diferencias con el proyecto de la Liga. Si acaso, el dictamen era ligeramente 
más proteccionista, al incluir mayores derechos arancelarios a la importación de buques y 
aumentar las primas a la construcción, aunque reducía las primas a la navegación. El 
dictamen incluía la constitución de una Comisión para estudiar los problemas de las industrias 
marítimas20.
18 Tarifas económicas para el transporte por ferrocarril de mercancías destinadas a la exportación, primas a la 
exportación, simpliñcación de los trámites de embarque, tránsito libre por la península de las mercancías extranjeras 
desembarcadas en un puerto y con destino a otro.
19 La Gaceta publicaba el proyecto de ley el día 11 de noviembre, mientras que la fecha de la "Bases” de la 
Liga es de 25 de noviembre.
20SEl objetivo de la Comisión era "estudiar y determinar las comunicaciones marítimas regulares que convenga 
al Estado fomentar especialmente, determinando las de nuestras posesiones de Africa y Golfo de Guinea, los 
servicios postales, los tráficos directos de mercancías nacionales en buques nacionales, las combinaciones de 
transportes terrestres y navales, y cuantos servicios mercantiles de navegación y pesquería hayan de ser protegidos 
directamente con subvenciones del Estado, formulando el oportuno proyecto de ley"
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Aunque el dictamen de la Comisión Parlamentaria nunca se transformó en ley, la 
Comisión de estudios fue constituida en febrero de 190621.
Las comunicaciones marítimas regulares subvencionadas ya habían sido desarrollas 
en España desde 1886 por la Compañía Trasatlántica. Esta compañía contrató con el Estado 
la realización de servicios postales rápidos, comerciales, regulares y auxiliares de la marina 
militar. Las comunicaciones servidas por la Trasatlántica unían diferentes puertos españoles 
con Cuba, Méjico y Nueva York; Filipinas, África Oriental, Canarias, Femando Póo, Cádiz 
y Tánger; Puerto Rico, Venezuela y Colombia; y Argentina. La realización de esos servicios 
le reportaba una subvención de cerca de ocho millones de pesetas.
Además de la Trasatlántica, otras Compañías realizaban servicios postales regulares 
por contratación con el Estado, por una cantidad de 600.000 pesetas aproximadamente22.
Las comunicaciones regulares eran sostenidas por la mayoría de los gobiernos 
europeos a comienzos de siglo y es dentro de esa corriente internacional de fomento a la 
marina mercante nacional hay que situar las actuaciones del Estado español en esta primera
21 La Comisión estaba presidida por el Ministro de Fomento y eran vocales de ella; el Subsecretario del 
Ministerio de Estado; el Director general de Navegación, Pesca e Industrias Marítimas, el de Agricultura, Industria 
y Comercio, y el de Aduanas; el Jefe de la Sección de Comercio del Ministerio de Estado; un Inspector de 
Ingenieros de la Armada; cuatro senadores, cuatro Diputados; cuatro representantes elegidos por todas las Cámaras 
de Comercio; el Presidente de la Liga Marítima Española; el Presidente de la Asociación General de Navieros 
Españoles y los Presidentes de las Asociaciones de Navieros de Bilbao y Barcelona. La Comisión tema de plazo seis 
meses para realizar su trabajo, plazo que fue prorrogado por otros seis meses en noviembre de 1906. El resultado 
de las actuaciones de la Comisión se recoge en los tres tomos de Trabajos de la Comisión Encargada p o r  R.D. de 
3 de febrero de 1906 de estudiar y  determinar las Comunicaciones Marítimas Regulares que convenga al Estado 
fomentar, Ministerio de Fomento (1907). Fueron convocadas a informar a la Comisión la Real Sociedad Geográfica, 
Sociedad Española de Historia Natural, Fomento del Trabajo Nacional, Unión Iberoamericana, Liga Marítima 
Española, Liga Vizcaína de Productores, las Asociaciones de Navieros y Consignatarios de Bilbao, Barcelona y 
Alicante, Hullera Nacional, Crédito Ibero-americano, las Compañías de Navegación que realizaban tráfico 
trasatlántico, las Compañías de Navegación que teman contratados servicios con el Ministerio de la Gobernación, 
las Cámaras de Comercio, las Sociedades Económicas de Amigos del País, los Cónsules de España, los 
Administradores de Aduanas y los Ministerios de Gobernación y Marina.
*yy
Esas otras Compañías eran la Sociedad de Navegación y Comercio, de Barcelona; la Isleña Marítima, de 
Palma de Mallorca; La Mahonesa, de Mahón; Millán y Compañía de Cádiz; Salinas y Samper, de Almería; 
Compañía de Vapores Interinsulares Canarios; y Caopmañía de Vapores Interinsulares y Correos de Fernando Póo.
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década del siglo XX 73. El principal objetivo de la Información era la renovación de los 
contratos que ligaban al Estado con diferentes compañías marítimas. Todas las entidades 
consultadas reconocían la necesidad de que el Estado fomentara las comunicaciones marítimas 
regulares. Como señalaba la Liga Marítima, aquellas respondían a tres finalidades: política, 
comercial y militar24. La finalidad política y la comercial prácticamente se confunden detrás 
de un objetivo único: la ayuda del Estado para sostener el crecimiento de los negocios y la 
expansión de la riqueza nacional23. A estos dos objetivos, se unía la finalidad militar, que 
permitiera utilizar la organización y los servicios materiales de las lineas subvencionadas para 
servicios auxiliares de la Marina de Guerra y de otras funciones del Estado26.
23 La historia de las más importantes compañías (...), evidencia, en unión de lo consignado en los contratos, 
la participación intensa tomada por los Gobiernos para facilitar la constitución y el sostenimiento de grandes 
organismos, capaces de verificar, con garantía de nacionalidad, responsabilidad y cumplimiento, grandes 
contrataciones de servicios marítimos regulares con el Estado; bien facilitándoles cantidades a préstamo; bien 
otorgándoles diversos beneficios, además de las subvenciones; bien interviniendo en su dirección y administración, 
y hasta en la construcción y dotación de sus buques". Trabajos (1907), tomo I, p. 79. El párrafo citado corresponde 
a la información de la Liga Marítima Española, la más amplia y documentada de las presentadas por todas las 
entidades consultadas e inspiradora directa del dictamen de la Comisión por cuanto el redactor de la información de 
la Liga y el del dictamen de la Comisión coinciden en la persona de Adolfo Navarrete, Secretario General de la Liga 
y Secretario de la Comisión. Como ya hemos visto la importancia de la Liga en círculos políticos, considero de 
especial interés su aportación a la Información.
24"La finalidad política no puede ser otra que la de aumentar la intensidad de nuestras relaciones periódicas de 
todas clases con nuestras islas y colonias, y con las antiguas colonias y posesiones trasatlánticas, especialmente, 
insulares y continentales americanas, hoy naciones independientes, con quienes nos unen estrechos lazos étnicos e 
históricos; fomentar dichas relaciones con le continente africano, especialmente con aquellos puntos por donde 
nuestra penetración comercial e influencia política civilizadora puede ser más eñcaz, y desarrollar nuestro tráfico 
directo con otras naciones trasatlánticas americanas, como los Estados Unidos, asiáticas, como la India, China y 
Japón, y europeas septentrionales o meridionales (...) y que pueden ser objeto de un intenso tráfico directo, como 
los estados Unidos e Inglaterra, por ejemplo, o de un tráñco secundario o auxiliar de las grandes lineas de 
comunicación a Oriente y de las internas mediterráneas." Trabajos (1907), pp. 89-90.
25 "Esa finalidad política, para lograr la cual el Gobierno tiene que utilizar las compañías subvencionadas como 
instrumentos de acción del Estado, va íntimamente unida a la comercial, que no es otra que asegurar un tráfico 
nacional directo, intenso y remunerador con buques españoles de propiedad, dirección, construcción y dotación 
españolas, que sean no sólo instrumento de acción política internacional eficaz de los Gobiernos, sino instrumento 
eficacísimo de fecundación de la industria y del trabajo nacionales, y garantía de su vida autónoma exterior en lucha 
con la competencia extranjera, de cuyo vasallaje debemos librarnos en cuanto sea posible" Trabajos (1907), p. 90.
26 Otras entidades eran menos optimistas acerca de las posibilidades que el Estado terna de revitalizar, por sí 
solo, las languidecientes industrias marítimas españolas. La Real Sociedad Geográfica de Madrid lo expresaba así: 
" (...) para crear y sostener las lineas marítimas que se proponen, no ha de bastar la acción protectora del Estado, 
auxilio excelente sin duda, pero nunca elemento único del provecho a que sus empresarios aspiran; la navegación 
recoge sus ganancias de los fletes, y ha de procurar que sean baratos, que su transporte sea rápido y que en las 
manipulaciones de las mercancías se evite pérdidas y deterioros, y de los pasajes; y ha de atenderse a economizar
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No hay que olvidar que mientras tanto la marina continuaba sin tener una ley de 
protección por la que venían pugnando varias entidades oficiales, y especialmente la Liga 
Marítima27. La oportunidad llegó, de nuevo, con la presidencia del Consejo de Ministros 
de Antonio Maura y de la mano González Besada, ahora Ministro de Fomento28.
El proyecto fue presentado a las Cortes en enero de 1908 y convertido en Ley, tras 
una prolongada discusión parlamentaria, en junio de 1909. En su tramitación el proyecto de 
ley sufrió múltiples modificaciones. La más importante fue la sustitución de las exenciones 
fiscales por primas, como consecuencia de un cambio en la política económica que tendía a 
sustituir el sistema de protección indirecta por la protección directa29. El Ministro de 
Fomento hacía suyas las opiniones de los grupos patronales en favor de la protección30.
Los mecanismos de fomento previstos podemos clasificarlos en cuatro grupos: 
desgravaciones, primas, subvenciones y nacionalización de algunos servicios marítimos. El 
aspecto más innovador era la inclusión de amplias desgravaciones fiscales para la navegación 
que pretendían eliminar los obstáculos que hacían que las compañías de navegación españolas 
estuvieran en franca desventaja frente a las compañías extranjeras. La innovación estaba en
empleando cuantos medios les sean posibles, las molestias de los viajes por mar; a todo esto no alcanza la función 
del Estado, es objeto privativo de las iniciativas individuales". Trabajos (1907), pp. 5-6. O, como afirmaba el 
Fomento del Trabajo Nacional, refiriéndose a la relación entre Buques y comercio: "Sería persistir en el error, 
pretender que la Marina nacional es la que ayuda y fomenta la producción y el comercio. Por el contrario, la 
producción y el comercio son la base para el crecimiento de la Marina. Que no falte y que abunde el tráfico de 
pasajeros y carga, y no nos faltará una buena Marina mercante" Trabajos (1907), p. 30.
27 La Liga Vizcaína de Productores y la Asociación de Navieros de Bilbao también mostraron su interés en 
conseguir "un proyecto armónico y que beneficie por igual todos los factores que integran la Marina y sus industrias 
anexas o auxiliares". Memoria de la Vizcaína de Productores. 1906, pp. 6 y 7 (citado en Arana (1988))
28 Según Ignacio Arana, el proyecto definitivo fue inspirado por Ramón Bergé, Presidente de la Cámara de 
Comercio de Bilbao y estrechamente ligado a la Liga Vizcaína de Productores. Arana (1988), p. 555.
29 Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, Legislatura de 1908, n° 51, p. 1665.
30 n"Requieren las industrias marítimas nacionales, desde las que se ocupan en la extracción de los productos del 
mar hasta las que se dedican al transporte de los productos de la tierra, pasando por cuantas se emplean en la 
construcción de los elementos necesarios para esa extracción y es transporte, un fomento especial que, abarcando 
el conjunto y coordinando sus diversas actividades con metódica e íntima relación, permita su desenvolvimiento en 
la forma y el sentido más convenientes para el interés nacional" Gaceta de Madrid. 26 de enero de 1908.
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intentar afrontar el problema reduciendo los pagos que las compañías tenían que realizar a 
la administración en lugar de incrementar los ingresos que recibían de ella. Lo que se 
intentaba conseguir con las exenciones, además de reducir los gastos de las compañías, era 
simplificar los trámites administrativos de los que las compañías se quejaban que entorpecían 
el tráfico marítimo31.
Como en el proyecto de 1903, el de 1908 incluía las primas a la navegación, además 
de las tradicionales ayudas a la construcción. De aquel proyecto a éste se había eliminado las 
primas a la construcción de máquinas de vapor para los buques nacionales. Las otorgadas 
primas a la navegación habían incrementado su volumen y se habían ampliado los requisitos 
necesarios para su concesión32, mientras las de la construcción se mantenían 
aproximadamente iguales.
El proyecto incluía las conclusiones de la Comisión encargada de redactar un proyecto 
de ley de comunicaciones marítimas regulares para sustituir al contrato que el Estado tenía 
con la compañía Trasatlántica. A cambio de la subvención, la compañía que obtuviera la 
concesión debía realizar una serie de servicios al Estado (conducción gratuita de 
correspondencia, transporte del pasaje y carga oficial con rebaja, utilización de los barcos 
para servicios auxiliares de guerra) y cumplir una serie de obligaciones (ventajas para la 
carga nacional, tanto en las condiciones de transporte como en el coste del mismo;
31 Los impuestos que iban a ser eliminados para los compañías marítimas nacionales eran los siguientes: toda 
clase de impuestos y derechos del Estado, excepto los arancelarios, que gravan, tanto el capital como la propiedad 
(art. 1); los impuestos del timbre y de derechos reales para la importación de buques (art. 2); los derechos 
arancelarios en el caso de reparación de buques en el extranjero por causa de fuerza mayor (art. 3); el impuesto de 
transporte terrestre para la exportación directa de productos nacionales y el de pasajeros en los buques 
subvencionados por la ley y en la navegación de cabotaje (art. 4); el impuesto de tráñco marítimo sobre los 
productos nacionales a su exportación en tráfico directo con buques nacionales (art. 5.); el impuesto de transporte 
marítimo y de tráfico de pasajeros para la navegación de cabotaje nacional (art. 6); los impuestos consulares y 
reducción de los aranceles consulares en actos relativos a la navegación según una tarifa decreciente y proporcional 
al número de escalas que realiza un buque (art. 7); y una reducción del 50 por ciento en los derechos de patentes 
de sanidad y gratuidad de reconocimientos sanitarios (art. 8).
32 El proyecto, como la ley, distinguía tres grupos de buques de acuerdo con la velocidad y el destino que 
llevaran, correspondiendole a cada grupo una prima diferente (art. 12) . Se mantenía la obligación de cargar al menos 
la mitad del buque pero ahora se añadía que el promedio de la carga traída a España para desembarcar en puertos 
españoles no fuera inferior a la tercera parte de la carga máxima (art. 13).
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preferencia de los buques nacionales sobre los importados cuando se amplíen o renueven los 
servicios; abastecimiento de los barcos en España).
El último de los medios para proteger la marina nacional era la nacionalización del 
tráfico de mercancías y pasajeros en navegación de cabotaje nacional y de los servicios de 
puerto, además de, como hemos visto, la preferencia de los buques nacionales en las 
comunicaciones marítimas subvencionadas.
Sin embargo, este proyecto descrito hasta aquí someramente se vio profundamente 
modificado en la discusión parlamentaria. Vamos, por tanto a analizar la Ley de Fomento 
de las industrias y comunicaciones marítimas nacionales.
LA LEY DE FOMENTO DE LAS CONSTRUCCIONES E INDUSTRIAS MARÍTIMAS 
NACIONALES
Como ya he señalado anteriormente, la industria de construcciones navales y las 
industrias marítimas en general estaban atravesando desde finales del siglo XIX una 
importante crisis. En el cuadro 7.1 puede verse que en el periodo 1899-1908 la 
producción de los astilleros españoles de barcos mercantes se había reducido a un 28,5 
por ciento de la que resultó en 1879-1888, mientras las importaciones casi se habían 
doblado (se había elevado a un 195,47 por ciento) respecto a las del mismo periodo33.
33 Para el periodo 1889-1898 Gómez Mendoza no ofrece ninguna cifra para la construcción naval. La razón 
está en que el valor que obtiene del Lloyd’s Register no coincide con la evolución de los factores de los que depende 
la demanda de buques, a pesar de que la evolución de las importaciones es bastante similar a la evolución de la flota. 
Si acudimos a las estimaciones de Carreras, siempre por debajo de las de Gómez Mendoza, también se obtiene la 
misma sensación de crisis:
AÑOS miles de 
toneladas
AÑOS miles de 
toneladas
1891 0,2 1899 -
1892 0,8 1900 2,6
1893 - 1901 -
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La recesión de la construcción de buques para la armada no podía sino acentuar la crisis, 
por cuanto no cabía la salida de recurrir a los pedidos del Estado para moderar sus 
efectos.
La recesión no era únicamente de las astilleros. El tonelaje de la flota mercante 
estaba prácticamente estancado desde principios de siglo, después del crecimiento de los 
lustros anteriores.
CUADRO 7.3 
FLOTA MERCANTE ESPAÑOLA, 1900-1907 
(Buques mayores de 100 TRB)
AÑOS 1900 1901 1902 1903 1904 1905 1906 1907
Veleros
Número 175 163 150 136 124 119 118 110
Miles de tons. 53 51 48 44 41 38 38 35
Vapores
Número 422 469 459 455 450 461 468 469
Miles de tons. 642 734 736 721 714 688 684 673
Total Buques 597 632 609 595 579 569 579 578
Total Tonelaje 695 786 785 764 755 727 722 709
Fuente: Gómez Mendoza (1989), p. 298
1894 . 1902 -
1895 0,9 1903 -
1896 - 1904 1,5
1897 1,1 1905 2,9
1898 - 1906 2,9
Fuente: Carreras (1989b), p. 204. Miles de toneladas.
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El estancamiento de la marina española era todavía más visible si se comparaba con 
la evolución de las diferentes marinas europeas34. La flota suponía en 1860 un 3,4 por 
ciento del totél mundial. La decadencia había conseguido frenarse gracias a la coyuntura 
favorable y a la liberalización de los años ochenta: aunque había bajado al 2,8 por ciento en 
1870, entre 1880 y 1900 se había estabilizado en el 2,4-2,5 por ciento. La pérdida de 
importancia continuó en la primera década del nuevo siglo, al pasar a ser el 1,8 por ceinto 
del tonelaje mundial35.
Ya hemos visto las causas de la crisis. Descenso de los fletes por el exceso de 
capacidad de transporte en lo que respecta a la navegación; insuficiencia de la siderurgia 
nacional que encarecía los factores productivos necesarios para la construcción de los buques 
y escasez de demanda de servicios de transporte por la escasa capacidad de crecimiento de 
las economía española en los primeros lustros del siglo, agrandada si cabe por la pérdida de 
las colonias, en relación con la construcción. Las organizaciones patronales achacaban 
también la crisis a una insuficiente protección estatal36.
Pero no era sólo la escasa protección que recibía la industria en España la que llevaba
^"Nuestra marina está es visible decadencia. Me fijaba yo en estos días en el aumento que ha tenido en las 
demás naciones, y veía que España, por más que ha aumentado algo en el periodo de 1897 a 1908, no alcanza 
aquella proporción que han alcanzado otras naciones que antes ocupaban en este respecto un lugar muy inferior al 
de nuestra Nación. El aumento que España ha tenido desde el año 1897 al 1908 ha sido de 657.000 toneladas a 
769.000, representando, por tanto, un aumento del 20 por ciento. En cambio los Países bajos en igual periodo han 
aumentado el 40 por ciento; Bélgica, el 32 por ciento; Italia, el 30 por ciento; el Japón, el 150 por ciento; Alemania, 
el 80 por ciento; Inglaterra, el 30 por ciento, y aún notaríamos más esta desproporción si buscáramos el desarrollo 
que tuvo la marina mercante en el periodo anterior al año 1897. El desarrollo de Alemania es verdaderamente 
asombroso, mientras que España ha permanecido estacionaria” Palabras del Diputado Rahola. Diario de Sesiones 
del Congreso. 21 de noviembre de 1908, p. 193.
35SDatos en Valdaliso (1991), p. 83, cuadro 2.1.
Vease, por ejemplo, la opinión de la Liga Marítima Española antela Comisión de Comunicaciones Maríitmas:
" (...), la producción nacional de buques es cada día más escasa y la crisis por que atraviesan los astilleros cada día 
más aguda, como la Marina mercante, por razones complejísimas de capital, producción, industria y trabajos 
nacionales, y que aquí sería prolijo y excusado enumerar, aunque no debe omitirse la mención de otras principales 
y en consonancia con la índole de este trabajo, entre las que descuellan el defectuoso régimen administrativo y 
económico que rige a esas industrias, la escasa protección que el Estado les otorga, y la vigorosa y avasalladora 
competencia que les hace la industria extranjera de transportes y de construcciones navales.” Trabajos (1907), tomo
I, p. 83.
223
FOMENTO DE LAS INDUSTRIAS MARÍTIMAS
a la crisis, sino también la diferencia entre la protección que otorgaba el Estado español y 
la otorgada por el resto de los estados europeos37. La protección a la navegación y la 
construcción naval era, ciertamente, una práctica común en todo el mundo a comienzos del 
siglo XX. Francia, Italia, Austria-Hungría, Japón, contaban con leyes protectoras con las 
mismas características que la que se pretendía implantar en España. Desde este punto de 
vista, la española era una ley defensiva frente a las de otros países, aunque los valores de la 
protección que se deseaba establecer superaban a los de aquellos países38.
Una tercera razón para elaborar una ley de protección a la marina era la reciente 
aprobación de un nuevo arancel, que al aumentar los derechos todavía empeoraba más las 
condiciones en las que los constructores navales podían afrontar la competencia exterior. Las 
Bases arancelarias mantenían, sin embargo, el régimen anterior hasta que se dictara una Ley 
especial que los modificara39. Todas estas razones provocan que en los años de principios 
de siglo muchas de las empresas navieras arrojen pérdidas en años consecutivos, afectando
37 " (...) no es falta de natural arraigo y clima benigno en España para las industrias marítimas lo que nos obliga 
a hacer una ley. Lo que nos obliga a hacer una ley es la porfía, la saña con que cada una de las naciones que tienen 
marina competidora de la nuestra, con recursos del Estado, con fondos del Tesoro Público, las subvencionan, las 
alientan, las impulsan y favorecen contra nosotros, contra todos los competidores y resultamos nosotros, por lo tanto, 
bajo la influencia de esa desventaja". La frase es de Maura, Presidente del Consejo de Ministros. Diaño de Sesiones 
del Congreso de Diputados, 23 de febrero de 1909, pp. 3288-3289. El mismo razonamiento para la necesidad de 
una ley hacia la Liga: "La insuficiencia de la protección mencionada para las necesidades marítimas del país es 
notoria, así como su modestia en comparación con la que otorgan otras naciones con las que España se ve obligada 
a competir, en condiciones muy desfavorables para la industria y el comercio nacionales". Trabajos (1907), tomo 
I, p. 84.
38SGasset en el Congreso presentaba el siguiente cuadro comparativo de subvenciones por tonelada neta en las 
principales flotas del mundo:
Inglaterra 30 Japón 67
Alemania 36 Estados Unidos 80
Italia 61 Francia 84
Austria-Hungría 63 España 141
Diario de Sesiones del Congreso, Legislatura de 1908, n° 52, pp. 1722.
39 La base decimotercera afirmaba: "Continuarán abonándose las primas de construcción de buques, y seguirán 
haciéndose las devoluciones de los derechos pagados por dicha construcción y la reparación de los mismos en la 
forma en que actualmente se practica, hasta que se dicte un ley modificando el régimen vigente". De aquí el interés 
que muestran, en 1906, los intereses vascos reunidos en la Liga Vizcaína de Productores por la discusión de una ley 
de protección a la marina que acabara con las franquicias arancelarias.
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a gran número de ellas las reducciones de capital40. Esos eran los motivos aducidos para 
la protección. El proyecto de ley venía, en consecuencia, a atajar la decadencia del sector 
y la reducción de los beneficios empresariales41.
La ley se percibía por sus redactores, más allá de las cortas miras de protección a un 
único sector, como un elemento vitalizador de la economía nacional, en unos momento en 
los que la actividad del Estado en defensa de la industria estaba adquiriendo el mayor ímpetu 
de toda la Restauración. Recordemos que coincidía prácticamente en el tiempo con la Ley 
de Protección de Industrias de 1907 y con la de Construcción de la Escuadra de 1908, hitos 
que delimitan un cambio en la actitud del Estado hacia el crecimiento y la posibilidad de 
intervenir en su potenciación. Aunque no hay que perder de vista que, detrás de la retórica 
de las palabras de los redactores del proyecto o del propio Presidente del Consejo de 
Ministros, el fomento de la riqueza nacional se realizaba a través de un sector con estrechas 
relaciones con los núcleos financiero y político españoles lo cual ayuda a explicar, quizá más 
que el razonamiento abstracto de los encadenamientos, porqué fue este sector uno de los más 
directamente protegidos por la política estatal.
Las finalidades de la ley se encontraban alineadas con los diagnósticos de la crisis que 
acabamos de ver: compensar la desprotección de las industrias marítimas nacionales, 
fomentar la industria, desarrollar el comercio, nacionalizar la construcción y la navegación, 
y permitir el expansionismo español en el norte de Africa y Latinoamérica.
El principal objetivo del proyecto era la defensa de la marina mercante frente a la 
competencia internacional. Se consideraba que su desarrollo no era frenado por obstáculos 
internos que impidieran su crecimiento sino por la competencia de las marinas mercantes
40 Roldán y García Delgado (1973), vol. II, p. 21.
41Aunque, en realidad, las miras de la ley iban más lejos, según el Ministro de Fomento Sánchez Guerra: "(...) 
los ñnes del proyecto son esencialmente la protección a la marina mercante nacional, el desarrollo y el rescate 
posible de nuestro tráfico, el ideal político de acercarnos a las repúblicas africanas y a Marruecos, el desarrollo 
armónico de la industria y de la producción nacional y de nuestro tráfico directo*. Diario de Sesiones del Congreso 
de los Diputados, 27 de febrero de 1909, p. 2805.
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extranjeras subvencionadas por sus gobiernos42. Por ello, era necesario equiparar la marina 
nacional con las extranjeras estableciendo una protección eficaz43.
El segundo objetivo era el desarrollo de la industria nacional. A través de las primas 
y la prohibición de la importación se pretendía sustituir las importaciones de buques que 
competían ventajosamente con la industria de construcción nacional. El desarrollo del 
comercio, merced a la protección a la navegación, sería el motor que tiraría de la 
construcción cuando el proceso de sustitución de importaciones hubiera terminado44. Por 
tanto, el tercer objetivo era el fomento del comercio45. Era un lugar común entre algunos 
círculos la afirmación de que la ampliación de la marina mercante provocaría un incremento
A?)Maura afirmaba en referencia al sector: "¿En qué consiste, pues, que necesita la protección?. No en que se 
empeñe en contrariar las leyes naturales y en aclimatar aquí industrias exóticas, absurdas, violentándolo todo y 
atropellando las leyes económicas, no; consiste en que el artificio de la protección que gozan en sus Estados las 
marinas extranjeras viene a contrariar la ley natural, a despojarnos de los que por naturaleza nos corresponde." 
Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, 23 de marzo de 1909, p. 3288.
La Comisión que había dictaminado el proyecto, por boca de uno de sus representantes, lo explicaba así:”(...) 
es este un proyecto de defensa, porque ya nadie piensa sobre esta materia en cuestiones de libre cambio ni de 
protección, y los pocos librecambistas que restan pueden considerarse como curiosidades de museo.’
4En todas partes se ha llegado a una conformidad verdaderamente unánime respecto de la necesidad de atender a la 
protección de la marina mercante y al consiguiente desarrollo del comercio que esta marina ha de servir" Diario de 
Sesiones del Congreso de los Diputados, Legislatura de 1908, n° 10. p. 211.
44 En palabras de Argüelles: "Por eso este proyecto, como la Ley de la Escuadra, no tendrían eficacia ninguna 
si no fueran encaminados a desamortizar la riqueza, a desenvolver la gran industria que es la excitatriz más poderosa, 
la fuerza vivificadora más intensa de la economía nacional. (...). España tiene elementos para la construcción naval, 
porque los tiene para la gran industria en proporción y en armonía tal, como muy pocas naciones de Europa; pero 
si es cierto que exportamos 9 millones de toneladas de hierro, También es exactísimo que sólo fabricamos medio 
millón de lingote, y la diferencia enorme que entre la primera materia y el producto manufacturado existe, aunque 
esa manufactura no llegue más que al lingote, va a fecundar tierras extrañas, a dar vida a miles de obreros y a 
desenvolver enormes capitales. Y por eso el esfuerzo de este Gobierno y de todos los que le sucedan, debe ir 
encaminado a disminuir, a atenuar, a terminar, si es posible, esa sangría suelta de la economía nacional. Todos 
debemos tener presente que las minas tienen un límite, que las minas se agotan y que sólo es infinita la fecundidad 
inmensa del trabajo". Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, Legislatura de 1908, n° 51, p. 1665.
45 Maura lo comentaba al afirmar que: "El proyecto no busca con la subvención otra cosa que la protección 
o la conservación y el fomento de los mercados para el comercio nacional" Diario de Sesiones del Congreso de los 
Diputados, 27 de marzo de 1909, p. 3387.
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j
del comercio nacional, resumido en la frase "la mercancía sigue a la bandera"46. Esa 
concepción de la marina mercante como avanzadilla del comercio nacional justificaba la 
existencia de lineas subvencionadas que realizaran trayectos a países con los que todavía no 
existía un volumen de comercio importante, y que se esperaba que aumentara ante la 
existencia de un cauce por el que podían circular las mercancías47.
Un cuarto objetivo del proyecto era la nacionalización de todos los factores que 
intervenían en las industrias marítimas48. El aspecto más inquietante de la 
desnacionalización que percibían los sectores políticos y patronales era el elevado porcentaje 
de importaciones y exportaciones españolas transportadas en buques extranjeros, y la ley se 
dirigía muy especialmente a la corrección de esta situación.
Por último, las motivaciones políticas también estaban presentes en la ley. Las 
comunicaciones marítimas subvencionadas por el Estado debían favorecer los planes 
expansionistas del Estado en el norte de Africa y el mantenimiento de la presencia española
46 Un ejemplo de esas opiniones lo ofrecía el miembro de la minoría republicana Zulueta, que afirmaba conocer 
que en Barcelona ciertas compañías extranjeras favorecían la sustitución de las mercancías españolas que 
transportaban por las de sus países facilitando información sobre las posibilidades económicas de cada país y de las 
importaciones realizadas. Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, Legislatura de 1908, n° 54, p. 1800.
A l Aunque la característica predominante de la política comercial española es la protección, hay que resaltar el 
interés de los Gobiernos de los primeros años del siglo por el fomento de las exportaciones, facilitando los medios 
para su realización. En 1906 se encargó a la Cámara de Comercio e Industria de Madrid la organización y 
funcionamiento de un Centro Nacional de Informaciones Comerciales, al que se agregó en 1907 una Junta de 
Comercio Internacional con el propósito de extender las relaciones mercantiles de España con otros países y 
especialmente con los países europeos y a las Repúblicas Hispanoamericanas y Marruecos. Como puede verse, las 
actuaciones estatales muestran una tendencia clara al fomento del comercio internacional, como contrapartida al 
incremento del proteccionismo en el interior, y dejando vislumbrar una cierta preocupación por la evolución de la 
balanza de pagos. Algunos sectores económicos se quejaban de que el Gobierno otorgaba una mayor atención a los 
sectores manufactureros que a los agrícolas. Un representante de la Federación Agraria de Levante, Iranzo, se 
exponía su quejas en el Congreso durante las discusión del proyecto: "Y es que para vosotros las corrientes de 
exportación que trataís de estimular son las de los artículos industriales en aquellas escasas partidas de nuestro 
Arancel que se exportan (...). Creeís que no se exporta más, que no hay necesidad de estimular sino la exportación 
de los tejidos de algodón, de los tejidos de punto, del calzado; mientras que nosotros creemos que hay que estimular 
aquellos productos naturales y agrícolas, que figuran por cientos de millones en la cifra total de nuestro comercio 
exterior".Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, Legislatura de 1908, n° 26, p. 653.
J O
Como defendía un representante de la Comisión, Garay: "El espíritu de este proyecto es nacionalizar el 
trabajo y nacionalizar el capital, y, por tanto, el producto de la industria, y con ellos el instrumento de tráfico que 
es el buque." Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, 21 de octubre de 1908, p. 189.
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en las repúblicas hispanoamericanas, mediante el aumento de las relaciones periódicas con 
las antiguas colonias49.
Estos eran los fines que la ley perseguía. Para alcanzarlos desplegaba, principalmente, 
tres tipos de ayudas: primas, subvenciones y reserva de mercado para los buques españoles. 
Ya hemos señalado que el dictamen de la Comisión había reformado el proyecto en un 
aspecto principal. Se habían suprimido la mayor parte de las desgravaciones y se habían 
sustituido por una mayor cuantía en las primas a la construcción que aparecían en el 
proyecto, ampliándose además los supuestos en los que se tenía derecho a prima a la 
navegación e incluyendo las de exportación o distribución del carbón por el litoral. Como 
vimos, se achacaba el cambio de orientación a una modificación en el sistema de la política 
económica, tendente ahora hacia las ayudas directas (primas) en sustitución de la ayuda 
indirecta (desgravaciones). En la discusión del dictamen en el Congreso, Fernández Latorre 
hacía responsable del cambio de orientación del proyecto al Ministro de Hacienda, Sánchez 
Bustillo, que había considerado insoportable el aumento de gastos y disminución de ingresos 
que el proyecto establecía, 42 millones de pesetas, por lo cual desaparecían las subvenciones 
y se establecía un nuevo impuesto, el impuesto de tonelaje al que nos referiremos a 
continuación.
No parece, sin embargo, que esta sea una razón valida, puesto que la cifra estaba 
sobredimensionada, de modo que la nueva forma de protección no iba a resultar más barata 
para el Estado50. Parece más probable que fueran las presiones de los grupos patronales,
49 "La razón es que esto [las comunicaciones marítimas regulares] es de interés para el Estado, que es función 
del Estado mismo, porque las compañías subvencionadas son elementos políticos de los Gobiernos que las alientan 
con sus subvenciones y dirección política; es todo el sistema arterial, toda la ramificación en el extranjero con sus 
consignatarios, agentes comerciales, etc. etc., y los Gobiernos están interesadísimos en que no fracase eso, no ya 
por mala fe o por falta de patriotismo, sino por inepcia." Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, 17 de 
febrero de 1909, p. 2662.
50 Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, Legislatura de 1908, p. 1619. El gasto que suponía el 
proyecto se cifraba en 42 millones de pesetas, como ha quedado dicho, repartido en 19 millones de pesetas para 
primas a la navegación; 10.700.000 para subvención de lineas regulares de navegación; 111.000 pesetas por 
desgravación de la contribución industrial; 233.000 por utilidades; 12.600.000 por cuotas de derechos reales, 
impuestos de transportes de todo género, pasajeros y aduanas; y 42.000 pesetas las rebajas en las obvenciones
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¡ue en sus proyectos no habían contemplado las desgravaciones como base de ninguna ley
£ protección para la marina, las que hicieran modificar los principios de la Ley. No hay que
1
Ividar que, por ejemplo, Adolfo Navarrete, secretario de la Liga Marítima, era miembro 
2 la Comisión encargada de dictaminar el proyecto. Puede interpretarse también este hecho 
orno un episodio más de la pugna que ya hemos apuntado entre los intereses contrapuestos 
¡í armadores y constructores de buques, puesto que indudablemente las desgravaciones
que a éstos51.
s sino que creaba un nuevo impuesto52, 
te en palacras ae ia uamara ae comercio ae Bilbao iba a ser "depresivo para nuestras 
municaciones y relaciones mercantiles con el continente americano"53. Se temía que el
jcogidas en el proyecto favorecían más a aquéllos
| ■ ...............................................................................................................................................................
i: La Ley no sólo eliminaba las desgravacion<
isulares. En total, 13 millones de pesetas por desgravaciones y 29 por primas y subvenciones. Ibídem. Los 
;ulos estaban muy hinchados, pues nunca se llegó a otorgar, cuando se aprobó la Ley, una subvención tan crecida. 
Liga Marítima en 1910 estimaba, refiriéndose a cantidades presupuestadas en documentos parlamentarios, el gasto 
il en 19 millones de pesetas, dividido en 11 millones para subvenciones, 5 millones para primas a la navegación 
millones para primas a la construcción. Boletín Oficial de la Liga Marítima Española, septiembre- octubre 1910, 
l.
í 51 "Si vosotros le preguntáis a un armador, que son, entendedlo bien, quienes fomentan la marina mercante, 
necesita para aumentar sus fletes e impulsar de esta manera el tránsito de nuestro comercio, no os dirá que le 
.primas a la construcción, os dirá que le deis libertad arancelaría, que le deis facilidades en los puertos, economía 
as operaciones de carga y descarga, que le deis facilidades y economía en las Aduanas, en los despachos de las 
|andancias de Marina, que le libréis de todas aquellas trabas que se vienen oponiendo al desenvolvimiento de 
tara marina; os pedirá, sobre todo, que libréis a la marina de esa crucifixión, de ese verdadero martirio que sufre 
|anderamiento de buques que adquiere en el extranjero y que hace que muchos españoles tengan sus buques 
Aderados con bandera extraña. Pero si en lugar de esto lo que vosotros hacéis es dar primas a la construcción, 
|e  en realidad y positivamente conseguís es mantener la carestía en el precio de construcción de buques y, por 
iguiente, detener el desarrollo de nuestra marina mercante". Esta es la opinión de Fernández Latorre en el 
ireso. Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, Legislatura de 1908, n° 27.
52 "Los buques de vapor nacionales y extranjeros en navegación de altura, con carga o pasaje a bordo y 
idencia de puertos de Europa o de Asia y Africa en el Mediterráneo, o con destino a ellos, satisfarán en el 
;r puerto de la Península e Islas Baleares donde efectúen operaciones de tráfico de mercancías y pasajeros, un 
esto de 0,75 pesetas por cada tonelada de registro neto." El impuesto parece haber entrado en la Ley como 
cuencia de la petición de las principales Compañías de Navegación de altura, de tráfico trasatlántico no 
ncionado, para evitar que las Compañías de Navegación extranjeras tomaran carga en los puertos españoles 
er escala en sus navegaciones trasatlánticas a fletes con los que aquellas no pudieran competir y que se estim aba 
90 por ciento del tráfico trasatlántico estaba afectado por esa competencia. Boletín Oficial de la Liga Marítima 
Iola, septiembre-octubre 1910, p. 8.
|'3 Memoria de la Cámara de Comercio, Industria y  Navegación de Bilbao, Año 1910, p. 6
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pón naval, de forma que se redujera el precio del buque al importar los productos 
;spaña eran más caros que en el exterior y encarecían el coste de construcción; o 
jibvención por parte del Estado a constructores y Compañías de Navegación por una 
| igual a la diferencia entre los precios exteriores y los españoles. La legislación 
| había adoptado hasta el momento un sistema mixto de protección, manteniendo la 
ón de los derechos arancelarios y otorgando al mismo tiempo primas a la 
rión. El sistema no había favorecido la expansión de la marina55.
|nte el fracaso del sistema anterior, en 1909 se decidió apostar por la protección 
^bandonando las exenciones, hasta extremos que los opositores al proyecto no 
en calificar de prohibicionistas56. El cuadro 7.4 presenta el valor de las primas que 
durante los diez años siguientes a la promulgación de la ley para las construcciones 
le 10 toneladas brutas de arqueo total.
as primas también tenían limitaciones. A lo máximo que podían aspirar era a 
r que la marina nacional sustituyera a la extranjera en el transporte de ciertos 
>s de exportación e importación. Como la marina nacional era insuficiente para 
a la marina extranjera, el alza de los fletes que se produciría a corto plazo generaría 
tanda derivada de buques con lo cual la construcción naval, y sus industrias 
“adoras, podrían salir del estancamiento en que se encontraban. Este proceso de 
ito, sin embargo, tenía un límite si el país no era capaz de incrementar el volumen
^ando se dictó el último arancel - decía Adolfo Navarrete la construcción naval tenía dos protecciones: 
(vamos a ocuparnos de los buques de vapor, porque el argumento es igual para todos) de 75 pesetas por 
un derecho arancelario de introducción del buque, llamado de abanderamiento, de 25 pesetas, es decir, 
$ de protección, más una devolución de los derechos arancelarios de los materiales que el constructor 
para construir o reparar el buque, que oscilaban, por término medio, en 60 pesetas por tonelada. Con eso, 
e eso, la construcción naval española ha tenido la decadencia que es notoria y en todas las informaciones 
is y no arancelarias, en todo proyecto de fomento de la producción nacional, ha sido unánime el clamor 
s aumentara la protección en cualquier forma" Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, 17 de 
1909, p. 2650.
a  Comisión ha ido tan lejos que su dictamen no puede llamarse proteccionista, es un dictamen que 
1 proyecto de ley en un proyecto prohibicionista." La frase es de Roselló. Diario de Sesiones del Congreso 
fitados, 18 de febrero de 1909, p. 2681.
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CUADRO 7.4
PROTECCION MEDIANTE PRIMAS EN LA LEY DE 1909 
(pesetas por tonelada)






Primas a la construcción 
buques de madera
sin motor propio 80
con motor propio 100
buques de hierro y acero
sin motor propio 120
con motor propio
sólo carga 160
carga y pasaje 170
sólo pasaje 180
Primas al carbón 0,30
■iota: El grupo 1 incluye las expediciones a Brasil Uruguay y Argentina. El grupo 2, las expediciones a los países 
ibereños del Mediterráneo. El grupo tercero, las expediciones a Nueva York y la Habana.
i
¡
El segundo conjunto de ayudas que recibía la marina mercante en la ley de 1909 se 
concretaba en la subvención de un conjunto de lineas que realizaran una serie de trayectos 
y con una periodicidad previamente fijada por el Estado. Todas las entidades consultadas 
habían coincidido en la necesidad de fomentar esas comunicaciones. El dictamen de la 
Comisión informadora otorgaba a la existencia de esas lineas una cuádruple finalidad: 
política, comercial, postal y militar, primando la finalidad política que llevaba consigo la
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a adquirir compromisos de suministro en el mercado nacional. Estas obligaciones incluían 
que los buques subvencionados fueran de propiedad de españoles y estuvieran abanderados 
en España; aunque los buques necesarios para el establecimiento de los servicios se pudieran 
adquirir en el extranjero, los necesarios para la reposición y ampliación de los servicios 
tenían que ser en sus dos terceras partes de construcción española, siempre que no se 
cumplieran las condiciones de exclusión reseñadas antes. Disposiciones adicionales 
aseguraban que en un periodo de diez años la flota de buques subvencionados sería renovada 
con buques de construcción nacional. Además se estipulaba que la dotación de los buques 
fuera española, que el abastecimiento de los buques se realizara en puertos españoles y que 
al menos de las dos terceras partes del carbón consumido por el barco fuera de procedencia 
española en los puertos de la península. Por último, se exigía que las concesiones fueran 
realizadas a españoles, o a sociedades nacionales cuyas acciones no pudieran ser transferidas 
a extranjeros y cuyo Consejo de Administración estuviera formado por españoles, así como 
que de esta nacionalidad fuera su Director o Gerente.
Con los tres mecanismos de protección que hemos destacado, el Estado se aprestaba, 
en 1909, a acudir a salvar de la decadencia a las industrias marítimas. La finalidad última 
de la Ley era facilitar, y en ocasiones obligar a, la sustitución de las importaciones de buques 
extranjeros por la construcción en España, fomentando la construcción naval, y sustituir a 
la marina extranjera en el transporte de mercancías españolas y extranjeras en navegación 
desde y hacia España. Para conseguirlo, acudía el Estado con dos mecanismos básicos: la 
disminución de los costes privados de construcción y navegación a través de la ayuda del 
Estado y la eliminación de la competencia extranjera por la prohibición de sus actividades 
en España. Poco hay que resaltar del segundo. La desaparición de la competencia extranjera 
tendería a ajustar la menor oferta a la demanda mediante un incremento de los fletes, el cual 
se esperaba que provocara el aumento de las botaduras de barcos construidos en España para 
ampliar la oferta y reducir de nuevo los fletes. Del tiempo que tardara en producirse ese 
ajuste dependían los costes que tendrían que pagar los demandantes.
El otro mecanismo de protección señalado, primas y subvenciones, hacía recaer sobre
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los contribuyentes el coste de la recuperación de la marina mercante española. Las ayudas 
otorgadas tenían como objetivo provocar la sustitución de la marina y los buques extranjeros 
mediante el abaratamiento de la producción española. Esto significaba que el Estado ayudaba 
a reducir el precio pagado por los consumidores, asumiendo la disminución del precio de los 
buques o de los fletes con el recurso a las ayudas presupuestarias a los dos sectores. En otras 
palabras, los contribuyentes cargaban con el sobreprecio que las industrias marítimas 
españolas mantenía por su atraso con las industrias marítimas de otros países.
Este mecanismo protector tenía, sin embargo, graves limitaciones. Las ayudas del 
Estado podían eliminar del mercado a algunos competidores de la marina española que no 
pudieran resistir el descenso de los precios, siempre que éste se produjera. Sin embargo, la 
mayoría de los competidores se mantendrían en el mercado limitando la expansión de las 
industrias marítimas españolas. En ese caso, sólo la expansión de la demanda de servicios 
marítimos o el recurso creciente a las arcas del Estado podían sostener la expansión. Sin 
embargo, ya hemos visto ejemplos que nos hacen pensar que la ayuda del Estado provocaba 
la ganancia de una posición dominante en le mercado de las Compañías subvencionadas, por 
lo cual podían dictar precios más elevados haciendo recaer sobre los consumidores, como en 
el caso de restricción de la competencia, las consecuencias de la política estatal.
LAS CONSECUENCIAS DE LA LEY
La promulgación de la ley provocó un estado de ánimo favorables entre navieros y 
constructores. Al año de su promulgación, a su amparo "se han desarrollado ya iniciativas, 
se han contraído compromisos y se ha abierto, en suma, una nueva era en la vida marítima 
nacional"62. El intento de reformarla por parte del Gobierno liberal que sustituyó al de 
Maura levantó airadas reacciones por parte de los intereses navales de España63.
62 BOLME, septiembre-octubre 1910, p. 6.
63. La Cámara de Comercio de Bilbao envió una representación a entrevistarse con el Presidente del Gobierno 
y los Ministros de Fomento y Hacienda a fin de evitar que "se les coloque en situación más deplorable aún que la 
que tuvieron hasta la ley citada de 14 de junio, produciendo la ruina de las mismas, y dejando en la indigencia al
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Las estimaciones que se realizaban de los beneficios de la Ley apoyaban las favorables 
expectativas que se habían levantado en tomo a ella. Las primas a la navegación otorgadas 
se estimaba que producirían un incremento anual en la exportación de 47 millones de pesetas, 
un 4 por ciento de las exportaciones españoles en 1909. Ese aumento se dividía en 
incrementos de 3,5 millones de pesetas en la exportación a Estados Unidos; 3,2 en la 
exportación a Río de la Plata; 1,1 en la exportación a Brasil; 1,2 en la exportación a Austria, 
Grecia, Turquía, Egipto y Rusia y 500.000 pesetas en la exportación a Argelia dentro de los 
servicios primados regulares y 36 millones de incremento en la exportación a través de 
buques primados de navegación libre. El incremento de los fletes produciría para España, 
según este cálculo, unos beneficios de 16.500.000 pesetas, dividido a partes iguales entre los 
servicios primados regulares y los de navegación libre. Las condiciones para la recepción de 
primas incluían un porcentaje de buques de construcción nacional, que se estimaba en un 
incremento medio anual de 22.000 toneladas, algo más del 3 por ciento de la flota, de 
acuerdo con la siguiente distribución (en miles de pesetas):
Servicios subvencionados 5.581 de los cuales 2/3 en España 3.900
Servicios primados regulares 2.724 de los cuales 1/2 en España 1.362
Navegación libre primada 11.726 de los cuales 1/3 en España 3.909
Cabotaje nacional 3.848 todo en España 3.848
lo que representaba en total un aumento en la construcción naval de 13.019.000 pesetas. Por 
último, otros beneficios derivados del incremento de las exportaciones a consecuencia de las 
primas alcanzaban los 48.000.000 de pesetas. En total, los beneficios alcanzados a 
consecuencia de la ley, netos de las primas otorgadas, se estimaban en un promedio anual
laborioso personal que en el mar y en el taller dedican su actividad, haciendo desaparecer de España su matrícula 
que recientemente ha sido aumentada, y produciendo el desequilibrio de la industria naval que merece la solicitud 
más esquisita(sic) de las primeras naciones comerciales del mundo" Memoria de la O rnara de Comercio Industria 
y  Navegación de Bilbao, año 1910, pp. 7-8. La reforma de la Ley terna como objetivos la supresión del impuesto 
de tonelaje; la reducción de las primas a la navegación y la modificación de los requisitos necesarios para obtenerlas; 
limitar el total anual concedido en primas a la construcción e incrementar el tamaño mínimo del buque para 
cobrarlas, pasando de 10 a 50 toneladas; y aumentar el porcentaje de devolución de las primas en caso de venta del 
buque al extranjero. De todas las reformas propuestas sólo salió adelante la prorroga del plazo de entrada en vigor 
del impuesto de tonelaje.
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de 122.000.000 de pesetas, lo que suponía un 1 por ciento de la renta nacional en 1909, año 
de promulgación de la Ley64.
La Ley comenzó a funcionar ya en 1909, otorgándose las primeras primas y 
sacándose los contratos de comunicaciones marítimas a concurso. En el cuadro 7.5 he 
recogido las cantidades otorgadas en concepto de primas a la construcción de buques entre 
1909 y 1921. La primera columna presenta las cantidades declaradas por los constructores 
navales y que les hacían acreedores de primas; la segunda columna y lá tercera reflejan el 
reconocimiento presupuestario de los derechos de los productores y los pagos que se les 
habían realizado.
Lo primero que llama la atención es la creciente diferencia existente entre las 
cantidades declaradas y los créditos presupuestados. El crecimiento de la construcción naval 
producida, por un lado, por los efectos de las primas, y, por otro, por el incremento de la 
demanda de buques ocasionada por la subida de los fletes debida a la guerra mundial, hizo 
que las cantidades declaradas por los constructores, representativas del derecho al cobro de 
las primas a que se habían hecho merecedores, fueran siempre muy superiores a las 
cantidades que el Gobierno estaba dispuesto a otorgar para ayudar a la industria. El descenso 
que aparece a partir de 1917 es consecuencia del paulatino agotamiento de las favorables 
circunstancias para la construcción naval tanto como del tonelaje mínimo necesario para 
cobrar primas, elevado desde 10 toneladas a 500 toneladas. Esta última circunstancia parece 
la principal responsable del brusco descenso de 1919.
Otro aspecto a destacar del cuadro es la distancia que existe en la mayor parte de los 
años entre las obligaciones reconocidas por el Gobierno y los pagos efectuados para hacer 
frente a esos derechos. Los constructores elevaron en numerosas ocasiones protestas por el 
retraso en el pago de las primas.
64 Todos los datos proceden de BOLME, septiembre-octubre 1910, p. 18.
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¿Quién recibía las primas?. El cuadro 7.6 presenta las empresas constructoras que 
recibieron en alguno de los años presentados en la tabla más de 50.000 pesetas de prima, que 
representan más del 80 por ciento de todas las primas otorgadas durante esos años. El 
aspecto más relevante es que una sola empresa, Euskalduna, recibe el 40 por ciento de las 
primas otorgadas. Si sumamos las recibidas por las dos Sociedades más importantes, se 
alcanza el 60 por ciento del total. El Estado, por tanto, no sostenía con sus ayudas al 
conjunto del sector sino a las empresas más importantes, reforzando con ello su dominio 
sobre el sector y sobre eí mercado.
CUADRO 7.5 
PRIMAS A LA CONSTRUCCION 1909-1921.
CANTIDADES DECLARADAS, OBLIGACIONES RECONOCIDAS 
Y PAGOS EFECTUADOS (pesetas).
AÑOS (1) (2) (3)
1909 nd 1.500.000 nd
1910 nd 2.225.000 27.614
1911 3.321.126 800.000 178.528
1912 1.556.294 1.556.294 1.197.741
1913 2.546.458 1.556.294 2.213.725
1914 3.025.660 1.556.294 1.158.459
1915 4.403.055 3.256.000 2.333.854
1916 10.008.907 3.256.000 nd
1917 14.222.395 500.000 398.913
1918 12.543.290 500.000 373.913
1919 2.883.486 500.000 416.666
1920 nd 9.164.105 8.529.262
1921 nd 11.147.632 11.143.541
(1) Cantidádes declaradas por los constructores; (2) Obligaciones reconocidas; (3) Pagos líquidos
Fuente: Intervención general del Estado: Resúmenes estadísticos de recaudación v pagos v liquidación provisional
del presupuesto de (varios años) y BOLME. (varios números).
2 4 0
CUADRO 7.6
PRIMAS RECIBIDAS POR LAS EMPRESAS CONSTRUCTORAS DE BUQUES 
(Primas mayores de 50.000 pesetas).
CASAS CONSTRUCTORAS 1913 1914 1915 1916 1917 1918 1919 TOTAL
Hijos de J. Barreras 76.395 115.732 151.174 68.015 9.843 421.159
Euskalduna 1.019.754 1.005.275 1.156.073 773.380 127.112 17.284 4.098.878
Hijos de Agustín Cortadi y Cía. 58.671 37.034 98.950 2.320 196.975
Ledo Carrasco y Arailibia 206.718 190.331 17.178 16.625 2.460 433.312
Francisco Azopardo 102.873 60.158 163.031
Cía de Embarcaciones Canarias 48.892 51.436 171.789 45.343 317.460
SA Astilleros del Nervidn 85.837 62.876 35.999 60.590 133.467 378.769
Antonio Sanjuijo Badía 15.430 68.715 24.183 108.328
Eraso y Cía 75.587 45.343 2.988 123.918
Corcho e hijos 76.961 76.961
Sociedad Española de Construcción Naval 266.961 1.272.489 225.957 268.565 249.810 2.283.782
José Rodríguez 51.536 10.580 62.116
Miguel Cardona Joseph 89.330 57.435 28.124 31.889 206.778
Total primas > 50.000 1.410.430 1.603.948 2.134.924 2.378.992 406.679 329.155 400.561 8.664.689
TOTAL PRIMAS 1.556.294 1.556.295 3.025.600 3.025.600 500.000 500.000 500.000 10.663.789
Fuente: Boletín Oficial del Estado.
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Las cantidades recibidas por las empresas eran importantes para su funcionamiento. 
Euskalduna, por ejemplo, saldó sus primeros años de funcionamiento con pérdidas, por lo 
que cifraba la consolidación de la fábrica en el cobro de las primas, para lo cual los gerentes 
de la empresa utilizaron su influencia en las gestiones para la aprobación de la ley, invitando 
incluso al Rey Alfonso XIII a la factoría65. La mejora de la coyuntura no hizo tan 
imprescindible su recepción para la Sociedad, y el destino que se le otorgaba en 1912 era la 
reducción del endeudamiento. Cuando comenzaron a recibirse las primas, la Compañía 
proyectó una ampliación de la factoría66.
Más significativo puede ser el cuadro 7.7, en el cual se contraponen las primas 
recibidas por Euskalduna y algunos datos económicos de su explotación. Aunque carecemos 
de datos sobre el volumen de negocios, lo que nos permitiría una comparación más ajustada 
con las subvenciones de explotación que representan las primas, las cifras del cuadro son 
suficientemente significativas. Entre 1913 y 1916, el periodo en el que se otorgan las 
mayores cantidades, éstas superan los beneficios de explotación, excepto en 1916, y siempre 
los beneficios netos. Cuando comienzan a percibirse en la rentabilidad de la empresa los 
efectos del auge de la construcción naval durante la guerra, las primas pierden importancia. 
Para el conjunto del periodo las primas a la construcción suponen el 57 por ciento de los 
beneficios netos de la empresa y el 36 por ciento de los de explotación. Sin duda, la 
recepción de las primas tuvo una gran influencia en la obtención de esos rendimientos.
Volvamos a las repercusiones de las primas sobre el sector. En el cuadro 7.1 podemos 
observar que en el decenio 1909-1918 se produce un crecimiento de la construcción del 375 
por ciento respecto del decenio anterior, 1899-1908. El aumento de la producción permite, 
al mismo tiempo, reducir la dependencia de la marina mercante nacional de las compras del 
exterior. La agregación decenal de las cifras no nos permite distinguir que parte del aumento 
se produce antes de la guerra y que parte es consecuencia directa de ella.
65 Toires Villanueva (1989), p. 477.
66 íbfdem. pp. 534-535.
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CUADRO 7.7











1913 5.000 2.000 5.100 671,3 168,4 402,9 1.019
1914 5.000 1.200 5.200 715,1 63,6 526,5 1.005
1915 5.000 1.000 5.100 723,9 51,1 522,8 1.156
1916 5.000 900 5.100 1.332,0 49,8 532,2 773
1917 5.000 800 4.300 1.681,1 64,6 1.616,5 127
1918 5.000 700 2.677,8 76,9 2.600,9
1919 5.000 600 7.900 3.320,5 167,5 903,0 17
TOTALES 11.121,7 7.104,8 4.097
Cap.Des.: Capital Desembolsado; Acc.: Acciones; Oblig.: Obligaciones; Benf. Expl.: Beneñcios Explotación 
Fuentes: Torres Villanueva (1989), Apéndice 28; y cuadro 6.
Debemos acudir, por tanto a otras estimaciones. La de Carreras infravalora la 
producción del sector, de acuerdo con las cifras de Gómez Mendoza, debido a las diferentes 
fuentes de de las que cada autor ha obtenido sus datos67. Aunque las primeras no sean 
fiables para conocer el volumen de construcción naval, si que pueden utilizarse para ver la 
evolución de la misma, puesto que contamos con la ventaja de tener estimaciones anuales.
67 Las cifras de Carreras proceden del Lloyd's Register, mientras las de Gómez Mendoza han sido obtenidas 
comparando el tonelaje registrado cada año con el total de importaciones de buques mercantes, complementándolas 
con otras fuentes, como el mismo Lloyd’s Register.
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CUADRO 7.8
EVOLUCION DE LA CONSTRUCCION NAVAL, 1901-1920. 
(Miles de toneladas de registro bruto).
AÑOS TONS. AÑOS TONS.
1901 - 1911 2,8
1902 - 1912 4,3
1903 - 1913 8,5
1904 1,5 1914 4,2
1905 2,9 1915 12,8
1906 2,9 1916 10,8
1907 4,0 1917 22,8
1908 5,2 1918 17,4
1909 2,2 1919 52,6
1910 3,2 1920 45,9
Fuente: Carreras (1989b), p. 204.
Como se observa en el cuadro, la construcción naval experimenta un auge en los años 
anteriores a la guerra, pasando de una producción media de 800 toneladas en el quinquenio 
1901-1905, a 3,5 mil en 1906-1909, y 6,52 mil toneladas en 1911-1915. Sin duda, ese 
crecimiento estuvo sostenido por la ayuda estatal al sector. Hay que advertir que el 
crecimiento de la capacidad productiva que demuestran las cifras, y que hemos mencionado 
antes el comentar las expectativas de Euskalduna ante la recepción de las primas, debió ser 
un elemento que permitiera el rápido desarrollo de la producción naval durante la guerra.
Debe tenerse en cuenta al.analizar esas cifras que la mayoría de las construcciones 
realizadas por las empresas españolas con derecho a este tipo de ayuda eran de reducido 
tamaño. Los datos que ofrece la Gaceta así lo demuestran: hasta el 31 de diciembre de 1915 
las construcciones liquidadas tenían los siguientes tamaños:
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Embarcaciones menores de 50 toneladas 1.106
Embarcaciones de 50 a 100 toneladas 111
Idem de 100 a 200 86
Idem de 200 a 300 1
Idem de 300 a 500 5
Idem de 500 a 1.000 1
Idem de 1.000 a 2.000 0
Idem de 2.000 a 4.000 6
Idem de 4.000 en adelante 4
Las ayudas estatales, en consecuencia, servían para crear una flota formada 
principalmente por barcos de pequeño tonelaje útiles, sobre todo, para la navegación de 
cabotaje. Intentando atajar esta situación se suspendió temporalmente la ley para las 
embarcaciones de menos de 500 toneladas con el fin de fomentar la construcción de naves 
que pudieran realizar servicios de altura y gran cabotaje, además del cabotaje nacional68. 
La reforma tuvo efectos favorables, puesto que desde entonces se revitalizó la construcción 
de buques de mayor tonelaje. Si hasta el 31 de diciembre de 1915 no se habían construido 
más que 11 barcos de más de 500 toneladas, entre esa fecha y el 31 de diciembre de 1918 
se habían construido 23 nuevos barcos.69
Otro efecto de la ley de comunicaciones marítimas lo produjo el contrato con la 
Compañía Trasatlántica para el servicio de las lineas subvencionadas. Se estipulaba que dos 
terceras parte de los buques necesarios para ampliación de los servicios y reposición de los
R. D. de 14 de abril de 1916 (Gaceta del 15). De él proceden las cifras de construcciones.
Los constructores navales protestaron ante el Ministro de Fomento por la reforma de la ley. En una 
exposición firmada por los pertenecientes a la Asociación de Constructores Navales, afirmaban: "No se comprende 
que pueda dictarse una disposición gubernativa derogando en parte una ley que forma conjunto armónico, cuando 
esa derogación establece castas entre industriales que la ley quiso tuvieran el mismo trato y consideración, 
perjudicando a los pequeños, a los más necesitados de protección, aunque respetando como se merece a la gran 
industria.”. " El pretender suprimir las primas a la construcción de buques pesqueros en los momentos más críticos 
y azarosos para las industrias de pesca y sus derivadas, cuando han encarecido en proporciones asombrosas los 
precios de los carbones, materiales de construcción, redes, aparejos, etcétera, etc., equivale a decretar para un plazo 
brevísimo, la ruina de la riqueza nacional que representa esas industrias y el alejar para siempre la esperanza de que 
el pescado llegue a toda la nación a precios abordables para el consumidor". BOLME, mayo-junio 1916, pp. 8-9.
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que se encontraban en funcionamiento durante el primer decenio serían de construcción 
nacional, con las excepciones señaladas por la ley. A raíz de estas disposiciones, en 1913 la 
Sociedad Española de Construcción Naval firmó un contrato con Altos Hornos de Vizcaya 
y la Trasatlántica para la construcción de toda clase de buques mercantes, siendo la base la 
adquisición de la factoría de Matagorda y la creación de unos astilleros en Bilbao, que se 
construyeron en 1916 en Sestao. El contrato suponía la construcción de 140.000 toneladas 
de buques70.
Si bien de los datos presentados se desprende que la ley favoreció la construcción 
naval, y especialmente a ciertas empresas, existe una continua reclamación de los navieros 
acerca de la insuficiencia de las primas y del retraso en su pago. Valga a modo de ejemplo, 
la exposición de los navieros al Ministro de Fomento en 191371. A pesar de las protestas 
de navieros y constructores, no cabe duda, por los datos ofrecidos, que la construcción naval 
y los beneficios de las empresas constructoras experimentaron un crecimiento desde el 
momento que el Estado les aseguró una demanda estable y ayudas para competir con la 
construcción naval extranjera.
No ha sido posible construir una serie de las ayudas otorgadas en concepto de primas 
a la navegación. Debemos, por tanto, acudir a otro tipo de elementos para valorar las 
repercusiones de las ayudas estatales en esta actividad. En un informe de la Liga Marítima 
sobre el cumplimiento de la Ley a los cinco años de promulgada, se calculaban los siguientes
70 Torres Villanueva (1989), p. 536 y BOLME, septiembre-octubre 1914, p. 4
71 Valga como ejemplo la exposición de los navieros al Ministro de Fomento en 1913: "En los tres años que 
lleva de estar rigiendo la mencionada Ley, no ha sido posible darle eficaz y total cumplimiento en lo que al pago 
de las primas a la navegación se refiere, por no existir consignadas en los presupuestos del Estado la cantidad 
necesaria para hacer frente a tan importante atención". BOLME, marzo-abril 1913, p. 9. La queja se repetía en 1918, 
una vez finalizado el periodo de vigencia: " (...) nos encontramos con que industria de tanta importancia como la 
productora de elementos de transporte marítimo, de que España está tan escasa y cuyo aumento tanto necesita, y que 
estaba protegida, además del Arancel, (...), por la ley de junio de 1909, que al otorgar primas a la construcción de 
buques trató de compensar las deñciencias arancelarias, se encuentra hoy sin esa protección arancelaría, suspendida 
gubernativamente, y sin el disfrute de las primas a la construcción naval, caducadas por el término de vigencia de 
la ley y no abonadas, además, durante la mayor parte del tiempo que han sido devengadas." Comisión Protectora 
de la Producción Nacional (1918), p. 105.
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El resultado era un aumento de un 20,9 por ciento en las toneladas exportadas por los 
servicios receptores de primas y un 44,4 por ciento en los servicios subvencionados. Estos 
aumentos de los fletes se calculaba que suponían 21.400.000 pesetas72. Por otra parte, los 
beneficios que la política económica otorgaba contribuyeron a que los barcos que se habían 
abanderado en el extranjero para eludir la reglamentación española se inscribieran en España 
para recibir las primas a la navegación73.
El cuadro 7.9 presenta la evolución de la distribución del comercio exterior de España 
en función de la nacionalidad del buque que realiza el transporte. Como vimos, uno de los 
objetivos de la ley era la nacionalización del comercio exterior que estaba en manos de 
extranjeros en sus dos terceras partes. El cuadro 7.10 presenta los mismos datos agrupados 
en periodos.
72 BOLME. septiembre-octubre 1914, pp. 3-4.
73 Valdaliso (1991), p. 126.
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CUADRO 7.9
PORCENTAJE DE TONELADAS CARGADAS EN BUQUES DE BANDERA ESPAÑOLA Y
EXTRANJERA. 1908-1921
AÑOS VAPORES VELEROS TOTAL
IMPORT. EXPORT. IMPORT. EXPORT. IMPORT. EXPORT.
NAC. EXTR. NAC. EXTR. NAC. EXTR. NAC. EXTR. NAC. EXTR. NAC. EXTR.
1908 32,9 67,0 28,1 71,9 19,4 80,6 13,4 86,5 32,4 67,6 27,8 72,2
1909 32,9 67,0 27,0 73,9 16,6 83.4 12.4 87,6 32,4 67,6 26,8 73,2
1910 35,2 64,7 31,0 69,0 22,8 77,2 13,2 86,8 34,9 65,1 30,7 69,3
1911 37,1 62,8 30,0 70,0 20,5 79,5 12,3 87,7 36,7 63,3 29,7 70,3
1912 39,4 60,6 29,1 70,9 20,3 79,7 17,3 82,7 39,0 61,0 28,9 71,0
1913 39,6 60,3 31,0 69,0 20,8 79,2 23,0 77,0 39,3 60,7 30,9 69,0
1914 39,2 60,8 32,2 67,8 17,2 82.8 27.3 72,7 38,8 61,2 32,1 67,8
1915 47,6 52,3 38,8 61,2 17,2 82,7 29,1 70,9 46,6 53,4 38,6 61,4
1916 57,1 42,8 35,1 64,9 18,4 81,6 36,2 63,8 55.7 44,3 35,2 64,8
1917 64,8 35,2 21,8 78,2 31,5 68,5 68,0 32,0 62,1 37,8 23,1 76,9
1918 87,8 12,1 34,4 65,5 43,7 56,3 71,0 29,0 84,3 15,7 36,0 63,9
1919 62,3 37,6 25,3 74,7 50,8 49,2 66,9 33,0 61.2 38,8 27,4 72,6
1920 42,5 57,4 18,3 81,7 40,2 59,8 62,0 38,0 42,3 57,7 20,0 79,9
1921 28,9 71,0 22,4 77,5 47,3 52,7 56,1 43,9 29,8 70,2 23,6 76,4
Fuente: Estadísticas del Comercio Exterior.
El comercio exterior español se encontraba dominado por los buques de bandera 
extranjera. Antes de la promulgación de la ley de Comunicaciones Marítimas únicamente un 
tercio del mismo se efectuaba bajo bandera nacional. Ya hemos señalado que uno de sus 
objetivos era la nacionalización del comercio exterior. El cuadro 7.10 nos muestra el fracaso 
que se obtuvo en esta materia. En el periodo 1910-1914, cuando la ley ya ha entrado en 
vigor y se han otorgado las primeras primas y subvenciones, apenas un 5 por ciento de las 
importaciones totales y un 3 por ciento de las exportaciones totales han sido rescatadas de 
la competencia extranjera. La guerra mundial produce un giro en esta situación, pero 
únicamente en las importaciones. Las exportaciones continúan dominadas por buques con 
bandera extranjera. Evidentemente, no puede otorgarse el mérito de esta cambio a los efectos
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de la ley sino a la reducción del mercado de transportes para ciertos productos, al dedicarse 
las naves de los países beligerantes a efectuar trabajos de apoyo a la marina de guerra, o bien 
a la importación de artículos esenciales para el sostenimiento de los ejércitos y de la 
población civil. En este hecho radica la explicación del diferente comportamiento de 
importaciones y exportaciones españolas: la reducción de competencia sólo se produce en 
el transporte de las importaciones españolas; por el contrario, el mantenimiento en las 
exportaciones impide la recuperación de esta parte del comercio.
Al terminar la guerra, la vuelta a la normalidad ocasiona la reaparición de la lucha 
comercial y, por tanto, la pérdida de las posiciones de privilegio adquiridas, si bien hay que 
hacer una distinción entre la navegación a vapor y a vela. Durante la guerra, la insuficiencia 
del material disponible para el transporte hizo rentable la recuperación de antiguos barcos de 
vela para el comercio internacional. Por eso, el porcentaje del comercio realizado por éstos 
aumentó. Esa situación continuó durante los primeros años de la posguerra acaparando la 
marina española más de la mitad del tráfico de exportación y más del 40 por ciento del de 
importación en veleros. Sin embargo, la mayoría del tonelaje de la flota se encontraba en los 
vapores, y de ahí la dependencia en el tráfico que se muestra en la segunda parte del cuadro.
CUADRO 7.10




AÑOS IMPORT. EXPORT. IMPORT. EXPORT. IMPORT. EXPORT.
NAC. EXTR. NAC. EXTR. NAC. EXTR. NAC. EXTR. NAC EXTR. NAC EXTR.
1908/09 33,9 67,0 27,6 72,4 18,0 82,0 12,9 87,1 32,4 67,6 27,3 72,7
1910/14 38,1 61,9 30,6 69,4 20,3 79,7 18,6 81,4 37,7 62,3 30,5 69,5
1915/19 63.) 36,1 31,1 68,9 32,3 67,7 54.2 45,8 62,0 38,0 32,1 67,9
1920/21 35,7 64,3 20,4 79,6 43,7 56,3 59,1 40,9 36,1 63,9 21,8 78,2
'uente: Cuadre 7.9.
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El periodo de bonanza de la guerra llevó a la renuncia de las primas a la navegación 
por parte de las Compañías que ante el aumento de los fletes no deseaban verse sometidos 
a las obligaciones que el cumplimiento de la ley llevaba consigo. Por tanto, el periodo de 
disfrute de las ayudas fue relativamente corto, entre 1909 y 1915. Parece, en cualquier caso, 
que en la mayor parte de los años se alcanzó por ese concepto el límite marcado por la ley, 
de 4.900.000 pesetas. Las obligaciones de las que querían huir los navieros para aprovechar 
la excepcional coyuntura se multiplicaron ante la intervención del Estado en el tráfico 
marítimo para intentar rebajar el alza de los fletes y asegurar el suministro de las 
subsistencias, a lo que ya me he referido en la primera parte de este trabajo. Las pérdidas 
que sufrieron los navieros por la reducción de fletes pra el servicio del Estado ascendieron 
a cincuenta millones de pesetas74.
Si las primas a la navegación no tuvieron unos efectos tan positivos como los que 
hemos señalado para las primas a la construcción fue debido a la falta de desarrollo de los 
aspectos complementarios, que eran considerados esenciales para el progreso de la 
navegación nacional. Recordemos que aquellos aspectos eran el desarrollo de las tarifas 
económicas de transportes por ferrocarril para los artículos con destino a la exportación; el 
fomento de conciertos entre las Compañías de ferrocarril y las de navegación para establecer 
transportes combinados, con tarifas especiales reducidas; el estímulo a los conciertos entre 
las entidades con intereses en la actividad portuaria para mejorar su funcionamiento 
administrativo y su eficacia técnica; y, el apoyo a iniciativas conducentes a la creación de 
Bancos o Sindicatos de Exportación, Agencias, Bazares y Museos Comerciales, Sociedades 
de crédito marítimo y de hipoteca naval75.
74 El pago de esos quebrantos se repartiría entre todos los navieros en base a cuotas proporcionales. La crisis 
de posguerra puso en mala situación financiera a las empresas de navegación, por lo que el Ministro de Hacienda 
tuvo que presentar un proyecto de ley concediendo anticipos a los navieros acreedores por esos pagos no recibidos. 
RD. de 2 de marzo de 1922. (Gaceta del 30).
75 "Nada, o casi nada de ello -afirmaba la Liga Marítima en 1914- se ba intentado siquiera, (...), a pesar de 
los dispuesto además en el Reglamento dictado para la aplicación de la Ley, así como tampoco se ha cumplimentado 
el precepto legal que ordenaba que, mediante un proyecto de ley especial, se dieran estímulos al transporte del carbón 
nacional y a su distribución en los mercados. En cambio, otras medidas, como, por ejemplo, las de la reforma del 
Reglamento de practicaje y amarraje de los buques y la simplificación y abaratamiento de sus tarifas, haciendo en 
éstas una reducción especial para los buques que reúnan determinadas condiciones, eximiendo las de practicaje, en
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Otros problemas que tuvo que afrontar fueron los derivados de la guerra. Ya hemos 
señalado antes dos de ellos. Por un lado, fue en 1916 cuando se decidió aumentar el tonelaje 
de los barcos con derecho a ayudas a la construcción desde 10 a 500 toneladas. En segundo 
lugar, las obligaciones que la ley establecía sobre los navieros les llevó a la renuncia a las 
primas a la navegación en 1915. Por otro lado, el aumento de los fletes hizo innecesario 
mantener una medida tan proteccionista de la marina nacional como era la exclusiva de la 
navegación de cabotaje a los buques nacionales, por lo que se suprimió al aprobarse la ley 
de Subsistencias en 1915. Los problemas de protección a la marina mercante fueron 
sustituidos por la preocupación por el alza de precios de los productos básicos, lo que llevó 
a la adopción de medidas intervencionistas del tráfico marítimo, como la tasa de los fletes 
del tráfico de cabotaje, la creación del Comité de Tráfico Marítimo que llegó a tener a su 
disposición toda la flota mercante española para el transporte de subsistencias o el control de 
los fletes. Las circunstancias bélicas produjeron un descalabro tal en el país y en el comercio 
marítimo que desdibujaron completamente los efectos de la ley de 1909, cuando no fueron 
derogadas sus disposiciones.
La Ley establecía un periodo de vigencia de diez años para las primas a la 
construcción. Terminada la guerra, las peticiones para una renovación no se hicieron esperar. 
La Comisión Protectora de la Producción Nacional informaba al Ministerio de Fomento que 
no convenía modificar el régimen protector vigente Msólo cabría por el contrario, ampliarlo 
para darle mayor eficacia en los críticos momentos actuales e inmediatos”76. Asimismo, la 
Liga Marítima presionaba ante el ministro de Fomento solicitando la prorroga de la Ley de 
190977
cuanto sea posible, a los buques de cabotaje y haciendo, en general, potestativo dicho practicaje, para los buques 
de nacionales en los puertos que reúnan determinadas condiciones, para que sólo fuera inexcusable el amarraje, se 
han interpretado de tal suerte, que con ellas no ha recibido la navegación mercantil los beneficios que eran de 
esperar" Ibfdem. p. 3.
76 Comisión Protectora de la Producción Nacional (1918b), p. 8.
77 "(...) la Junta Central de la Asociación que estimó cada día de más urgente necesidad la prorroga de dicha 
ley y el abono de las primas a la construcción naval, así como la adaptación de éstas al nuevo régimen arancelario." 
BOLME. noviembre-diciembre 1919, p. 12.
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Todas estas peticiones tiene su fruto cuando los presupuestos para 1920-1921 recogen 
el crédito necesario para satisfacer las cantidades que se adeuden por primas a la construcción 
desde 1909, y se autoriza al Gobierno a prorrogar la ley, sobre la base de la adopción de 
disposiciones complementarias que garanticen una mayor efectividad. Los artículos de la ley 
que hacían referencia a las primas a la construcción fueron prorrogados el 20 de abril de 
1921. A partir de entonces, los buques de construcción nacional de más de 100 toneladas 
continuarían cobrando la protección. La guerra había provocado un exceso de construcciones 
que había aumentado la capacidad productiva del sector a nivel mundial de un 15 a un 20 por 
ciento respecto a los niveles de preguerra. La mayor parte de las naciones avanzadas 
acudieron a defender a su sector de construcciones navales. En España, la Liga Marítima y 
la Asociación de Constructores Navales reclamaron un cambio en la legislación protectora. 
Acompañando al decreto de prorroga de la ley de 1909, ese proyecto entró en el Congreso. 
El proyecto modificaba los esquemas de protección que estaban vigentes en dos aspectos. Las 
primas a la navegación pasaban a concederse únicamente a los buques de construcción 
nacional que transportaran productos nacionales, eliminando, por tanto, la protección general 
a la navegación que establecía la Ley de 1909. En segundo lugar, la protección a la 
construcción había encontrado problemas debido a los elevados aranceles que protegían los 
elementos y materiales que integraban el buque. El proyecto, para evitar el alza del precio 
de construcción por el aumento de precios de los factores productivos, que rebajaban el 
porcentaje de protección, al ser las primas fijas y crecer el precio de la tonelada de arqueo, 
concedía rebajas de los derechos arancelarios, que podían, en ocasiones, convertirse en 
exenciones o devoluciones, cuando la industria nacional no pudiera suministrar los materiales 
o su valor fuera demasiado elevado. La protección quedaba, por tanto, reservada a la 
construcción, pretendiendo los redactores que a través de la disminución del precio de los 
navios se alcanzara la protección que antes tenía la navegación.
Además de la ruptura del desequilibrio que se había intentado mantener en la ley de 
1909 entre navieros y constructores a favor de éstos, el proyecto introducía, como novedad, 
en su base novena la ayuda financiera a las empresas constructoras cuando las primas y la 
protección arancelaria no fueran suficientes, a través de créditos bancarios, préstamos o
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anticipos del estado o garantía de interés.
CONCLUSIONES
Las nuevas peticiones de protección trece años después de la aprobación de la primera 
ley pone de relieve los insuficientes efectos de la primera. A pesar del aumento en un 33 por 
ciento en el tonelaje de la marina mercante, unas 300.000 toneladas, desde 1909, de las que
220.000 eran de construcción nacional, el sector continuó necesitando el apoyo del Estado 
para hacer frente a la competencia extranjera. Fracaso, por tanto, de la política proteccionista 
que no provocó una mejora de la productividad suficiente para que la oferta española ganara 
el mercado nacional y penetrara en los mercados internacionales. Fracaso que no es propio 
de una política concreta sino efecto de la política económica general adoptada por los 
Gobiernos. La construcción naval es un producto final que recibe los productos intermedios 
de algunos de los sectores más favorecidos por la política proteccionista. La siderurgia, el 
carbón, sostenido su crecimiento por el Estado, no ofrecían su producción a un precio 
competitivo, lastrando la del resto de sectores. Estos "encadenamientos negativos" ayudan 
a explicar el fracaso de la política naval.
Pero el fracaso se vuelve éxito si prestamos atención a algunos aspecto concretos. 
Como por ejemplo, el crecimiento de la producción de buques y la disminución de la 
dependencia exterior de la marina mercante española. O la formación de grandes empresas, 
que continuaran su desarrollo durante la Dictadura. E, indudablemente, algunas de estas 
empresas se beneficiaron de las ayudas estatales para mejorar los resultados de su 
explotación, como es el caso de Euskalduna.
A pesar de estos efectos, predomina la sensación de fracaso al analizar la política 
naval de la Restauración. No se deben medir sus resultados por el simple aumento de la 
producción del sector, sino por la forma en la que se consiguieron éstos. Y este análisis 
arroja la imagen de un sector incapaz de mantener el crecimiento sin la asistencia del 
gobierno, sin competir en los mercados internacionales y cargando sobre el resto de sectores
253
FOMENTO DE LAS INDUSTRIAS MARÍTIMAS 
de la economía el coste de su protección.
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Las cantidades recibidas por las empresas eran importantes para su funcionamiento. 
iskalduna, por ejemplo, saldó sus primeros años de funcionamiento con pérdidas, por lo 
e cifraba la consolidación de la fábrica en el cobro de las primas, para lo cual los gerentes 
la empresa utilizaron su influencia en las gestiones para la aprobación de la ley, invitando 
riuso al Rey Alfonso XIII a la factoría65. La mejora de la coyuntura no hizo tan 
iprescindible su recepción para la Sociedad, y el destino que se le otorgaba en 1912 era la 
iucción del endeudamiento. Cuando comenzaron a recibirse las primas, la Compañía 
oyectó una ampliación de la factoría66.
Más significativo puede ser el cuadro 7.7, en el cual se contraponen las primas 
cibidas por Euskalduna y algunos datos económicos de su explotación. Aunque carecemos 
datos sobre el volumen de negocios, lo que nos permitiría una comparación más ajustada 
>n las subvenciones de explotación que representan las primas, las cifras del cuadro son 
ficientemente significativas. Entre 1913 y 1916, el periodo en el que se otorgan las 
ayores cantidades, éstas superan los beneficios de explotación, excepto en 1916, y siempre 
s beneficios netos. Cuando comienzan a percibirse en la rentabilidad de la empresa los 
ectos del auge de la construcción naval durante la guerra, las primas pierden importancia, 
ira el conjunto del periodo las primas a la construcción suponen el 57 por ciento de los 
neficios netos de la empresa y el 36 por ciento de los de explotación. Sin duda, la 
eepción de las primas tuvo una gran influencia en la obtención de esos rendimientos.
Volvamos a las repercusiones de las primas sobre el sector. En el cuadro 7.1 podemos 
>servar que en el decenio 1909-1918 se produce un crecimiento de la construcción del 375 
)r ciento respecto del decenio anterior, 1899-1908. El aumento de la producción permite, 
mismo tiempo, reducir la dependencia de la marina mercante nacional de las compras del 
iterior. La agregación decenal de las cifras no nos permite distinguir que parte del aumento 
produce antes de la guerra y que parte es consecuencia directa de ella.
65 Torres Villanueva (1989), p. 477.
66 Ibídem. pp. 534-535.
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CUADRO 7.7
RESULTADOS DE EXPLOTACION Y PRIMAS A LA CONSTRUCCION EN EUSKALDUNA (1913-1919).










1913 5.000 2.000 5.100 671,3 168,4 402,9 1.019
1914 5.000 1.200 5.200 715,1 63,6 526,5 1.005
1915 5.000 1.000 5.100 723,9 51,1 522,8 1.156
1916 5.000 900 5.100 1.332,0 49,8 532,2 773
1917 5.000 800 4.300 1.681,1 64,6 1.616,5 127
1918 5.000 700 2.677,8 76,9 2.600,9
1919 5.000 600 7.900 3.320,5 167,5 903,0 17
TOTALES 11.121,7 7.104,8 4.097
Cap.Des.: Capital Desembolsado; Acc.: Acciones; Oblig.: Obligaciones; Benf. Expl.: Beneficios Explotación 
Fuentes: Torres Villanueva (1989), Apéndice 28; y cuadro 6.
Debemos acudir, por tanto a otras estimaciones. La de Carreras infravalora la 
producción del sector, de acuerdo con las cifras de Gómez Mendoza, debido a las diferentes 
fuentes de de las que cada autor ha obtenido sus datos67. Aunque las primeras no sean 
fiables para conocer el volumen de construcción naval, si que pueden utilizarse para ver la 
evolución de la misma, puesto que contamos con la ventaja de tener estimaciones anuales.
67 Las cifras de Carreras proceden del L loyd’s Register, mientras las de Gómez Mendoza han sido obtenidas 
comparando el tonelaje registrado cada año con el total de importaciones de buques mercantes, complementándolas 
con otras fuentes, como el mismo L loyd’s  Register.
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CUADRO 7.8
EVOLUCION DE LA CONSTRUCCION NAVAL, 1901-1920. 
(Miles de toneladas de registro bruto).
AÑOS TONS. AÑOS TONS.
1901 - 1911 2,8
1902 - 1912 4,3
1903 - 1913 8,5
1904 1,5 19Í4 4,2
1905 2,9 1915 12,8
1906 2,9 1916 10,8
1907 4,0 1917 22,8
1908 5,2 1918 17,4
1909 2,2 1919 52,6
1910 3,2 1920 45,9
Fuente: Carreras (1989b), p. 204.
Como se observa en el cuadro, la construcción naval experimenta un auge en los años 
anteriores a la guerra, pasando de una producción media de 800 toneladas en el quinquenio 
1901-1905, a 3,5 mil en 1906-1909, y 6,52 mil toneladas en 1911-1915. Sin duda, ese 
crecimiento estuvo sostenido por la ayuda estatal al sector. Hay que advertir que el 
crecimiento de la capacidad productiva que demuestran las cifras, y que hemos mencionado 
antes el comentar las expectativas de Euskalduna ante la recepción de las primas, debió ser 
un elemento que permitiera el rápido desarrollo de la producción naval durante la guerra.
Debe tenerse en cuenta al analizar esas cifras que la mayoría de las construcciones 
realizadas por las empresas españolas con derecho a este tipo de ayuda eran de reducido 
tamaño. Los datos que ofrece la Gaceta así lo demuestran: hasta el 31 de diciembre de 1915 
las construcciones liquidadas tenían los siguientes tamaños:
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Embarcaciones menores de 50 toneladas 1.106
Embarcaciones de 50 a 100 toneladas 111
Idem de 100 a 200 86
Idem de 200 a 300 1
Idem de 300 a 500 5
Idem de 500 a 1.000 1
Idem de 1.000 a 2.000 0
Idem de 2.000 a 4.000 6
Idem de 4.000 en adelante 4
Las ayudas estatales, en consecuencia, servían para crear una flota formada 
principalmente por barcos de pequeño tonelaje útiles, sobre todo, para la navegación de 
cabotaje. Intentando atajar esta situación se suspendió temporalmente la ley para las 
embarcaciones de menos de 500 toneladas con el fin de fomentar la construcción de naves 
que pudieran realizar servicios de altura y gran cabotaje, además del cabotaje nacional68. 
La reforma tuvo efectos favorables, puesto que desde entonces se revitalizó la construcción 
de buques de mayor tonelaje. Si hasta el 31 de diciembre de 1915 no se habían construido 
más que 11 barcos de más de 500 toneladas, entre esa fecha y el 31 de diciembre de 1918 
se habían construido 23 nuevos barcos.69
Otro efecto de la ley de comunicaciones marítimas lo produjo el contrato con la 
Compañía Trasatlántica para el servicio de las lineas subvencionadas. Se estipulaba que dos 
terceras parte de los buques necesarios para ampliación de los servicios y reposición de los
68 R. D. de 14 de abril de 1916 (Gaceta del 15). De él proceden las cifras de construcciones.
69 Los constructores navales protestaron ante el Ministro de Fomento por la reforma de la ley. En una 
exposición ñrmada por los pertenecientes a la Asociación de Constructores Navales, afirmaban: "No se comprende 
que pueda.dictarse una disposición gubernativa derogando en parte una ley que forma conjunto armónico, cuando 
esa derogación establece castas entre industriales que la ley quiso tuvieran el mismo trato y consideración, 
peijudicando a los pequeños, a los más necesitados de protección, aunque respetando como se merece a la gran 
industria.". " El pretender suprimir las primas a la construcción de buques pesqueros en los momentos más críticos 
y azarosos para las industrias de pesca y sus derivadas, cuando han encarecido en proporciones asombrosas los 
precios de los carbones, materiales de construcción, redes, aparejos, etcétera, etc., equivale a decretar para un plazo 
brevísimo, la ruina de la riqueza nacional que representa esas industrias y el alejar para siempre la esperanza de que 
el pescado llegue a toda la nación a precios abordables para el consumidor". BOLME, mayo-junio 1916, pp. 8-9.
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que se encontraban en funcionamiento durante el primer decenio serían de construcción 
nacional, con las excepciones señaladas por la ley. A raíz de estas disposiciones, en 1913 la 
Sociedad Española de Construcción Naval firmó un contrato con Altos Hornos de Vizcaya 
y la Trasatlántica para la construcción de toda clase de buques mercantes, siendo la base la 
adquisición de la factoría de Matagorda y la creación de unos astilleros en Bilbao, que se 
construyeron en 1916 en Sestao. El contrato suponía la construcción de 140.000 toneladas 
de buques70.
Si bien de los datos presentados se desprende que la ley favoreció la construcción 
naval, y especialmente a ciertas empresas, existe una continua reclamación de los navieros 
acerca de la insuficiencia de las primas y del retraso en su pago. Valga a modo de ejemplo, 
la exposición de los navieros al Ministro de Fomento en 191371. A pesar de las protestas 
de navieros y constructores, no cabe duda, por los datos ofrecidos, que la construcción naval 
y los beneficios de las empresas constructoras experimentaron un crecimiento desde el 
momento que el Estado les aseguró una demanda estable y ayudas para competir con la 
construcción naval extranjera.
No ha sido posible construir una serie de las ayudas otorgadas en concepto de primas 
a la navegación. Debemos, por tanto, acudir a otro tipo de elementos para valorar las 
repercusiones de las ayudas estatales en esta actividad. En un informe de la Liga Marítima 
sobre el cumplimiento de la Ley a los cinco años de promulgada, se calculaban los siguientes
70 Torres Villanueva (1989), p. 536 y BOLME, septiembre-octubre 1914, p. 4
71 Valga como ejemplo la exposición de los navieros al Ministro de Fomento en 1913: "En los tres años que 
lleva de estar rigiendo la mencionada Ley, no ha sido posible darle eficaz y total cumplimiento en lo que al pago 
de las primas a la navegación se refiere, por no existir consignadas en los presupuestos del Estado la cantidad 
necesaria para hacer frente a tan importante atención". BOLME, marzo-abril 1913, p. 9. La queja se repetía en 1918, 
una vez finalizado el periodo de vigencia: " (...) nos encontramos con que industria de tanta importancia como la 
productora de elementos de transporte marítimo, de que España está tan escasa y cuyo aumento tanto necesita, y que 
estaba protegida, además del Arancel, (...), por la ley de junio de 1909, que al otorgar primas a la construcción de 
buques trató de compensar las deñciencias arancelarias, se encuentra hoy sin esa protección arancelaria, suspendida 
gubernativamente, y sin el disfrute de las primas a la construcción naval, caducadas por el término de vigencia de 
la ley y no abonadas, además, durante la mayor parte del tiempo que han sido devengadas.” Comisión Protectora 
de la Producción Nacional (1918), p. 105.
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El resultado era un aumento de un 20,9 por ciento en las toneladas exportadas por los 
servicios receptores de primas y un 44,4 por ciento en los servicios subvencionados. Estos 
aumentos de los fletes se calculaba que suponían 21.400.000 pesetas72. Por otra parte, los 
beneficios que la política económica otorgaba contribuyeron a que los barcos que se habían 
abanderado en el extranjero para eludir la reglamentación española se inscribieran en España 
para recibir las primas a la navegación73.
El cuadro 7.9 presenta la evolución de la distribución del comercio exterior de España 
en función de la nacionalidad del buque que realiza el transporte. Como vimos, uno de los 
objetivos de la ley era la nacionalización del comercio exterior que estaba en manos de 
extranjeros en sus dos terceras partes. El cuadro 7.10 presenta los mismos datos agrupados 
en periodos.
72 BOLME. septiembre-octubre 1914, pp. 3-4.
73 Valdaliso (1991), p. 126.
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CUADRO 7.9
PORCENTAJE DE TONELADAS CARGADAS EN BUQUES DE BANDERA ESPAÑOLA Y
EXTRANJERA. 1908-1921
AÑOS VAPORES VELEROS TOTAL
IMPORT. EXPORT. IMPORT. EXPORT. IMPORT. EXPORT.
NAC. EXTR. NAC. EXTR. NAC. EXTR. NAC. EXTR. NAC. EXTR. NAC. EXTR.
1908 32,9 67,0 28,1 71,9 19,4 80,6 13,4 86,5 32,4 67,6 27,8 72,2
1909 32,9 67,0 27,0 73,9 16,6 83,4 12,4 87,6 32,4 67,6 26,8 73,2
1910 35,2 64,7 31,0 69,0 22,8 77,2 13,2 86,8 34,9 65,1 30,7 69,3
1911 37,1 62,8 30,0 70,0 20,5 79,5 12,3 87,7 36,7 63,3 29,7 70,3
1912 39,4 60,6 29,1 70,9 20,3 79,7 17,3 82,7 39,0 61,0 28,9 71,0
1913 39,6 60,3 31,0 69,0 20,8 79,2 23,0 77,0 39,3 60,7 30,9 69,0
1914 39.2 60,8 32,2 67,8 17,2 82.8 27,3 72,7 38,8 61,2 32,1 67,8
1915 47,6 52,3 38,8 61,2 17,2 82,7 29,1 70,9 46,6 53,4 38,6 61,4
1916 57.1 42,8 35,1 64,9 18,4 81,6 36,2 63,8 55,7 44,3 35,2 64,8
1917 64,8 35,2 21,8 78,2 31,5 68,5 68,0 32,0 62.1 37,8 23.1 76,9
1918 87,8 12,1 34,4 65,5 43,7 56,3 71,0 29,0 84,3 15,7 36,0 63,9
1919 62,3 37,6 25,3 74,7 50,8 49,2 66,9 33,0 61,2 38,8 27,4 72,6
1920 42.5 57,4 18,3 81,7 40,2 59,8 62,0 38,0 42,3 57,7 20,0 79,9
1921 28,9 71,0 22,4 77,5 47,3 52,7 56,1 43,9 29,8 70,2 23,6 76,4
Fuente: Estadísticas del Comercio Exterior.
El comercio exterior español se encontraba dominado por los buques de bandera 
extranjera. Antes de la promulgación de la ley de Comunicaciones Marítimas únicamente un 
tercio del mismo se efectuaba bajo bandera nacional. Ya hemos señalado que uno de sus 
objetivos era la nacionalización del comercio exterior. El cuadro 7.10 nos muestra el fracaso 
que se obtuvo en esta materia. En el periodo 1910-1914, cuando la ley ya ha entrado en 
vigor y se han otorgado las primeras primas y subvenciones, apenas un 5 por ciento de las 
importáciones totales y un 3 por ciento de las exportaciones totales han sido rescatadas de 
la competencia extranjera. La guerra mundial produce un giro en esta situación, pero 
únicamente en las importaciones. Las exportaciones continúan dominadas por buques con 
bandera extranjera. Evidentemente, no puede otorgarse el mérito de esta cambio a los efectos
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de la ley sino a la reducción del mercado de transportes para ciertos productos, al dedicarse 
las naves de los países beligerantes a efectuar trabajos de apoyo a la marina de guerra, o bien 
a la importación de artículos esenciales para el sostenimiento de los ejércitos y de la 
población civil. En este hecho radica la explicación del diferente comportamiento de 
importaciones y exportaciones españolas: la reducción de competencia sólo se produce en 
el transporte de las importaciones españolas; por el contrario, el mantenimiento en las 
exportaciones impide la recuperación de esta parte del comercio.
Al terminar la guerra, la vuelta a la normalidad ocasiona la reaparición de la lucha 
comercial y, por tanto, la pérdida de las posiciones de privilegio adquiridas, si bien hay que 
hacer una distinción entre la navegación a vapor y a vela. Durante la guerra, la insuficiencia 
del material disponible para el transporte hizo rentable la recuperación de antiguos barcos de 
vela para el comercio internacional. Por eso, el porcentaje del comercio realizado por éstos 
aumentó. Esa situación continuó durante los primeros años de la posguerra acaparando la 
marina española más de la mitad del tráfico de exportación y más del 40 por ciento del de 
importación en veleros. Sin embargo, la mayoría del tonelaje de la flota se encontraba en los 
vapores, y de ahí la dependencia en el tráfico que se muestra en la segunda parte del cuadro.
CUADRO 7.10




AÑOS IMPORT. EXPORT. IMPORT. EXPORT. IMPORT. EXPORT.
NAC. EXTR. NAC. EXTR. NAC. EXTR. NAC. EXTR. NAC EXTR. NAC EXTR.
1908/09 33,0 67,0 27,6 72,4 18,0 82,0 12,9 87.1 32,4 67,6 27,3 72,7
1910/14 38,1 61,9 30,6 69,4 20,3 79,7 18,6 81.4 37,7 62,3 30,5 69,5
1915/19 63,9 36,1 31.1 68,9 32,3 67,7 54,2 45,8 62,0 38,0 32,1 67,9
1920/21 35,7 64,3 20,4 79,6 43,7 56,3 59,1 40,9 36.1 63,9 21,8 78,2
'uente: Cuadro 7.9.
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El periodo de bonanza de la guerra llevó a la renuncia de las primas a la navegación 
por parte de las Compañías que ante el aumento de los fletes no deseaban verse sometidos 
a las obligaciones que el cumplimiento de la ley llevaba consigo. Por tanto, el periodo de 
disfrute de las ayudas fue relativamente corto, entre 1909 y 1915. Parece, en cualquier caso, 
que en la mayor parte de los años se alcanzó por ese concepto el límite marcado por la ley, 
de 4.900.000 pesetas. Las obligaciones de las que querían huir los navieros para aprovechar 
la excepcional coyuntura se multiplicaron ante la intervención del Estado en el tráfico 
marítimo para intentar rebajar el alza de los fletes y asegurar el suministro de las 
subsistencias, a lo que ya me he referido en la primera parte de este trabajo. Las pérdidas 
que sufrieron los navieros por la reducción de fletes pra el servicio del Estado ascendieron 
a cincuenta millones de pesetas 74.
Si las primas a la navegación no tuvieron unos efectos tan positivos como los que 
hemos señalado para las primas a la construcción fue debido a la falta de desarrollo de los 
aspectos complementarios, que eran considerados esenciales para el progreso de la 
navegación nacional. Recordemos que aquellos aspectos eran el desarrollo de las tarifas 
económicas de transportes por ferrocarril para los artículos con destino a la exportación; el 
fomento de conciertos entre las Compañías de ferrocarril y las de navegación para establecer 
transportes combinados, con tarifas especiales reducidas; el estímulo a los conciertos entre 
las entidades con intereses en la actividad portuaria para mejorar su funcionamiento 
administrativo y su eficacia técnica; y, el apoyo a iniciativas conducentes a la creación de 
Bancos o Sindicatos de Exportación, Agencias, Bazares y Museos Comerciales, Sociedades 
de crédito marítimo y de hipoteca naval75.
74 , El pago de esos quebrantos se repartiría entre todos los navieros en base a cuotas proporcionales. La crisis 
de posguerra puso en mala situación financiera a las empresas de navegación, por lo que el Ministro de Hacienda 
tuvo que presentar un proyecto de ley concediendo anticipos a los navieros acreedores por esos pagos no recibidos. 
RD. de 2 de marzo de 1922. (Gaceta del 30).
75 "Nada, o casi nada de ello -afirmaba la Liga Marítima en 1914- se ha intentado siquiera, (...), a pesar de 
los dispuesto además en el Reglamento dictado para la aplicación de la Ley, así como tampoco se ha cumplimentado 
el precepto legal que ordenaba que, mediante un proyecto de ley especial, se dieran estímulos al transporte del carbón 
nacional y a su distribución en los mercados. En cambio, otras medidas, como, por ejemplo, las de la reforma del 
Reglamento de practicaje y amarraje de los buques y la simpliñcación y abaratamiento de sus tarifas, haciendo en 
éstas una reducción especial para los buques que reúnan determinadas condiciones, eximiendo las de practicaje, en
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Otros problemas que tuvo que afrontar fueron los derivados de la guerra. Ya hemos 
señalado antes dos de ellos. Por un lado, fue en 1916 cuando se decidió aumentar el tonelaje 
de los barcos con derecho a ayudas a la construcción desde 10 a 500 toneladas. En segundo 
lugar, las obligaciones que la ley establecía sobre los navieros les llevó a la renuncia a las 
primas a la navegación en 1915. Por otro lado, el aumento de los fletes hizo innecesario 
mantener una medida tan proteccionista de la marina nacional como era la exclusiva de la 
navegación de cabotaje a los buques nacionales, por lo que se suprimió al aprobarse la ley 
de Subsistencias en 1915. Los problemas de protección a la marina mercante fueron 
sustituidos por la preocupación por el alza de precios de los productos básicos, lo que llevó 
a la adopción de medidas intervencionistas del tráfico marítimo, como la tasa de los fletes 
del tráfico de cabotaje, la creación del Comité de Tráfico Marítimo que llegó a tener a su 
disposición toda la flota mercante española para el transporte de subsistencias o el control de 
los fletes. Las circunstancias bélicas produjeron un descalabro tal en el país y en el comercio 
marítimo que desdibujaron completamente los efectos de la ley de 1909, cuando no fueron 
derogadas sus disposiciones.
La Ley establecía un periodo de vigencia de diez años para las primas a la 
construcción. Terminada la guerra, las peticiones para una renovación no se hicieron esperar. 
La Comisión Protectora de la Producción Nacional informaba al Ministerio de Fomento que 
no convenía modificar el régimen protector vigente "sólo cabría por el contrario, ampliarlo 
para darle mayor eficacia en los críticos momentos actuales e inmediatos"76. Asimismo, la 
Liga Marítima presionaba ante el ministro de Fomento solicitando la prorroga de la Ley de 
190977
cuanto sea posible, a los buques de cabotaje y haciendo, en general, potestativo dicho practicaje, para los buques 
de nacionales en los puertos que reúnan determinadas condiciones, para que sólo fuera inexcusable el amarraje, se 
han interpretado de tal suerte, que con ellas no ha recibido la navegación mercantil los beneñcios que eran de 
esperar" Ibídem . p. 3.
76 Comisión Protectora de la Producción Nacional (1918b), p. 8.
77 "(...) la Junta Central de la Asociación que estimó cada día de más urgente necesidad la prorroga de dicha 
ley y el abono de las primas a la construcción naval, así como la adaptación de éstas al nuevo régimen arancelario." 
BOLME. noviembre-diciembre 1919, p. 12.
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Todas estas peticiones tiene su fruto cuando los presupuestos para 1920-1921 recogen 
el crédito necesario para satisfacer las cantidades que se adeuden por primas a la construcción 
desde 1909, y se autoriza al Gobierno a prorrogar la ley, sobre la base de la adopción de 
disposiciones complementarias que garanticen una mayor efectividad. Los artículos de la ley 
que hacían referencia a las primas a la construcción fueron prorrogados el 20 de abril de 
1921. A partir de entonces, los buques de construcción nacional de más de 100 toneladas 
continuarían cobrando la protección. La guerra había provocado un exceso de construcciones 
que había aumentado la capacidad productiva del sector a nivel mundial de un 15 a un 20 por 
ciento respecto a los niveles de preguerra. La mayor parte de las naciones avanzadas 
acudieron a defender a su sector de construcciones navales. En España, la Liga Marítima y 
la Asociación de Constructores Navales reclamaron un cambio en la legislación protectora. 
Acompañando al decreto de prorroga de la ley de 1909, ese proyecto entró en el Congreso. 
El proyecto modificaba los esquemas de protección que estaban vigentes en dos aspectos. Las 
primas a la navegación pasaban a concederse únicamente a los buques de construcción 
nacional que transportaran productos nacionales, eliminando, por tanto, la protección general 
a la navegación que establecía la Ley de 1909. En segundo lugar, la protección a la 
construcción había encontrado problemas debido a los elevados aranceles que protegían los 
elementos y materiales que integraban el buque. El proyecto, para evitar el alza del precio 
de construcción por el aumento de precios de los factores productivos, que rebajaban el 
porcentaje de protección, al ser las primas fijas y crecer el precio de la tonelada de arqueo, 
concedía rebajas de los derechos arancelarios, que podían, en ocasiones, convertirse en 
exenciones o devoluciones, cuando la industria nacional no pudiera suministrar los materiales 
o su valor fuera demasiado elevado. La protección quedaba, por tanto, reservada a la 
construcción, pretendiendo los redactores que a través de la disminución del precio de los 
navios se alcanzara la protección que antes tenía la navegación.
Además de la ruptura del desequilibrio que se había intentado mantener en la ley de 
1909 entre navieros y constructores a favor de éstos, el proyecto introducía, como novedad, 
en su base novena la ayuda financiera a las empresas constructoras cuando las primas y la 
protección arancelaria no fueran suficientes, a través de créditos bancarios, préstamos o
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anticipos del estado o garantía de interés.
CONCLUSIONES
Las nuevas peticiones de protección trece años después de la aprobación de la primera 
ley pone de relieve los insuficientes efectos de la primera. A pesar del aumento en un 33 por 
ciento en el tonelaje de la marina mercante, unas 300.000 toneladas, desde 1909, de las que
220.000 eran de construcción nacional, el sector continuó necesitando el apoyo del Estado 
para hacer frente a la competencia extranjera. Fracaso, por tanto, de la política proteccionista 
que no provocó una mejora de la productividad suficiente para que la oferta española ganara 
el mercado nacional y penetrara en los mercados internacionales. Fracaso que no es propio 
de una política concreta sino efecto de la política económica general adoptada por los 
Gobiernos. La construcción naval es un producto final que recibe los productos intermedios 
de algunos de los sectores más favorecidos por la política proteccionista. La siderurgia, el 
carbón, sostenido su crecimiento por el Estado, no ofrecían su producción a un precio 
competitivo, lastrando la del resto de sectores. Estos "encadenamientos negativos" ayudan 
a explicar el fracaso de la política naval.
Pero el fracaso se vuelve éxito si prestamos atención a algunos aspecto concretos. 
Como por ejemplo, el crecimiento de la producción de buques y la disminución de la 
dependencia exterior de la marina mercante española. O la formación de grandes empresas, 
que continuaran su desarrollo durante la Dictadura. E, indudablemente, algunas de estas 
empresas se beneficiaron de las ayudas estatales para mejorar los resultados de su 
explotación, como es el caso de Euskalduna.
A pesar de estos efectos, predomina la sensación de fracaso al analizar la política 
naval de la Restauración. No se deben medir sus resultados por el simple aumento de la 
producción del sector, sino por la forma en la que se consiguieron éstos. Y este análisis 
arroja la imagen de un sector incapaz de mantener el crecimiento sin la asistencia del 
gobierno, sin competir en los mercados internacionales y cargando sobre el resto de sectores
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de la economía el coste de su protección.
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LIMITACIONES Y REPERCUSIONES DEL CRECIMIENTO INDUSTRIAL 
DURANTE LA PRIMERA GUERRA MUNDIAL
Cuando estalla la Primera Guerra Mundial, España ya tenía cierta tradición de 
intervención estatal en la economía. En páginas anteriores hemos analizado con detalle 
dos momentos señeros de ésta. En este capítulo vamos a prestar atención a un tercero 
que, en cierto modo, clausura la intervención, sectorial y limitada, que en 1907 y 1909 se 
había puesto en funcionamiento. La Ley de Auxilios a las Industrias de 1917 es producto, 
al mismo tiempo, de una situación coyuntural y de los desequilibrios estructurales de la 
economía española. Por un lado, el final de la guerra supone el término de la situación 
excepcional en la que quedó la economía española al mantenerse al margen del conflicto. 
La ruptura que la vuelta a la normalidad establece respecto a los años anteriores de 
extraordinaria bonanza económica para los principales sectores industriales obliga a 
adoptar una estrategia más decidida de política económica de ayuda a la industria. Por 
otro lado, la ley de 1917 es el resultado de la incapacidad de la economía española, y por 
eso mismo de la política económica, de alcanzar y mantener tasas de crecimiento 
sostenidas y elevadas sin tener que acudir a medidas de apoyo por parte del Estado. Es en
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esta encrucijada donde debe situarse una disposición con un abanico de medidas tan 
amplio y que abarque a un conjunto tan amplio de sectores. Al mismo tiempo, la 
intervención estatal durante la guerra, especialmente a través de la política de 
subsistencias, y la ley de auxilios preludian el más decidido intervencionismo de los años 
veinte.
CUADRO 8.1
EVOLUCION DEL INDICE DE PRODUCCION INDUSTRIAL Y DEL GASTO NACIONAL BRUTO.
1910-1922
AÑOS IPI TCIPI GNB TCGNB
1910 58,8 - 103,9
1911 60,1 2,2 105,0 1,0
1912 66,1 10,0 108,6 3,4
1913 63,2 -4 ,4 100,0 -7 ,9
1914 63,0 -0 ,3 103,0 3,0
1915 65,8 4,4 108,4 5,2
1916 68,9 4,7 114,9 5,9
1917 67,6 - 1,9 103,8 -9 ,6
1918 68,8 1,8 111,4 7,3
1919 63,8 -7 ,3 108,4 -2 ,7
1920 66,8 4,7 119,7 10,4
1921 67,5 1,0 118,5 1,0
1922 68,7 1,7 109,3 - 8,0
IPI: Indice de Producción Industrial (1929 base 100); TCIPI: Tasa de crecimiento del Indice de Producción 
Industrial; GNB: Gasto Nacional Bruto (1913 base 100); TCGNB: Tasa de crecimiento del Gasto Nacional Bruto. 
Fuentes: IPI: Carreras (1984); GNB: Carreras (1985).
El cuadro 8.1 ofrece la evolución de la actividad industrial y del Gasto Nacional Bruto 
durante la segunda década del siglo. La guerra supuso un periodo de crecimiento para la 
industria. Entre 1914 y 1918 el índice de producción experimentó un crecimiento del 9,2 por 
ciento que situó a 1918 en el pico, compartido con 1916, de la producción industrial de los 
años diez. El final de la guerra, por su parte, produjo una grave crisis industrial que hizo
25 6
LA LEY DE AUXILIOS A LAS INDUSTRIAS
retomar al producto a los niveles previos al conflicto. En un solo año se perdieron todos los 
avances realizados en los cuatro anteriores.
El crecimiento industrial superó al crecimiento de la economía en su conjunto: el 
Gasto Nacional Bruto aumentó entre 1914 y 1918 un 8,1 por ciento, un uno por ciento menos 
que el producto industrial. La crisis de posguerra fue también menos profunda para el resto 
de sectores. La actividad agrícola debió regular la vuelta a la normalidad sosteniendo los 
niveles de actividad de la economía.
Las nuevas estimaciones de Alcalá y Sudriá ayudan a matizar las cifras de Carreras. 
Aunque el crecimiento de la industria entre 1914 y 1918 es similar en ambas, Alcalá y Sudriá 
ponen de relieve el mayor crecimiento experimentado por el sector agrícola y por el sector 
servicios y, en consecuencia, por la economía en su conjunto. El otro aspecto relevante es 
la aparición en estos cálculos de una crisis más profunda en la posguerra que se mantiene 
durante los años 1920 a 1922, crisis que aparecía disfrazada en las estimaciones de Carreras.
CUADRO 8.2
EVOLUCION SECTORIAL DEL PRODUCTO INTERIOR BRUTO, 1913-1922.
(1913 = 100)
AÑOS AGRICULTURA INDUSTRIA SERVICIOS TOTAL
1913 100 100 100 100
1914 98,2 95,6 98,2 97,6
1915 109,2 111,3 107,2 108,8
1916 123,2 119,6 119,6 121,0
1917 126,6 113,7 122,1 121,9
1918 116,3 104,7 118,3 114,4
1919 113,3 88,2 103,6 103,7
1920 127,5 95,4 108,0 112,5
1921 118,4 103,5 110,0 111,7
1922 118,3 99,9 117,2 113,7
Fuente: Alcalá y Sudriá (1989).
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Estos nuevos datos plantean un problema que, hasta el momento, había sido ocultado 
por los testimonios de prosperidad que nos habían dejado los sectores más representativos 
del capitalismo español. La guerra había generado en la industria unas expectativas de 
crecimiento que se habían traducido en un incremento de las exportaciones de productos 
tradicional mente destinados al mercado interior. Pero al mismo tiempo, las importaciones de 
bienes de equipo se habían encarecido por efecto del aumento de coste de los transportes, 
provocando una descapitalización que tenía que repercutir en los niveles de productividad de 
las empresas en el momento en que la coyuntura favorable desapareciera. Y aún previamente, 
la imposibilidad de adquirir nuevo equipo para ampliar la producción o para sustituir al 
antiguo debía de limitar la capacidad de las empresas para incrementar la producción.
Ante la imposibilidad de incrementar el capital, el crecimiento de la producción 
industrial se produjo mediante un incremento de la fuerza de trabajo ocupada en la industria. 
A la adopción de esta estrategia de crecimiento industrial ayudó la reducción de los salarios 
reales que se produjo durante 1914-1917, lo que permitió aumentar el número de trabajadores 
aún cuando la productividad del trabajo estaba disminuyendo, debido a los problemas de 
abastecimiento de bienes de equipo. Los cuadros 8.3 y 8.4 muestran los efectos que tal 
actuación tuvo sobre la distribución sectorial de la población activa. En la industria se 
incrementó en medio millón de personas entre 1910 y 1920, acompañado por un descenso 
de igual volumen en la población trabajadora en la agricultura. Como consecuencia de estos 
trasvases de población, en 1920 trabajan en la industria, por primera vez en España, más de 
una quinta parte de la población activa.
Todo esto genera un proceso de creación de empresas que constituye la base sobre 
la que se sustenta el crecimiento industrial durante la guerra. Como se observa en el cuadro 
8.5, el lustro que abarca la contienda es un periodo de excepcionalidad por lo que respecta 
a la creación de Sociedades. Se constituyen el doble de sociedades que en los quinquenios 
anteriores y de esas nuevas entidades un número creciente de las mismas adopta la forma 
jurídica de Sociedad Anónima. Al mismo tiempo, se observa que el capital medio de las 
sociedades constituidas durante los años de guerra es inferior al de los años previos. Mientras
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a principios de siglo las nuevas sociedades anónimas tenían un capital medio de 1.500.000 
pesetas y en los años de la posguerra de 1.700.000 pesetas durante la contienda apenas se 
alcanza el millón.
CUADRO 8.3
POBLACION ACTIVA DE ESPAÑA POR SECTORES DE ACTIVIDAD, 1900-1920 (en miles).
AÑOS 1900 1910 1920
SECTORES
AGRICULTURA Y PESCA 5.209,6 5.136,5 4.624,2
INDUSTRIA 1.059,0 1.121,7 1.649,1
SERVICIOS 1.169,5 1.289,6 1.564,8
TOTAL 7.438,1 7.547,8 7.838,1
Fuente: Nicolau, R. (1989).
CUADRO 8.4.
POBLACION ACTIVA DE ESPAÑA POR SECTORES DE ACTIVIDAD, 1900-1920 (en tantos por cien).
AÑOS 1900 1910 1920
SECTORES
AGRICULTURA Y PESCA 70,0 68,0 59,0
INDUSTRIA 14,3 14,8 21,0
SERVICIOS 15,7 17,2 20,0
TOTAL 100,0 100,0 100,0
Fuente: cuadro 8.3.
Estos datos ponen de relieve, de nuevo, los límites del 
periodo de crecimiento bélico. Ante la favorable coyuntura de 1914-1919 la industria
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española se desarrolla sobre la base de un trasvase de población del campo a la ciudad, el 
aumento de horas trabajadas y la creación de nuevas empresas para desarrollar el proceso 
productivo. Sin embargo, las nuevas sociedades muestran una menor capitalización y las 
dificultades de importación de bienes de equipo provocan el descenso de la productividad en 
la industria.
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CUADRO 8.5
SOCIEDADES MERCANTILES CONSTITUIDAS ENTRE 1896 Y 1935
AÑOS A B B/A C D C/D
1896-1900 5.378 801 14,9 1.264 991 78,4
1901-1905 6.540 1.077 16,4 2.032 1.618 79,6
1906-1910 5.918 967 16,3 1.773 1.471 82,9
1911-1915 6.273 1.370 21,8 1.218 987 81,1
1916-1920 12.454 3.486 27,9 4.427 3.556 80,3
1921-1925 7.662 2.254 29,4 4.369 3.835 87,8
1926-1930 5.571 1.975 35,4 3.922 3.455 88,1
1931-1935 5.042 1.912 37,9 2.384 1.929 80,9
A: Número total de Sociedades (colectivas, comanditarias y anónimas). 
B: Número de Sociedades Anónimas.
C: Capital total (millones de pesetas).
D: Capital de Sociedades Anónimas (millones de pesetas).
Fuente: García Delgado, Cabrera y Comín (1990)
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Por tanto, las consecuencias de la guerra provocaron en la economía española un 
rápido proceso de crecimiento industrial, establecido sobre las débiles bases de la ausencia 
de la competencia internacional. Su retomo era temido por los industriales porque las luchas 
económicas serían más acentuadas que en los años anteriores. Para fortalecer la industria en 
esa coyuntura, ante las dificultades esperadas y dada la imposibilidad de obtener aumentos 
de productividad a corto plazo que permitieran la reducción de los costes de producción, el 
Estado va a asumir la carga del ajuste de la economía a la nueva situación1. Se impone, en
lnCreo, por tanto, Sres. Diputados - decía Cambó en el Congreso -, que esta lucha para disputar los mercados 
será inorgánica; será una lucha en la que lucharán aislados los económicos nacionales (sic), lucha en la que vencerá 
el más listo, el más hábil, el más fuerte, el mejor preparado; y para esta lucha que yo entiendo inevitable, se nos 
presenta el problema de si España ha de estar desarmada o armada antes de que ese instante llegue; es decir, si 
España para ese momento se ha de haber preparado para poder resistir los embates durísimos que se dirigirán contra 
nuestra economía para poder invadirnos con los productos extranjeros, para poder defender, por lo tanto, nuestra 
economía, y preparar también toda nuestra fuerza económica para tener alguna potencia, llamadla ofensiva, llamadla 
simplemente expansiva.
‘¿Puede esto únicamente hacerlo la iniciativa privada?. Yo creo, Sres. Diputados, que la iniciativa privada no puede
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consecuencia, la necesidad de la intervención del Estado de una forma nítida en defensa del 
capitalismo español y en respuesta de las presiones empresariales2. Desde este punto de 
vista, la ley de 1917 es final y comienzo de la intervención estatal en la economía. Final 
porque es el último elemento del intervencionismo creciente de la Restauración en la 
economía. Intervencionismo basado en el control administrativo de la competencia, 
provocando con ello la reserva del mercado nacional, y que no adopta nuevas formas, sino 
en este momento en el que se establece un amplio esquema de ayudas diferente para cada 
empresa de acuerdo con sus necesidades, prologando nuevas formas de protección que 
superen el reduccionismo anterior3.
Una circunstancia diferenciadora dotaba de originalidad a este momento. El Estado 
no actuaría sobre un sector o una industria en crisis, sino para asentar el proceso de 
crecimiento industrial que la neutralidad española durante la guerra estaba generando. Se 
abría, así, a los poderes públicos una posibilidad industrializadora que no paso 
desapercibida4.
hacerlo por sí sola en España; que cuando intervienen los Estado en todos los demás países, con más razón han de 
intervenir en España, donde la iniciativa privada es más débil y necesita mayor protección. Y la debilidad de la 
iniciativa privada española no hemos de atribuirla exclusivamente al capital, porque si estudiamos nosotros la historia 
de la invasión del capital extranjero en España, encontraremos que se produce como consecuencia de un acto de 
abandono, de desamparo del poder público español, con respecto a las iniciativas privadas en España."Diario de 
Sesiones del Congreso de los Diputados, 1 de febrero de 1917, p. 81.
Así defendía Cambo, encendidamente, el avance del intervencionismo: "Yo creo, Sres. Diputados, que el 
intervencionismo del Estado en estas materias era problema discutible antes; pero que esas discusiones hoy están 
pasadas de moda; me parece a mí, Sres. Diputados, que le intervencionismo del Estado se impone, porque un país 
no puede estar aislado de los demás países, porque al habitar la tierra, vivimos en un planeta en que la intervención 
del Estado está hoy definitivamente consagrada, y el que a eso se resista deberá emigrar a otro planeta, porque en 
éste no cabe." DSC, 1 de febrero de 1917, p. 80.
0  En nombre de la Comisión que había dictaminado el proyecto, Daniel Riu lo explicaba así: "Antes, cuando 
se hablaba de política económica, se hacía referencia solamente al arancel, y se decía: basta la tarifa arancelaria para 
que una industria surja, crezca y se desarrolle; pero hoy, Sres. Diputados, cuando un país como el nuestro lleva una 
tradición contraria al desarrollo industrial, cuando por multitud de circunstancias (por falta de técnica industrial 
quizá, acaso por falta de técnica financiera o por falta de una dirección financiera del Estado que encauce el capital 
hacia los negocios industriales) los capitales se retraen, al retraerse la iniciativa privada debe venir el Estado a tomar 
esa dirección para estimularla y para fomentarla." DSC. 2 de febrero de 1917, p. 97.
4 En palabras del Ministro de Hacienda, Santiago Alba: " es un hecho innegable que nuestra industria tiene hoy 
escaso desarrollo, si bien se compara con el que debiera alcanzar, dada la riqueza y condiciones generales de nuestro 
país. Es, por otra parte, cierto también que en estos últimos tiempos se ha iniciado un movimiento apreciable en pro
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Otros dos elementos se encuentran en la base de la ley de 1917, como han señalado 
Tortella y Jiménez5. Uno era la insuficiencia del sistema bancario español para la 
financiación del desarrollo industrial. Ya antes del comienzo de la guerra se produjo un 
frenazo de la expansión del crédito, que el inicio de la contienda amplificó debido a la 
incertidumbre y la confusión creadas, lo que extendió la conciencia de que el sistema 
bancario español no estaba preparado para realizar sus funciones con eficacia. El otro era el 
clima de "nacionalismo económico exacerbado, rayano en el aislacionismo y la xenofobia", 
que se plasmaba en las llamadas a la recuperación de las propiedades mobiliarias y negocios 
en manos de extranjeros6.
La ley de protección a las industrias se enmarca dentro de los planes de Santiago 
Alba para poner en orden las cuentas del Estado como requisito indispensable para que 
pudiera producirse un crecimiento de la riqueza7. Heredero de la tradición reformadora de 
Fernández Villaverde, Alba estructuraba su plan en tres etapas que debían desarrollarse 
simultáneamente: la primera, de economías; la segunda, de vigorización de los recursos de 
la Hacienda; y la tercera, de apelación al crédito para la reconstrucción. Esta última consistía 
en un conjunto de proyectos de ley encaminados a propulsar la riqueza privada. Con respecto 
a la agricultura, dos eran las propuestas de Alba: la modificación del régimen fiscal de la 
propiedad territorial y la creación de un Banco Nacional Agrario. En relación con la 
industria, la ley de protección y la creación del Banco del Comercio Exterior fueron los dos 
proyectos presentados. De todos ellos, apenas quedó mucho más que la ley de protección a
del acrecentamiento de la industria nacional, y que tal movimiento podría producir en un porvenir muy próximo un 
progreso considerable en el desenvolvimiento de aquélla, estimulado, en primer término, por el trastorno que en las 
condiciones de la competencia industrial extranjera ha determinado y habrá de determinar la actual conflagración 
europea". Citadas en Muñoz, Roldán y Serrano (1978), p. 194.
5Tortella y Jiménez (1986), p. 20.
6 Sin duda el mejor repaso a las opiniones nacionalistas continúa siendo Muñoz, Roldán y Serrano (1978), 
aunque exagere al considerar el ideario nacionalista el único que defendían los grupos empresariales durante la 
Restauración.
n
Sobre el programa económico de Santiago Alba, García López (1984) y García Delgado, Cabrera y Comín 
(1990).
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la industria8.
El proyecto fue presentado a las Cortes el 24 de septiembre de 1916 y se convirtió 
en ley el 2 de marzo de 1917, publicándose en la Gaceta el día 5. Su objetivo era "dar 
impulso a todo el organismo productor de la nación, en las direcciones en que aquel 
organismo puede desarrollar su actividad, utilizando todos los medios de protección que las 
finanzas modernas consienten, en armonía con la estructura y el poder económico de nuestra 
nación"9.
La ley se aplicaba a las industrias situadas en cualquiera de los cuatro grupos 
siguientes:
A) Industrias nuevas, entendiendo por tales las que habían sido creadas desde el
inicio de la guerra o que se implanteran en el futuro y produjeran artículos no
fabricados en España.
B) Industrias existentes que no cubren la demanda nacional.
C) Industrias exportadoras.
D) Industrias de defensa.
Como puede observarse de la enumeración anterior, la ley "abarca el mapa entero 
de la industria patria dividido en grandes zonas de homogeneidad"10. El Ministro de 
Hacienda, Santiago Alba, justificaba la amplitud de la lista porque la incertidumbre acerca 
de la dirección de la economía después de la guerra determinaba la inconveniencia de legislar 
sobre industrias particulares, además de por la pretensión de impedir que la protección
8 Tortella y Jiménez (1986), p. 24.
Q
Exposición de motivos del proyecto de Reglamento para la aplicación de la ley de 2 de marzo de 1917. 
Comisión Protectora de la Producción Nacional, Sesión celebrada por el Pleno el día 22 de octubre de 1917 , p. 37.
10 Ibídem. p. 38.
264
LA LEY DE AUXILIOS A LAS INDUSTRIAS
provoque la  aparición de privilegios para algunas industrias11.
De entre las anteriores, que abarcaban la práctica totalidad de las industrias 
españolas, se consideraban de preferente aplicación de la ley las siguientes:
a) la construcción naval, hasta llegar a la cifra de 600.000 toneladas de buques para 
la marina mercante, de la cual dos tercios tenían que tener un tonelaje superior a las 
10.000 toneladas. Se reforzaba así la protección a la marina mercante ya establecida 
por la ley de 1909, con el objeto de la creación de una industria naval de gran 
tamaño12.
b) Industrias hulleras, en las que se incluyen no sólo la hulla sino todo origen de 
energía en forma de material combustible. Surge, de nuevo, la protección al carbón 
nacional, producto que aparece constantemente entre los que necesitan de la 
subvención estatal para poder ser vendido a precios competitivos en el mercado 
nacional. La protección no había conseguido hasta el momento lograr el incremento 
de la producción carbonífera y sólo los aumentos de precios del carbón inglés 
durante la guerra lo habían permitido, situación que la ley intentaba prolongar13.
c) Industrias siderúrgica y de producción de maquinaria. Aunque la siderurgia estuvo 
siempre protegida y favorecida por el Estado, primero con las leyes de construcción 
de la escuadra y luego con las repercusiones de las de 1907 y 1909, nunca antes se 
había producido un apoyo directo hacia ella, solamente protegida por el arancel que
11 DSC, 3 de febrero de 1917, p. 124.
12 Alba en el Congreso, DSC , 3 de febrero de 1917 p. 128.
"Es decir que todas las medidas protectoras de la industria hullera han logrado una relativa intensificación 
de la misma, pero sin cegar este reguero por el cual se van anualmente más de 70 millones de pesetas. Por lo mismo, 
y en momentos en los que evidentemente el espíritu público no está demasiado propicio a soluciones este género, 
el Gobierno no vacila en dar un paso más en la protección de las industrias carboníferas." DSC, 3 de febrero de 
1917, p. 128.
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ahora se intenta reforzar14.
d) Industrias del cobre, del cinc, del latón, del plomo, del estaño, del aluminio y de 
la hojalata.
e) Fabricación de herramientas no producidas aún en España. La guerra había puesto 
de relieve la dependencia de las importaciones en este subsector, hasta el punto de 
tener que suspender trabajos por falta de importaciones desde Inglaterra. Por tanto, 
se intenta liberar la economía española de esa dependencia15.
f) Industrias agrícolas dedicadas a la obtención de semillas y productos no obtenidos 
en España y a la transformación de productos españoles que actualmente son 
transformados en el extranjero16.
g) Exportación de ganados, vinos, aceites, frutos y productos agrarios españoles, 
mediante sindicatos de productores.
h) Producción de abonos y maquinaria agrícola17.
14 ” Pero de todos los datos resulta que España, sin agravio alguno para los interesados representados en estas 
industrias no ha recogido el fruto del esfuerzo que la Nación hiciera para constituir la gran industria siderúrgica; que 
ese vacío hay que llenarlo, y que, por lo visto, no puede lograrse exclusivamente por medidas de Arancel, porque 
ya hemos visto que el Arancel es alto, es muy elevado y, sin embargo, la industria siderúrgica no ha llegado a 
crearse en la proporción, en la intensidad, en la medida que demandan el consumo nacional, de una parte, y de otra, 
el ideal hacia la exportación que ahora queremos realizar. Busquemos, pues la solución por otros caminos". DSC, 
3 de febrero de 1917, p. 129.
15 "Uno de los aspectos menos alarmantes en cuanto a la cifra [de importaciones], pero más grave, eficazmente 
más grave, para el desarrollo del trabajo nacional, y que tiene una relación directa con el desenvolvimiento de las 
industrias siderúrgicas, es aquel que afecta a la importación de herramientas. Ha habido trabajos en España que casi 
han tenido que suspenderse porque estas herramientas venían antes casi exclusivamente importadas de Inglaterra, 
y a consecuencia de la guerra casi ha quedado en absoluto suprimida; y comprenderíais, Sres. Diputados, cual sería 
el estrago que se realizaría en un país cuyos talleres no pueden trabajar sin herramientas extranjeras, si persistiéramos 
en ese tributo, en esa servidumbre, respecto a la producción de otro país que no es el nuestro". DSC, 3 de febrero 
de 1917, p. 129.
16 Como afirmaba Daniel Riu, defensor del proyecto por la Comisión dictaminadora, : "¿Cuál es, por tanto, 
el objeto, el fin, la trayectoria de este dictamen sometido a la deliberación de la Cámara?. Pues, Sres. Diputados, 
no es otro sino el que acabo de exponer: crear aquí las grandes industrias necesarias e indispensables para la defensa 
nacional y crear también los medios indispensables a la industrialización de la agricultura. A mi juicio, este es el 
punto más interesante de este proyecto de ley, porque sin una industrialización de la agricultura que permita llevar 
la transformación de los productos nacionales a todas las comarcas del interior, nosotros no podemos tener nunca 
una gran industria, ni podemos ser nunca tampoco un gran Estado industrial y comercial. Este, Sres. Diputados, es 
el punto fundamental de este proyecto". DSC, 2 de febrero de 1917, p. 97.
17 La importancia de la agricultura en la formación del producto nacional español y la 
insuficiencia de las industrias químicas, obligaban a importar abonos químicos por valor de 
42 millones de pesetas anuales de promedio entre 1910 y 1914 y de 27 millones en plena
266
LA LEY DE AUXILIOS A LAS INDUSTRIAS
i) Utilización de saltos de agua, con una potencia mínima total de 1.000 caballos de 
fuerza.
j) Industrias químicas, y en especial las productoras de drogas, medicamentos y 
materias colorantes18.
k) Industrias textiles y de lavado y aprovechamiento de lanas.
1) Fabricación de material eléctrico, 
m) Fabricación de material científico, 
n) Industrias del libro.
o) Industrias creadas en España para satisfacer necesidades de la política de 
penetración en Marruecos.
En este conjunto de quince tipos de industrias se encuentra expresada la prioridad 
de la política económica de los últimos gobiernos restauradores. Hay que llamar la atención, 
en primer lugar acerca de la presencia mayoritaria de industrias productoras de bienes 
intermedios, y muchas de ellas que podríamos clasificar de industrias básicas. La producción 
de energía, la siderurgia, la química, la construcción de maquinaria, dan la imagen de que 
tras el otorgamiento generalizado de protección, se encuentra una estrategia de 
industrialización a través de la sustitución de importaciones que se viene llevando adelante 
desde 1907 y que ahora se define con mayor claridad, ante la existencia de circunstancias 
externas favorables, como era la sustitución forzada de importaciones por la guerra. Y junto 
a la industria pesada, se encuentra el fomento de la agricultura a través de la obtención de 
productos con mayor valor añadido, como son los productos agrícolas transformados, y de 
la exportación. Por último, la enumeración de empresas es también una muestra de la 
capacidad de cada sector empresarial para presionar al poder político y hacerse, de este 
modo, acreedor de la protección del estatal. Este es el caso de la industria textil.
guerra. La misma insuficiencia se hacía presente en la producción de maquinaria, con un 
promedio de importación de seis millones y medio anual entre 1910 y 1914
18"Que nos son indispensables sus productos, lo ha visto el gobierno por las dificultades que casi diariamente 
ha habido que resolver para atender a las necesidades de la agricultura patria”, como afirmaba, en el Congreso, el 
Ministro de Hacienda Santiago Alba. DSC, 3 de febrero de 1917, p. 129.
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La protección otorgada por la ley adoptaba las siguientes formas:
A) Auxilios de la Administración, sin ayuda económica directa.
B) Auxilios o préstamos en efectivo.
C) Garantía de interés mínimo.
D) Compensaciones.
Los auxilios de la Administración consistían en exenciones o aplazamientos de 
impuestos y tributos y otros regímenes de favor. En concreto, estas ayudas que no suponían 
gastos directo para el Estado eran:
a) Exención de los impuestos de Derechos reales y de timbre, para los actos 
relacionados con la constitución de una Sociedad.
b) Aplazamiento del pago de impuestos directos sobre industrias y sus beneficios 
durante cinco años o bien reducción al 50 por ciento durante ese mismo quinquenio.
c) Exención de derechos arancelarios de importación durante diez años para los 
productos naturales que no se produzcan en España.
d) Fijación de un derecho arancelario mínimo invariable durante diez años, que 
podía, en ocasiones, superar al máximo de protección autorizado por los aranceles 
vigentes.
e) Exención del impuesto sobre exportación durante cinco años.
f) Celebración de contratos con la Administración por un periodo de tiempo de hasta 
quince años.
g) Régimen especial de protección en el Banco de España y Banco Hipotecario, en 
cuanto al otorgamiento de préstamos.
h) Reducción en las tarifas de las compañías de ferrocarriles y navegación 
subvencionadas por el Estado.
i) Limitación a la facultad de los Ayuntamientos de establecer impuestos sobre las 
industrias protegidas.
j) Facilidades de expropiación de terreno para la instalación de saltos de agua.
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La más importante de las ayudas incluidas en este grupo es sin duda la posibilidad 
de contar con la protección arancelaria más elevada que en cada momento otorgara la 
legislación española. Es la aplicación del argumento de la "industria naciente" concediéndole 
un periodo de diez años para la consolidación, aunque los elevados derechos arancelarios 
permitían pensar que, salvo en casos excepcionales, la protección definitiva no variaría 
mucho de la provisional.
Llama la atención la reiteración de medidas que habían sido anunciadas en anteriores 
disposiciones de ayuda a la industria y que no habían sido desarrolladas en circunstancias 
normales, lo que hacía dudar de su efectividad en esos momentos. Tal es el caso de las 
tarifas reducidas en las lineas subvencionadas, que ya se habían aprobado en la ley de 
fomento de las industrias marítimas pero que no se habían puesto nunca en vigor antes de 
la guerra. Algunas de las ayudas previstas se estaban utilizando excepcionalmente durante la 
contienda, como la exención de derechos o las tarifas subvencionadas que acabamos de citar. 
En conjunto, las más importantes de estas medidas no se apartaban de lo que era la 
tradicional política de protección española: la elevación de los derechos arancelarios.
El segundo tipo de auxilios que podía otorgar el Gobierno en virtud de la ley eran 
préstamos de una cuantía que no podía superar el 50 por ciento del capital necesario para la 
creación de nuevas industrias o la ampliación de las existentes. Los préstamos podían ser 
otorgados por una entidad financiera creada para tal fin o por el Estado a través del Banco 
de España, y tendrían un interés máximo del 5 por ciento anual, ajustable de acuerdo con las 
variaciones del interés legal, pudiendo entregarse por un periodo de quince años y con un 
total para inversiones de 150 millones de pesetas. Cuando la industria a la que se otorga el 
préstamo no obtiene beneficios se podía aplazar el pago de intereses por el plazo máximo de 
un año.
Cuando las industrias, debido a sus características, sobre todo a su tamaño, no 
tuvieran suficiente con las dos categorías de ayudas anteriores, se podía otorgar garantía de 
interés sobre el capital de la industria, por un valor no superior al 5 por ciento anual,
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reducible en caso de que la industria obtuviera beneficios, y un periodo de quince años. La 
cantidad otorgada en este tipo de ayudas no podría superar los 10 millones de pesetas 
anuales.
Por último, la ley establecía unas compensaciones para aquellas empresas que 
estuvieran en disposición de exportar parte de su producción. Esta compensación consistía 
en una cantidad equivalente al sobrecoste de los productos españoles por el mayor precio de 
las primeras materias y bienes intermedios en España con relación a sus competidores y a 
los pagos en concepto de tributos. Las compensaciones se otorgaban por un periodo de diez 
años y hasta un tope de diez millones de pesetas anuales. El Estado, a cambio de esta, ayuda 
se arrogaba el derecho de establecer mercados de preferencia donde se debían vender los 
productos auxiliados.
De este conjunto de ayudas resalta la concesión por parte del Estado, directamente 
o a través de una entidad financiera privada, de préstamos para el desarrollo de la industria 
con un tipo de interés subvencionado. Es el aspecto más novedoso de la ley, porque el resto 
de auxilios ya habían sido probados anteriormente en la legislación española. Más adelante 
volveremos sobre este tema.
Las condiciones para la obtención de los beneficios reseñados es una muestra del 
ambiente nacionalista que ya se reflejaba en la política económica durante la guerra. Todos 
los favorecidos por la ley, tanto particulares como entidades, debían ser de nacionalidad 
española y estar sometidos exclusivamente por la leyes españolas. Así, en el caso de las 
sociedades anónimas dos terceras partes del capital debían estar inscritas a nombre de 
españoles y debían ser españoles el presidente y dos tercios del Consejo de Administración. 
En otro tipo de sociedades, colectivas y comanditarias, era suficiente que la mayoría de los 
socios fueron españoles, así como también tenían que serlo sus órganos de gestión.
Además de exigirse la nacionalidad de la empresa se exigía la nacionalidad 
económica de la misma. Es decir, no sólo se reclama que el capital esté en manos de
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españoles sin<o que los factores productivos tengan también esa nacionalidad. Así, el ochenta 
por ciento del personal y del importe de sus salarios sobre el gasto salarial total debía ser 
español, como también lo tenían que ser los combustibles, los materiales y elementos de 
instalación y  los artículos utilizados o empleados en los servicios de explotación de la 
industria.
Contemplada en conjunto, la ley aparece como una disposición muy amplia, que 
intenta proteger a multitud de industrias pero que al mismo tiempo establece unas 
preferencias claras que impiden considerarla como una ley informe, que intenta abarcar toda 
la economía nacional y que tiene en su extensión las raíces de su fracaso. Por el contrario, 
la ley continua con la tradición de apoyo directo del Estado a la industria pesada, a través 
de planes de obras públicas, de construcción naval o de preferencias administrativas. En este 
sentido, hay que considerarla como un intento de adaptación de las antiguas normas a la 
situación esperada tras la guerra. Para ello, se despliega un extenso grupo de ayudas a la 
industria, entre las que destacan las ayudas a través de préstamos y de las que han 
desaparecido las primas y subvenciones típicas de la política económica anterior, aunque en 
conjunto las adoptadas difieran escasamente de las que se venían adoptando. Sin embargo, 
la ausencia de novedades no aseguraba un funcionamiento tranquilo de la ley.
LA APLICACION DE LA LEY
La Comisión Protectora de la Producción Nacional sufrió una seroe de 
remodelaciones para poder realizar el nuevo cometido que la ley le otorgaba. Antes de su 
aprobación, en enero de 1917, ya se había producido una primera modificación en su 
composición, al pasar el número de vocales de 16 a 30, con el objeto de que quedara incluida 
una reprsentación más amplia de los sectores económicos. Las competencias también 
aumentaron para permitirle actuar de forma coordinada con la Junta de Defensa Nacional, 
los Estados Mayores Centrales y el Consejo Superior de Fomento. La remodelación de la
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Comisión respondía a un aestrategias fubemamental ante los problemas que la guerra y su 
final planteaban o plantearían a la economía española. Con el fin de desarrollar una política 
económica coordinada con las organizaciones empresariales, se quería contar con organismos 
consultivos que contaran con preparación suficiente para asesorar el ejecutivo en temas 
económicos. Por ello la Comisión vio ampliadas sus funciones, al convertirse en órgano 
consultivo del Gobierno.
La Ley de Auxilios a las industrias las amplió aun más, pues a partir de este 
momento se convertiría en el órgano administrativo encargado de informar acerca de su 
interpretación y aplicación19. La modificación más importante fue, sin embargo, la variación 
en la forma de elección de sus representantes. Siguiendo con el interés por contar con la 
opinión de los sectores más representativos de la economía española, los miembros de la 
Comisión dejaban de ser elegidos directamente por el Gobierno y pasaban a representar a los 
productores. De los 40 componentes, 22 continuarían siendo designados por el ejecutivo y 
los restantes reppresentarían a la industria, cinco, a la agricultura, cuatro, y al comercio, 
cinco20. La nueva Comisión nombró presidente a Joaquín Sánchez de Toca, presidente a su 
vez de la Liga Marítima Española. Entre los miembros más destacados se encontraban 
Santiago Alba, Félix Suárez Inclán, promotor de la Ley de 1907, Adolfo Navarrete, 
secretario de la LME, Luis Sedó, presidente del Fomento del Trabajo Nacional, y el Conde
19 En concreto, sus funciones eran: examinar las instancias y documentos presentados en petición de auxilios; 
solicitar aclaraciones, ampliaciones y justificaciones que estime necesarias; practicar las comprobaciones oportunas; 
oir las opiniones de personas y entidades que puedan ilustrarla respecto a la procedencia de otorgar una ayuda; y 
formular la propuesta de acerca de la conveniencia de su otorgamiento.
Los representantes electos por la producción se elegirían de acuerdo con la siguiente distribución: dos vocales 
por las Cámaras de Industria ; uno por la de Madrid y otro por la de Barcelona. Dos vocales por las Cámaras 
Agrícolas: uno de ellos perteneciente a una Cámara Agrícola del litoral y otro a una del interior. Cuatro vocales por 
las Cámaras de Comercio; dos pertenecientes a Cámaras de litoral y dos a las del interior. Un vocal por cada una 
de las siguientes organizaciones: Liga Nacional de Productores, Asociación General de Agricultores, Asociación 
general de Ganaderos, Asociación Nacional de Industrias Metalúrgicas, Asociación de Constructores navales 
Nacionales, Hullera Nacional, Fomento del Trabajo Nacional, Instituto Agrícola Catalán de San Isidro, Industrias 
Hidroeléctricas de España e Industrias del Libro. Del resto de vocales, uno era designado por la Presidencia del 
Consejo de Ministros, diez por el Ministerio de Hacienda, para representar los intereses generales de la producción, 
tres en representación del Consejo Superior de Fomento y de los Estados Mayores Centrales de Guerra y Marina 
y uno por cada uno de los Ministerios.
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de Ziubiría21.
La ley fijaba de plazo hasta el 31 de diciembre de 1919 para la solicitud de auxilios 
que fue prorrogado por tres años en 1920. Las solicitudes debían ser presentadas en el 
Ministerio de Hacienda, haciendo constar la industria para la que se solicita el auxilio, el 
grupo en que se encontraba comprendida y su carácter de preferente y la clase de auxilio que 
se solicitaba. En el plazo de quince días el Ministerio debía trasladar el expediente a la 
CPPN, que emitiría informe sobre la procedencia de la petición. Además, el Ministro de 
Hacienda podía consultar a la Dirección General de Aduanas, Comercio, Agricultura o 
cualquier otro centro y a la Intervención General del Estado. Oídas todas las opiniones, el 
Ministro resolvería la petición.
En los primeros años de vigencia de la Ley, un gran número de empresas 
presentaron sus solicitudes de ayuda. A finales del segundo año de vigencia de la ley, en 
diciembre de 1918, se habían presentado 198 expedientes. Tres años después la cifra había 
ascendido a 370 y cuando la Comisión suspendió sus funciones, en 1924, eran 415. El 
número de peticiones es bastante elevado, lo que parece representar el interés con el que la 
industria nacional acogió la Ley.
21 La lista completa de miembros de la Comisión en el momento de su constitución es la siguiente:
- Representantes electos por los productores: por las Cámaras de Industria José Jareño Escudero (Madrid) y Luis 
Ferrer Vidal Soler (Barcelona). Por las Cámaras Agrícolas: Aurelio González de Gregorio (interior) y Pedro Pujol 
Thomas (litoral). Por las Cámaras de Comercio: Luis García Alonso y Julio Guillén Sáenz (interior) y Juan 
Gandarias Durañona y José Garriga Nogués (litoral). Gregorio Prados y Urquijo (Liga nacional de Productores), 
Jesús Cánovas del Castillo (Asociación general de Agricultores) Francisco Marín, Marqués de la Frontera 
(Asociación General de Ganaderos), Federico Echevarría (Asociación Nacional de Industrias Metalúrgicas), Adolfo 
navarrete (Asociación general de Consttructores Navales), Estanislao Urquijo, Marqués de Urquijo (Hullera 
nacional), José Caralt, Marqués de Caralt (Fomento del Trabajo Nacional), Ignacio Girona (Instituto Agrícola 
Catalán de San Isidro). En el momento de su constitución no se habían elegido todavía los vocales de las Industrias 
Hidroeléctricas y de libro.
- Representantes del Ministerio de Hacienda, en representación de los intereses generales de la Producción y de la 
Economía: Félix Suárez Inclán; Santiago Alba; Javier Gil; Tomás Zubiría e Ibarra, Conde de Zubiría; José María 
Aznar; José Mateu; Damián Mateu; Aniceto Sela; Luis Sedó; y Basilio Paraíso.
- Por los Ministerios: Manuel Argüelles (Hacienda), Severo Gómez Nuñez (Instrucción Pública), José M “ Madariaga 
(Fomento), Emilio Ortuño (Gobernación), Julio Wais San Martín (Gracia y Justicia), Nicanor Alas Pumariño 
(Estado), Daniel González y García (Marina), José Francés Roselló (Guerra), Miguel López Carrizosa y Giles, 
Marqués de Mochales (Presidencia).
- Francisco Fernández Llano (Estado Mayor Central), Gabriel Antón e Iboleón (Estado Mayor de Marina) y Enrique 
Satrústegui y Barrie, Barón de Satrústegui (Consejo Superior de Fomento).
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Las Memorias de la Comisión nos permite profundizar un poco más en quienes 
fueron los que presentaron las peticiones. La distribución por actividades de las 370 
solicitudes de 1921 puede observarse en el cuadro 8.6. Las peticiones provenían de la 
manufactura en su mayor parte. De las 370, 254 solicitudes, el 68 por ciento, pertenecen a 
estas actividades. Dentro de ellas, la industria pesada (química, minerales no metálicos, 
metales básicos y transformados metálicos) suman 197 peticiones, el 77 por ciento de las 
realizadas por los manufactureros y el 53 por ciento de todas las presentadas. Las grandes 
industrias fueron, por tanto, las que demostraron un mayor interés por la aplicación de la ley 
dentro de una política económica que fomentaba especialmente su desarrollo, en parte por 
sus mayores posibilidades de producir aumentos de la riqueza nacional y en parte por su 
mayor capacidad de presión sobre los gobiernos, a lo que no debe ser ajeno su relación con 
los grandes bancos22.
Otro ejemplo del predominio de las industrias básicas en las peticiones de ayuda os 
lo ofrece la Memoria de 1918. Las empresas solicitantes anunciaban los aumentos de capital 
que provocaría la concesión de ayudas por parte del Estado. Las industrias metalúrgicas eran 
las que mayor crecimiento de la producción ofrecían a cambio de la protección: las ayudas 
provocarían según los datos que aportaban las empresas una ampliación de capital de 30 
millones y una creación de 51 millones. Las industrias eléctricas ofrecían una creación de 
capital de 23 millones de pesetas y las de construcciones metálicas, 27 millones. Sobre un 
total de nuevo capital estimado de 126 millones de pesetas, estos tres grupos empresariales 
como consecuencia de la ley pretendían una ampliación de 101 millones, el 80 por ciento del 
total.
22La Comisión apoyaba esta interpretación de la ley: "Son, ajuicio de la Comisión, las industrias productoras 
y almacenadoras de energía, como la carbonífera y la hidroeléctrica, las industrias siderúrgicas y metalúrgicas, de 
ellas derivadas y productoras de elementos de transporte y toda clase de fabricaciones metálicas, y las industrias 
bancadas, suministradoras de recursos financieros, las industrias claves entre las enumeradas en la ley de 2 de marzo 
de 1917." Ibídem. p. 106
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CUADRO 8.6
















Fuente: Comisión Protectora de la Prducción Nacional (1922).
Cerca del final del segundo año de vigencia de la ley, en diciembre de 1918, se 
habían presentado 198 expedientes para que fueran tenidos en consideración por la Comisión, 
pero todavía no habían sido concedidos ninguna clase de beneficios, debido a la tardanza en 
la tramitación23.
Las Memorias posteriores a la de 1918 no permiten conocer las razones que exponían 
las industrias para merecer el favor de la protección. Debemos, por tanto, acudir a aquella
23"Consecuencia (...) es que cuatro meses y medio largos (promedio), y dos y medio que suelen invertir los 
solicitantes en remitir ampliaciones, en general deficientes todavía, han dado el resultado de que en las instancias 
aún pendientes de informar se hayan perdido de ocho a diez meses y medio, una con otra, durante los cuales no ha 
podido la Comisión hacer labor ninguna en ellas: ocho, en las que no han requerido sino una reclamación de datos; 
diez y medio, en las que han requerido segunda petición." Comisión Protectora de la Producción Nacional (1919), 
p. 40.
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para obtener información sobre ese punto. Como puede verse en la enumeración que sigue, 
la mayoría de las industrias se consideraban industrias nuevas, mientras un tercio argüían que 
su producción era insuficiente para abastecer el mercado interior. Algunas industrias 
solicitaban la protección por varios conceptos, por lo que la suma supera los 198 expedientes 
con los que trabajaba la Comisión.
- en concepto de industrias nuevas
- como industrias con producción insuficiente para
el abastecimiento del mercado nacional
- como superproductoras y necesitadas de exportar
- industrias relacionadas con la defensa nacional
Tenemos que acudir nuevamente a la Memoria de 1918 para conocer los auxilios 
que pedían las industrias. La mayoría solicitaban más de un tipo de ayuda, por lo que el 
número de ayudas, 563, supera el de solicitudes. Por grandes grupos, el 40 por ciento de 
las peticiones pedían la concesión de ventajas tributarias y otro 40 por ciento diversos 
tipos de protección, reclamando el resto ventajas arancelarias. Desglosando estos grupos, 
las principales ayudas solicitadas eran la exención de derechos reales y del timbre en la 
constitución de nuevas sociedades (el 15 por ciento de las peticiones) y la concesión de 
préstamos con tipos de interés subvencionados (otro 15 por ciento). Las ayudas menos 
requeridas eran las ventajas para la exportación y el sello especial para el franqueo de 
libros. Acompañando a esa petición generalizada de ayudas, la mayor parte de las 
solicitudes carecían de datos para que la CPPN estimará la oportunidad del auxilio24.
24n son muchos los industriales que, sin base de derecho, ni fundamentar sus apreciaciones sino en caprichosa 
o interesada opinión, no ofrecen garantías, ni aún promesas de aumentos de nuevas actividades productoras 
merecedoras de estima en el conjunto de las nacionales, ni acreedoras, en consecuencia, a que el Erario se imponga 
sacrificios, otorgándoles protecciones que sólo habrían de traducirse en personal provecho de aisladas 
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CUADRO 8.7
CLASIFICACION DE LAS PETICIONES DE PROTECCION SEGUN LA LEY DE 1917 EN FUNCION DEL
TIPO DE AYUDA SOLICITADA
VENTAJAS TRIBUTARIAS 231
- exención de derechos reales y del 
timbre
85
- aplazamiento de tributos directos 37
- reducción del 50 % en impuestos 
directos
72
• limitación de arbitrios locales 36
- sello especial para el franqueo de libros 1
VENTAJAS ARANCELARIAS 112
- exención de derechos de importación 39
- Mínimo derecho de importación 37
- Exención de derechos de exportación 36
REGIMEN DE PROTECCION 220
- Contratos con el Estado 37
- Trato bancario especial 28
- Tarifas subvencionadas de transporte 38
- Expropiación forzosa 14
- Préstamos 87
- Garantía de interés 14
- Compensación para la exportación 2
Fuente: Comisión Protectora de La Producción Nacional (1919).
A pesar del elevado número de peticiones de auxilio que recibió la CPPN, se 
acumularon los retrasos en el otorgamiento de los primeros beneficios. Hasta finales de 1919, 
las instancias que se habían presentado al amparo de la ley de auxilios a las industrias 
ascendían a 278, de los cuales se consideraban concluidos 174. De ellos 166 habían sido 
examinados, siendo los ocho restantes desechados antes de su estudio. Entre los 166, la 
Comisión consideraba desistidos 101. Es decir, el 60 por ciento de las peticiones 
contempladas no habían recibido dictamen por falta de datos, principalmente, cuando la 
CPPN reclamaba una ampliación de la información otorgada. Además, sobre 48 de las
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restantes había recaído una resolución contraria. Por todo ello, solamente habían sido 
resueltas favorablemente, a los tres años de la aprobación de la ley, tres peticiones 
presentadas.
Entre las causas por las cuales recaía un informe positivo sobre las instancias 
presentadas en tan pocas ocasiones la CPPN señalaba como la principal la excesiva amplitud 
de la ley, "que sacrificó con óptima intención a la extensión del llamamiento a las iniciativas 
privadas la intensidad del estímulo que podría y debía aportar a las que lo merecieran"25. 
Esa generalidad que se quería otorgar a la protección ante el final de la guerra daba lugar a 
que la mayoría de las peticiones no otorgaran una firme garantía para su realización o fueran 
económicamente inviables, cuando no se encontraban decididamente fuera de lo preceptos 
de la ley26.
Otra de las razones de la escasa efectividad de la norma protectora era la estrecha 
interpretación de los órganos de la Administración acerca de los requisitos necesarios para 
demostrar la nacionalidad española de los propietarios del capital en las Sociedades 
Anónimas, principalmente. La ley exigía que al menos dos terceras partes de las acciones 
debían estar inscritas a nombre de españoles y que el presidente y dos tercios de los 
miembros del Consejo de Administración tenían que serlo también. El excesivo 
reglamentarismo de la Administración llevó a rechazar las instancias empresas tan relevantes
25 Comisión Protectora de la Producción Nacional (1920), p. 55.
La siguiente cita es representativa de lo que se afirma: "Quien de antiguo o reciente acariciaba el proyecto 
de acometer una industria, con más natural deseo de vivir y de prosperar que conocimiento efectivo del negocio, 
se apresuraba a depositar en el buzón abierto por la ley su pretensión, y es claro, en cuanto al contacto con la 
Comisión se enteraba de que se trataba de una cosa seria y de que era preciso conocer y aquilatar bien las iniciativas 
que solicitaban protección, la inmensa mayoría de aquellos ilusos y arbitristas se batía en retirada, los más sin 
responder siquiera al primer llamamiento al diálogo. Casi todos los solicitantes piden préstamos muchos de ellos sin 
determinar siquiera la cuantía, sumando los que aparecen cifrados en ese grupo de instancias un total de 15.607.385 
pesetas. Desde el que pide 6.000 pesetas para ensayar un invento fotográfico, hasta el que solicita 3 millones para 
construir un tranvía en su pueblo, hay en esas instancias, flor de un día en las ilusiones, cuanto podamos imaginar. 
Quien pretende con un capital de 150.000 pesetas y un préstamo de 75.000 montar una fábrica de material móvil 
para ferrocarriles; quien solicita garantía de interés para un capital de 250.000 pesetas que invertiría si se le otorgara 
aquélla en fabricar monturas para paraguas; quien considera igualmente gran industria, y solicita garantía de interés, 
la producción térmica de energía eléctrica en la proporción que requiere una modesta fábrica local.” Ibídem. pp. 
55-56.
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como la Siderurgia del Mediterráneo y la Maquinista Terrestre y Marítima por problemas en 
la acreditación de su nacionalidad. La acumulación de problemas debió hacer desistir a 
muchos solicitantes potenciales de presentar sus instancias.
Si realizamos un balance de la efectividad de la Ley al finalizar el periodo de 
prorroga de la ley, vemos que la situación no había mejorado respecto al primer periodo de 
vigencia. El cuadro 8.8 muestra la situación de los expedientes terminados hasta 1924, 
cuando la Comisión Protectora de la Producción Nacional fue disuelta27. Como se observa, 
los beneficios de la Ley sólo fueron concedidos en 27 ocasiones, un siete por ciento de las 
que habían sido resueltas. La Comisión había informado favorablemente en 33 ocasiones, 
pero el Ministerio del que dependían las ayudas las había rechazado. Si consideramos 
conjuntamente ambas categoría, en 59 casos la se habrían podido conceder ayudas, apenas 
un 16 por ciento de las presentadas. Sin duda, la amplitud de la ley hizo que muchas 
empresas se consideraran incluidas entre las clases de industrias que se deseaba fomentar, 
pero la falta de datos, en unas ocasiones, y la extravagancia de los proyectos, en otras, 
obligó a los organismos del Estado a desestimar las peticiones. La ley de auxilios no tuvo 
efectos favorables y fue aplicada en muy pocos casos, pero parece que debe achacársele tal 
situación no al Estado (que concedió praácticamente la mitad de las ayudas cuando éstas eran 
recomendadas) sino a la industria nacional que no respondió con los proyectos y la seriedad 
que eran requeridas.
27 El cuadro considera 376 expedientes. Hasta llegar a los 415 que se enumeran en otra 
parte del texto habría que añadir los cuarenta y dos sobre los que no había recaido decisión 
por parte del Ministerio, los diecisiete que estaban todavía en la Comisión, los cinco que 
estaban en el Banco de Crédito Industrial y los dos que eran ampliación de expedientes 
anteriores.
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CUADRO 8.8
RESOLUCION DE LOS EXPEDIENTES PRESENTADOS EN PETICION DE AYUDAS SEGUN LA LEY
DE 1917
1917-19 1920-21 1922 1923 1924
- Retiradas por sus autores 12 12
- Desestimadas por el Ministerio 
sin oir a la Comisión
8 2 - - - 10
- Desestimadas por el Ministerio 
previo informe de la Comisión
101 40 - 5 1 147
- Resueltas en contra de acuerdo 
de la Comisión
48 33 12 23 5 121
- Resueltas a pesar del informe 
favorable de la Comisión
2 16 1 7 7 33
- Resueltas favorablemente 3 13 6 4 - 26
TOTAL 174 104 19 39 13 349
Fuente: Comisión Protectora de la Producción Nacional (1924)
Las 26 peticiones de ayuda que fueron atendidas supusieron 41 concesiones de ayuda, 
como se contempla en el cuadro 8.8. La mayor parte de las peticiones solicitaban más de un 
tipo de protección, por lo que son superiores las concesiones que las solicitudes individuales 
resueltas favorablemente.
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CUADRO 8.9
NUMERO DE LAS CONCESIONES DE AYUDAS OTORGADAS POR LA LEY DE 1917 SEGUN SU
CLASE
CLASES DE AYUDAS CONCESIONES
- Exenciones de derechos reales y de timbre 18
> Reducción de las contribuciones 12
■ Compromiso de no gravar la exportación 2
- Compromiso de no aumentar los arbitrios locales 4
- Contratos con el Estado 1
- Expropiación forzosa 4
Como puede verse el precepto otorgado con mayor amplitud era la exención de 
impuestos de Derechos reales y de Timbre para todos los actos relacionados con la 
constitución de la Sociedad. La protección otorgada por este concepto no era de gran ayuda, 
pues apenas suponía un 1 por ciento del capital del establecimiento de un negocio. El mismo 
caso es el de la reducción de los tributos directos durante el primer quinquenio de actividad 
al 50 por ciento, o el aplazamiento de pago28.
El resto de formas de protección, en pocas ocasiones se otorgaron. La limitación de 
los arbitrios locales encontraba oposición en la CPPN a su concesión porque "si es de 
insignificante e ilusoria eficacia por su cuantía, no resulta justificada la infracción del 
principio de igualdad, que debe ser básico en todo tributo, y si tiene positiva eficacia acusa 
en la contribución y en el impuesto una pesadumbre abrumadora, desproporcionada e 
injusta"29
La comisión relata que un industrial con una producción de 111.000 pesetas al año, pagaba por
contribuciones directas 420 pesetas al año, por lo que la reducción al 50 por ciento le rebajaría los impuestos en el 
primer quinquenio a 1.050 pesetas durante los cinco años. Un auxilio insignificante si tenemos en cuenta los 
problemas de tramitación que estamos relatando. Comisión Protectora de la Producción Nacional (1922), p. 34.
29 Ibídem. p. 34
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Solamente se realizó un contrato con el Estado ampliando a quince el plazo de cinco 
años que marcaba la ley de Administración y Hacienda Pública, a pesar de que la CPPN 
consideraba esta forma de auxilio una de las más eficaces30.
Tampoco la ampliación de los beneficios de la ley de Expropiación forzosa para los 
saltos de agua tuvo un gran número de aplicaciones, cuatro, en los cinco años de vigencia 
de la ley.
La protección arancelaria, por el contrario, si que se encontraba entre las clases de 
auxilios más estimadas por la Comisión. La guerra había permitido el desarrollo de tres tipos 
de industrias: industrias ya existentes que pudieron exportar sus sobrantes o aumentar la 
producción para exportarla; industrias que no eran capaces de satisfacer las necesidades del 
mercado nacional y que al verse libres de la competencia extranjera se desarrollaron; e 
industrias nuevas que la demanda interior y la seguridad de la exportación hicieron surgir. 
Para las industrias clasificadas en los dos últimos grupos "sólo en ese derecho arancelario 
suficientemente protector y garantido durante un decenio cuanto menos estaba la 
salvación"31, partiendo de estas premisas, la CPPN informó favorablemente desde mediados 
de 1919 todas las instancias que se le presentaron. A pesar de eso, únicamente una de ellas 
prosperó, la de la industria de colorantes, siendo las demás rechazadas por el Ministro de 
Hacienda en función de los informes sistemáticamente negativos de la Dirección General de 
Aduanas32. El obstruccionismo de algunos centros administrativos a la concesión de auxilios 
a través de la ley de 1917 parece que tenía que ver más con conflictos de competencias entre 
éstos y la Comisión que a una oposición frontal al otorgamiento de mayores protecciones
30n (...) una de las formas más eñcaces de protección, sobre todo cerca de la gran industria, es la de los pedidos 
cuantiosos y regulares del Estado para la realización de grandes programas de mejoras del ‘outillage’ nacional". 
Ibídem, p. 41.
31 Ibídem. p. 36.
32 Con argumentos como que era la Dirección general la única entendida en temas arancelarios, la competencia 
exclusiva de las Cortes en la elevación de tarifas, la existencia de Tratados comerciales, rechazando las valoraciones 
propuestas por los productores porque en la partida que afecta a sus productos van incluidos otros con diferente 
valoración, o con la atribución a los derechos arancelarios vigentes de la prosperidad durante la guerra. Ibídem . p. 
39.
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arancelarias, por cuanto en la confección del arancel de aduanas de 1921 las peticiones de 
protección realizadas por la CPPN fueron sobrepasadas33.
Otros auxilios, como los regímenes de protección en el Banco de España y Banco 
Hipotecario y las tarifas reducidas en los transportes marítimos y terrestres subvencionados, 
requerían que el Estado y las entidades afectadas llegaran a acuerdos previos para su 
establecimiento. Tales acuerdos no se realizaron por lo que estas formas de protección nunca 
pudieron otorgarse.
Respecto a la garantía de interés y las compensaciones a las exportaciones, no 
corrieron mayor suerte que las otras clases de protección. Hasta finales de 1921 sólo se había 
presentado una solicitud de garantía de interés, por parte de la empresa Babcock y Wilcox, 
de Bilbao, que realizaba construcciones metálicas. Aunque la petición se había presentado 
en 1918, y le habían sido concedidas el resto de auxilios que solicitaba, tres años después 
todavía no se había adoptado una resolución sobre este punto. En cuanto a las 
compensaciones, sólo una petición se había presentado y se había desestimado por 
insuficiencia en la documentación.
La rama a la que pertenecían las industrias que recibieron los beneficios de la Ley 
pueden contemplarse en el cuadro 8.10. Como era de esperar después de la abundancia de 
peticiones presentadas, las industrias pesadas recibieron la mitad de los auxilios de 
concedidos por la administración, lo que reafirma la opinión de que la política económica 
buscó en primer lugar, el asentamiento de la industria básica. Llama también la atención el 
elevado número de ayudas concedidas a la producción de energía eléctrica, pues de las 50 
peticiones cursadas el 10 por ciento fueron atendidas.
33 Por ejemplo, en las locomotoras de pequeño tamaño la Comisión solicitaba un incremento de los derechos 
arancelarios desde 20 pesetas a 70, y la petición fue rechazada. El nuevo arancel, sin embargo, recogía unos 
derechos de 155. Ibídem . pp. 39-40. .
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CUADRO 8.10











ELECTRICIDAD Y GAS 5
DESCONOCIDOS 2
Ministerio. Es debido a que sobre elgunas industrias recayó la ayuda en más de una ocasión. 
Fuente: Comisión Protectora de la Producción Nacional (1919, 1920, 1922)
Este repaso de la aplicación de la ley ofrece unos resultados bastante negativos. Las 
protecciones otorgadas habían sido escasas y aquellas que lo habían sido suponían una ayuda 
insignificante. Muchos aspectos de la ley se encontraban sin desarrollar en el momento de 
su terminación. No pudo ser muy amplia la ayuda del Estado a la industria para superar la 
crisis de posguerra con los instrumentos analizados. Un último medio le restaba al Gobierno 
de acuerdo con la ley: los préstamos a las industrias a través del Banco de España o de una 
entidad financiera privada.
EL CREDITO A LAS INDUSTRIAS: EL BANCO DE CREDITO INDUSTRIAL
El problema de la financiación era reconocido por los contemporáneos como uno de 
los que obstaculizaban en desarrollo de la industria. El pequeño tamaño de la banca privada
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y la excesiva presencia del Banco de España en el negocio bancario provocaban que la 
industria
"carezca de esa base y aliento para su desarrollo y se vea obligada, en gran 
parte de sus operaciones mercantiles, a sustituir con capital propio el que 
debiera proporcionarles la banca que, por otra parte, no puede por sí sola 
patrocinar la creación y el sostenimiento de nuevos y amplios negocios."34
La falta de desarrollo de la banca española era para la CPPN consecuencia del 
régimen tributario a que estaba sometida, comparada con la banca extranjera, lo que favorece 
su introducción en el mercado español haciendo la competencia a la nacional, y a la actuación 
del Banco de España que, en lugar de comportarse como banco central, realizaba las 
operaciones directamente con el público, sosteniendo, también, concurrencia con la banca 
privada nacional.
Ante la escasez de medios de financiación las fuerzas productoras del país intentaron 
fomentar la constitución de instituciones bancarias que permitieran paliar el problema. Un 
primer intentó estuvo en el Congreso de Exportación, celebrado en Zaragoza en 1908, que 
entre sus conclusiones solicitaba la realización de gestiones para la creación de Sociedades 
de Crédito que tuvieran por objeto facilitar la exportación de las mercancías mediante la 
financiación de las operaciones. También la Ley de 1909 de Protección a las Industrias y 
Comunicaciones Marítimas instaba al Gobierno a alentar las iniciativas para la creación de 
Bancos o Sindicatos de exportación. Infructuosas fueron las gestiones realizadas por los 
exportadores, primero, e incumplidos los preceptos de la ley, más tarde, la solución a la 
insuficiencia del sistema financiero tendría que esperar.
El estallido de la guerra empeoró la situación. Ante la incertidumbre del momento, 
todavía se restringieron más las fuentes de financiación de las empresas, aunque el comienzo 
de la caída en los préstamos otorgados por los bancos era anterior a la 1914. Menudearon,
34 Comisión Protectora de la Producción Nacional (1920), p. 106.
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en consecuencia, los proyectos para la creación de nuevas instituciones de crédito. La Liga 
Marítima Española presentó en noviembre de 1914 un proyecto de bases para la constitución 
de una Sociedad General de crédito marítimo y de exportación, que efectuara cuantas 
operaciones tuvieran relación con los servicios de navegación, la construcción naval y la 
pesca, la exportación y la importación, así como la hipoteca naval35. Al mismo tiempo, la 
Compañía General Azucarera presentó un proyecto de creación de un Banco Nacional 
auxiliar de la industria y del comercio, cuya finalidad fuera realizar las operaciones de 
intercambio, crédito marítimo, fomento y auxilio de la producción nacional y de sus 
operaciones comerciales.
Todas estas propuestas fueron recogidas por la Junta de Iniciativas y refundidas en 
un proyecto de bases para la constitución de una Sociedad Nacional del Crédito, que presentó 
al Gobierno en noviembre de 1914, cuyos fines eran el fomento y auxilio de las producciones 
agrícolas y pecuarias, industriales y mineras, navegación mercantil, pesca, construcción naval 
y otras industrias marítimas. Como resultado de esta propuesta, en enero de 1915 el ministro 
de Hacienda, Bugallal, presentó a las Cortes un proyecto de ley sobre creación de Institutos 
de crédito para favorecer a la agricultura, la industria y el comercio. El gobierno, según el 
proyecto, invitaría a los bancos a constituir un consorcio cuyo fin social sería hacer 
préstamos a la agricultura, a la industria y el comercio nacionales, por plazo de seis meses, 
renovables por otros seis, al tipo de interés que el Banco de España fijaba para los créditos 
personales, hasta un tope de 300 millones de pesetas. El proyecto no consiguió la aprobación 
parlamentaria, por lo que el problema del crédito, bien entrada la guerra, permanecía.
El siguiente intento fue de Santiago Alba en septiembre de 1916, al mismo tiempo 
que se presentaba la ley de protección a las industrias, con un intento de constitución de un 
Banco español de Comercio exterior que junto con el proyecto de un Banco Agrícola
35 Se proyectaba que la sociedad estuviera formada por una federación o consorcio de Bancos y banqueros, 
navieros y armadores, constructores navales, exportadores e importadores, y que contara con la ayuda del Gobierno 
mediante una subvención anual de un millón de pesetas durante treinta años, la concesión de una garantía de interés 
o un anticipo de 20 millones reintegrable en 30 años.
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Nacional intentaban salvar los obstáculos que encontraban los comerciantes y los industriales 
para acceder a la financiación de sus actividades. El Banco español de Comercio Exterior 
realizaría operaciones de crédito sobre mercadería, documentos de embarque, facturas 
comerciales y todas aquellas actividades relacionadas con el comercio exterior. El Banco 
Agrícola Nacional efectuaría operaciones de préstamo en metálico y abriría cuentas de crédito 
con garantía prendaria y pignoraticia para la realización de tareas relativas al cultivo.
Ninguno de los dos proyectos prosperó. La proliferación de intentos de creación de 
entidades de crédito pone de relieve la importancia de los obstáculos para la adquisición de 
crédito, por lo que la propuesta de creación de un banco que se incluiría en la Ley de 1917 
sería rápidamente aceptada.
La propuesta de creación de un banco que repartiera los préstamos otorgados a raíz 
de aquella, sin embargo, no estaba recogida en el proyecto. Fue un grupo de diputados 
catalanes, encabezados por Cambó, los que introdujeron esa propuesta durante su discusión 
en el Congreso36.
La ley disponía que el Estado podía conceder, "por medio del Banco de España o 
de cualquier otro banco o institución bancaria a quien previo concurso público entre entidades 
españolas (...) se encargue especialmente de este servicio", préstamos, exentos de todo tipo 
de impuesto o contribución, de hasta el 50 por ciento del capital necesario que se invierta en 
efectivo para la creación o ampliación de industrias, con un tope de 150 millones de pesetas 
y un interés que no podía exceder del establecido legalmente37. Si el Estado decidía ceder 
la tarea de conceder los préstamos a un Banco, podía otorgarle hasta el 80 por ciento de los 
mismos en Bonos para el fomento de la industria nacional, creados por la misma ley. Los 
Bonos se emitían con un interés del 5 por ciento, pero el Banco sólo tenía que pagar un 
interés del 4 por ciento sobre los bonos que hubiese recibido, cualquiera que fuese el interés
36 Tortella y Jiménez (1986), pp. 24-25.
37 El interés legal fue establecido en el 5 por ciento por la ley de 2 de agosto de 1899.
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que percibiese por los préstamos, lo cual aseguraba una subvención mínima del 1 por ciento.
La Comisión Protectora se inclinó rápidamente por la creación de una institución 
bancaria que efectuara las operaciones de préstamo38. Del éxito en la creación de esa 
entidad se hacía depender "no solo el éxito de la Ley de 2 de marzo del 17, sino la buena 
organización financiera, económica e industrial de España para un inmediato porvenir"39. 
El interés demostrado por la Comisión en su constitución le llevó a presentar en marzo de 
1918 un anteproyecto de organización del crédito industrial que se convirtió en base del R. 
D. de 5 de noviembre de 1918 que abría concurso para el establecimiento del Banco de 
Crédito Industrial.
Las bases del concurso establecían un capital mínimo de 30 millones de pesetas en 
acciones nominales, "cuya propiedad debe quedar siempre en poder de ciudadanos o de 
Sociedades españolas". Los propietarios de esas acciones podían ser Bancos, banqueros o 
industriales españoles, de los que los dos primeros debían de ser propietarios del 60 por 
ciento de las mismas. Además, se otorgaba al Banco la potestad de fijar libremente el tipo 
de interés y las garantías y condiciones a que debían ajustarse los préstamos, aunque para 
obtener los beneficios de la ley debía sujetarse a la autorización del Ministerio de Hacienda, 
previo informe de la Comisión Protectora de la Producción Nacional, introduciendo un 
elemento de tramitación administrativa que iba a obstaculizar el rápido y eficaz
38 "No es el Banco de España como banco nacional de emisión el organismo adecuado para el otorgamiento de 
préstamos o créditos industriales. Por ser precisamente o deber ser la clave del crédito público, cajero nacional y 
garantía de la fluidez de la riqueza, su acción reguladora en tales menesteres es de tanta trascendencia nacional que 
no puede en modo alguno desvirtuarse, colocándolo en el mismo plano de acción que el de un establecimiento de 
finalidad tan específica como la de concesión de préstamos o créditos industriales" Comisión Protectora de la 
Producción Nacional, Sesión celebrada p o r  el Pleno el día 22 de octubre de 1917, p. 46. No todos los miembros 
de la Comisión compartían la misma opinión, Basilio Paraiso, elegido por el Ministerio de Hacienda en 
representación de los intereses generales del país, afirmaba en la misma sesión: "No hay necesidad de crear un nuevo 
instrumento de crédito para fomentar la exportación; no hay más necesidad sino que el Gobierno de acuerdo con el 
banco de España, le obligue a responder a su verdadera finalidad en materia de crédito".
39 "Exposición de la Comisión Protectora de la Producción Nacional al Excmo. Sr. Ministro de Hacienda" en 
Comisión Protectora de la Producción Nacional: Sesión celebrada po r el pleno los días 26 y  27  de marzo de 1918, 
a las seis de la tarde , Madrid, 1918
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funcionamiento del Banco.
Casi dos años se tardó en resolver el concurso, al que sólo se había presentado una 
solicitud. Según Tortella y Jiménez40, el largo periodo transcurrido hasta su resolución fue 
debido al desarrollo de la banca nacional tras el final de la guerra. Durante estos años, la 
relación de las industrias con la entidades financieras de acrecentó. La banca empezó a 
poseer acciones de las principales empresas nacionales con lo cual el problema de la escasa 
financiación a largo plazo quedaba solventado para las grandes industrias, aunque persistiera 
para aquellas que dependían del crédito a corto plazo para la financiación de sus inversiones.
En tales circunstancias, industriales y banqueros no veían la necesidad de crear un 
nuevo banco privilegiado. Los primeros porque recelaban sobre quién soportaría los costes. 
Los segundos porque temían la competencia de una nueva entidad de crédito oficial y 
consideraban que la banca privada ya estaba cumpliendo con la tareas encomendadas al nuevo 
instituto de crédito.
Otro factor retardante de la resolución del concurso fue la inestabilidad política y la 
incertidumbre económica ante el cambio de coyuntura que el final de la guerra provocó. En 
circunstancias tan cambiantes, no es de extrañar que la decisión se demorase. Por último, la 
CPPN mencionaba como causa del retraso la inoperancia administrativa del Ministerio de 
Hacienda.
Resuelto el concurso, el banco quedó constituido el 16 de octubre de 1920. Los 
adjudicatarios fueron 116 empresas que concurrieron al concurso conjuntamente. Entre ellas 
se encontraban 91 entidades financieras, que incluía las más importantes: Banco de Vizcacha, 
Bilbao, Santander, Hispanoamericano, Español de Crédito, Urquijo, Guipuzcoano; y 
veinticinco compañías industriales, entre ellas La Trasatlántica, Cementos Asland, Santa 
Bárbara.
40 Tortella y Jiménez (1986), pp. 27-35.
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Si el Banco fue pensado para solventar las insuficiencias de la banca española, las 
circunstancias habían cambiado cuando aquél empezó a funcionar. No es de extrañar por 
tanto los resultados que ofrecen los datos de la CPPN en 1924 en su última sesión41. Desde 
la puesta en funcionamiento del BCI, 1921, éste había recibido 77 expedientes en solicitud 
de préstamos por un valor de 123 millones, cantidad inferior al tope establecido por la ley. 
De esas peticiones, 44 habían sido informadas favorablemente por la CPPN, frente a 27 
desestimadas, pero sólo se habían concedido 14 préstamos por un valor de 30 millones de 
pesetas. Ante tales datos no podía menos la Comisión que comentar en 192242:
"Ni por el total de peticiones formuladas ni por las industrias a que 
responden puede verse en esos datos un movimientos intenso de renovación 
industrial, y téngase en cuenta, además, que los informes favorables se 
refieren a únicamente a la procedencia legal del préstamo por la 
nacionalidad del industrial tal como la Comisión la aprecia y por caer y por 
caer la industria dentro de las condiciones marcadas por la ley de 2 de 
marzo de 1917, quedando íntegra a la estimación del banco de Crédito 
Industrial la capacidad financiera del peticionario para el préstamo pedido."
¿Por qué tuvo tan escasos resultados el elemento de la ley que mejores expectativas 
había levantado?. Aunque el crecimiento de la banca mixta hubiera reducido la escasez de 
medios de financiación, el BCI estaba pensado para facilitar préstamos a un interés inferior 
al del mercado y de esta forma fomentar el desarrollo de las industrias consideradas 
preferentes. Por tanto, las causas del fracaso del crédito industrial hay que buscarlas en el 
propio funcionamiento del banco que encarecía los préstamos hasta límites superiores a los 
del mercado, de forma que resultaba antieconómico solicitar los préstamos al Banco oficial.
El principal elemento para entender este encarecimiento son los largos plazos de 
tramitación necesarios hasta la concesión del crédito. Aunque se había establecido un 
procedimiento sumario que debía permitir obtener la autorización para la realización del
41 Comisión Protectora de la Producción Nacional (1924).
Comisión Protectora de la Producción Nacional (1922), p. 46.
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préstamo en menos de un mes, los trámites solían prolongarse por espacio de dos o tres 
meses.
Las instancias debían presentarse directamente en el Banco o en el Ministerio de 
Hacienda que en veinticuatro horas tenía que trasladarlas al Banco. Una vez tomadas en 
cuenta por éste, las peticiones pasaban a la Comisión Protectora para que realizara su 
informe. Esta tenía que publicar las peticiones en la Gaceta y en el Boletín Oficial de la 
Provincia sede del peticionario y dejar ocho días de plazo para que se pudieran formular 
protestas y reclamaciones. Transcurrido ese plazo, la Comisión tenía otros ochos días 
informar. En caso de que la resolución fuera favorable, el BCI estudiaba la operación y 
decidía sobre la conveniencia de conceder el préstamo. Si se decidía la concesión, tenía que 
solicitar al Ministerio de Hacienda la entrega de los bonos para el fomento de la producción 
nacional que podían cubrir hasta el 80 por ciento del préstamo. Con la complejidad de la 
tramitación reseñada, la lentitud en la concesión del préstamo, el tiempo que transcurría 
desde la solicitud hasta la resolución, hacían ciertamente difícil que las industrias acudieran 
al BCI.
Por otro lado, el interés real del crédito estaba lejos del 5 por ciento prometido en 
la ley. El interés fijado por el Banco no bajó durante los años veinte del 6 por ciento43. 
Además, los Bonos que otorgaba el Ministerio de Hacienda al Banco eran transmitidos por 
este al prestatario que debía negociarlos para obtener el efectivo necesario para sus planes 
de expansión industrial. Sin embargo, los bonos nunca adquirieron en el mercado la 
valoración a la par, siendo negociados siempre con descuento, por lo que el volumen del 
préstamo efectivamente recibido era inferior al solicitado, lo que elevaba el interés por 
encima del 8 por ciento44. Por lo tanto, los créditos otorgados por el Banco de Crédito
43 Tortella y Jiménez (1986), p. 41.
44 Comisión Protectora de la Producción Nacional, Memoria Reglamentaria, año 1920-1921. Madrid, 1922, 
p. 48.
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Industrial eran caros y de difícil y lenta obtención, lo que los hacía escasamente deseables 
para la industria española.
CONCLUSIONES
La Ley de Auxilios a las Industrias de 1917 resultó un fracaso para los amplios 
objetivos que se había marcado. Las dificultades que se presentaron para la tramitación de 
los auxilios, la excesiva burocratización de los procedimientos instaurados y las luchas de 
diferentes centros administrativos por conflictos de competencias provocaron que fueran 
escasas las industrias que obtuvieran, finalmente, los auxilios solicitados. Y cuando los 
obtenían éstos eran de tan escaso valor que es difícil creer que alguna iniciativa industrial se 
viera incentivada por la ayuda estatal.
Por otro lado, el elemento central de la Ley, el crédito industrial, resultaba más caro 
que acudir al mercado de capitales. El desarrollo de la banca mixta en los primeros años 
veinte acudió a solucionar los problemas que durante la guerra obstaculizaban el desarrollo 
de la industria y el comercio. Sin embargo, el problema no fue resuelto para todos por igual. 
Si las grandes empresas, podían acceder a los créditos de la banca privada, beneficiándose de 
la relación que se estaba estableciendo entre ellas, el resto de la estructura industrial española 
debía acudir a préstamos con intereses más elevados. El Banco de Crédito Industrial no podía 
solucionar ese encarecimiento del crédito, por dos razones. En primer lugar, porque el 
mecanismo establecido en la ley, en manos del Banco, provocaba una elevación de los tipos 
de interés. La entrega de los Bonos para el Fomento de la Producción Nacional, negociados 
por los prestatarios, provocaban un aumento del precio del dinero recibido. Y en segundo 
lugar, porque los accionistas mayoritarios del BCI eran los grandes banqueros españoles que 
tenían intereses en la industria nacional, por lo cual los préstamos en condiciones más 
favorables tenían que ir hacía su empresas participadas. Así no es de extrañar que entre las 
empresas que recibieron dinero del Banco estuvieran grandes industrias como la Sociedad 
Española de Construcción Naval, la Maquinista Terrestre y Marítima, la Compañía
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Valenciana de Cementos o la Sociedad Anónima Echevarría, todas ellas pertenecientes a 
sectores de industria pesada, que, como ya he argumentado con anterioridad, se encontraban 
en el centro de todas las leyes de protección a la industria desarrolladas durante la 
Restauración.
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LA INDUSTRIA DE CONSTRUCCION NAVAL A FINES DEL SIGLO XIX
A finales del siglo XIX, España no había desarrollado la industria de construcción 
naval. La escasez de madera y la obligación de importar la mayoría de las materias primas 
encarecían la construcción de buques que eran comprados en el extranjero, a precios que 
oscilaban entre el 20 y el 30 por ciento más baratos1. Las transformaciones técnicas que 
provocan la sustitución de la madera por el hierro y, más tarde, por el acero, no modificaron 
la inferioridad de los astilleros porque la siderurgia no podía suministrar los materiales 
necesarios a precio competitivo. A que los costes de construcción fueran elevados ayudaba 
la escasa demanda que se dirigía a los productores nacionales, por lo que el tamaño de los 
astilleros no era el óptimo. Como se ha mostrado en el cuadro 7.1, las importaciones de 
buques mercantes superaron a la construcción nacional a partir de 1869-78 y no fue hasta la 
Segunda República cuando la producción española volvió a ser mayor que la importada. Esa 
preferencia por los buques extranjeros, de menor coste, aumentó en las dos últimas décadas 
del siglo cuando los constructores nacionales no habían superado los problemas del paso de 
la madera al hierro y al acero. La inferioridad se intentó superar con la ayuda del Estado, 
mediante primas a la construcción, protección arancelaria y privilegios a la construcción 
nacional en ciertos tráficos, pero hasta la tercera década del siglo XX no se alcanzan los
1 Citado en Gómez Mendoza (1988), p. 27.
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objetivos de la política económica
En consecuencia, los talleres que se dedicaban a la construcción de buques eran pocos 
y estaban mal preparados. En una información de 1886, encargada por el Ministerio de 
Marina para conocer los medios con los que cuenta la industria nacional para suministrar 
buques a la Armada, solamente se recogen cinco talleres con capacidad para realizar 
construcciones de hierro y acero2. La mayoría de los astilleros españoles se dedicaban a la 
botadura de barcos de casco de madera y pequeño tonelaje. Sólo años después iban a surgir 
nuevos astilleros de mayor envergadura, como es el caso de Vea Murguía y Euskalduna3. 
La construcción naval militar, por tanto, se realizaba en España en los arsenales, de los 
cuales el Estado contaba con tres: en Ferrol, en Cartagena y en La Carraca (Cádiz).
Los buques que podía suministrar la industria nacional eran muy pocos. La 
transformación técnica que provocó la sustitución del hierro por el acero en la construcción 
naval requería también cambios en la siderurgia para hacer frente a la demanda del acero 
dulce Siemens-Martin que se estaba imponiendo. Pero en España, en 1886, no existía 
ninguna fábrica que pudiera ofrecer tal material. En respuesta al interrogatorio de la Marina, 
las fábricas de "La Felguera", "Mieres", "Altos Hornos de Bilbao", "Bidasoa” y "Material 
para Ferrocarriles y Construcciones" de Barcelona expresan su incapacidad para fabricar 
acero, y solamente Altos Hornos manifiesta su disposición a ampliar sus instalaciones para 
dar entrada a la fundición del nuevo material4. La construcción naval no podía arraigar 
mientras no se produjera la renovación técnica en la industria siderúrgica.
Las industrias auxiliares, por su parte, experimentaban un mayor desarrollo. Tal es 
el caso de la fabricación de máquinas de vapor. Las más importantes casas constructoras
Los cinco son: "Sons of Thomas Haynes" en Cádiz, los talleres de la "Compañía Trasatlántica" en el Puerto
de Santa María (aunque sólo se dedicaban a la reparación de buques), los talleres San Martín de "Eduardo L. 
Doriga" en Santander y "Augusto J. de Vila" y "Otero, Gil y Cia." en Ferrol. Alzóla (1886), pp. 343-375.
Para la gestación de Euskalduna, Torres Villanueva (1989), tomo I, pp. 340-362.
4 Alzóla (1886), pp. 25-193.
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("Maquinista Terrestre y Marítima", "Nuevo Vulcano" y "Alexander" de Barcelona y 
"Portilla, White y Cia." de Sevilla) ya habían colaborado con la Armada y se mostraban 
dispuestas a continuar haciéndolo mediante la fabricación de máquinas de mayor potencia por 
cuanto contaban con medios para su construcción. A pesar de los cual, las máquinas 
españolas eran poco competitivas con las extranjeras llegando a tener un coste superior en 
un tercio a las inglesas5.
La construcción naval militar en España a comienzos de la Restauración estaba 
centrada en los tres arsenales del Estado y recibía poca ayuda de la iniciativa privada, la 
cual, debido al atraso técnico de la producción de acero y buques y al elevado precio de los 
elementos auxiliares, no suministraba modernos barcos de guerra a la Marina. No es de 
extrañar, por tanto, que la construcción se realizara mayoritariamente en el extranjero.
LA POLITICA DE CONSTRUCCIONES NAVALES DURANTE LA RESTAURACION
Con la llegada de la Restauración, Cánovas ocupó la cartera de Marina durante cuatro 
meses. En ese breve tiempo se puso en marcha un pequeño programa naval6. La rebelión 
cantonal, la guerra carlista, el conflicto en Cuba y las tensiones en Filipinas y Marruecos 
reclamaban una modernización de la marina. Con ese fin se construyeron dos pequeños 
cruceros y dos cañoneros-torpederos que fueron encargados a los astilleros franceses "Forges 
et Chantiers de la Mediterranée". Este primer conjunto de construcciones no solucionaban 
los problemas de la Marina española, por lo cual entre 1880 y 1885 se presentan al 
Parlamento cuatro programas navales para ampliar la capacidad de la escuadra7. Aunque 
ninguno de ellos fuera aprobado por las Cortes, las grandes construcciones continuaron
5 Una máquina de 600 caballos de vapor de la casa inglesa "Sres. Penn e hijos" en el arsenal de Cartagena 
costaba 227.490 pesetas. Las españolas oscilaban entre las 307.000 de "Portilla, White" y las 312.000 de "La 
Maquinista", un precio entre el 35 y el 37 por ciento superior. Alzóla (1886), pp. 260-271.
6 Ramírez Gabarrús (1980), p. 50.
7 Gómez Mendoza (1988), pp. 28-29.
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encomendadas a los astilleros foráneos y las de menores requisitos técnicos a los nacionales8. 
Las razones que obligaban a construir en el extranjero ya han sido señaladas: incapacidad de 
la industria para ofrecer los materiales necesarios para la construcción. Los intentos de 
aumentar el poderío naval coincidían con los intentos de renovación de las más importantes 
armadas europeas para modernizar los barcos e incorporar los últimos avances en la 
construcción9.
A esos proyectos nonatos le sucedió el primer programa naval de importancia, la 
denominada Ley de la Escuadra en 1887. Esta ley pretendía construir en un plazo de diez 
años once cruceros de primera clase, 10 cruceros de segunda clase de diferente tonelaje, 158 
torpederos y otros barcos menores10. Las nuevas construcciones ascendían a 189 millones 
de pesetas, y junto con las cantidades destinadas a terminar los buques que se encontraban 
en construcción y las obras en arsenales y defensas submarinas, todo el programa tenía un 
coste de 225 millones. Para financiar este gasto se aprobó un presupuesto extraordinario en 
julio de 1888 por valor de 171 millones de pesetas (lo que suponía nueve anualidades de 
19.000.000 cada una), siendo el resto del gasto financiado a través de los presupuestos de 
ultramar y otros créditos. Los fondos que nutrían el presupuesto provenían de un anticipo de 
la Compañía Arrendataria de Tabacos.
Los diecinueve millones anuales que se presupuestaban suponían un 2,4 por ciento de 
los gastos medios de los presupuestos de los nueve años en los que el presupuesto
o
En 1880 se van a construir dos cruceros en una factoría inglesa, "Thames Iron Work" y seis en los arsenales 
del Estado: tres en Cádiz, dos en Cartagena y el restante en Ferrol. Los nuevos buques torpederos también fueron 
encargados al extranjero, once entre 1883 y 1887 y uno sólo a un constructor nacional "Otero, Gil y Cia.". Los 
grandes buques, como el acorazado "Pelayo", con un desplazamiento de 9.900 toneladas, botado en 1887, eran 
construidos en el extranjero. Ramírez Gabarrüs (1980), pp. 50-63. A pesar de esto, en los astilleros españoles se 
botaron 22.000 toneladas, mientras que en el extranjero se adquirieron 21.000. Gómez Mendoza (1988), p. 29.
O
Tal era el caso de la marina británica. Joll (1983), p. 32.
10 El plan de construcción completo era el siguiente: once cruceros protegidos, tres de 4.500 toneladas y ocho 
de 3.200; seis cruceros-torpederos de 1.500 toneladas y cuatro de 1.100 tons.; noventa y seis torpederos de 100 a 
120 tons. y cuarenta y dos de 60 a 70 tons.; un transporte de 3.000 tons.; doce cañoneros-torpederos, seis de 500 
tons. y seis de 300; dieciséis cañoneros-torpederos de 200 a 250 tons. y veinte lanchas de vapor de 30 a 35 tons. 
Además se presupuestaba para finalizar las obras en construcción.
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extraordinario estaría en vigor. Esa cantidad era la mitad de lo que se dedicó a la 
construcción de carreteras en los años de la Restauración del siglo XIX y el doble de lo que 
se gastó en ferrocarriles. En realidad, el gasto realizado durante el tiempo en que estuvo en 
vigor el presupuesto extraordinario no alcanzó los 171 millones presupuestados. El 
cumplimiento fue del 92,3 por ciento, por lo que se gastaron 157 millones. Las anualidades 
tampoco se distribuyeron de forma homogénea tal como se había previsto y oscilaron desde 
los 23 millones del presupuesto 1891 hasta 13 millones de 1888 y 1894 ( sin contar los restos 
presupuestarios que se estuvieron gastando desde 1897 hasta 1900 ).
La aprobación de la ley había levantado discusiones entre defensores de los 
tradicionales cruceros y de los nuevos cruceros protegidos más rápidos y baratos que 
aquellos, por lo cual el Parlamento había otorgada al Ministro de Marina la posibilidad de 
modificar la distribución de los barcos aprobada sin aumentar los gastos presupuestados. Y 
esto es lo que se hizo apenas diez meses después de aprobada la Ley: finalmente fueron diez 
cruceros, ocho torpederos y veinte lanchas pequeñas11.
La Ley no mostraba una preferencia clara por la industria nacional en las futuras 
construcciones, premiando el corto plazo y la garantía en las construcciones sobre la 
nacionalidad del constructor. El Real Decreto que la modificaba, sin embargo, ya hacía ver 
la preferencia por la industria española que iba a caracterizar la política naval de la 
Restauración12. Para nacionalizar la construcción, tres cruceros fueron construidos en los 
arsenales del Estado ( uno en cada arsenal ) y los otros tres presupuestados salieron a
11 La distribución exacta es tres cruceros de 4.800 toneladas, seis cruceros protegidos de 6.500 a 7.000 tons., 
cuatro torpederos de 400 a 450 tons., cuatro torpederos más pequeños y veinte lanchas de vapor de 60 a 70 
toneladas. La construcción de los cruceros de 1.100 a 1.500 toneladas quedaba aplazada. RD de 13 de octubre de 
1887 (Gaceta del 14).
12 "Ha tenido también muy en cuenta los deseos de V.M. y del Gobierno en pro del desarrollo de la industria 
nacional, y si este proyecto merece la aprobación de V.M., a la vez que atenderá en disposiciones sucesivas al 
fomento de los Arsenales del Estado, abrirá mucho campo para que la citada industria pueda presentar sus productos 
en los concursos que se convocarán al efecto, abrigando la esperanza de que los fabricantes españoles corresponderán 
al llamamiento que se les hace, prestando el caudal de su inteligencia y trabajo a la protección del Estado, y 
contribuirán a que la marina de guerra española sea esencialmente nacional al nutrirse de recursos facilitados por 
el mismo país, quedando en él las importantes sumas que hoy tenemos necesidad de invertir en el extranjero". De 
la Exposición de motivos del RD.
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concurso para su construcción por la iniciativa privada. En las bases del concurso se 
adjuntaban unas condición que iban a aparecer continuamente en los concursos que el 
Gobierno convocaría en adelante:
" Primera. Podrán tomar parte en este concurso todos los constructores 
nacionales o extranjeros que se comprometan a construir en España los buques 
(...), lo mismo que sus máquinas y artillería.’
"Todos los materiales que se empleen en la construcción de los buques y que 
produzca la industria española serán precisamente elaborados por ésta. 
Asimismo, los obreros empleados en las construcciones, serán españoles las 
tres cuartas partes lo menos’
La nacionalización de la construcción naval militar no era un proyecto español 
únicamente. Otros países que estaban comenzando a desarrollar una industria de armamento 
rudimentaria, como Japón, Italia o Rusia, intentaron también eliminar su dependencia de las 
importaciones 13.
Con aquella condición, acudieron al concurso diez firmas, resultando ganadora la 
formada por José Martínez de las Rivas y Charles M. Palmer, de Bilbao que constituyeron 
la sociedad "Astilleros del Nervión" en 1888, con una factoría en Sestao y un capital de 30 
millones de pesetas íntegramente desembolsado por Martínez de las Rivas, por cuanto Palmer 
era un ingeniero inglés que se limitaba a prestar asesoramiento técnico en la empresa14.
Otros barcos también fueron construidos en factorías españolas a raíz de la ley de 
1887. Para participar en el concurso se constituyó una sociedad en Cádiz con el nombre de 
"Factoría Naval Gaditana" y un capital de 300.000 pesetas, para desarrollar una nueva
13 Trebilcock (1973), p. 256.
14 Las otras nueve firmas eran "C. Murrieta y Cia.", "Oswald Mordant y Cia.", "Thames Iron Work" y 
"J.E.G. Rennis" de Londres; "La Vizcaya" de Bilbao; "T. Gil y Cia. de Ferrol; "José Marchesi y Dalmau" en 
representación de "Vila Hnos." de La Coru5a y la "Factoría Naval Gaditana" de Cádiz. Archivo General de Marina, 
Sección Contratos, Escrituras.
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factoría en la bahía gaditana15. Al fracasar su proposición se disolvió en parte, dando lugar 
a la constitución de la firma "Vea Murguía Hnos." que consiguió contratos para construir 
10.300 toneladas. Otra firma que participó en la construcción de buques de guerra fue "Vila 
y Cia." de La Grana, Ferrol, que construyó cerca de 5.000 toneladas.
Las consecuencias de la Ley se observan en el cuadro primero. Se produjo un 
crecimiento de la construcción naval en los astilleros españoles, hasta triplicar en 1890-1894 
el tonelaje que se había fabricado en el quinquenio anterior. Al mismo tiempo, la política de 
fomento de la industria privada provoca que cerca del 70 por ciento fuera construid por la 
industria privada.
CUADRO 9.1
CONSTRUCCION NAVAL MILITAR EN ESPAÑA, 1885-1923 
(Toneladas)










Nota: Los buques se han computado en función del año de su botadura.
Fuentes: Elaborado a partir de Ramírez Gabarrús (1980) y Lista Oficial de Buques, varios años.
Las construcciones de la Ley de la Escuadra se prolongarán hasta 1897. Sin embargo, 
los conflictos coloniales obligaban a reforzar el escaso poderío naval que la nación podía 
exhibir en el Pacífico. Los propósitos de fomento de la industria nacional ceden paso a los
15 Ramírez Gabarrús (1980), p. 63.
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más urgentes de aumento de los buques de la Armada. Por tanto, se adquirirán los buques 
nuevamente a casas constructoras extranjeras, como "Ansaldo", de Génova y "Thompson" 
de Londres, antiguo suministrador del Estado español. La consecuencia será un aumento de 
los gastos y una menor participación de la industria nacional en las construcciones navales.
El desastre del 98, en el plano presupuestario, fue preludio de los proyectos de 
economías de Fernández Villaverde, lo cual que supuso para los presupuestos de nuevas 
construcciones un recorte, alcanzando durante el período 1901 a 1908 los valores más 
reducidos de toda la Restauración. Los ministros de Marina, mientras tanto, presentaban
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CUADRO 9.2
GASTOS DEL ESTADO EN CONSTRUCCIONES NA VALES MILITARES, 1888-1923.






































Indice de precios, Morellá (1991) y Comisión del Patrón oro (1929).
del presupuesto de . . . ,  varios años,
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proyectos para reanudar las construcciones navales y restaurar la armada. Sánchez de Toca, 
Ministro de Marina en 1903, presentó un proyecto para construir siete acorazados de 15.000 
toneladas, tres cruceros-acorazados y otras unidades menores. Un año más tarde un nuevo 
Ministro, Cobian, presentó un nuevo proyecto que tenía como base una escuadra de ocho 
buques de 15.000 toneladas. Los choques entre las economías y los gastos necesarios para 
reconstruir la Marina de guerra se resolvieron favorablemente a aquellas hasta 1907, cuando 
el proyecto de programa naval presentado por el Gobierno Maura consiguió la aprobación 
parlamentaria.
La Ley de Reorganización de la Escuadra16, introducía una importante novedad en 
relación con la actuación del Estado. Los trabajos en los arsenales de Ferrol, Cartagena o 
Cádiz se venían realizando por el sistema de administración. El Estado se encargaba de 
gestionar y administrar los astilleros convirtiéndose en constructor, el más importante de 
España, como hemos visto. La Ley de 1908 suponía un cambio en relación con esa conducta. 
Autorizaba al Gobierno a ceder los arsenales y astilleros del Ferrol y Cartagena a sociedades 
privadas que se encargarían de realizar las construcciones navales por cuenta del Estado, 
mientras éste se reservaba el arsenal de La Carraca para realizar trabajos subsidiarios17. La 
razón de este cambio de actitud del Estado está en los problemas que la construcción 
encontraba en los arsenales, lo que redundaba en la elevación de los costes y la mala calidad 
de las obras 18.
16 La Ley no se limitaba a programar las construcciones navales del futuro. Además reformaba los Institutos, 
organismos y servicios de la Marina.
17 No era la primera vez que el Ministerio de Marina planteaba efectuar la cesión de los arsenales del Estado 
a la irdustria privada. En 1869, el Ministro, Topete, se había mostrado dispuesto a dejar los arsenales a cualquier 
"casa respetable" que se quisiera encargar de ellos. Enterados del proyecto, los talleres de construcción de 
maquinaria y fundición establecidos en Barcelona enviaron una carta al Ministro exponiendo las posibilidades de 
realizar conjuntamente el proyecto. La cesión no se realizó. De nuevo en 1887 un grupo de industrias privadas 
formaron una sociedad denominada "La Gaditana" que dirigió una exposición al Gobierno a ñn de que cediese en 
usufructo, por veinticinco años, el Arsenal de La Carraca. La sociedad se comprometía a mejorar las instalaciones, 
mientras el Gobierno debía comprometerse a dar a construir la tercera parte de la Escuadra proyectada y compartir 
las coastrucciones que durante el tiempo de cesión se realizaran. Del Castillo (1955), pp. 154-155 y 215-218.
18 Proyecto de Ley. Presentación a las Cortes. RD. 1 de junio de 1907 (Gaceta del 8).
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En lo que respecta a las construcciones, se presupuestaba un gasto de 169 millones 
para la construcción de tres acorazados de 15.000 toneladas, tres destructores de 350 
toneladas o tres submarinos de 250-300 toneladas, veinticuatro torpederos de 180 toneladas, 
cuatro cañoneros de 800 toneladas y 10 buques guardacostas. La ley se completaba con otras 
obras de ampliación y modernización de los astilleros estatales. El gasto total era de 198 
millones, que se debían realizar en un plazo de siete a ocho años. Esto suponía un gasto 
medio anual de veintiocho millones, lo que suponía un dos por ciento de los gastos 
presupuestarios medios entre 1909 y 1915. El gasto que efectivamente se realizó en nuevas 
construcciones durante ese período, como se ve en el cuadro segundo, fue de 169.188.129 
pesetas, sin desviaciones sobre lo presupuestado. En comparación con el programa naval de 
finales del siglo XIX, los porcentajes que ambos suponían sobre el gasto eran bastante 
similares, en tomo al dos por ciento. En el programa de 1887 se efectuó un gasto, en pesetas 
de 1913, de 255 millones entre 1888 y 1900, lo que supone un desembolso medio anual de 
19 millones y medio de pesetas; en el de 1907, el gasto total fue de 166 millones, es decir 
una media anual de 23 millones, un 20 por ciento superior.
Las similitudes entre ambos programas son amplias, aunque el de 1907 supuso un 
mayor desembolso para el Estado anualmente. De la misma forma, ambos supusieron un 
crecimiento de la construcción naval respecto a los períodos anteriores y una nacionalización 
de la fabricación de buques. Por último, otra similitud fue la privatización de la construcción, 
lo que es más evidente a partir de 1907, cuando más del 90 por ciento de los barcos son 
construidos por empresas privadas y desde 1915, el cien por cien.
Al fin y al cabo, ese era uno de los objetivos de la Ley. Para cumplirlo salió a 
concurso la ejecución, por contrata, de las obras en los arsenales de Ferrol y Cartagena. Se 
presentaron cuatro proposiciones: un grupo francés, encabezada por "Forges de la Gironde" 
y Forges et Chantiers de la Mediterranée", antiguo suministrador del Estado; un grupo 
italiano, encabezado por la casa "Ansaldo", de Génova; y dos grupos españoles, una que fue 
denominada "asturiana", en la que estaban incluidas "Astilleros del Nervión", "Duro- 
Felguera", José Tartiere e Inocencia Fernández representantes de intereses mineros y
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financieros y ferroviarios, y contaban con la colaboración técnica de las casas inglesas 
"Beardmore", "Palmers" y "Me. Alpine"; la otra proposición española era denominada 
"bilbaína", y participaban la firma inglesa de construcciones navales "Vickers" y los 
financieros Marqués de Comillas, marqués de Urquijo y conde de Zubiría. Esta sociedad 
resultó ganadora, dando lugar al nacimiento de la "Sociedad Española de Construcción 
Naval", con un capital de 20 millones de pesetas y en el que participaron las grandes 
empresas británicas (que formaban un consorcio para conseguir contratos de este tipo por 
todo el mundo) "Vickers", "Amstrong-Whitworth", "John Brown" y "Thornycroft" y la 
francesa "Normand"19.
Hacia 1915 las cantidades que se habían presupuestado para financiar el plan de 
reorganización de la Escuadra se habían visto reducidas de forma espectacular. Aunque se 
habían encargado nuevos buques, el programa naval finalizaba y no se había procedido a su 
renovación. Existieron intentos de hacerlo, como el de 1913, pero no sería hasta 1915 cuando 
se aprobó la continuación de la Ley de 1907. La nueva Ley, conocida como "Ley Miranda", 
presupuestaba 230 millones para la construcción de nuevos buques y cuarenta millones más 
para la realización de obras en los arsenales. En 1915 se incluirían en el presupuesto créditos 
por valor de 14 millones y durante los seis años siguientes, se gastarían treinta y seis 
millones anuales. La media de los gastos previstos suponía un 1,3 por ciento del presupuesto
19 La resolución del concurso ha sido criticada por muchos de los que han estudiado estos temas. Parece que 
existieron indicios de corrupciones y de participación de los miembros del Gobierno en algunas de las proposiciones 
presentadas. La pugna entre el grupo asturiano y el bilbaíno se presentó como la lucha entre una asociación 
nacionalizadora y otra extranjerizante. Harrison (1980) utiliza estos mismo argumentos de soborno y corrupción para 
descalificar los programas navales del gobierno. La tradición en este sentido es amplia, como pone de relieve el 
panfleto de Ceballos Teresí (1910). Los sobornos eran normales en estos negocios de armamento cuando los clientes 
de las grandes casas europeas eran españoles, japoneses, sudamericanos, rusos, turcos o serbios, según Trebilcock 
(1970), p. 16. Otras opiniones, sin embargo, apuntan que el fuerte capital y las garantías técnicas de la proposición 
triunfadora la hacían acreedora del contrato. Fernando de Bordejé citado en Ramírez Gabarrús (1980), p. 90. La 
opinión de la Comisión que dictaminó el proyecto, por su parte, estaba inclinada hacia una solución como la que se 
adoptó, como demuestra la defensa del dictamen que se hizo en el Congreso: "Pues si necesitamos marina, si en 
España no puede construirse, si para la construcción en el extranjero existe esa corriente de opinión que se opone 
a ello, habrá que emplear algún procedimiento, y el procedimiento que se adopta en el proyecto de ley, con el cual 
está absolutamente conforme la Comisión parlamentaria, es el de construir en España, pero haciéndolo con el 
concurso de entidades, no digamos extranjeras, con entidades que traigan a nuestro país aquellas direcciones técnicas, 
aquellas direcciones facultativas que sean precisas; en una palabra, el crédito, y la firma que garanticen los productos 
que han de construirse". Legislatura de 1907, p. 2756.
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de esos años, una cantidad menor a las previstas en los anteriores planes. Los gastos 
efectivamente realizados se vieron afectados por la guerra mundial, que paralizó las 
construcciones al encontrarse los astilleros escasos de materiales que no podían conseguir en 
el interior. Hasta 1922 se habían gastado 188 millones, entre los que se incluían compras que 
se habían vuelto a realizar en el extranjero.
'I 095
Gráfico 1
Gastos del Estado español en construcciones navales militares, 1880-1923
Fuente: Cuadro 9.2
Para continuar con las construcciones se prorrogaron los créditos con un nueva Ley 
en 1922, a raíz de la cual los gastos en construcciones navales aumentaron de forma 
espectacular. En dos años 1922 y 1923, 159 millones de pesetas son empleados, aunque en 
términos reales, el desembolso no supere los cien millones. Con esas dos cifras el 
presupuesto para construcciones únicamente recuperaba los niveles que ya había alcanzado
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como consecuencia de las leyes de 1887 y 1907, dado que suponen un 2,3 por ciento del 
presupuesto de gastos del Estado.
LOS EFECTOS INDUCIDOS POR LAS CONSTRUCCIONES NAVALES
Conocidos ya los programas navales y los gastos del Estado, es necesario preguntarse 
si contribuyeron al desarrollo de la industria. Los problemas del sector naval, como ya 
sabemos, radicaban en la carestía de los buques construidos por los astilleros nacionales, 
debido a la falta de materiales adecuados de procedencia nacional y al tamaño inferior al 
óptimo que una demanda insuficiente impedía alcanzar.
Los efectos positivos de los gastos en defensa han sido divididos en dos grupos: los 
derivados del aumento de la demanda agregada y los provocados por los efectos difusión 
(,spin-off) sobre la industria20. La primera vía por la cual el gasto militar puede afectar el 
crecimiento es a través de la creación de demanda agregada adicional. Si la demanda 
agregada es inicial mente inadecuada en relación con la oferta potencial, la demanda extra 
generada puede estar acompañada por un aumento en la utilización del stock de capital, 
reduciendo el coste en recursos, así como aumentando el empleo de mano de obra. No sólo 
habrán efectos multiplicadores a corto plazo, sino que también existe la posibilidad de 
crecimiento a largo plazo. Si los productores tienen capacidad ociosa instalada debido a la 
carencia de demanda, no están obteniendo la tasa de beneficio que obtendrían con un a 
utilización más efectiva del capital. Un aumento en la demanda que lleve a una más eficiente 
utilización de la capacidad puede llevar a un incremento de la tasas de beneficio, la cual 
estimulará la inversión y finalmente aumentará la tasa de crecimiento21.
20 Benoit (1973, 1978), Degeer y Sen (1983), Deeger (1986).
21 *Faini, Annez y Taylor (1984), han señalado que este razonamiento puede enfrentarse a la escasez de factores
de producción cruciales en las economías en desarrollo, tales como stock de capital, trabajo cualificado y divisas para 
realizar importaciones de bienes intermedios, por lo que el freno al crecimiento se encuentra en el producto en lugar 
de en la demanda agregada. Cuando la capacidad de absorción de una economía es limitada por esa carencia de 
factores, un incremento en el gasto público puede reducir la inversión privada, actuando de la misma forma que lo
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Los efectos difusión son la segunda vía por los que el gasto en construcciones navales 
podía haber beneficiado a la economía. A través de la formación de nuevas cualificaciones, 
creación de expertos en dirección y organización, el desarrollo de la investigación científica 
y técnica por parte de los arsenales del Estado o de los agentes privados para satisfacer las 
demandas públicas, etc., el progreso tecnológico puede introducirse en la economía. Esto 
moverá la función de producción hacia arriba y reducirá los costes unitarios, ayudando a las 
producciones para el sector civil22.
También han sido recordados efectos negativos de la desviación de recursos hacia los 
gastos militares en lugar de dedicarlos a otros menesteres civiles. Estos han sido los efectos 
sobre la inversión y sobre la productividad. La principal relación negativa es a través de la 
relocalización de recursos. El gasto militar desvía recursos de otros usos y puede tener un 
coste de oportunidad directo en términos de inversión prevista. Reduciendo el ahorro 
potencial disponible para la inversión planeada, se amplía la diferencia ahorro-inversión. Si 
una parte del armamento es importada también se impone un problema de balanza de pagos. 
Por tanto, dada una cantidad de ahorro, un aumento en el gasto militar reducirá la inversión 
y así retardará el crecimiento. En el contexto del progreso técnico incorporado, en el cual 
la tecnología es incorporada en máquinas de la última generación, un papel adicional y 
crucial es adscrito al ahorro y a la inversión. El ahorro adicional ayuda a crear nuevas 
máquinas con la tecnología más eficiente incorporada a ellas. El ahorro significa, por tanto, 
no sólo más capital sino también mejor capital23.
hace el efecto expulsión.
22 Otra vía por la que se ha señalado que se producen los efectos difusión es a través del denominado efecto 
modernización, consistente en el cambio de actitud que se produce entre los trabajadores al entrar en contacto con 
un sector moderno cuando viven en un entorno atrasado. Este cambio de actitud está provocado por la obligación 
de transmitir y recibir instrucciones precisas, la introducción del cronómetro en la jornada de trabajo, el trabajo con 
maquinaria, etc. Benoit (1973), p. 17.
Benoit (1973), pp. 8-10, Deger, p. 183. Lim (1983), demuestra que en un modelo de crecimiento de tipo 
Harrod-Domar si el gasto en defensa compite con la inversión, para un excedente dado de la producción sobre el 
consumo, el aumento de los gastos militares desvia fondos de propósitos de inversión, lo cual para una relación 
marginal capital-producto dada debe implicar una menor tasa de crecimiento. Solamente el flujo de capital exterior 
puede capacitar a un país para incrementar sus gastos de inversión y defensa al mismo tiempo. Rostchild (1973) por 
su parte, ha apuntado un mecanismo adicional por el cual los mayores gastos públicos en defensa pueden reducir el 
crecimiento. Si las ventajas en las exportaciones son consecuencia de una mayor competitividad en los precios debido
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Adicionalmente al efecto dinámico provocado por un menor crecimiento de la 
productividad al no contar con nuevo capital, se ha considerado al sector público un sector 
menos productivo que los sectores privados. Por ello, cualquier ampliación de las 
construcciones navales, o del sector defensa en general, realizadas por el Estado aumentaría 
la parte de la economía que no consigue incrementar el crecimiento económico. Cambios de 
recursos de actividades no gubernamentales hacia la defensa tendería, por tanto, a reducir la 
tasa de incremento de la productividad y del crecimiento24.
Vamos, pues, a aplicar estos aspectos a las construcciones navales españoles. Es 
difícil conocer con precisión la importancia sobre la demanda agregada que tenían las 
compras y construcciones de buques. Tenemos dos medios para intentar calcularla. En primer 
lugar, podemos relacionar los gastos en construcciones que aparecen en el presupuesto del 
Estado con el valor de la producción industrial. Para ello debemos de separar la parte del 
gasto efectuada en el interior de aquella que servía para pagar los buques importados. El 
presupuesto no ofrece información que permita efectuar semejante distinción, por lo que 
debemos acudir a estimaciones indirectas, como el porcentaje de tonelaje construido en 
España sobre el total adquirido por la Armada. Aún así nos enfrentaremos con la dificultad 
de conocer que parte de los buques encargados a los astilleros privados o construidos en los 
Arsenales del Estado eran suministrados por contratistas extranjeros. Hasta principios de 
siglo, aproximadamente, ante la imposibilidad de que la industria nacional suministrara 
planchas de acero para el blindaje de los barcos eran adquiridas en Inglaterra. Las compras 
en el extranjero, naturalmente, no tienen efecto sobre la demanda interior, son salidas del 
flujo circular de la renta. Un problema no menor es conocer la producción industrial. 
Contamos con la estimación de Alcaide desde 190025, pero para el siglo XIX carecemos de
a especiales ganancias de productividad y existen sectores que debido a mayores tasa de conocimiento técnico y de 
diferenciación de producto se han expandido mucho más rápidamente que las exportaciones en general, los países 
con suficientes capacidades libres para ofrecer bienes de exportación en los sectores que se expanden rápidamente 
mostrarán elevadas tasas de crecimiento. Si el gasto militar reduce la disponibilidad de fondos para la inversión en 
estos sectores, el más dinámico sector exportador resulta obstaculizado y esto crea un a tendencia a ralentizar el 
crecimiento de las exportaciones que a continuación tiende a desalentar el crecimiento del PIB.
24 Benoit (1973), p. 11.
25 Alcaide (1976).
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valores que permitan realizar la comparación. También contamos con índices de producción 
industrial, como son los de Carreras 26 y Prados 27, pero no podemos comparar nuestras 
valoraciones monetarias con sus números índices.
Existe un segundo método para calcular la importancia de la demanda del Estado. 
Podríamos intentar conocer el volumen de materias primas utilizadas en las construcciones 
y compararlo con el volumen de producción, de forma que evitemos las dificultades que 
encontramos con las valoraciones monetarias. Además de los problemas ya apuntados para 
la distinción entre producción nacional y producción importada ahora tropezamos con la 
dificultad de averiguar que cantidad de materias primas eran necesarias para la producción 
de una tonelada de desplazamiento. Aunque parece que una tonelada de buque de acero se 
correspondía con 0,8 toneladas de acero 28 y que el peso del casco de un buque era un 
tercio de su desplazamiento 29, encontramos dificultades para conocer el peso y la 
composición de los restantes aparatos y utensilios y piezas que componen el buque, lo que 
nos imposibilita utilizar este método de forma continua, debiendo acudir a momentos en los 
que tenemos datos como consecuencia del anuncio de subasta de materiales para los 
astilleros públicos. A pesar de estas dificultades podemos ofrecer algunas cifras acerca de la 
importancia de los gastos del Estado en construcciones navales sobre la producción industrial. 
El primer problema es conocer el porcentaje de buques importados. Como los datos de 
producción industrial parten de 1900 vamos a realizar los cálculos a partir de esa fecha. El 
cuadro 3 presenta la producción española, los buques importados , el total y el porcentaje del 
primero sobre el total.
26 Cañeras (1987).
27 Praios (1988).
28 Sánchez de Toca (1903), p. 26.
29 Cutillo (190 ).
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CUADRO 9.3












1900-1904 9134 0 9.134,00 100
1905-1909 5871 0 5.871,00 100
1910-1914 69056 0 69.056,00 100
1915-1919 1260 4190 5.450,00 23,1
1920-1923 24514 0 24.514,00 100
FUENTE: Véase Cuadro 1
Vemos como, a excepción del período de la guerra mundial, cuando las 
construcciones navales sufrieron una paralización debido a la escasez de materiales durante 
el período 1900 a 1923 la construcción fue completamente nacionalizada. Si realizamos la 
asignación de créditos del presupuesto en función de esos datos a la construcción nacional 
y la importada y la comparamos con los valores de producción industrial de Alcaide 
obtenemos las cifras del cuadro 4. Como puede observarse, la importancia del gasto en 
construcciones es insignificante. Solamente en el período de grandes construcciones de la Ley 
de 1907 se supera el 1 % mientras el resto del período solamente en la posguerra es mayor 
que 0,5 %.
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CUADRO 9.4
PORCENTAJE DEL GASTO DEL ESTADO SOBRE LA PRODUCCION INDUSTRIAL Y SOBRE LA 
PIODUCCION DE ALGUNAS INDUSTRIAL SELECCIONADAS (1900-1923).
Medias quinquenales y millones de pesetas.
AÑOS
(1)















1900-1904 71,16 2191,75 0,32 471,23 1,5
1905-1909 4,41 2492,2 0,17 515,88 0,85
1910-1914 31,51 2822,6 1,12 561,69 5,61
1915-1919 3,92 5516 0.07 1097,68 0,36
1920-1923 63,94 7856 0,81 1563,3 4,09
;UENTE: Columia (1), Cuadro 2; Columna (2), Alcaide (1976); Columna (4), Ponderaciones de Carreras (1987) 
aplicadas a la columna (2).
En un trabajo de Kennedy30 muestra que los gastos en defensa en los países no 
desarrollados tienen encadenamientos con ciertas industrias específicas y no con el conjunto 
del sector industrial. Esos sectores son denominados sectores con " capacidad potencial para 
la defensa" y son a) hierro y acero, b) metales no ferrosos, c) productos de metal, d) 
maquinaria, e) maquinaria eléctrica, f) construcciones navales y reparaciones, g) vehículos 
a motor. Para intentar comprobar cual fue la influencia del gasto en España sobre estos 
sectores tenemos dos series de desagregaciones sectoriales del producto industrial para este 
período que corresponden a Prados y Carreras. En las dos la traducción de la clasificación 
de Kennedy es difícil porque su detalle no es amplio, por lo cual tenemos que realizar 
aproximaciones. Vamos a utilizar la de Carreras porque cuenta con tres ponderaciones (en 
1900, 1910 y 1920) frente a las dos (1900 y 1922) de Prados. Tomamos como sectores 
relevantes los de Bienes intermedios y Bienes de inversión, excluyendo de la producción 
industrial energía, minería y bienes de consumo. La producción estimada se presenta en la 
cuarta columna del cuadro 4 y el porcentaje del gasto sobre esa estimación en la quinta. La
30 Kennedy (1974). Deger y Sen (1983) demuestran que en la India los efectos del gasto militar sobre estos 
sectores son mínimos.
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impresión general continua siendo que el gasto en construcciones tuvo un efecto reducido 
sobre la demanda agregada pero sobresalen dos momentos en los que este efecto pudo ser 
mayor. La Ley de construcciones de 1907 y la Ley Cortina de 1922 si que ejercieron un 
efecto relevante sobre la demanda de las industrias de bienes de inversión y de bienes 
intermedios, que podemos cifrar en el 4-5 % de la producción.
Al no disponer de series de producción industrial para el período 1874-1900 no 
podemos hallar la importancia que las compras de buques y materiales tuvieron en términos 
agregados. Es menester, por ello, buscar otro método para realizar los cálculos, siquiera sea 
que aproximados. Conocemos las compras de materiales que el Estado realizó a las industrias 
siderúrgicas para construir en los arsenales del Estado las cubiertas protectoras de algunos 
buques. De la comparación con la producción de acero obtendremos una aproximación de 
la cifra que buscamos.
Ya hemos mencionado antes que el Ministerio de Marina encargo al ingeniero Benito 
de Alzóla un informe sobre los medios con los que contaba la industria nacional para atender 
a las construcciones navales. En dicho informe, realizado en 1886, se hacía notar que las 
siderurgias españolas carecían de medios para realizar la producción de acero dulce por el 
procedimiento Siemens-Martin. Requeridos nuevamente por tal información en marzo de 
1887, resultó la Sociedad Duro y Cia. la única en condiciones de suministrar dicho material, 
por lo que se le hizo la adjudicación del suministro de 3040 toneladas de aceros laminados. 
La producción media anual de acero en el quinquenio 1886/1890 en España era de 39.770 
toneladas, aunque no todo fuera acero Siemens-Martin31. Sobre esa producción, la petición 
del Estado era del 7,64%, si lo comparamos con la producción asturiana de 4936 toneladas 
el porcentaje asciende al 61,58 %, lo que resalta la importante demanda estatal en algunas 
zonas, sobre ciertas empresas y en algunos períodos. Pero quizá lo más remarcable aquí es 
que al ser esa demanda de acero fabricado por el procedimiento Siemens-Martin, el 
suministro al Estado debió convertirse en un acicate para la introducción de los nuevos Altos
31 Los datos provienen de González Portilla (1985), p. 147, cuadro 4.1.
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Hornos ayudando a reducir el coste unitario de producción repercutiendo por ello 
favorablemente en el sector privado.
Inevitablemente, la demanda, aunque elevado en algunos momentos, no podía 
sostenerse en cotas tan altas. En 1890 conocemos la petición de 5597 toneladas de acero 
Siemens-Martin con destino a los arsenales suministrado por casas españolas y en 1891 una 
nueva de 1456 toneladas. Sobre la producción media anual de acero del quinquenio 
1886/1890 supone la primera un 14 %\ mientras que la segunda sólo alcanza el 2 % sobre 
la producción media anual de 1891/1895. Estos datos infravaloran la demanda ejercida por 
el Estado sobre las sociedades metalúrgicas, pues no tienen en cuenta la demanda efectuada 
por las casas constructoras privadas para realizar los buques encargados por la Marina. La 
carencia de datos sobre tales casas nos impide construir una serie de demanda de acero, por 
lo que los datos aislados que hemos obtenido son los únicos con los que contamos para 
valorar la importancia de la demanda estatal y ésta fue reducida en términos generales pero 
importante y muy significativa en algunos momentos, sobre todo por su capacidad para 
incitar la introducción de nuevas tecnologías, o para sostener a empresas o actividades en 
dificultades, creando una demanda latente que permitiría poner en funcionamiento nuevas 
empresas o de asumir el coste de los períodos de inactividad de las empresas. El Gobierno 
utilizaba también los trabajos en los arsenales como un estabilizador de las fluctuaciones del 
ciclo económico 32.
32 Al sostener el Estado con su demanda la producción de algunas empresas, una vez que la demanda privada 
aumentaba sus necesidades el porcentaje que suponía la estatal se reducía, dando la sensación de carecer de 
importancia. Sin embargo, la supervivencia de la empresa había dependido de las ayudas públicas y sobre ellos se 
basa la expansión posterior. Tal puede ser el caso de los astilleros Vea-Murguia de Cádiz. Creados a raíz del 
concurso de 1887 su principal demandante es la Marina hasta el punto que en un informe de la Intervención General 
de Pagos del Estado se afirma de ella que es "Una sociedad que arrastrando todas las consecuencias de una industria 
naciente, sin otros auxilios que los que el Gobierno se sirvió prestarles, siempre dentro de los límites de sus créditos 
no vencidos, ha sabido corresponder ofreciendo a la Marina un buque por el valor justo de su contrato". La sociedad 
Vea-Murguia presentó tres proyectos al concurso para la construcción del crucero de 7000 toneladas Carlos V en 
1890. El Centro Técnico de la Armada desechó dos e informó favorablemente el tercero con modiñcaciones, 
recomendando que, ante tal circunstancia, se prepare un nuevo proyecto rechazándose la proposición. El Ministro 
de Marina escribió a sus compañeros del Consejo un informe en el que anotaba: "El que suscribe, al exponer el 
asunto a la consideración de sus dignos compañeros, cree de su deber llamar muy particularmente su atención sobre 
las circunstancias que aconsejaron la celebración del concurso y que constituían, en cierto modo, un compromiso 
moral para el gobierno de no dejar burladas las esperanzas que su solo anuncio hizo concebir a la decadente industria 
de aquella importante región".
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La industria de maquinaria también tuvo en la Marina un buen cliente. Los concursos 
para la construcción de las máquinas de vapor con destino a los buques de la Armada eran 
concursos restringidos. Las casas constructoras que podían participar en ellos eran "La 
Maquinista Terrestre y Marítima", " La Compañía de navegación e industrias " y " 
Alexandre ' las tres de Barcelona; " Heredia e hijos " de Málaga "; y " Portilla, White y 
Cia. " de Sevilla. De esta forma se cumplía lo que en el preámbulo de la Ley de 1887 y en 
el Real Decreto que la modificó se anunciaba, favorecer la construcción nacional de barcos 
y los elementos que lo forman. " La Maquinista Terrestre y Marítima " fue la más favorecida 
por los pedidos del Estado construyendo entre 1880 y 1899 al menos 22 máquinas de los más 
diversos tonelajes para los buques de la armada. Según Nadal, la construcción de esas 
máquinas permitió acelerar la actividad de la fábrica, que desde 1855, fecha de su 
construcción, había llevado una vida lánguida33.
El a ro  grupo de efectos de las construcciones navales militares son los efectos 
difusión, a través de la formación de nuevas cualifícaciones, creación de expertos en 
dirección, transferencia de tecnología, etc. que entran en el país a través de los contratos del 
Estado con fabricantes extranjeros. Estos efectos también estuvieron presentes en la economía 
española.
Las compras del Estado se convirtieron en vehículos de innovación tecnológica. 
Hemos mencionado que el problema más importante de los astilleros nacionales era la 
escasez de materias primas en España y la mala preparación de los Altos Hornos para 
suministrar las planchas de hierro y acero que eran necesarias para la construcción. En la 
demanda del Estado las dificultades para conseguir materiales de calidad y a precios 
competitivos obligaba a los arsenales a adquirirlos en el extranjero. La intención de la Marina 
era favorecer la implantación de hornos capaces de producir acero por el procedimiento 
Siemens-Martin. Para alcanzarlo efectuó un llamamiento a los fabricantes nacionales en
" Cree pues de equidad y de justicia, que si no por razones técnicas, por altas consideraciones de gobierno 
(...) pudiera declarársela adjudicación provisional del concurso".(Archivo General de la Marina, Sección Contratos).
33 Nadal (1975) p. 184.
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marzo de 1887, dos meses después de la aprobación de la Ley de la Escuadra, planteándoles 
la fabricación de acero y ofreciéndoles la posibilidad de convertirse en suministradores de 
los arsenales. La empresa de La Felguera era, por aquel entonces, la única con capacidad 
para producir acero por el procedimiento requerido, por lo que recibió el encargo de 
suministrar tres mil toneladas. La administración rechazó en ese momento contratar por un 
período de algunos años el suministro, como quería la sociedad, con el fin de no fomentar 
el monopolio " sino estimular la creación de esta nueva industria en nuestro país ". Poco 
después nuevas fábricas instalaron Altos Hornos y solicitaron su admisión en los concursos 
de la marina: " Altos Hornos" de Bilbao; " Heredia e Hijos " de Málaga; " La Vizcaya "; 
" Aurrerá "; y " Talleres de Deusto ", alguna, como " Altos Hornos " en 1887, a raíz de los 
concursos del Estado34.
La innovación técnica debido al programa naval de 1887 también llegó a la 
construcción de maquinaria. Los cruceros de mayor tamaño cada vez que se estaban 
imponiendo en las armadas mundiales requerían máquinas de mayor potencia. Las fábricas 
españolas, sin embargo, no realizaban trabajos de tanta importancia. La adjudicación a la 
Maquinista Terrestre y Marítima de las máquinas de 11.500 caballos para los cruceros 
Alfonso XII y Lepanto en 1888 supuso un cambio en la actitud del Gobierno en este sentido, 
ya que las obras realizadas por la empresa para cumplir con el encargo la habilitaron para 
realizar trabajos de mayor importancia que realizaron con precios en descenso35.
La Ley de la Escuadra de 1907 modificaba la forma de organización de los arsenales. 
Cesaba el trabajo por Administración, es decir dirigido por el Estado, y se cedían los talleres
34 González Portilla (1985) p.36. Otras transformaciones en Altos Hornos también provienen de las 
construcciones navales para la Marina. A raíz de las peticiones de planchas de acero de " Astilleros del Nervión ", 
la Sociedad se comprometió a instalar un tren de chapa en 1889. ( Archivo General de la Marina. Sección 
Contratos).
35 Las máquinas del crucero Cataluña, encargadas en 1891, alcanzaron un precio de 3.525.000 pesetas. Un año 
después unas máquinas iguales, de 15.000 caballos, fueron entregadas por 3.275.000 pesetas. De la misma forma, 
las máquinas de 2600 caballos se habían abaratado en ese año un 20 por ciento. La preocupación por el coste de los 
suministros del Estado había sido también la causa de que no se concediera a la Felguera el contrato para el 
suministro de acero durante varios años como había solicitado en 1887.
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a una empresa privada. El cambio imposibilitaba continuar la labor incentivadora del cambio 
tecnológico que la Ley de 1887 había tenido. La idea del Ministro que presentó el proyecto 
era, sin embargo, que la empresa que se encargara de los arsenales efectuara la renovación 
técnica de los mismos36. Los intereses del Ministerio coincidían con los de las grandes casas 
constructoras de armamentos. La nacionalización de la fabricación de armas desde finales del 
siglo XIX aumentó la competencia, por lo que para compensar la disminución de 
exportaciones provocada por el éxito de la sustitución de importaciones las empresas 
británicas, francesas y alemanas, representantes de los grandes grupos productores, intentaron 
la toma de posiciones en los mercados en disputa adquiriendo empresas o, más a menudo, 
convirtiéndose en asesor técnico y co-financiador de arsenales apoyados por el Estado y 
financiados por intereses nacionales 37. Este segundo fue el método por el cual las casas 
inglesas se introdujeron en España.
En las bases del concurso ganado por la " Sociedad Española de Construcciones 
Navales H, el Gobierno había establecido unas cláusulas de salvaguardia que aseguraran que 
los efectos de las construcciones realizadas en Ferrol y Cartagena revertirían sobre la 
economía española. Se recordaba que la Ley de 14 de febrero de 1907 permanecería vigente 
en las obras realizadas, reservando para la producción nacional, por tanto, el suministro de 
material para los arsenales. Por otro lado, se fijaban los cupos del personal según 
nacionalidades en las obras a realizar. En las nuevas construcciones, el personal directivo 
extranjero no debía exceder al comenzar las obras de las tres cuartas partes del total y se 
tenía que reducir a la mitad a partir del segundo año. En las obras civiles e hidráulicas, el 
personal administrativo y directivo extranjero no podía exceder del 25 por 100 del mismo.
" En este aspecto técnico industrial, nuestra aspiración es que esa dirección técnica y facultativa de nuestros 
arsenales, que solicitamos de las entidades extranjeras que se domicilien en España, los coloque en condiciones de 
producir; que esas direcciones técnicas y facultativas industrialicen estos mismos arsenales. Esta es la aspiración de 
la Comisión y esta es la letra y el espíritu de la Ley que defendemos; especializar nuestros tres arsenales de Cádiz, 
El Ferrol y Cartagena elevando las grandes construcciones a El Ferrol, las pequeñas a Cartagena y las carenas y
reparaciones a Cádiz: y esto no caprichosamente, porque como no tenemos recursos que dilapidar ni direcciones 
técnicas que distribuir, y la construcción de buques requiere elementos de una y otra naturaleza, vamos a que las 
grandes construcciones se eleven, como digo, a su arsenal y las pequeñas a otro a fin de que los planos, máquinas,y 
elementos necesarios de construcción puedan reunirse dentro de esos mismos arsenales", (p.2758).
37Trebilcock (1973) p. 256.
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Los obreros extranjeros no podían superar el 10 por 100 del mismo. Esto hizo que las casas 
constructoras británicas proveyeran de la dirección técnica de los arsenales mediante el 
trabajo de tres ingenieros y 100-150 obreros cualificados que actuaron como instructores de 
los obreros españoles38. En el contrato se añadían nuevos requisitos. Cuando se instalara 
en España un taller para la forja y fabricación de corazas apropiadas para la Marina, la 
SECN estaba obligada a adquirir de ella la mitad de los blindajes de los acorazados; la mitad 
de la artillería sería fabricada en el arsenal de la Carraca; las instalaciones para la 
construcción de turbinas construidas en el arsenal del Ferrol pasarían a propiedad del Estado.
La contribución de las empresas británicas generó también una transferencia de 
tecnología hacia los arsenales españoles. Los proyectos de los buques fueron de diseño 
foráneo, lo que permitió a la Marina contar con navios de guerra que se encontraban entre 
las más avanzadas del mundo. Por otro lado, entre los acuerdos del contrato se contaba la 
transferencia de los derechos de la patente para la Turbina Parsons. Los efectos de la nueva 
tecnología no repercutieron únicamente en las labores militares. Las demandas de 
condensadores, máquinas y calderas fueron cubiertas por las fábricas españolas. La " 
Sociedad Española de Construcción N aval" expandió a partir de 1918 su actividad al sector 
civil, participando en un astillero comercial en Sestao, un alto homo en Reinosa y otro en 
Bilbao.
Las consecuencias de los programas navales del Estado pueden considerarse, en 
conjunto, positivas. Por un lado se generó una demanda adicional sobre los astilleros 
privados, las instalaciones siderúrgicas y las fábricas de maquinaria que permitieron sostener 
la producción privada a fines del siglo XIX. Por otro lado, la transferencia de tecnología, el 
incentivo para la producción de acero por los altos hornos nacionales, o las mejoras en la 
construcción de maquinaria deben contarse entre los efectos de difusión tecnológica sobre el 
conjunto de la economía que los gastos del Estado provocaron.
38 Trebilcock (1973), p.261.
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Harrison ha rechazado, sin embargo, que los efectos favorables de los programas 
navales hubieran existido, por dos razones. En primer lugar el adiestramiento de los 
trabajadores españoles no tuvo lugar por el comportamiento de los obreros ingleses, reacios 
a aprender castellano y menospreciando a los nacionales. En segundo lugar, la calidad de los 
productos empleados en los arsenales no mejoró con la demanda de estos, rechazando 
suministros de acero procedentes de Altos Hornos de Vizcaya 39. El gasto en construcción 
naval habría sido un despilfarro para el Estado español. El coste de oportunidad habrían sido 
los programas de obras hidráulicas que se encontraban en problemas financieros para su 
ejecución durante toda la Restauración.
En el planteamiento que efectúa, Harrison está considerando dado el volumen total 
del presupuesto del Estado, por lo que el aumento en una partida supone el descenso en otra. 
El gasto en nuevas construcciones navales militares provoca, por tanto, la reducción o el 
estancamiento del gasto en la política hidráulica. Al realizar tal exposición del asunto 
menosprecia la que ha venido siendo la opinión generalizada de los hacendistas españoles en 
los últimos tiempos: El Estado español gastaba poco en el fomento de la economía por la 
imposibilidad de recabar recursos ordinarios, por la inflexibilidad del sistema tributario, y 
por la necesidad de destinar una parte importante del presupuesto al servicio de la deuda40. 
El verdadero obstáculo, por tanto, para la política hidráulica, como para los programas 
navales, era el comportamiento tributario de la sociedad española, la incapacidad para 
aumentar la recaudación, las grandes posibilidades de fraude con que contaban terratenientes 
y empresarios. Las políticas de economías presupuestarias, como la de Fernández Villaverde, 
afectaban sobre todo al gasto, reduciéndolo y afectando la labor de la administración sobre 
la economía. Los proyectos de recabar nuevos tributos acabaron en el cajón de los olvidos, 
enfrentados con la oposición de los contribuyentes. Las escaseces presupuestarias, no la 
distribución de los gastos, serían los culpables de los fracasos en la política agraria.
39 Harrison (1980) p. 121-122.
40 Tedde (1981) y Comín (1988).
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Tampoco se lo efectuado una comparación entre los programas navales y los planes 
de obras hidráulicas que nos permita conocer la importancia del freno que aquellos 
ocasionaron a los nuevos regadíos. El plan Gasset, en 1902, proyectaba la transformación 
de millón y medio de hectáreas de secano a regadío. En 1930, la administración había 
invertido en obras relacionadas con ese plan 193 millones de pesetas, con una total de 
hectáreas transformadas de 178.000. El coste medio de transformación de una hectárea era, 
por tanto, de 1.084 pesetas. Por su parte, el programa naval de 1907 supuso un desembolso 
para el Estado entré 1907 y 1915 de 169 millones de pesetas, con esa cantidad se podrían 
haber transformado 156.078 nuevas hectáreas, lo que suponía un 10,61 por ciento de las 
proyectadas41. La transferencia del gasto estatal en nuevas construcciones militares a la 
transformación de tierras no hubiera mejorado en exceso el cumplimiento del plan Gasset. 
De acuerdo con este planteamiento, el coste de oportunidad del programa naval de 1907 no 
hubiera sido tan elevado como se ha pretendido.
Es extremadamente difícil realizar un planteamiento más riguroso de los costes de 
oportunidad de los gastos en nuevas construcciones. Entre los beneficios de los mismos 
debería incluirse una valoración del producto de los buques de guerra, es decir del servicio 
público que denominamos defensa nacional. Por tanto tendría que tenerse en cuenta el 
beneficio que obtiene la nación de la seguridad ofrecida por las defensas navales. La pérdida 
de las colonias en 1898 es un hito que ocurrió en la mitad del período histórico que estamos 
analizando. Requeriríamos por tanto una evaluación de los beneficios y los costes que España 
obtenía de sus colonias y establecer la relación entre el poderío naval y mantenimiento de las 
posesiones ultramarinas. No serían menores los problemas para calcular los efectos inducidos 
sobre la economía española de los desembolsos efectuados en nuevas construcciones navales 
militares. Por la exposición realizada en páginas anteriores se puede valorar la dificultad que 
entraña tal tarea.
41 Los cálculos efectuados adolecen del problema de que el coste medio por hectárea transformada recoge 
valoraciones monetarias de 36 años, mientras el gasto militar se efectuó en 7 años, provocando un sesgo en las 
valoraciones, infravalorando las hectáreas que el programa naval hubiera transformado.
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Debemos movemos, por tanto, en un terreno menos firme, pero bien asentado, a la 
hora de valorar el efecto del gasto estatal en los programas navales. No podemos, sin 
embargo, regatearle la calificación de positivo, puesto que los efectos incluyen la demanda 
de artículos cuya producción era pequeña o inexistente en España, como el acero por el 
procedimiento Siemens-Martin, provocando aumentos en la fabricación con las consiguientes 
ventajas para la demanda privada futura; el sostenimiento de empresas constructoras en 
períodos de baja actividad, lo cual permitió el aumento de producción y la sustitución de 
importaciones que después de la Guerra Mundial va a tener lugar en la construcción 
mercante; la transferencia de tecnología desde los astilleros ingleses hacia la " Sociedad 





10. GASTO PUBLICO Y CRECIMIENTO ECONOMICO EN LA 
RESTAURACION
La legislación de fomento industrial analizada en los capítulos anteriores tuvo, como 
hemos visto, efectos favorables sobre ciertos sectores de la economía, especialmente el 
industrial. A partir de 1907 el giro en la política económica hacia un mayor fomento de la 
producción industrial provocó una mayor protección de las industrias suministradoras del 
estado, dentro de las cuales sobresalían las transformadoras de metales y de construcción 
metálica, y especialmente la industria de construcciones navales, al tiempo que el gasto 
público se recuperaba después de la estabilización de Fernández Villaverde. Pero ya 
anteriormente se había apoyado la producción nacional, como en los años ochenta, a través 
de los programas de formación de una nueva escuadra que favorecería la consolidación de 
la industria siderúrgica, por lo que los efectos del gasto público sobre la industria deben 
rastrearse a lo largo de toda la Restauración.
Sin embargo, resulta difícil cuantifícar la influencia de tales efectos con el método 
empleado hasta ahora. Y aún más lo es estimar su importancia sobre el conjunto de la 
economía. Debemos acudir, por tanto, a la utilización de métodos econométricos con el 
objetivo de estimar los efectos dél gasto del estado sobre la evolución de la producción 
nacional. En las páginas siguientes se presenta una valoración de la influencia que las 
magnitudes presupuestarias tuvieron sobre el Gasto Nacional Bruto durante la Restauración.
En ocasiones anteriores se ha intentado la obtención de estimaciones de la relevancia
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de la intervención del gasto del Estado en la evolución de la renta nacional. El más reciente 
es el de Martín Aceña y García Santos de estimar un multiplicador del gasto para España en 
el periodo 1900-1935*. Estos investigadores estiman un modelo de forma estructural para 
la economía española con dos ecuaciones y una condición de equilibrio. Los multiplicadores 
obtenidos para el gasto público son crecientes para todo el periodo, desde un 0,28 en 
1902-1904 hasta un 0,82 durante la segunda república2. Los resultados que obtienen 
presentan, sin embargo, algunos aspectos discutibles. Como con anterioridad otros estudios3, 
el método para la estimación de la influencia del Estado (y, en su caso, también de la 
inversión privada) es la construcción de un modelo de comportamiento de la economía para 
el periodo de estudio. Un modelo estructural, por tanto, en el cual las ecuaciones representan 
el comportamiento de los agentes económicos, reflejado en los valores de los parámetros. La 
influencia del sector público se obtiene suponiendo que, en el modelo estimado, la variable 
de política económica, el gasto público, es cero o tiene el comportamiento conjeturado ( por 
ejemplo el reflejado por la tendencia seguida en años anteriores). La validez de esta 
manipulación se basa en la confianza de que la estructura del modelo no se verá alterada por 
tal decisión. Es este un supuesto difícil de mantener. Su significado es que los valores de los 
parámetros de sus ecuaciones no varían cualquiera que sea la decisión de gasto público. Es 
decir, los consumidores mantienen su propensión marginal al consumo constante exista o no 
gasto del Estado4. Y de la misma forma para los inversores se supone que lo relevante es, 
únicamente, el aspecto cuantitativo del gasto público y no la influencia que una diferente
1 Martín Aceña, Pablo y García Santos, Nieves (1990).
2
Los multiplicadores son inferiores a la unidad por el método de cálculo. Su interpretación, por tanto, no es 
la usual, el aumento en la renta consecuencia de un aumento unitario en el gasto público, sino el incremento en la 
tasa de crecimiento del producto nacional bruto como consecuencia de un incremento de un 1 por ciento en la tasa 
de crecimiento en el gasto del Estado.
3 Hansen (1969); Pryor (1979); Craft (1981).
4 La importancia de tal suposición quedará más clara si consideramos que de ella se deriva, por ejemplo, que 
el comportamiento del consumidor, representado por la propensión marginal al consumo, no variaría si el gobierno 
decidiera establecer un sistema de seguridad social, con los efectos de reducción del ahorro privado que supone tal 
medida, respecto al caso en el cual no existiera gasto público y por tanto la previsión social debiera ser realizada 
por los propios consumidores. En aquellos momentos las decisiones relevantes de los consumidores estarían 
determinadas, en relación con el gasto público, por los gastos sociales del Estado, que aunque reducidos deben ser 
tenidos en cuenta.
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estructura del de gasto pueda tener en la generación de confianza entre el empresariado5.
Es difícil mantener que situaciones como las reseñadas no modifiquen la estructura 
de la economía, cuando conocemos que los individuos modifican su comportamiento y su 
forma de tomar decisiones ante diferentes regímenes de política económica, como ha puesto 
de relieve la crítica de las expectativas racionales6. Si esto ocurre, la validez del ejercicio 
realizado se reduce y obliga a buscar métodos alternativos de estimación de los efectos del 
gasto público.
Otro aspecto que sería interesante que captara un modelo es la influencia de la 
estructura del presupuesto, compuesto por partidas de carácter heterogéneo: compras de 
bienes, sueldos y salarios, formación bruta de capital. Los modelos agregados, a través del 
cálculo del multiplicador, no consiguen captar esta diversidad de efectos.
Por todo lo señalado, para estimar cuantitativamente la influencia del gasto público 
sobre la economía se ha preferido la utilización de un modelo de vector autorregresivo no 
restringido (VAR) que ha sido propuestos para evitar los problemas a los que nos hemos 
referido7 y que, a pesar de su relativa juventud, ya ha sido empleado en estudios de Historia 
Económica8.
5 Como reconocía Keynes, éste es un elemento de gran importancia en la toma de las decisiones de inversión. 
Keynes (1936), cap. 12.
6 Lucas (1976), Sargent y Wallace (1976).
Sims (1982). Un relato con mayor grado de detalle sobre los problemas que intentan solventar los modelo 
de vectores autorregresivos en Darnell y Evans (1990), pp. 113-118.
8 Por ejemplo en Capie, Mills y Wood (1991), para hallar las causas de la crisis monetaria de finales de siglo 
XIX en Gran Bretaña.
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DESCRIPCION DEL METODO. LOS MODELOS DE VECTORES A UTORREGRESIVOS
Los modelos de vectores autorregresivos surgen como reacción frente a la excesiva 
e inadecuada utilización de los amplios modelos de ecuaciones simultaneas que aparecen en 
los años cuarenta y cincuenta a raíz de las investigaciones de la comisión Cowles9, 
encaminadas al desarrollo de un conjunto interrelacionado de ideas y herramientas analíticas 
para la estimación de modelos macroeconómicos. La comisión estableció el método que 
posteriormente sería seguido por economistas y económetras: un sistema de ecuaciones 
estructurales representaría las principales hipótesis sobre la conducta económica ( como, por 
ejemplo, que la demanda de un bien está negativamente relacionada con su precio) y la teoría 
económica ofrecería restricciones adicionales con el fin de distinguir entre variables 
endógenas y exógenas que permitiera obtener sistemas de ecuaciones identificados.
En las dos ultimas décadas, sin embargo se ha puesto en duda la utilidad de los 
macromodelos de ecuaciones simultaneas, sobre todo a raíz de la aparición de la crítica de 
las expectativas racionales, a la que hemps hecho referencia antes. Se afirmaba la 
imposibilidad de estimar modelos estructurales en presencia de agentes económicos de los 
que se postule que forman sus expectativas racionalmente, puesto que si en su formación se 
tienen en cuenta los procesos que generan las variables del modelo, aparecen serias dudas 
sobre la invariabilidad de los parámetros estructurales de los modelos macroeconómicos ante 
cambios en la política económica10.
Una respuesta a esta crítica ha sido imponer mayores restricciones sobre los 
parámetros, con el fin de identificar qué variables son endógenas y cuáles exógenas, y sobre 
la longitud de los retardos. Sin embargo, la imposición de nuevas restricciones se hace en 
ocasiones difícil de aceptar por su falta de credibilidad y su imposibilidad de contrastar11.
9 Darnell y Evans (1990), pp 113-118.
10 Sims (1982).
11 Sims, (1980), pp. 1-15.
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La solución para evitar la sobre-identificación dada por Sims ha sido defender la estimación 
de modelos macroeconómicos como formas reducidas no restringidas, lo que supone tratar 
todas las variables del sistema como endógenas.
Por tanto, los modelos de vectores autorregresivos, como el que se presenta a 
continuación, constan de un número de ecuaciones igual al número de variables consideradas 
y todas ellas consideradas endógenas, es decir cada una es determinada por las demás. En 
consecuencia, el sistema de ecuaciones no representa el comportamiento de la economía (por 
tanto no es un modelo de forma estructural) sino que nos sirve principalmente para la 
determinación de la influencia de una variación no anticipada de una variable sobre las 
demás. Por eso estos modelos son de gran utilidad para analizar cambios en la política 
económica.
Las variaciones en la política que vamos a tener en consideración son las provocadas 
por una separación del gasto público de un régimen pre-establecido. Por ejemplo, el cambio 
no anticipado y no permanente en los gastos militares del estado debido a la realización de 
un programa de construcciones navales que tiene un periodo de ejecución fijo. Un cambio 
de este tipo puede entenderse como una variación en lo que había sido la política hasta ese 
momento, en el sentido de que la evolución anterior de esa variable no nos hubiera permitido 
predecir tal variación. En el lenguaje de los modelos VAR a esa variación no predicha se le 
llama "innovación", y lo que vamos a representar es la influencia que una innovación en el 
gasto público o cualquiera de sus componentes tiene sobre el resto de variables del sistema 
(consumo, inversión, GNB, producción industrial).
El modelo que hemos estimado es un vector autorregresivo no restringido (VAR)12
12 En la descripción del modelo seguimos a García Mila, (1987).
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U O - c + J X  *&■*)+«(o (i)
5-1
donde Y es un vector nxl ; C es un vector nxl de términos constantes; cada As es 
una matriz nxn de coeficientes para s = l  hasta m y u es un vector nxl de residuos, 
identificado por la propiedad de que u(t) no está correlacionado con Y(s) cuando s <  t.
Cada variable del vector Y, en el momento t, está representada por la suma de dos 
elementos: su mejor predictor lineal, basado en los valores pasados de todas las variables 
incluidas en el sistema [ C +  E As Y(t-s) ] y aquella parte que en el momento (t-1) no podría 
ser predicha con la información disponible en ese momento. A esta segunda componente, 
u(t), nos referiremos llamándola innovación.
La estimación ha sido realizada por Mínimos Cuadrados Ordinarios. Como todas las 
ecuaciones en el sistema tienen las mismas variables en el lado derecho, la estimación por 
MCO es eficiente.
En sistemas autorregresivos, como el que estamos describiendo, es difícil obtener 
conclusiones válidas acerca de la conducta de las variables analizando los coeficientes 
estimados, ya que muestran un comportamiento oscilatorio en retardos sucesivos. Por otra 
parte, la existencia de complicados efectos de realimentación entre ecuaciones priva a los 
parámetros estimados de una correcta significación. Por tanto, en lugar de utilizar el análisis 
de los coeficientes, como en los modelos econométricos clásicos, en los VAR el mejor 
instrumento descriptivo del comportamiento dinámico de las variables es la respuesta del 
sistema a impactos aleatorios13.
Supongamos que una de las perturbaciones u(t) es distinta de cero en cualquiera de 
las ecuaciones del sistema:
13 Vease Sims, (1980).
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u(t) =  Y ( t ) - [ C  +  EA,  Y(t-s) ]
En ese caso u(t) es la diferencia entre el valor real de Y y su mejor predictor lineal, 
el término entre corchetes, formado por todas las variables del modelo, retardadas. u(t) 
resulta así un shock no previsto por los valores anteriores de Y. Nuestro objetivo es 
representar como afecta esta variación no anticipada a los valores futuros de las variables del 
modelo.
El cálculo de estos efectos dinámicos requiere la transformación de la ecuación (1) 






donde B(L) = [ I - A(L) f 1.
La transformación realizada permite expresar los valores de las componentes del 
vector Y en el momento t en función de todas las innovaciones pasadas. Si b¡j(s) es el 
elemento de la i-ésima fila y la j-ésima columna de Bs, podemos interpretar b¡j(s) como la 
respuesta de Y¡ después de s periodos a una condición inicial donde todas las variables son 
cero excepto Yj que es igual a uno. En otras palabras, si la innovación de la ecuación j-ésima
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es igual a Vj, la influencia que tiene esta innovación sobre Y¡ es b^s)^.
Como los residuos en los modelos VAR muestran una fuerte correlación 
contemporánea es necesario proceder a realizar una transformación en el sistema para 
conseguir que no estén contemporáneamente correlacionados. De otra forma, la existencia 
de correlación produciría la presencia de fuertes interrelaciones entre ecuaciones impidiendo 
la separación de los productos de las innovaciones. Se realiza, por tanto, una transformación 
ortogonal, triangularizando el sistema. El resultado es hacer que la innovación, en el 
momento t, de la primera variable en el sistema afecte a todas las variables en t. Sin 
embargo, la ordenación de las variables afectará a la influencia de la innovación en t de la 
variable i sobre las demás: la variable i influirá sobre la variable j sólo si j >  i, es decir si 
le sigue en la ordenación realizada. Por tanto, la ordenación elegida para la ortogonalización 
es importante cuando los residuos presentan una fuerte correlación contemporánea14.
Si llamamos £ a la matriz de varianzas-covarianzas de u (E =  E(uu’)), reemplazamos 







y( ')= E  Cv(t-s)+D  (5)
5=0
14 Para una crítica acerca de las restricciones que impone el proceso de ortogonalización sobre los modelos 
VAR vease Darnell. y Evans (1990).
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La ortogonalización ha sido realizada siempre en el orden en que las variables son 
enumeradas. El método de ortogonalización utilizado ha sido el de Choleski.
Como consecuencia de lo apuntado más arriba, la ordenación de las variables durante 
el proceso de ortogonalización es relevante a la hora de la obtención de los resultados. Este 
aspecto puede entenderse mejor si consideramos el siguiente modelo con tres variables (X, 
Y, Z) y un retardo . Las ecuaciones que conforman el sistema serían:
X = ajXn +  ^2^ 1-1 "h ^3 t^-i "h Uj
Y = biXM +  b2Yt_1 +  b3Zt.1 +  u2
Z ~ CjXj.j "I" CjYf.j 4* c3Zl.1 "I- u3
Una innovación en la primera ecuación representa, como venimos suponiendo, un 
cambio en el componente residual: CiUj. En el periodo siguiente la innovación de la variable 
X afecta a la variable Y:
Y = b ^ X ul
Por último, la influencia se traslada a la variable Z a través de dos vías y en dos 
momentos del tiempo:
1) c.óX ,.,
2) c2AYt_! = c^jCiXt.,
Por lo tanto, la influencia que ejerce una innovación de la variable X sobre la variable 
Z no es independiente de la posición que ésta ocupa en la ordenación, segundo o tercer lugar, 
en nuestro ejemplo15.
15 Vease que lo que el procedimiento de ortogonalización asegura es que la innovación de la variable X, es decir 
el cambio en u l, no está correlacionada con el resto de innovaciones, por lo cual la variación en u l no provoca 
cambios en u2 ó u3.
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En consecuencia, es necesario adoptar un criterio que permita una ordenación que 
reduzca al mínimo las relaciones económicas inconsistentes. El criterio más utilizado consiste 
en situar en primer lugar la variable "más exógena", la que menores influencias reciba del 
resto de variables, y en último lugar la que mayor dependencia muestre en relación con las 
demás. La ordenación del resto se realiza en función de la mayor o menor exogeneidad que 
se le suponga a las variables16.
Para realizar la ordenación presentada en este trabajo se ha seguido el criterio 
expuesto complementado con los siguientes principios:
1) Se ha valorado la exogeneidad de cada variable en función del porcentaje de la 
variación de cada variable explicada por las propias innovaciones de ella misma. Los 
valores han sido obtenidos del cálculo de la descomposición de la varianza del error 
de predicción.
2) Se ha realizado el test de causalidad de Granger a todas las variables.
3) Se han adoptado, cuando los anteriores no eran resolutivos, supuestos a priori 
acerca de la dirección de la transmisión, especialmente en relación con la posición de 
las variables públicas.
La ordenación seguida ha sido la siguiente: exportaciones netas, inversión pública, 
inversión privada, consumo público (y todas sus variables) y consumo privado. Cuando se 
sustituía la identidad macroeconómica básica del GNB por el IPIES o el IPIB, esta variable 
era situada en último lugar.
La transformación ortogonal es también útil para descomponer la varianza del error 
de predicción en la parte debida a cada proceso de innovación. La descomposición permite 
estimar qué porcentaje de la varianza de una variable es debido a la variación de cada una 
de las variaibles del sistema. El mejor predictor lineal de Y para k periodos hacia delante
16 Este ess el método utilizado por Sims (1982)
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puede escribirse como
j t - i  * - i
£ í , « N - £ c i » H
s-0 s=0
Como los componentes de v no presentan correlación contemporánea debido a la 
ortogonalización que hemos realizado, la varianza del error de predicción puede expresarse 
como la suma de los componentes de v.
k-1 n *-1
var[]£  Csv(f-s)] = £  v a r [ £  Csjvft-s)]  (7)
5=0 /'= 1 5=0




y reescribamos (1) como
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donde i es un vector n-dimensional de unos.
La representación de medias móviles de (8) puede escribirse
(8)
en la cual







La última fila de la ecuación (10) expresa el GNB como una función de los valores 
de las innovaciones presentes y pasadas de cada componente del GNB.
Por tanto, el sistema transformado después de la ortogonalización será:
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K*(í)“£ c.V(f-s)+0* (11)
5=0
DESCRIPCION DEL MODELO ESTIMADO .
Se han estimado tres grupos de sistemas de ecuaciones. En el primero se ha 
introducido la identidad macroeconómica del GNB con el objetivo de medir la influencia del 
gasto público sobre el gasto nacional. Por ello se han estimado cinco sistemas diferentes de 
ecuaciones, en función del nivel de agregación del gasto estatal. Los sistemas cuentan con 
las siguientes variables:
(1) XM, GPUB, INVPR, CPR, GNB
(2) XM, INVPUB, INVPR, CPU, CPR, GNB.
(3) XM, INVPUB, INVPR, BISE, SUSA, CPR, GNB.
(4) XM, INVPUB, INVPR, OTBISE, GASMIL, SUSA, CPR, GNB
(5) XM, IPUBLICA, INVPR, CONSUMO, GNB.
En los otros dos grupos de sistemas se ha sustituido el GNB por el IPIES y el IPIB, 
respectivamente.
Todos los sistemas de ecuaciones han sido estimados con dos y cuatro retardos y la 
primera especificación fue contrastada como una restricción de la segunda. En todos los casos 
el menor número de retardos fue aceptado. El periodo para el cual ha sido realizada la 
estimación es 1874-1923. Las variables fueron transformadas en números índices (base 100 
en 1913) y tomadas en niveles.
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RESULTADOS DE LA ESTIMACION
El primer sistema de ecuaciones estimado tiene como componentes las exportaciones 
netas, el gasto público, la inversión privada y el consumo privado. Además, en el sistema 
se ha incluido como identidad el GNB, de acuerdo con el procedimiento que ha sido descrito 
con anterioridad.
El gráfico 10.1 presenta la función impulso-respuesta del GNB a una innovación en 
el gasto público. Como se explicó arriba, se puede considerar la innovación en el gasto 
público como el cambio no previsto en un variable por su evolución anterior, lo que puede 
interpretarse como una variación en la política fiscal, en el sentido antes apuntado. Como 
puede observarse, frente a tal innovación, equivalente a una desviación standar unitaria, el 
GNB presenta una respuesta persistente y positiva que alcanza sus valores más elevados en 
tomo al noveno periodo: los efectos generados sobre el Gasto Nacional Bruto, directa o 
indirectamente a través de efectos inducidos sobre el resto de componentes del gasto 
nacional, provocan un proceso expansivo de la economía, representado en su separación de 
la posición inicial de reposo sobre el eje de coordenadas.
Como puede intuirse, el proceso que estamos describiendo presenta grandes 
semejanzas con el concepto del multiplicador tradicional: ante un movimiento autónomo 
generado por cambios en la política económica, la función impulso-respuesta muestra el 
cambio inducido en la variable representada, en este caso el GNB. Ahora, sin embargo, al 
tratar de captar el comportamiento dinámico de la economía el ratio que más se aproxima al 
multiplicador es el constrido como la respuesta del GNB a una innovación en el gasto público 
dividida por la respuesta del gasto público a su propia innovación. Con esta medida se 
pretende captar, en cada momento del tiempo, la influencia que la variación en el gasto 
estatal, provocada por la innovación inicial, tiene sobre el GNB. Como puede comprobarse 
por la representación gráfica, a partir del quinto periodo la ratio es claramente superior a uno 
mostrando el efecto expansivo del presupuesto.
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El método de estimación que estamos utilizando nos permite distinguir entre los 
diferentes componentes del GNB aquellos que actúan como correa de transmisión de los 
impulsos del gasto estatal. Como puede comprobarse en el gráfico, ante la innovación en el 
gasto público es el consumo privado el componente que recibe un mayor impacto, en parte 
debido al propio efecto sobre él del crecimiento del GPUB y en parte al efecto de 
realimentación derivado del propio crecimiento del GNB. Por otro lado, el efecto del gasto 
estatal sobre la inversión privada, aunque positiva, es reducida.
Para tener una idea completa, en esta primera aproximación, de la importancia de la 
variación inducida por las magnitudes presupuestarias es necesario preguntarse qué porcentaje 
de la varianza del gasto nacional es explicado por la variación del GPUB. En otras palabras, 
aunque conocemos que un cambio en esta variable provoca un movimiento expansivo en el 
GNB, hasta este momento no se ha hecho ninguna referencia a la importancia que el 
crecimiento inducido por el gasto tiene en la variación total del GNB. Podemos encontrar una 
primera respuesta en el análisis del cuadro 10.1. Es un cuadro de doble entrada que 
representa verticalmente y para cada periodo el porcentaje de la varianza del error de 
predicción de cada variable, de forma que la suma de la varianza explicada por la innovación 
de todas las variables es el cien por cien. Horizontalmente se expresa la importancia de cada 
variable en la explicación de la variación de las demás.
Si nos fijamos en la última columna, que recoge la varianza del error del GNB, 
comprobamos como, a corto plazo, la mayor parte de la variación es explicada por la 
innovación del consumo privado: casi en sus tres cuartas partes en el tercer periodo. Lo que 
ya era evidente si se atiende a la similitud de la función impulso-respuesta de las dos 
variables. A largo plazo, la importancia de la inversión privada crece hasta convertirse en 
dominante. Por su parte, el gasto público incrementa su importancia conforme consideramos 
un mayor número de periodos, de la misma forma que veíamos ocurría en el gráfico 1, hasta 
llegar a explicar en tomo al siete por ciento. Esta podría ser una estimación aproximada de 
la importancia del gasto público en la determinación del gasto nacional, aunque como 
veremos más adelante el porcentaje puede modificarse al alza.
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Una posibilidad que nos ofrece la utilización de los modelos VAR es la identificación 
de los componentes del gasto público que son más relevantes en la estimación de la evolución 
del GNB. Para ello he estimado un nuevo sistema de ecuaciones en el cual el gasto del estado 
se ha dividido en sus dos componentes: la inversión pública y el consumo público. Los 
resultados pueden verse en el gráfico 10.2. Como resulta normal después del comentario 
anterior, el efecto más importante corresponde a los gastos corrientes del estado. El producto 
de una innovación en el consumo es un movimiento positivo y sostenido, con su punto más 
elevado en los tres primeros años. De la misma forma que veíamos en el gráfico 10.1, el 
proceso de transmisión de la innovación en el consumo público hacia el GNB se realiza a 
través del consumo privado: el incremento del gasto del estado provoca un aumento del 
consumo del sector privado en un porcentaje menor que el aumento del GNB, pero con un 
perfil muy semejante. Ninguna otra variable de las presentes en el sistema es sensible a la 
variación del consumo público.
A diferencia de lo que acabamos de comentar, la formación bruta de capital del estado 
muestra un efecto negativo sobre el GNB, a corto plazo, y un efecto persistente e importante, 
a largo plazo. Es este un interesante resultado de nuestra investigación que se ve corroborado 
por posteriores estimaciones. La inversión del estado tiene un ligero efecto expansivo sobre 
la inversión privada pero, sin embargo, provoca un efecto negativo sobre el consumo 
privado, como se contempla en el gráfico 10.3. Es decir, a corto plazo, un incremento en 
la inversión pública reducía el consumo pero incrementaba la inversión, induciendo un mayor 
gasto en formación de capital por parte del sector privado. A largo plazo, el consumo se 
recuperaba.
Como antes, es necesario preguntarse por la relevancia que tienen estos movimientos 
descritos en la evolución del GNB. El cuadro 10.2 representa la descomposición de la 
varianza de esta variable. Puede observarse que el principal determinante de su variación es 
el consumo privado a corto plazo y la inversión privada a largo plazo. De las dos variables 
públicas el consumo explica un porcentaje de la variación en tomo al ocho-nueve por ciento, 
mientras la inversión lo hace en un dos por ciento. En conjunto, el gasto del estado llega a
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explicar un diez por ciento de la variación del gasto nacional. Estos datos confirman la 
conclusión presentada más arriba: el gasto publico determinó la evolución del GNB español 
durante la Restauración en un porcentaje no desdeñable. Ahora podemos añadir que los 
gastos corrientes son más importantes en la explicación de esa variación a corto plazo, 
mientras los gastos de capital adquieren relevancia a largo plazo,
Para conocer qué componentes del consumo público explican el comportamiento que 
estamos describiendo se ha estimado un nuevo sistema de ecuaciones en el cual el consumo 
ha sido desagregado en compra de bienes y servicios y sueldos y salarios. Posteriormente, 
para conocer la importancia de los gastos militares se ha dividido la compra de bienes y 
servicios en dos partidas: gastos militares y otros bienes y servicios diferentes de aquellos. 
Los resultados pueden observarse en los gráficos 10.4 y 10.5.
Una innovación en la compra de bienes y servicios por parte del estado presenta un 
efecto expansivo a corto plazo que se vuelve insignificante y negativo a partir del cuarto 
periodo. En cambio, como se ve en el gráfico 10.4, el efecto de incrementar las cantidades 
gastadas en sueldos y salarios tiene un efecto más permanente. Por otro lado, de acuerdo con 
el gráfico 5, los gastos militares del estado español durante la Restauración tuvieron un efecto 
expansivo sobre el GNB, a diferencia del resto de compras del Estado que muestran un 
efecto negativo a largo plazo.
Para intentar resumir y aclarar este conjunto de resultados he procedido a la 
estimación de un sistema simplificado que tenga en cuenta e incorpore los resultados 
anteriores. Para ello he definido una nueva variable llamada IPUBLICA que incorpora los 
gastos militares a la formación bruta de capital fijo tal como es definida por la contabilidad 
nacional. La razón de esta agregación es la similitud que, en términos económicos, existe 
entre la construcción de un acorazado y la edificaión de un immueble para la administración, 
por ejemplo. Del mismo modo, hemos visto como los efectos de una innovación de la 
inversión pública y de los gastos militares sobre el GNB son similares, lo que justificaría su 
suma. Por último, y como se ha argumentado en capítulos anteriores, los efectos de los
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programas navales sobre la industria también justifican esta agregación.
Por otro lado, una vez captada la importancia de los diferentes componentes del 
consumo público y comprobado que el efecto del consumo público no difería del efecto del 
consumo privado sobre las demás variables, he procedido a construir la variable CONSUMO 
como la suma de ambas clases de consumo17.
Los resultados de la estimación se pueden contemplar en el gráfico 6. Dos 
conclusiones relevantes se extraen del gráfico. En primer lugar, los efectos de las variables 
consumo e inversión sobre el GNB son diferentes. Mientras lo característico del consumo es 
mostrar un fuerte impacto sobre el GNB en el primer periodo, declinando posteriormente 
hasta hacerse insignificante, la inversión, por el contrario, tiene un efecto importante, 
positivo y prolongado. En segundo lugar, la respuesta del gasto nacional a una innovación 
en la inversión pública muestra un perfil similar al resultante de una innovación en la 
inversión privada. O, en otras palabras, el impacto de la actuación inversora del estado es 
asimilable a la formación de capital fijo del sector privado.
Si analizamos el cuadro 10.3 comprobamos que la variable que mejor explica a corto 
plazo la variación del GNB es el consumo, mientras a largo plazo la variación de la inversión 
da cuenta de más de un tercio. Por otro lado, la inversión pública, redefinida para incluir los 
gastos militares, a largo plazo llega a explicar cerca de un diez por ciento de la variación del 
GNB.
Los resultados obtenidos de las estimaciones anteriores ponen de relieve que ante un 
incremento en el gasto público el gasto nacional experimenta una expansión, lo cual 
demuestra que la política fiscal tuvo un efecto expansivo sobre la producción durante la 
Restauración. El consumo público, y dentro del mismo los sueldos y salarios y las compras 
de bienes militares son responsables de tal efecto. Por su parte, la inversión pública presenta
17 Naturalmente, el consumo público no incluye los gastos militares que se han incluido en los gastos de capital.
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una influencia menor que el gasto corriente en la determinación de la evolución del gasto 
nacional. En conjunto, la política de gasto público explica un diez por ciento de la variación 
del producto nacional.
Sin embargo, la observación aislada de estas conclusiones puede conducir a la 
infravaloración de la importancia del gasto público durante la Restauración. Un porcentaje 
cercano a las tres cuartas partes del producto nacional se obtenía en el sector agrario, sobre 
el que el impacto de los gasto estatales era reducido, a excepción de la parte dedicada al pago 
de sueldos y salarios, por cuanto las pautas del gasto de los funcionarios eran similares a las 
del resto de la población y en ella predominaba el consumo de bienes agrarios debido a la 
reducida renta per capita que impedía a la mayoría de los españoles el acceso al consumo de 
productos industriales. Evidentemente, en este razonamiento se encuentra la justificación para 
la relevancia de aquella partida presupuestaria dentro del consumo público a la hora de 
explicar la evolución del gasto nacional.
Pero a diferencia de los agentes privados, la estructura del gasto del sector público 
está más inclinada hacia la adquisición de bienes del sector industrial. Desde el material de 
administración, empleado en las oficinas que conforman la burocracia estatal que se extendía 
por todos los lugares de España, hasta la construcción de carreteras, la obra pública por 
excelencia acometida por el estado, un gran número de actividades públicas repercutían, 
principalmente, sobre el sector industrial, no sobre el sector agrario. Por tanto, la 
comparación de la evolución del gasto del estado con la variación de la producción industrial 
puede ayudamos a precisar los efectos del presupuesto sobre la economía y sobre su sector 
más dinámico, el industrial.
Por ello, se ha sustituido .el Gasto Nacional Bruto por el Indice de Producción 
Industrial (IPIES), en primer lugar, y posteriormente por el Indice de Producción de las 
Industrias Básicas (IPIB).
El gráfico 10.7 presenta la respuesta de la producción industrial a una innovación en
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el gasto público. El resultado es un crecimiento de la actividad industrial, importante y 
sostenido a largo plazo, determinado, en esta ocasión, no por el consumo como veíamos 
arriba sino por la innovación en la inversión pública, tal y como se presenta en el gráfico 8. 
Por tanto, la política de obras públicas del estado de la Restauración se demuestra que tuvo 
un importante efecto sobre la evolución de la producción industrial, efecto que podemos 
cifrar en tomo al veinte por ciento, a largo plazo, de la varianza explicada por los gastos de 
inversión, como se ve en el cuadro 10.4. Por el contrario el consumo público aunque tenga 
un efecto positivo sobre el producto, es decir, su aumento provoque un aumento de la 
producción industrial, explica apenas un cinco por ciento de su variación. En conjunto, lo 
llamativo es que las variables públicas pueden llegar a explicar una cuarta parte de la 
variación global de la producción industrial, lo cual es una buena muestra de la 
insustituibilidad de la actuación del estado en la determinación de la actuación del sector 
privado en la economía española durante la Restauración. Todo ello a pesar de que los 
principales determinante de la evolución de la producción eran la inversión privada y el 
consumo privado, aunque este último sólo a corto plazo. Además, hay que señalar el 
destacado comportamiento inercial de la evolución de la producción industrial: en tomo a un 
tercio de su evolución era debida a su variación en años anteriores.
Al igual que antes, es posible distinguir la diferente influencia de los componentes del 
consumo público sobre la producción industrial. En primer lugar, en linea con el resultado 
acabado de comentar, el impacto de una innovación de la partida sueldos y salarios es menor 
que el impacto provocado por la variable compra de bienes y servicios. Mientras la primera 
alcanza su punto más elevado en los primeros periodos, la segunda mantiene un efecto 
persistente a partir del quinto periodo (gráfico 10.9). El gasto en funcionarios tenía un efecto 
positivo en el corto plazo, pero era el gasto directo en la industria lo que colaboraba al 
sostenimiento de su crecimiento en el largo plazo, aunque entre ambas no expliquen más allá 
del siete por ciento de su evolución.
El gráfico 10.10 pone de relieve que la parte más importante del efecto sobre la 
producción que tienen las compras de bienes es debido a las innovaciones que se producen
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en los gastos militares. Una variación en las cantidades gastadas en la construcción naval o 
en el suministro al ejército provoca un impacto inmediato y positivo sobre la producción 
industrial. Los programas de dotación de buques para la armada española si que tuvieron, 
en consecuencia, un efecto relevante sobre la producción industrial, que podemos cifrar en 
tomo al diez por ciento. Las otras variables recogidas en el gráfico siguen el comportamiento 
ya comentado: el gasto en funcionarios tiene un efecto positivo a corto plazo, mientras la 
compra de bienes y servicios diferentes al gasto militar apenas tiene efecto significativo sobre 
la producción industrial.
A raíz de estos resultados resulta muy interesante analizar la influencia de la variable 
¡PUBLICA. Al igual que con anterioridad, esta variable ha sido construida como la suma de 
la formación bruta de capital fijo del estado y la partida de gastos militares. Como se ve en 
el gráfico 10.11, nuestra ¡PUBLICA provoca un impacto positivo y persistente sobre la 
producción industrial, en linea con los efectos que provoca la innovación en la inversión 
privada. La diferencia entre ambas se halla en la ligeramente mayor potencia del impacto de 
la formación de capital del sector privado. Al mismo tiempo, los dos efectos son muy 
diferentes del provocado por una innovación del consumo que tiene un efecto inmediato e 
importante a corto plazo pero que se reduce a largo plazo. El cuadro 10.6 apunta en este 
mismo sentido. El consumo es el principal determinante de la evolución del ¡PIES a corto 
plazo (31 por ciento en el primer periodo), mientras a largo plazo pierde significación (6 por 
ciento), que es adquirida por la inversión privada y la inversión pública (32 y 17 por ciento, 
respectivamente, en el décimo periodo).
Las estimaciones realizadas demuestran la importante influencia que la política de 
gasto público tuvo sobre la producción industrial durante la Restauración. Como hemos visto, 
el efecto de una modificación en la política fiscal es la generación de un movimiento 
expansivo en el producto del sector secundario, mayor si el cambio es debido a una variación 
en la inversión pública que si aquél es debido a modificaciones en el consumo. Sin embargo, 
dentro de éste las compras militares provocan un efecto expansivo considerable. En total, la 
política de gasto público pudo llegar a suponer un veinticinco por ciento de la variación de
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la producción industrial.
Están conclusiones se corroboran si consideramos ahora, en sustitución del índice de 
producción industrial, la influencia del estado sobre la producción de las industrias básicas. 
Lo que se analiza, en ese caso, es la influencia del presupuesto del estado sobre las industrias 
recogidas en el IPIB, es decir, la minería, las industrias metálicas básicas, la química, los 
cementos y la producción de energía eléctrica.
Como aspecto más llamativo hay que resaltar el carácter fuertemente inercial que 
presenta la producción básica, como puede verse en el cuadro 10.7. Cerca del 80 por ciento 
de la varianza de la evolución de la producción es explicada por la variación previa del 
mismo índice, a corto plazo, y hasta el 50 por ciento en un plazo de diez periodos. Del resto 
de variables, la inversión privada llega a explicar hasta una cuarta parte, mientras el gasto 
del estado se mueve, a largo plazo, cerca del 10 por ciento.
Si se complementan estos datos con los del gráfico 10.12 se puede comprobar que el 
producto de una innovación en el gasto público es el crecimiento de la producción básica. 
Es decir, el incremento de las cantidades gastadas por el estado contribuía a la ampliación 
de la actividad productiva en un sector tan importante para cualquier economía en 
crecimiento como son las industrias básicas.
Y, como hemos visto en el caso de la producción industrial, el componente del gasto 
público que tiene un efecto más importante es la inversión pública, mientras el consumo 
apenas logra tener un mínimo efecto. El gráfico 10.14 muestra que los efectos generados por 
una innovación en la formación bruta de capital son dos veces más significativas que las 
provocadas por el gasto corriente del estado, resultado plenamente justificado, puesto que era 
sobre este tipo de industrias sobre las que recaían principalmente las compras estatales, a 
través de los programas de obras públicas, principal partida de gasto en la inversión. No debe 
extrañar que, como muestra el cuadro 10.8, un 10 por ciento de la variación de la producción 
en aquellas industrias venga determinado por la inversión pública.
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Entre los componentes del consumo público, de nuevo vuelve a ser el gasto militar 
el que observa un comportamiento diferenciado. Las compras de bienes y servicios diferentes 
al gasto militar, y el gasto en funcionarios no tienen un impacto reseñable sobre la 
producción industrial. En cambio, los programas navales si que supusieron un impulso 
importante sobre la producción industrial, tal y como afirmaban los constructores navales.
Por esto, al observar el comportamiento de la variable IPUBLICA comprobamos el 
importante efecto que este tipo de gasto del estado tuvo sobre estas industrias, muy similar 
a la importancia que presenta la inversión privada, pero ampliamente superior al efecto que 
un incremento en el consumo hubiera tenido sobre ellas. El gráfico 10.15 muestra el 
persistente impacto que la innovación en la formación bruta de capital fijo del estado y en 
los gastos militares tenía sobre la actividad económica, que se puede cifrar en tomo a la 
determinación del 15 por ciento de la variación de la producción de esas industrias (cuadro 
10.9).
CONCLUSIONES
A diferencia de lo que se ha venido manteniendo en investigaciones anteriores 18, 
los resultados obtenidos en este capítulo apuntan en dirección contraria. La política fiscal 
durante la Restauración debe considerarse un elemento importante en la evolución de la 
producción nacional. La política de gasto del estado ( en el sentido en el que se considera 
en el modelo: un cambio no anticipado en el gasto ) provocaba un efecto expansivo sobre el 
GNB, debido básicamente al consumo público, mientras la inversión muestra una influencia 
menor, explicando entre ambos un diez por ciento de la variación del producto.
Sin embargo, al introducir en el sistema la producción industrial en sustitución del 
GNB, los cambios en la inversión pública son más importantes que los provocados por el
18 Martín Aceña y Comín, 1985; Comín, 1988.
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consumo, aunque dentro de éste los gastos militares tienen un comportamiento expansivo 
similar al descubierto en la inversión. Una cuarta parte de la producción industrial está 
determinada por la variación de las variables públicas. Los mismo efectos se repiten al 
considerar la producción de las industrias básicas.
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CUADRO 10.1
PORCENTAJE DE DESCOMPOSICION DE LA VARIANZA, TRES, SEIS Y DIEZ AÑOS ADELANTE, EN 




VARIANZA DEL ERROR DE
XM GPUB INVPR CPR GNB
XM 3 89.8 30.4 5.3 9.3 4.9
6 86.0 30.2 5.3 12.5 11.2
10 79.0 39.1 11.8 12.8 13.8
GPUB 3 0.9 57.4 1.4 2.8 0.8
6 3.2 48.8 4.0 2.7 2.0
10 7.0 41.9 4.9 6.1 6.8
INVPR 3 7.2 11.4 86.6 10.8 22.6
6 7.2 19.6 83.1 22.5 37.0
10 10.5 17.7 76.8 30.1 42.7
CPR 3 1.9 0.8 6.7 77.1 71.5
6 3.6 1.2 7.6 62.2 49.8
10 3.4 1.2 6.4 51.0 36.6
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CUADRO 10.2
PORCENTAJE DE DESCOMPOSICION DE LA VARIANZA, TRES, SEIS Y DIEZ AÑOS ADELANTE, EN 




VARIANZA DEL ERROR DE
XM INVPUB INVPR CPU CPR GNB
XM 3 87.8 27.5 3.5 29.1 13.0 8.2
6 85.3 22.9 5.4 26.6 24.4 24.1
10 77.6 29.0 20.4 36.7 32.4 35.6
INVPUB 3 4.2 57.4 11.7 21.3 9.4 4.1
6 5.0 52.8 11.1 27.9 7.6 2.6
10 10.0 46.9 8.8 23.6 6.8 2.8
INVPR 3 4.8 8.2 77.2 . 5.9 19.8 35.8
6 4.3 17.0 72.5 12.2 23.2 32.9
10 5.9 17.2 60.8 11.4 21.1 28.2
CPU 3 0.7 6.5 1.3 43.4 4.7 8.6
6 1.7 5.1 4.6 31.7 5.2 8.6
10 3.1 4.6 4.8 26.9 6.8 9.7
CPR 3 2.3 0.4 6.2 0.3 53.0 48.4
6 3.6 2.2 6.4 1.5 39.5 31.6
10 3.4 2.1 5.1 1.3 32.7 23.5
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CUADRO 10.3
PORCENTAJE DE DESCOMPOSICION DE LA VARIANZA, TRES, SEIS Y DIEZ AÑOS ADELANTE, EN 




VARIANZA DEL ERROR DE
XM IPUBLICA INVPR CONSUMO GNB
XM 3 89.3 24.2 7.4 9.7 4.5
6 88.0 23.5 6.6 12.3 12.0
10.86,2 22.0 10.3 16.3 17.2
IPUBLICA 3 0.0 57.6 5.0 0.9 2.0
6 0.5 49.7 8.2 2.8 5.1
10 1.5 46.7 10.5 6.4 9.3
INVPR 3 8.4 15.3 82.9 13.0 21.2
6 6.8 24.1 80.4 26.2 34.9
10 7.3 21.1 75.4 31.5 39.1
CONSUMO 3 2.3 2.9 4.6 76.4 72.3
6 4.6 3.4 4.7 58.6 48.0
10 5.1 3.2 3.8 45.8 34.4
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CUADRO 10.4
PORCENTAJE DE DESCOMPOSICION DE LA VARIANZA, TRES, SEIS Y DIEZ AÑOS ADELANTE EN
UN SISTEMA DONDE LAS VARIABLES SON 




VARIANZA DEL ERROR DE
XM INVPUB INVPR CPU CPR IPIES
XM 3 79.9 31.8 16.0 26.0 11.1 3.6
6 74.6 33.4 16.7 24.2 14.3 8.6
10 64.3 32.4 14.8 27.5 14.3 9.4
INVPUB 3 7.7 56.5 9.0 22.1 8.4 1.4
6 10.3 51.4 9.6 28.2 8.4 15.3
10 19.7 49.0 9.9 26.9 11.0 20.8
INVPR 3 4.8 3.3 63.8 3.4 20.4 39.2
6 4.4 6.0 59.6 6.9 23.2 39.6
10 6.0 6.3 57.7 6.2 23.3 38.2
CPU 3 0.5 6.2 0.9 44.4 5.0 3.2
6 1.0 5.4 2.0 35.6 4.8 5.5
10 2.1 5.5 2.2 31.1 5.5 5.3
CPR 3 2.3 0.2 6.2 0.4 53.4 17.1
6 3.1 1.8 7.0 1.1 42.2 9.5
10 2.7 2.1 7.0 1.0 37.3 7.9
IPIES 3 4.6 2.5 3.8 3.4 1.4 35.2
6 6.3 1.7 4.8 3.7 6.7 21.1
10 4.9 4.4 8.2 6.9 8.2 18.2
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CUADRO 10.5
PORCENTAJE DE DESCOMPOSICION DE LA VARIANZA, TRES, SEIS Y DIEZ AÑOS ADELANTE, EN 




VARIANZA DEL ERROR DE
XM IPUBLICA INVPR CONSUMO IPIES
XM 3 82.0 24.8 21.7 4.9 4.4
6 75.7 26.2 22.5 5.4 14.9
10 73.1 25.3 21.3 6.3 20.0
IPUBLICA 3 0.1 60.3 3.8 1.4 7.6
6 0.6 52.3 7.7 2.0 14.7
10 2.6 50.9 9.9 5.1 17.4
INVPR 3 8.8 6.5 61.3 12.6 23.2
6 8.0 11.5 56.4 18.0 30.0
10 9.0 12.7 53.1 19.2 32.1
CONSUMO 3 3.2 0.9 4.4 79.9 18.3
6 6.4 2.5 4.9 67.9 8.6
10 6.1 2.5 4.7 59.4 6.1
IPIES 3 5.8 7.4 8.7 1.2 46.4
6 9.2 7.4 8.4 6.6 31.7
10 9.1 8.5 10.9 9.8 24.3
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CUADRO 10.6
PORCENTAJE DE DESCOMPOSICION DE LA VARIANZA, TRES, SEIS Y DIEZ AÑOS ADELANTE EN 




VARIANZA DEL ERROR DE
XM GPUB INVPR CPR IPIB
XM 3 78.2 23.6 20.8 7.3 0.2
6 68.5 26.1 19.2 8.3 8.2
10 64.5 33.2 18.2 8.3 8.6
GPUB 3 0.0 53.9 2.6 5.9 1.1
6 2.5 44.8 3.3 5.9 6.7
10 6.0 35.2 4.1 7.4 8.9
INVPR 3 13.2 9.9 67.4 14.6 12.0
6 11.6 12.4 66.2 17.3 21.6
10 13.1 10.3 59.8 18.1 26.3
CPR 3 1.7 1.2 8.6 67.9 1.7
6 3.8 2.2 9.7 63.7 1.2
10 3.7 2.0 8.8 57.0 1.7
IPIB 3 6.8 11.1 0.3 4.0 84.6
6 13.4 14.3 1.4 4.6 62.1
10 12.5 18.9 8.8 8.8 54.2
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CUADRO 10.7
PORCENTAJE DE DESCOMPOSICION DE LA VARIANZA, TRES, SEIS Y DIEZ AÑOS ADELANTE, EN 
UN SISTEMA DONDE LAS VARIABLES SON XM, INVPUB, INVPR, CPU, CPR, E IPIB.
INNOVACIO 
N DE LA 
VARIABLE
VARIANZA DEL ERROR DE
XM INVPUB INVPR CPU CPR IPIB
XM 3 69.8 26.2 23.0 21.1 11.7 0.2
6 61.8 24.3 23.9 20.0 16.7 7.7
10 55.3 29.0 23.8 29.6 20.3 8.6
INVPUB 3 7.7 58.8 11.1 20.8 11.6 0.2
6 7.7 54.3 10.0 27.4 14.8 8.1
10 15.7 46.1 9.5 24.1 13.8 11.8
INVPR 3 9.8 4.2 54.4 5.8 12.7 17.8
6 8.3 6.8 48.4 6.4 10.9 22.0
10 8.9 5.3 36.7 4.7 8.3 23.7
CPU 3 2.1 4.9 4.9 38.3 5.7 0.6
6 2.1 4.4 7.5 27.7 8.9 3.9
10 2.7 3.3 6.9 17.1 7.9 5.9
CPR 3 2.4 0.2 6.2 0.6 54.8 2.1
6 3.6 1.8 6.5 1.4 40.3 1.7
10 3.2 1.6 5.0 1.5 30.9 2.3
IPIB 3 7.9 5.3 0.3 13.4 3.5 79.1
6 16.2 8.1 3.6 17.0 8.4 56.6
10 13.8* 14.5 18.0 23.0 18.8 47.6
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CUADRO 10.8
PORCENTAJE DE DESCOMPOSICION DE LA VARIANZA, TRES, SEIS Y DIEZ AÑOS ADELANTE, EN 




VARIANZA DEL ERROR DE
XM IPUBLICA INVPR CONSUMO IPIB
XM 3 76.9 17.8 25.8 6.3 0.8
6 67.2 19.3 23.2 7.9 8.3
10 63.9 19.9 20.5 8.8 10.6
IPUBLICA 3 0.9 50.6 5.4 1.4 4.8
6 1.8 44.4 6.9 2.8 9.8
10 3.1 43.3 9.8 5.6 13.1
INVPR 3 14.4 15.0 62.0 15.2 8.3
6 12.2 17.4 61.8 18.6 17.6
10 12.3 17.3 58.2 17.7 23.2
CONSUMO 3 1.6 4.1 6.5 69.9 1.6
6 3.9 5.4 7.4 63.4 1.2
10 4.1 5.3 6.7 54.8 1.2
IPIES 3 6.0 12.6 0.3 7.0 84.5
6 14.9 13.6 0.6 7.3 63.1
10 16.5 14.1 4.7 13.0 51.8
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APENDICE 1: DESCRIPCION DE LOS DATOS
Todos los datos hacen referencia a series anuales para el periodo 1874-1923. La mayoría 
de las variables estaban ya calculadas como números índices y a precios constantes. 
Cuando esto no ocurría, han sido transformadas. Las series básicas eran consumo 
privado, consumo público, inversión y exportaciones netas, La división entre inversión 
privada e inversión publica venía también indicada en Carreras (1985). La 
descomposición del consumo público se ha realizado calculando el porcentaje que cada 
componente suponía en la variable e imputando, a partir de aquel, que parte eran sobre el 
GNB. Las variables utilizadas han sido las siguientes:
CPR: Consumo privado.
GASMIL: Gastos militares.
OTBISE: Compra de bienes y servicios diferentes a los gastos militares.




BISE: Compras de bienes y servicios.
BISE =  GASMIL +  OTBISE 
CPU: Consumo público.
CPU: BISE +  SUSA 
CONSUMO: Consumo nacional.
CONSUMO = CPR + CPU 
IPUBLICA = INVPUB +  GASMIL 
Además se han utilizado estas tres variables:
GNB = Gasto Nacional Bruto.
IPIES =  Indice de la producción industrial.
IPIB =  Indice de la producción de industrias básicas.
Las definiciones de todas estas variables son las ofrecidas por la Contabilidad Nacional. 
Quiero llamar la atención sobre las variables públicas. La Inversión Publica (INVPUB) es 
la Formación Bruta de Capital Fijo del Estado que comprende principalmente los gastos 
de obras públicas (edificios administrativos, escuelas, hospitales, carreteras, 
abastecimiento de aguas, maquinaria y equipo, etc.), excluyendo por tanto los gastos 
militares, que se incluyen en la partida Compras de Bienes y Servicios (BISE). Dada la 
importancia que los Gastos Militares (GASMIL) del Estado tuvieron para la industria 
nacional, he procedido a su desagregación. He tomado los gastos de compras de bienes y 
servicios realizadas por los Ministerios militares,( Guerra y Marina ), de los presupuestos 
ordinarios del Estado y los he sumado a las cantidades destinadas a gastos militares en los 
presupuestos extraordinarios. Por tanto, en Otros Bienes y Servicios (OTBISE) sólo 
quedan los gastos efectuados en bienes no militares no duraderos y servicios en cuenta 
corriente (gastos de conservación y reparaciones ordinarias, compras de mobiliario y 
material de oficina, etc. ).
Los datos han sido obtenidos de los siguientes fuentes: Consumo, Inversión,
Exportaciones Netas y Gasto Nacional Bruto: Carreras, A .(1985); Compras de Bienes y
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Servicios y Sueldos y Salarios: Comín, F.(1985); Gastos Militares y Compras de bienes y 
servicios no militares: Instituto de Estudios Fiscales (1976); Indice de Producción 




A finales del siglo XIX España no podía considerarse una nación industrializada. La 
inferioridad se hacía notar en los más diferentes aspectos de la vida económica: la dedicación 
de la población mayoritariamente a la agricultura, el atraso técnico de la industria, las bajas 
tasas de urbanización y alfabetización,.... Si pasamos de la economía a otros campos se hace 
presente la escasa relevancia internacional del país, plasmada en una política exterior de 
recogimiento hacia el interior, la adulteración del sistema político, etc.. En otras palabras, 
la modernización que se asocia a los procesos de industrialización y desarollo económicos 
no habían avanzado en la sociedad española.
En comparación, los ejemplos de la Europa de entresiglos mostraban a los ojos de los 
contemporáneos los avances de las naciones industriales. Alemania, Gran Bretaña, Francia, 
incluso la Italia unificada y la lejana Rusia, eran ejemplos a seguir por el Estado español. 
Excepto en el caso británico, bien conociido por su explicito rechazo a la intervención estatal 
(incluso mediante la política comercial), el resto de países adoptaron, en un momento u otro, 
una estrategia decidida de fomento de la industrialización. El apoyo a la construcción 
ferroviaria a mediados de siglo se transformó, a fines del mismo, en una amplia panoplia de 
tipos de auxilios a la industria. Por un lado, a través de la política comercial protegiendo al 
sector de la competencia exterior. Por otro, mediante ayudas financieras a las empresas en 
aquellos sectores considerados estratégicos: navegación, construcción naval, siderurgia. Italia 




Todos estos hechos nos aproximan al ambiente en el que se desenvolverá la 
Restauración, dominado por las ideas, y los ejemplos, de intervención estatal en la economía 
como forma de salvar el atraso. La misma conciencia del atraso hacía más asumible el hecho 
de la intervención.
¿Qué podía hacer el Estado de fines del XIX para promover el crecimiento 
industrial?. Realizadas en la mayor parte de Europa las transformaciones jurídicas necesarias 
para la transición de una sociedad tradicional a una sociedad capitalista - principalmente la 
abolición del régimen feudal de posesión de la tierra -, eliminados, por tanto, los obstáculos 
institucionales, dos tipos de políticas podían ser utilizadas: la política comercial y la política 
de gasto público. En ambos casos el objetivo era poner en funcionamiento los mecanismos 
que aseguraran un crecimiento sostenido basado en el desarrollo del sector industrial. Los 
medios para conseguirlo eran la modificación de la valoración privada de costes y beneficios, 
a través del otorgamiento de primas y subvenciones, o restricciones de la competencia, de 
forma que recayeran sobre el Estado parte de los costes que el sector privado no estuviera 
dispuesto a afrontar o que recibiera parte de los beneficios que la sociedad obtenía del 
crecimiento.
En este trabajo me he centrado en la intervención estatal vía gasto. Sin embargo 
quiero hacer aquí unas reflexiones sobre la política comercial española durante la 
Restauración.
En España, dos terceras partes del producto nacional provenían del sector agrario. De 
ellas, más de la mitad del cultivo de productos del ciclo cereal considerados básicos en la 
dieta de la población española. Las repercusiones que la protección de actividades esenciales 
y al mismo tiempo tan poco productivas, como pone de relieve su participación en el 
producto, cuando en otros países tal porcentaje ya se había reducido a la mitad, no podían 
ser las mismas que la protección que se otorgaba en otros países.
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La escasa diversificación en el consumo convertía a los productos agrícolas 
protegidos, en especial el trigo, en esenciales. Su característica de productos de demanda 
inelástica hacía difícil su sustitución en caso de que se produjera un incremento de sus 
precios, como así ocurrió. En consecuencia, su encarecimiento tenía que provocar una 
reducción del consumo de los productos de demanda elástica, una característica propia de los 
productos manufacturados.
Naturalmente, un producto no tiene una elasticidad de demanda cercana a cero en 
abstracto. El grado de atraso de un país determina qué productos pueden ser sustituidos 
cuando aumenta su precio y cuáles no. Cuanto mayor sea el grado de subdesarrollo de un 
país, medido por su renta per capita, por ejemplo, mayor número de productos industriales 
dejarán de consumirse, al no ser considerados esenciales, cuando el precio de los productos 
básicos se incremente. Aunque la definición de producto básico sea controvertida y varíe con 
el grado de desarrollo, en el sentido que le estoy dando aquí, y para el caso de España, 
considero productos básicos los agrícolas, aunque entre algunas capas de la población 
española residente en los núcleos urbanos ese nivel de vida hubiera sido superado.
La protección, sin embargo, no se ceñía únicamente al sector agrario. Los productos 
industriales también disfrutaron unos aranceles elevados. No se puede, por tanto, afrontar 
el problema del proteccionismo sin matizaciones. El incremento de precios en la industria, 
provocado por el arancel, debió llevar a que se produjeran mejoras en los salarios nominales 
de la mano de obra y al mantenimiento o ligera elevación de los salarios reales, de acuerdo 
con los datos que poseemos. Por tanto, el análisis de los efectos de la política comercial debe 
completarse señalando que la evolución conocida de los salarios no apoya la existencia de una 
reducción en la capacidad adquisitiva de los consumidores urbanos. Incluso se puede afirmar 
que la reducción de la demanda interna sobre el sector industrial no debió ser muy 
importante.
De esta forma es posible explicar la diversificación de la demanda que se produce 
durante los primeros años del siglo XX y que se refleja con el crecimiento y renovación de
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industrias como la agroalimentaria, la papelera y editorial, el juguete, el mueble y una 
extensa gama de bienes producidos por la metalurgia de transformación. Por otro lado, en 
el sector agrario la fuertes emigración de los primeros años del siglo ayudaron a recuperar 
las rentas de los que se quedaron, provocando el efecto estadístico de aumento de la 
productividad agrícola.
Es necesario, por tanto, matizar los efectos del proteccionismo. El principal problema 
para la economía española no era la elevación de los precios interiores y la pérdida de poder 
adquisitivo como consecuencia de ello, pérdida que no es evidente que se produjera. El 
principal problema era que los derechos no protegían por igual a todos los productos y la 
diferencia repercutía en la ubicación de los recursos productivos.
Como consecuencia de la elevación de los aranceles, los precios relativos de la 
economía española se separaron de la relación de intercambio existente en el mercado 
internacional. Tal separación provocaba que la economía espeñola no pudiera aprovechar las 
ventajas comparativas de las que disfrutaba y que hubieran permitido la generación de una 
base exportadora basada en la agricultura mediterránea y en la especialización en la 
producción de ciertos bienes manufacturados o semimanufacturados que no requirieran una 
elevada cantidad de energía por unidad de producto.
La distorsión provocada en los precios se trasladaba, lógicamente, a la asignación de 
los factores productivos. La existencia de ganancias de productividad mediante la reubicación 
de los factores era el coste que la economía tenía que soportar por el mantenimiento de la 
protección a ciertas producciones.
El resultado fue una reducción de las tasas de crecimiento que se hubieran alcanzado 
si la relación con los mercados internacionales hubiera sido otra distinta. Como consecuencia, 
la estructura económica también hubiera variado, lo que resalta la función del Estado de la 
Restauración como garante de la distribución de la renta que favorecía a los agricultores 
castellanos y a los grandes industriales vascos, catalanes y asturianos.
367
CONCLUSIONES
El corolario de este proceso fue el intervencionismo creciente para asegurar unas tasas 
de crecimiento compatibles con la paz social que los obstáculos al funcionamiento de la 
economía rebajaban al provocar la aparición de rendimientos decrecientes en la agricultura 
castellana o el retraso del proceso de diversificación industrial.
El otro tipo de intervención del Estado para fomentar la industrialización fue la 
utilización del presupuesto público para fomentar la inversión privada en las industrias que 
se consideraban prioritarias para el crecimiento económico.
He señalado antes la distorsión en los precios relativos que suponía la protección 
arancelaria. Distorsión que se producía en un doble sentido: frente al exterior, al separar los 
precios interiores de los exteriores; y, frente al interior, consecuencia de que la elevación de 
los precios no era uniforme entre todos los productos, al responder las elevaciones a la 
presión de los grupos de interés.
La política industrial también estaba encaminada a provocar una distorsión en la 
asignación de recursos. Es un factor común a cualquier política sectorial la fijación de unos 
objetivos que se pretenden alcanzar mediante la utilización de un conjunto de instrumentos 
que actúen sobre el sector. Habitualmente, los medios elegidos modifican los incentivos a 
los que se enfrentan los empresarios en el momento de adoptar sus decisiones de localización 
de los factores productivos entre diferentes sectores o dentro de un mismo sector. Estos 
instrumentos pueden adoptar diferentes formas: fijación de precios administrativamente, 
subvenciones, primas, concesión de préstamos en condiciones más favorables de las que se 
obtendrían en el mercado, restricción de la competencia.
En este trabajo se ha mostrado como la política económica española durante la 
Restauración manifestó una clara preferencia por el fomento del desarrollo industrial a través 
de diversos programas de apoyo.
El objetivo de la política industrial era el desarrollo de un sector industrial fuerte, que
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pudiera competir con las naciones industrializadas, las cuales mediante los menores costes 
de producción obtenidos por su mayor volumen de producción y la explotación de economías 
de escala, dominaban el mercado nacional restringiendo el crecimiento de la industria 
española. Entre los sectores considerados preferentes destaca, por encima de los demás, la 
industria pesada, y especialmente la construcción naval, los transformados metálicos y la 
siderurgia.
Llama la atención esta concentración en sectores de industria básica. No es un 
fenómeno exclusivo de la industria española. Un país de desarrollo similar, como era Italia, 
también desarrolló, a finales del siglo XIX, una política industrial centrada en la creación de 
unas industrias siderúrgica y de los transformados metálicos fuertes. Los países de desarrollo 
intermedio, como Italia y España, buscaban el fomento de los sectores industriales que ya 
se habían desarrollado en las naciones de desarrollo avanzado, debido a la facilidad de acceso 
a la tecnología de estos países y a la existencia en sus mercados internos de una demanda 
potencial que facilitara el crecimiento de las industrias protegidas mediante un proceso de 
sustitución de importaciones.
Antes de seguir adelante, es necesario tratar la diferencia existente entre protección 
y fomento a la industria. La política económica española se ha considerado desde el punto 
de vista del nacionalismo y la influencia de los sectores dominantes en el capitalismo español, 
que obtenían, mediante la presión sobre los Gobiernos, concesiones en el momento de 
reformar los aranceles. Quiero hacer notar que en la mayor parte de los países de desarrollo 
similar al español los aumentos arancelarios recayeron sobre los mismos sectores que aquí. 
Es un hecho conocido que la protección española fue superior, provocando una mayor ventaja 
para los sectores nacionales. Pero al mismo tiempo hay que resaltar que la protección de 
partida era también superior, por lo cual la posición relativa de España no debió variar 
excesivamente. La coincidencia entre sectores protegidos arancelariamente y apoyados 
presupuestariamente refleja una etapa del desarrollo de la industria a nivel internacional, en 
el cual las naciones de crecimiento tardío estaban adoptando las industrias y los métodos de 




Con esto pretendo afirmar que la política industrial de la Restauración no estaba 
determinada, o al menos no completamente determinada, por la presión de los grupos de 
interés. Protección y apoyo son dos aspectos de un mismo tema: el interés de fomentar el 
crecimiento industrial. No pretendo defender que la política industria no resultara influida 
por las presiones de los industriales, Al contrario, tales presiones, como ha sido 
abundantemente documentado, existieron. Pero por sí solas no pueden explicar la continuidad 
existente en la política industrial de la Restauración.
La continuidad a la que acabo de referirme consiste en un apoyo seguido a la industria 
desde los primeros años de la Restauración.Ya en la década de los ochenta del siglo XIX, 
la construcción de la marina de guerra resultó una ayuda a las industrias siderúrgicas y de 
construcciones metálicas. Los cascos de los barcos, las calderas, los motores, fueron 
solicitados a las industrias nacionales. Para atender a los pedidos acometieron una renovación 
de su tecnología, instalando los primeros altos hornos capaces de fabricar acero por el 
procedimiento Siemens-Martin. La mejora técnica, por tanto, fue efecto de la demanda del 
Estado. Naturalmente, los pedidos de la Marina por sí solos no podían provocar un 
crecimiento sostenido de las industrias pesadas. La actividad estatal tenía un papel impulsor, 
pero el mantenimiento de los ritmos de actividad tenía que provenir de la demanda de la 
industria privada. Es decir, solamente en presencia de un tejido industrial desarrollado, o con 
capacidades para su desarrollo, la actuación estatal podía haber generado un proceso 
continuado de industrialización.
España no se encontraba en esa situación a finales del siglo XIX. Por tanto, las 
grandes industrias estaban siempre muy pendientes de las actuaciones del sector público para 
ampliar su volumen de negocios. La ley de Protección a la Industria Nacional, de 14 de 
febrero de 1907, supuso un paso más en el fomento de las industrias nacionales.
Las compras del Estado podían realizarse a suministradores nacionales o extranjeros,
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de acuerdo con las condiciones que cada uno ofrecía en cuanto a precios y plazo de entrega. 
Esto suponía un importante volumen de producción perdido por la industria nacional. La Ley 
de 1907 restringió la participación extranjera en los concursos y subastas del Estado a unos 
pocos supuestos, reservando a los nacionales la satisfacción de las necesidades estatales. El 
negocio no era baladí: la importancia de las compras estatales se situaba en tomo al 20 por 
ciento de su producción de la industria nacional. A raíz de esta ley se desarrollaron en 
España industrias como la de construcciones metálicas y la de productos para la construcción, 
como la industria cementera.
Entre los sectores que recibieron mayor apoyo se encuentran las industrias marítimas. 
Los sistemas de primas a la navegación y a la construcción naval intentaban que la industria 
nacional lograra competir con las importaciones de buques que se introducían en España 
pagando derechos arancelarios moderados. El fracaso de esta política obligó a la adopción 
de un esquema integrado de ayudas al sector. La ley de 14 de junio de 1909 fue la respuesta 
a la crisis del sector. Consistía en el establecimiento de un amplio sistema de ayudas a la 
construcción naval y a la navegación marítima, en forma de primas y subvenciones y la 
obligatoriedad de construir los barcos en España o de transportar productos nacionales en los 
servicios de navegación que recibían ayuda del Estado.
Los efectos de la ley se hicieron notar de diferente forma en los distintos sectores que 
resultaban protegidos. Mientras la construcción naval experimentó un auge que le permitió 
aumentar su capacidad productiva y la situó en buenas condiciones para aprovechar la 
disminución de la competencia durante la guerra, la navegación continuó siendo poco 
competitiva en relación con la marina internacional. El crecimiento de este sector no 
dependía únicamente de la mejora de su competitividad sino del incremento de la demanda 
de servicios de transporte, que sólo podía producirse como consecuencia de una mejora en 
la situación de la economía española en conjunto. Cuando la guerra provocó esa mejora 
artificialmente, el sector experimentó un desmesurado auge en relación con su situación de 
partida. La vuelta a la normalidad dejó al sector en la misma posición que antes del conflicto 
teniendo que recurrir, de nuevo, a las arcas del Estado.
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El tercer programa de fomento industrial analizado, la ley de auxilios a las industrias 
nuevas y desarrollo de las ya existentes de 1917 fue la que menores frutos recogió durante 
su periodo de vigencia. Su objetivo era claramente industrializador: la guerra mundial había 
provocado el surgimiento de numerosas industrias; ante la llegada de la paz, la vuelta a la 
situación podía hacer que todos esos factores utilizados en la producción industrial se 
perdieran y retornaran a ser utilizados en el sector agrario, por lo cual el Estado acudía en 
ayuda de las industrias para impedir la desindustrialización de España y al mismo tiempo 
conseguir asentar definitivamente un sector industrial fuerte, para lo que se ofrecía un amplio 
abanico de ayudas, que recogían desde protección arancelaria adicional a la existente y 
exenciones tributarias, hasta préstamos a un tipo de interés más bajo que el del mercado. La 
excesiva ambición de la tarea marcada a la ley fue un elemento decisivo para que se 
demostrara incapaz de sostener la estructura industrial española.
La existencia de la política industrial tropezaba con problemas a la hora de elegir los 
instrumentos con que podía actuar sobre el sector. La incapacidad de la Hacienda para 
aumentar sus ingresos, que no debe ser achacada a ella sino a la escasa disposición del país 
en entregarse a una fiscalización de sus fuentes de riqueza y a acceder a aumentar la presión 
tributaria sobre aquellos que con un menor porcentaje contribuían a la financiación del 
Estado, como muestra el resultado del intento de Santiago Alba de gravar los beneficios 
extraordinarios obtenidos durante la guerra mundial, constituía un freno a la capacidad de 
gasto de la que disponía el Estado para financiar las políticas de crecimiento.
Pero no era éste el único obstáculo al que se debía enfrentar la eficacia de la política. 
La inexistencia de la administración retrasaba indefinidamente la tramitación de los 
expedientes, no pagaba a tiempo las primas cuando los créditos habían sido votados por las 
Cortes y las deudas reconocidas por los Gobiernos, era incapaz de hacer cumplir las leyes 
que requerían de ella una vigilancia de los actos de sus centros. Ante esta situación, las 
quejas ante la inexistencia se multiplican y obligan al Gobierno a intervenir y recordar en 
más de una ocasión a los Ministerios la necesidad del cumplimiento de las disposiciones. 
Ineficacia de la Administración y escasez de fondos suponían los dos límites a los que se
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enfrentaba la política industrial.
Dos elementos hay que destacar en relación con la política seguida. En primer lugar, 
su objetivo era la sustitución de importaciones. El análisis que realizaban los Gobiernos 
cuando presentaban sus proyectos a las Cortes hacían hincapié en la difícil situación que 
atravesaba la industria española como consecuencia de los menores costes de producción de 
la industria extranjera. Se reconocía que los mayores costes de la producción nacional estaban 
ocasionados, en parte, por los elevados niveles arancelarios que soportaban los bienes 
primarios o semimanufacturados y que el Estado, en aquellos casos en que se consideraba 
preferente a un sector debía subvencionar su producción para que pudiera competir con los 
productores extranjeros.
Este mecanismo protector tenía, sin embargo, graves limitaciones. Las ayudas del 
Estado podían eliminar del mercado a algunos competidores que no pudieran resistir el 
descenso de los precios, siempre que éste se produjera. Sin embargo, la mayoría se 
mantendría en el mercado limitando la expansión de la industrias . En ese caso, sólo la 
expansión de la demanda o el recurso creciente a las arcas del Estado podía sostener la 
expansión.
Cuando el mecanismo protector consistía en la prohibición de la competencia exterior, 
el crecimiento de la producción sin la amenaza de la competencia no se produciría a precios 
decrecientes con lo cual no aumentaría la capacidad de compra del mercado nacional.
Esto nos lleva al segundo elemento de la política que es necesario comentar. Las 
empresas dominantes en el mercado resultaron más favorecidas que el resto por la ayuda del 
Estado. Como consecuencia, se produjo un reforzamiento de las posiciones de dominio que 
fomentó los oligopolios que posteriormente de verían también reforzado por la política 
económica de la Dictadura.
Aunque no existen argumentos económicos firmes para rechazar el oligopolio en
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relación con la competencia perfecta, para un país en desarrollo, el crecimiento de la 
capacidad adquisitiva de amplias capas de la población es un factor fundamental para el 
crecimiento pues a través suyo se genera un incremento de la demanda interna. Entre las 
formas de alcanzarlo se encuentra la disminución de los precios de los productos de consumo 
masivo, debido a las mejoras alcanzadas en la productividad que son trasladadas a los precios 
por las empresas para obtener mayores cuotas de mercado.
Sin embargo, el comportamiento de los oligopolios se muestra contrario a este 
paradigma. El dominio de amplias zonas del mercado y la posibilidad de llegar a acuerdos 
entre los participantes para repartirse el mercado sin entrar en luchas de precios conlleva que 
no se produzcan descensos en los precios. Los ejemplos de la Compañía Trasatlántica 
aportado ene este trabajo, o el bien conocido de la Central Siderúrgica de Ventas muestran 
que este comportamiento pudo ocurrir en España.
¿Cuál fue, en resumen, el efecto de la política industrial en la Restauración?. Es 
difícil responder a esta pregunta. El ejercicio econométrico presentado en la última parte de 
este trabajo muestra que un porcentaje importante, cercano al 25 por ciento, de las 
variaciones en los índices de producción industrial es debido a las modificaciones que se 
produjeron en el gasto público. El porcentaje es significativo, y nos enseña que la evolución 
del gasto del Estado determinaba la producción industrial, un aspecto que no se había 
reconocido hasta este momento.
Una cuestión diferente es si la política solucionaba los problemas de largo plazo que 
tenía planteados la economía española. La conclusión en este caso será necesariamente más 
pesimista. El fomento industrial no estaba en condiciones, por sí solo, de asegurar un 
crecimiento sostenido de la economía. La escasez de la demanda interna no dependía de la 
actividad industrial sino de la evolución de la agricultura, la ocupación de la mitad de la 
población española. Por otra parte, el tejido industrial no estaba tan desarrollado e 
interrelacionado como para permitir que el crecimiento industrial se sostuviera sobre su base.
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Los problemas básicos de la economía española persistirían a pesar de la actuación 
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